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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick Piñera. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores Vargas; el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade, y el Asesor Legislativo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, señor Álvaro Villanueva.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:44, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 66ª, extraordinaria, en 30 de octubre; 67ª, especial, y 68ª, ordinaria, ambas en 5 de noviembre, y 69ª, extraordinaria, en 6 de noviembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:



--Se abrió la sesión a las 12:44.

IV. CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Del Tribunal Constitucional:


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de señores Diputados, que representan la cuarta parte de los miembros en ejercicio de esa Cámara, respecto de los preceptos que indican del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín Nº 6.190-19).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Del señor Jefe de Gabinete del Ministro del Trabajo y Previsión Social:



Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre de los Senadores señora Rincón y señor Ruiz-Esquide, acerca de la situación que afectaría a algunas administradoras de fondos de pensiones.



--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (boletín Nº 8.829-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Queda para tabla.



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley Nº 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública (boletín N° 9.159-05) (Véase en los Anexos, documento 2).


--De conformidad con lo resuelto por los Comités, queda para ser votado en la presente sesión.

Moción



De los Senadores señores Orpis, Bianchi, Horvath y Larraín Fernández, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que incorpora como territorios especiales, bajo el estatuto jurídico que determine una ley orgánica constitucional, a los territorios geopolíticamente estratégicos así definidos por el Presidente de la República (boletín N° 9.160-06) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Frei, Gómez, Horvath, Navarro y Orpis, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto que prorrogue la franquicia establecida en la ley Nº 20.365 y que incluya las viviendas usadas entre los inmuebles que pueden instalar sistemas solares térmicos y ser beneficiadas con la misma franquicia (boletín Nº S 1.622-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Larraín Fernández, para ausentarse del territorio nacional a contar del día lunes 1° de diciembre próximo.



--Se accede.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala el titular de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, acompañado por el asesor legislativo de esa repartición señor Álvaro Villanueva.



--Se autoriza.

V. ORDEN DEL DÍA

HOMOLOGACIÓN DE ASIGNACIÓN DE MEJORAMIENTO DE GESTIÓN MUNICIPAL CON ASIGNACIÓN DE MODERNIZACIÓN DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos citados para analizar y votar el proyecto, en primer trámite constitucional,  que modifica la ley N° 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley N° 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9159-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 70ª, en 19 de noviembre de 2013.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 71ª, en 20 de noviembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Secretaría señala que el informe financiero no se ha recibido todavía, de manera que deberíamos suspender la sesión hasta que llegue ese documento.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar, Presidente de la Comisión de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Efectivamente, el señor Ministro no lo ha presentado aún, pero sé que se encuentra abocado a él. Y en la Comisión de Hacienda acordamos que no entraríamos a conocer el proyecto mientras no tuviéramos en nuestro poder ese informe.



Por lo tanto, concuerdo en que debiera suspenderse la sesión por unos diez minutos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspende la sesión por algunos minutos, en espera de que llegue el informe financiero.

)----------(



--Se suspendió a las 12:48.



--Se reanudó a las 13:1.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión. 



Tiene la palabra el señor Secretario, para hacer la relación del proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de esta iniciativa es incrementar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la asignación de modernización dispuesta en la ley N° 19.553, que percibe el sector público.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 19 de noviembre en curso, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Escalona, García, Lagos, Larraín (don Hernán) y Zaldívar. 



En cuanto a la discusión en particular, dicho órgano técnico realizó diversas enmiendas a la iniciativa, las que aprobó por unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.



Cabe hacer presente que el artículo único del proyecto y el artículo cuarto transitorio inciden en normas de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación 22 votos favorables.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito la anuencia de la Sala para el ingreso del señor Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado. 



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular. 



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda, por encargo de la Sala, entró a conocer un proyecto de ley que envió el Ejecutivo en el día de ayer, cuyo objeto era, precisamente, entregar una fórmula de solución al conflicto que se generó con los funcionarios municipales, que se hallaban en huelga más de veintitantos días.



Al respecto, hubo un intento de acercamiento con el Gobierno. Y se me solicitó, como Presidente de la Comisión de Hacienda, tomar contacto con el Ejecutivo para tratar de buscar una fórmula de solución. 



La semana anterior, había llegado a la conclusión de que las condiciones estaban dadas para lograr un acuerdo, e incluso creí que iba a resolverse el problema el jueves pasado, antes del proceso eleccionario. Sin embargo, por diversas razones que no entro a calificar, ello no fue posible. Por lo tanto,  de común acuerdo con el Ministro del Interior, quedamos en radicar el asunto aquí, en la Comisión de Hacienda del Senado.



Ayer, después de las conversaciones con las organizaciones gremiales de los funcionarios municipales y también con la Asociación Chilena de Municipalidades, a través de su Presidente y su mesa directiva, se logró un acuerdo, que se encuentra traducido y plasmado en el proyecto de ley que hoy día vamos a resolver. 



¿En qué consistía el problema planteado por los funcionarios municipales? Seguramente es conocido por todos, pero quisiera sintetizarlo. 



Los funcionarios municipales pedían que fueran acogidos cuatro puntos, los cuales se arrastraban desde hace mucho tiempo al no haberse obtenido una solución. 



La cuestión principal era que se homologara la asignación de mejoramiento de gestión municipal con la asignación de modernización aplicada a los funcionarios públicos, ya que el personal de las municipalidades solo recibía una parte de ella, alrededor de 10 por ciento y  fracción, mientras que al sector público le significaba aproximadamente 30 por ciento y fracción de sus remuneraciones. 



Ese problema era determinante para poder buscar una salida al conflicto. 



En segundo término, había tres puntos más por solucionar, que estaban relacionados con la estructura misma de las plantas y el ejercicio de las funciones municipales.



Las plantas municipales no han experimentado ninguna modificación desde los años 90-97. Y la realidad de los municipios durante todo este período -16 años- es muy diferente a la actual. Hoy existe gran cantidad de funcionarios, de acuerdo con las funciones que las entidades edilicias desarrollan, que están a contrata o a honorarios, y no hay posibilidad alguna de estructurar sus plantas. 



Además, no ha sido posible la aplicación del artículo 121 de la Constitución, que permite modificar la relación funcionaria entre los trabajadores del sector municipal y los propios alcaldes. 



En definitiva, se plantearon tres materias respecto de las cuales se convino, primero -como ya dije- tomar el compromiso de replantearse lo relativo a las plantas municipales; segundo, que en estas últimas pudieran crearse cargos con asignación profesional, los cuales no existen en muchos municipios; y tercero, relacionado con el tema previsional, encargar un informe jurídico para ver cómo abordar el problema. 



Respecto de este asunto, ciertas municipalidades, de acuerdo con una mala o buena interpretación de la ley, habrían pagado una bonificación previsional, y otras, no. Incluso, algunas han debido hacerlo obligadas por un fallo de la Corte Suprema. Y, por otra parte, hay un informe de la Contraloría General de la República que reparó ese pago y podría obligar a esos municipios a exigir la devolución de los recursos a los propios funcionarios. 



Sobre esos tres puntos se alcanzó un acuerdo, que se halla plasmado en un protocolo y no en el proyecto de ley, en el sentido de formar tres mesas de trabajo, entre los funcionarios municipales y el Gobierno, representado por el Ministerio del Interior y la Subsecretaría de Desarrollo Regional, las que deberán entregar sus propuestas antes del 28 de febrero del 2014, para poder evacuar los informes que permitan dar solución a lo referente a las plantas y a los cargos con asignación profesional. 



Y en cuanto al tema previsional, se encargaría un informe jurídico al objeto de ver cómo abordar el problema, incluso se vería la posibilidad de presentar un proyecto de ley interpretativo sobre la materia, para evitar el conflicto que podría producirse por el hecho de que algunos municipios tuvieran que pedir la devolución de las platas que pagaron por concepto de bonificación previsional.



El acuerdo final dependía, fundamentalmente -esa fue la discusión que sostuvimos ayer con el Ministro del Interior y el Subsecretario de Desarrollo Regional, que se encuentran presentes aquí, por lo que podrán dar cuenta de ello-, de cómo financiar el costo de la homologación. 



En un principio el Gobierno señaló que él alcanzaba a 49 mil millones de pesos, y luego de un estudio más acabado, sobre todo por el costo de las imposiciones, se determinó que era del orden de 60 mil millones de pesos. 



En definitiva, se llegó al acuerdo de que, respecto de la homologación, se va a aplicar el mismo mecanismo de cálculo y metodología de pago de la asignación del sector público, pero en tres etapas, en un plazo de 25 meses. En la primera etapa se cubrirá el 50 por ciento del diferencial, y en las dos restantes, en que se costeará el 25 por ciento en cada una, se enterará lo que falta. 



Ahora, como dije, el costo total es de 60 mil millones de pesos, en régimen, pero se requieren 30 mil millones, a contar del 1° de enero del 2014.



¿Cómo se financian?



Al respecto, hubo dos posturas. Una -la más simple-: aumentar el gasto, es decir, reconocer sencillamente que se incrementa el gasto fiscal y, por ende, se crea mayor déficit fiscal. Ahí se involucran 30 mil millones de pesos, con una condición que pusieron los alcaldes durante una conversación: que por ningún motivo eso grave los presupuestos municipales, los cuales ya son muy estrechos.



En definitiva, llegamos a la conclusión de que no sería de cargo de las municipalidades, sino que íbamos a agregarles recursos a estas para que cumplieran tal obligación.



No elegimos la vía de incrementar el gasto fiscal, pues eso podría afectar la flexibilidad en el gasto presupuestario del próximo Gobierno, sino que optamos por hacerlo sobre la base de dos ítems del Ministerio del Interior, en la Subsecretaría de Desarrollo Regional.



Ello dice relación con la reasignación de cerca de 15 mil millones de pesos desde el Fondo de Incentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal y de una cantidad similar a partir de una provisión contemplada en la referida Subsecretaría para apoyar la recuperación de infraestructura local de la zona centro sur.



Sin embargo, dijimos que había que dejar vigente un ítem de la Subsecretaría de Desarrollo Regional que apoya el mejoramiento de la gestión municipal. Se trata de algo muy querido por las municipalidades: es selectivo, concursable; ellas no tienen esos recursos en forma permanente, y normalmente se favorece a alrededor de 50 municipios. Entonces, se acordó sacar 2 mil millones de una asignación que entrega el Gobierno como compensación por bienes con avalúos pequeños y por los que no se pagan contribuciones. 



En cuanto al ítem relacionado con la Provisión Recuperación Infraestructura Local Zona Centro Sur, la Subsecretaría de Desarrollo Regional se comprometió a que de aquí al 28 de febrero de 2014 se harían las reasignaciones correspondientes para reponer los recursos.



Ese fue el acuerdo que adoptamos en la Comisión de Hacienda, en la cual participaron todos los Senadores. En el caso de la UDI, lo hizo el Honorable señor Hernán Larraín, quien se incorporó a dicho órgano técnico en remplazo del Senador señor Novoa.



Yo agradezco la participación de todos los Senadores, porque hicimos un trabajo en conjunto, con el Ministro del Interior y el Subsecretario de Desarrollo Regional, y logramos un acuerdo aceptado y valorado por los funcionarios municipales y también por los alcaldes.



Lo único que quiero agregar -me comprometí a ello con los alcaldes; y voy a pedir que se mande en mi nombre un oficio, al cual podrá adherir cualquier Senador- es una solicitud a este Gobierno o al que venga para que se reponga la totalidad de los recursos en la asignación al Fondo de Incentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal, de tal modo que el ítem siga funcionando y los municipios cuenten con los recursos pertinentes en el próximo tiempo.



Entonces, le pido a Secretaría el envío del oficio respectivo.



Señor Presidente, creo que logramos un buen acuerdo. Los funcionarios municipales ya depusieron su paro y retornarán a sus labores.



Se ha buscado una solución que la ciudadanía estaba esperando.

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero terminó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto para concluir.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Las ciudades de nuestro país podrán mostrar una cara distinta. Porque no solo había falta de prestación de servicios: además, las calles de muchas comunas estaban repletas de basura, lo cual provocaba una situación muy poco aceptable para la población.



Atendidas todas esas razones, me felicito por el acuerdo alcanzado y le agradezco al Gobierno la voluntad que ha puesto para buscar una salida al problema.



Asimismo, felicito a los funcionarios municipales y a sus dirigentes, y también a la Asociación Chilena de Municipalidades, por la participación que les cupo a los alcaldes en la búsqueda de una solución.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Les ruego a los asistentes a las tribunas no hacer ningún tipo de manifestaciones.



Un Comité me solicitó abrir la votación.



Previamente le daré la palabra al señor Ministro.



El segundo acuerdo que debemos tomar se refiere a la realización de una sola votación; es decir, que aprobemos el proyecto en general y que con la misma votación lo despachemos también en particular.



Si hubiera acuerdo, procederíamos de esa manera.

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí, señor Presidente.

El señor BIANCHI.- ¡Sí!

La señora RINCÓN.- ¡Por supuesto!

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, procederemos así.



Antes de abrir la votación, tiene la palabra al señor Ministro del Interior. De lo contrario, después no podrá intervenir.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, seré lo más breve posible, porque el Senador Andrés Zaldívar, titular de la Comisión de Hacienda, hizo una exposición muy completa sobre los alcances del acuerdo que conseguimos con dicho órgano técnico, el cual ha sido refrendado por los dirigentes y funcionarios municipales, y también por las asociaciones de alcaldes de nuestro país.



Quiero detenerme un momento en el hecho de que, más allá del valor del acuerdo logrado, aquí se halla envuelto un elemento tremendamente significativo, que hemos recogido durante estos años: el término de la situación de desigualdad existente entre las remuneraciones y las condiciones laborales de los funcionarios municipales y las de los funcionarios fiscales.



En estos años hemos dado pasos muy relevantes para entender y asimilar que no debiera haber diferencias entre quienes son funcionarios del Estado y cumplen labores en la Administración descentralizada y los funcionarios del Estado que se desempeñan en la Administración centralizada.



De ahí había surgido, por muchos años, un planteamiento de los empleados municipales, que era una larga aspiración: lograr la homologación de sus condiciones laborales con las de los fiscales.



Fue este Congreso el que en 2012 dio un paso muy importante al aprobar un proyecto de ley enviado por el Presidente Piñera para homologar las rentas base de los funcionarios municipales con las de los fiscales. Esto es hoy ley de la república y está en plena ejecución y aplicación, de acuerdo a la gradualidad establecida. Y ello ha implicado un aumento del 5 por ciento en las remuneraciones de los empleados municipales.



Empero, cuando se logró que dicho proyecto se aprobara y se estableció tal nivelación, quedó pendiente otro elemento en que también se registraba una diferenciación: el relacionado con el programa de incentivo al mejoramiento de la gestión, donde existe una diferencia entre el estímulo de que es objeto un funcionario municipal y el que recibe uno fiscal.



Allí está el eje fundamental de la ley en proyecto: continuar en la senda de la homologación y generar condiciones de equidad entre los funcionarios municipales y los fiscales.



Ese es el centro de la iniciativa en debate y de lo que hemos estado discutiendo durante esta semana: homologar ahora la asignación del PMG.



Pero debemos tener presente que esta homologación implica en régimen 120 millones de dólares, cifra significativa para el presupuesto de nuestro país.



A los efectos de satisfacer tal aspiración, que como Gobierno consideramos muy justa, debíamos enfrentar el financiamiento de los 120 millones de dólares que la adopción de la medida en comento le cuesta al erario.



El Presidente Piñera quiso satisfacer esa aspiración, pero de la forma más responsable posible, tanto desde la perspectiva del equilibrio de las finanzas públicas para 2014 como tomando plena conciencia de que este Gobierno termina su mandato el 11 de marzo del próximo año y, por lo tanto, el gasto del proyecto en discusión se cargará al Presupuesto que deberá manejar la próxima Administración.



Por ello, como Gobierno, quisimos responder a esa demanda justa, pero de la forma más seria y responsable posible: con equilibrio fiscal y considerando la proximidad de un nuevo Régimen.



Así, planteamos la necesidad de un aumento gradual, y al mismo tiempo, que el financiamiento no generara un incremento del gasto en el Presupuesto del próximo año ni se imputara a los recursos de libre disponibilidad consignados para la Administración que asumirá en marzo de 2014.



Nos habría resultado fácil acceder de inmediato a una demanda que considerábamos justa a costa de provocar un desequilibrio fiscal para el próximo año, o bien, de generarle un problema al Gobierno venidero por la vía de acudir a los recursos de libre disponibilidad que contemplará el Presupuesto.



No nos pareció que esa fuese una forma responsable y correcta de gobernar. Por ende, insistimos en nuestras propuestas en materia de gradualidad y financiamiento.



Con tales elementos, señor Presidente, llegamos a la Comisión de Hacienda del Senado con un proyecto presentado por el Presidente de la República que planteaba la homologación del Programa de Mejoramiento de Gestión -el dispositivo central-, pero con una gradualidad de tres años, a efectos de cumplir con la responsabilidad fiscal.



El Senador Zaldívar explicó muy bien la gradualidad: el primer año corresponde a 50 por ciento del PMG, y en cada uno de los dos años siguientes, a 25 por ciento.



Igualmente, se logró establecer, en acuerdo con la Comisión de Hacienda, que en la asignación del PMG se homologaran tanto el componente base como los componentes institucional y colectivo.



Para el primer año -ya se informó- el componente base alcanza a 10 por ciento; luego se distribuyen los restantes componentes para que, cumplidos los tres años, se llegue al 30,6 por ciento, que es precisamente la asignación del PMG que hoy día reciben los funcionarios fiscales.



En eso llegamos a un muy buen acuerdo, a juicio del Gobierno, que tiene en cuenta la justa demanda sobre homologación del PMG y, al mismo tiempo, la responsabilidad fiscal en el sentido de fijar un plazo gradual, considerando una aceleración inicial a los efectos de responder más rápidamente a aquella reivindicación.



En cuanto al financiamiento -fue otro de los puntos que estuvieron en la discusión-, reitero que para el Gobierno era fundamental no aumentar el gasto presupuestario de 2014, con el fin de mantener el equilibrio fiscal y no cargar el costo a los recursos de libre disponibilidad con que va a contar la próxima Administración.



Por eso, en el proyecto propusimos un financiamiento con cargo al presupuesto del sector municipal.



En el acuerdo suscrito con la Comisión de Hacienda se estableció un financiamiento que permite cumplir ambos objetivos: ni aumento del gasto, ni involucramiento de recursos fiscales de libre disposición del Presupuesto de 2014.



¿Cómo se hizo? Sobre la base de una reasignación del presupuesto de que dispone la SUBDERE, a través de los distintos fondos que administra (lo explicó el Senador Zaldívar). Así se financia íntegramente el proyecto sin afectar los presupuestos directos de las municipalidades, resguardando las reglas del gasto fiscal para el próximo año y sin recurrir a platas de libre disposición.



Por lo tanto, se encontró...

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Ministro, pero concluyó su tiempo.



Dispone de un minuto adicional.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Gracias, señor Presidente.



Decía que, a juicio del  Ejecutivo, se llegó a un muy buen acuerdo para establecer la homologación en comento y, al mismo tiempo, resguardar los recursos fiscales y enfrentar el problema con verdadera responsabilidad.



Finalmente, como Gobierno, queremos expresar nuestro agradecimiento a la Comisión de Hacienda: a su Presidente, Senador señor Andrés Zaldívar, y a cada uno de sus integrantes, Honorables señores Jovino Novoa, Camilo Escalona, Carlos Ignacio Kuschel y Ricardo Lagos. También, al Senador señor Hernán Larraín, quien, junto con el Honorable señor Zaldívar, tuvo durante esta semana una activa participación con el propósito de hallar una solución. Todos ellos, obviamente, ayudaron a encontrar el acuerdo en comento.



Finalmente...



Perdón, pero omití al Senador señor José García, quien también colaboró grandemente.



Señor Presidente, estimo que hemos construido un muy buen acuerdo, que prestigia a la actividad parlamentaria. 



Agradecemos la ayuda que se prestó para, con responsabilidad, satisfacer una aspiración que, como Ejecutivo, siempre hemos considerado muy justa: la de avanzar en la homologación de las condiciones laborales de los funcionarios municipales y de los funcionarios fiscales.



Agradezco igualmente a las asociaciones de alcaldes, que prestaron su colaboración a efectos de que el acuerdo no se limitara al Gobierno y el Senado, sino que fuera valorado y refrendado tanto por los funcionarios municipales -eso era lo principal- cuanto por todos los jefes edilicios de nuestro país.



Gracias, señor Presidente.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional del Senador señor Navarro para ausentarse del territorio nacional a contar del viernes 22 noviembre.



--Se accede.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos, quien desea hacer una aclaración respecto a una discrepancia que existía en el informe financiero y que ya se corrigió.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en forma muy breve, me sumo a las expresiones vertidas tanto por el Ministro del Interior como por el Senador Zaldívar.



Solo deseo manifestar -entiendo que el problema ya se subsanó- que en el informe financiero que conocimos antes de que se introdujera la indicación del Ejecutivo tras la discusión que tuvimos en la Comisión de Hacienda no coincidían los guarismos sobre componente base e incentivo al desempeño colectivo institucional.



Entiendo que el error fue corregido mediante un nuevo informe financiero. Con ello estaríamos en regla y el proyecto de ley sería concordante con aquel.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala, pongo en votación general y particular el proyecto.



--(Durante la votación). 

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la fundamentación de mi pronunciamiento, no me detendré en lo que significa concretamente el acuerdo suscrito, pues quienes me antecedieron en el uso de la palabra ya explicitaron muy bien lo referente a pago del incremento previsional; aumento de las plantas municipales; asignaciones profesionales y técnicas, y cupos para incentivos al retiro.



Antes bien, quiero centrar mi discurso en rendir el más justo de los homenajes a las funcionarias y a los funcionarios municipales.



Para mí es una enorme satisfacción saber que, luego de casi un mes de búsqueda de soluciones, el Gobierno tomó una muy justa decisión: que también el Senado contribuya al acuerdo y sea garante de él.



Pero eso solo fue posible porque así lo acordaron y lo pidieron las directivas de las asociaciones de funcionarios municipales de nuestro país.



Ayer, mientras conversábamos en un pasillo, les resaltaba a algunos de ellos la felicidad que provoca el dejar de ser el pariente pobre, el patio trasero de la Administración Pública.



Hoy, con esta decisión, con este acuerdo, ni más ni menos se ha logrado, gracias a la cohesión, al trabajo de todos los actores municipales en cada parte del país, dignificar la labor en ese ámbito.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Silencio, por favor. Se ruega no hacer ninguna manifestación.

El señor BIANCHI.- Y por eso es que nos estamos pronunciando hoy día por la aprobación del proyecto, al cual ha permitido llegar el protocolo.



Entiendo que los puntos solicitados fueron acogidos. Probablemente habrá otros con los cuales algunos funcionarios no coincidan. Y para eso se desarrollará un trabajo en el que sinceramente espero que se llegue a los acuerdos totales que nos han planteado los funcionarios de todo el país.



Lo concreto hoy día, sin embargo, es un enorme avance. Quien no quiera reconocerlo o verlo simplemente jamás tuvo la voluntad, a mi juicio, de llegar a una solución definitiva. El que nos ocupa es un gran progreso para la función pública que desarrollan los actores de la función municipal. Entonces, es imposible negarse a votar a favor.



Es más, vamos a estar completamente pendientes de todo lo que significa el desarrollo del protocolo, para que aquellas materias que finalmente no hayan sido acogidas o consensuadas puedan resultar una base para llegar al entendimiento total.



Valoro la función municipal. La respeto absolutamente. Es el primer muro de contención que un ciudadano tiene de la función pública. Es una labor que se aprende con los años, que se desarrolla con la vida. Y por eso es que nosotros, desde la Comisión de Gobierno, que presido, hemos sido sus incansables defensores.



Y, por último, dirijo mis felicitaciones a las directivas nacionales, que llevaron a cabo un trabajo que a todas luces no fue fácil. Pasaron por momentos complejos, duros. Pero, al final de los finales, estamos votando hoy un proyecto que dignifica mucho más de lo que se había hecho antes una labor de tanta relevancia como la que desarrolla el personal de las distintas municipalidades.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, ¿qué duda cabe de que los municipios son la cara del Estado más cercana a la gente y qué razón habría para que sus funcionarios recibieran una remuneración y una premiación por gestión diferente del resto de la Administración Pública?



Lo curioso es que a lo largo del tiempo -no afirmo que el efecto se ha dado solo durante el Gobierno actual- el Estado ha maltratado a este sector laboral negociando de una manera distinta con los otros trabajadores del ámbito público, quienes han logrado un mejoramiento del orden del 30,6 por ciento, en tanto que el primero obtenía apenas el 10.



Creo que ello nos enseña que, cuando se atiende un sector determinado de ciudadanos, el mismo tratamiento tiene que extenderse al resto en igualdad de condiciones. Se trata de la igualdad ante la ley, de la igualdad ante el Estado. Y aquí observamos diferencias irritantes. Es lo que explica una paralización de 33 días de la totalidad de los funcionarios municipales.



Y aprovecho de saludar a las organizaciones que los representan: la ASEMUCh y la AFEMUCh. Hago otro tanto respecto de la Asociación Chilena de Municipalidades, que ha participado activamente.



Pero deseo consignar que tiene que existir una explicación. No puede ser que los funcionarios municipales hayan paralizado durante 33 días y que no se haya escuchado un planteamiento formulado en el origen y cuya plena justificación se conocía. Es algo que no debió ocurrir, sino que tenía que fluir, con justicia, con facilidad, el mismo acuerdo al que se ha llegado hoy.



Quiero reconocer, sin embargo, el esfuerzo hecho por la Comisión de Hacienda de esta Corporación y por los Senadores que han participado al margen de ese órgano técnico.



Quiero reconocer el esfuerzo, aunque tardío, del Gobierno, del Ministro del Interior, del Subsecretario de Desarrollo Regional.



Y deseo consignar dos efectos de la movilización. El primero es que ella presionó fuertemente para que, después de 33 días, el Ejecutivo se diera cuenta de que era preciso resolver el problema. El otro lo ha constituido la apreciación de los ciudadanos de lo útiles que son los funcionarios municipales y de lo indispensables que son los municipios para la vida cotidiana.



Por lo tanto, estimo, después del protocolo, de la solución y de la aprobación del proyecto, que los municipios y sus trabajadores van a salir fortalecidos, porque se pagará una remuneración más justa y se advirtió que se dispensaba un trato no equitativo, como quedó demostrado en el apoyo de los movimientos de la calle. Pero, al final del camino, también se ha adquirido conciencia de lo útiles que son los servicios municipales y los funcionarios del sector para el cotidiano vivir.



Por mi parte, voy a aprobar con gusto el proyecto, felicitando la tenacidad de los funcionarios, de sus organizaciones y del movimiento que permitió llegar al acuerdo. Ello, sobre la base de continuar en adelante con otros mejoramientos. Si con esto no termina la negociación ni toda demanda del sector municipal. Pero se abre un camino, una puerta. En las comisiones tripartitas también será posible trabajar en otros sentidos y otras demandas justas en ese ámbito.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la iniciativa que hoy se somete a conocimiento del Senado viene a hacer justicia a un antiguo anhelo del personal de las municipalidades. Desde hace muchos años he venido escuchando su inquietud en orden a obtener igualdad de trato con los funcionarios públicos en cuanto a condiciones de trabajo y de ingreso.



En 2012 se logró homologar este último, para que a igual función correspondiera igual remuneración, algo que no existía, en muchos sentidos, en la administración municipal. Ahora se ha hecho otro tanto con la asignación de mejoramiento, ascendente a 30,6 por ciento para los funcionarios públicos y solo a 10 para los funcionarios municipales.



Este segundo paso, como digo, era largamente anhelado por los dirigentes de las organizaciones del sector, con quienes me ha tocado trabajar en muchas materias en los últimos diez o quince años. Me refiero, fundamentalmente, a la ASEMUCh, encabezada por Óscar Yáñez. Ellos han hecho ver la necesidad de corregir esta desigualdad, esta injusticia.



Por fortuna, el proyecto finalmente recoge el segundo punto y nos permite seguir avanzando.



Las condiciones en que se da el acuerdo las ha descrito el Presidente de la Comisión de Hacienda, el Honorable señor Zaldívar, y no voy a repetirlas.



Costó lograrlo, efectivamente, pero en lo sustantivo se alcanzó, que es lo positivo. Por eso, quiero agradecer la confianza tanto de los dirigentes municipales como del Gobierno para ayudar a acercar posiciones durante las últimas semanas, de manera de no perder la esperanza en la posibilidad de un acuerdo.



Pienso que efectivamente hubo demora, pero al menos el Gobierno siempre admitió que la causa era justa y, por lo tanto, nunca cerró las puertas a un entendimiento. Todos hubiéramos querido que el proceso tuviese una duración distinta. Lamentablemente, esa experiencia nos debe hacer meditar.



Me parece que del proceso derivan dos reflexiones importantes, en realidad.



Una de ellas es que aún está pendiente la implementación de la ley orgánica constitucional que regula el artículo 121 de la Carta. Desde 1997, cuando se modificó la Ley Fundamental, la definición de las plantas, las remuneraciones y otras materias propias de interés del personal de que se trata ya no se encuentran entregadas a la ley, sino a decisiones municipales. Sin embargo, ello es viable solo bajo los parámetros de una normativa que aún no se dicta. Por lo tanto, tenemos a los municipios realmente en un cuello de botella, sin salida; en un nudo ciego, sin solución.



La discusión la sostuvimos a propósito de profesores que pasaron a la planta. El Senador que habla planteó que el camino que se había seguido no era el más adecuado, conforme a la Constitución, pero que sí era necesario. 



Es un punto cuya resolución vuelve a requerirse. Probablemente, si el cuerpo legal a que hago referencia estuviera vigente, la situación que nos ocupa no estaría dando vueltas y otros asuntos que afectan a los trabajadores municipales no se hallarían aún diferidos.



La segunda reflexión, a propósito de lo extensa que ha sido la etapa por la cual se ha pasado, es que los procesos de negociación y huelga no se hallan regulados ni en relación con los funcionarios públicos en general ni respecto de los municipales.



Y eso hace que se sigan caminos distintos; que no se cautelen necesariamente bien los intereses de la gente. Los vecinos han estado muy molestos, porque, como me parece que lo decía recién el Honorable señor Tuma, los servicios que prestan las municipalidades son muchos, muy útiles para la vida diaria. Sin embargo, los turnos éticos no resuelven debidamente los problemas, que son distintos, además, según la discreción de cada gremio.



En consecuencia, me parece indispensable volver a recoger la cuestión. Por mi parte, planteé una reforma constitucional sobre la materia, y espero insistir en ella, porque me parece que el sector público necesita una negociación colectiva regulada y, ciertamente, con un derecho a huelga también normado de modo de no provocar dificultades.



Sobre la base de todas las consideraciones anteriores, señor Presidente, estimo que se ha registrado un gran avance. Y espero que no solo resolvamos específicamente estos aspectos, sino que ojalá también los de fondo.



Por todo lo dicho, voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Diez señores Senadores se encuentran inscritos para intervenir.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, se ha expuesto lo importante que es, por fin, haber llegado a un acuerdo.



Evidentemente, un paro tan prolongado, de más de 30 días, afecta, en primer lugar, a los propios funcionarios. No ha sido fácil para ellos mantenerse, y han debido apelar, además, a la comprensión de la ciudadanía, que se ha visto privada de algunos servicios. Pero, a mi juicio, lo dilatado de la situación justamente permitió generar una disposición mayor que la mostrada al inicio para lograr soluciones.



Recuerdo que hace unos 15 a 20 días estuve con el Ministro del Interior y le hice ver la importancia de llegar a una mesa de trabajo, a un diálogo y a un consenso. Teníamos la experiencia de la duración del paro del Servicio de Registro Civil e Identificación, con el perjuicio tremendo de muchos ciudadanos que requerían trámites con urgencia.



Hoy día podemos decir que, en gran medida por una mejor disposición, pero fundamentalmente por la mantención prolongada del paro, se abrieron las compuertas para que, por la vía de la Comisión de Hacienda del Senado -en particular, del Honorable señor Zaldívar, quien encabezó las conversaciones-, se lograra el acuerdo. Y me alegro, porque considero que no podíamos arrastrar más la situación.



Me parece de entera justicia, como se ha expresado, permitir que la asignación de mejoramiento de la gestión municipal se iguale con la de modernización y se llegue al 30,6 por ciento. Se ha explicado que en lugar de los cuatro años iniciales, correspondientes a la propuesta del Gobierno, van a ser 25 meses, con un avance de un 50 por ciento el primer año y un 25 por ciento adicional durante los dos años siguientes.



También es importante señalar que se van a equiparar íntegramente los diversos componentes de la asignación de mejoramiento de gestión con la de modernización, aparte otros aspectos que se han mencionado.



En cuanto a la mesa que se constituirá, destaco primero la necesidad del informe jurídico, fundamental en relación con el incremento previsional. Ello dice relación con un ámbito que ha afectado muchísimo y en forma dramática. En el país lo conocemos. El daño infligido al sector público es para todos evidente. No podemos tener interpretaciones distintas. Por lo tanto, es esencial un informe en derecho constitucional.



Inmediatamente después viene la mesa técnica tripartita, con el Ejecutivo, los representantes de las asociaciones de funcionarios y, por supuesto, los alcaldes, a fin de poder entregar una propuesta antes del 28 de febrero.



Es absurdo que más de cien municipios teóricamente pudieran ser objeto de un juicio de cuentas ante la Contraloría, con dos interpretaciones diferentes. Eso no resiste más. Además, ello va en directo perjuicio de los propios funcionarios.



Es importante también tener conciencia de que desde hace veinte años no hemos abordado lo referente a plantas municipales y a asignaciones profesional, técnica y de responsabilidad, lo cual significa un encarecimiento.



Además, es preciso reconocer que existe una realidad muy desigual entre los distintos municipios, y quizás ser claros y hacer un mea culpa en el sentido de que muchas veces les hemos asignado nuevas funciones sin necesariamente financiar en su totalidad lo que ellas implican.



Nos duele la persistencia de la práctica, que hemos generado como país y como Estado, de mantener muchos profesionales a honorarios, sin los beneficios de un contrato indefinido.



--(Aplausos en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Le pido al público asistente no hacer manifestaciones de ningún tipo, ni a favor ni en contra, durante las intervenciones.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, afirmo muy seriamente que llegó la hora de abordar como un asunto de país la cuestión a que he hecho referencia. Es una situación en extremo injusta, que no es posible seguir arrastrando. No se puede desconocer que constituye una respuesta fácil que se ha dado en distintos Gobiernos, incluidos los nuestros.



Si se tiene la voluntad de sentarse a dialogar y a encontrar soluciones, hoy día se abre un camino. Espero que realmente seamos capaces de entregar las que se requieran, de carácter permanente, definitivo.



Incluso se mencionó que la negociación colectiva en este ámbito no se halla regulada y que prácticamente se lleva a cabo por la vía de los hechos. Considero que nos haría bien que se contemplara como un derecho y que estuviera normada.



Por las razones expuestas, y sobre todo considerando que se recurrirá a la vía de la reasignación, sin que los municipios, entonces, incurran en un mayor gasto...



Pido un minuto para concluir, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Varios señores Senadores se encuentran inscritos, Su Señoría. Le recuerdo que la sesión dura hasta las 14.

La señora ALLENDE.- Treinta segundos, por lo menos 

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme.

La señora ALLENDE.- Solo deseo consignar que resulta muy relevante no afectar el presupuesto municipal, lo que había despertado una enorme inquietud. 



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, seré muy breve.



Es conocido en el Senado y el Congreso el dicho de que el Estado es el peor empleador. En el caso de los municipios, sin embargo, estamos en el sub, sub, sub. Porque la realidad de los funcionarios públicos era difícil al no hacerse imposiciones por el total del sueldo, mas la de los municipales ha sido aún peor. Estos aspiran a alcanzarlos.



Por eso mismo, celebro el acuerdo. El trabajo de Óscar Yáñez y de Alejandro Hales, así como de otros dirigentes de los municipales, lo ha hecho posible, para que se arregle la situación de sus representados.



Pero las cosas no se hacen solas. Toda la situación tiene una historia. Alguien decía recién que la solución había demorado. Hace décadas que los funcionarios postulaban a estos perfeccionamientos y no los habían logrado. Y el Gobierno del Presidente Piñera ha realizado un esfuerzo por mejorar las condiciones remuneracionales del sector no solo con el acuerdo. Cabe recordar que en noviembre del año 2010 se publicó la ley N° 20.475, que amplió el número de beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario de funcionarios municipales, permitiendo extenderla a más de 400 personas.



En agosto de 2012 se dictó la ley que modificó la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades y los homologó con los del nivel central. El costo de eliminar la brecha que se registraba, cuyo promedio equivalía a un 22 por ciento del sector público, ascendió a aproximadamente 24 mil millones de pesos.



Finalmente, la ley N° 20.649 otorgó a los funcionarios municipales una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, permitiéndoles acceder a importantes incentivos económicos, lo que favoreció a más de 2 mil 700 personas.



Creo que este proyecto cumple con una aspiración antigua. Es cierto que no se logran todas las cosas. Pero incrementar, como pretendemos, la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida por la ley N° 19.803, con el fin de equipararla con la asignación de modernización de la ley N° 19.553, que reciben los funcionarios del nivel central, es un gran paso.



En el poco tiempo que me queda debo decir que tenemos otros temas pendientes.



Eso es cierto, aquí se ha planteado la realidad de los funcionarios a contrata, que constituye un problema y hay que abordarlo. Pero como involucra una cantidad muy importante de recursos, ello debe hacerse en forma progresiva, porque se ha ido olvidando y, por los montos involucrados, chuteando.



Además, es preciso abordar algo que no se halla en este acuerdo y que muchas veces me han planteado en la Región de Atacama, que represento en el Parlamento: la diferencia radical que existe entre funcionarios de municipalidades muy cercanas en una misma Región. Entonces, creo que allí no hay una realidad que sea más parecida ni una equiparidad que sea más justa con los mismos funcionarios.



La bancada de Renovación Nacional va a aprobar este proyecto de ley, y agradece tanto al Ministro del Interior y al Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo como a los miembros de la Comisión de Hacienda que han participado en este trabajo, porque consideramos que estamos dando un paso muy importante para los funcionarios municipales.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, este es un buen acuerdo, que permite destrabar un conflicto.



Pero, más allá de hablar en específico sobre cómo resolver y caminar hacia la superación del paro de los funcionarios municipales, yo pido que este sea el primer paso de nuestra preocupación por todo lo que es el mundo municipal. 



Los municipios no solamente son la primera autoridad con que se enfrenta el ciudadano. Ellos entregan un conjunto de servicios, de proyectos, de acciones a la comunidad que resultan fundamentales. Y creo que nos hemos dado cuenta de eso. 



Por lo tanto, tenemos que trabajar fuertemente para dar una nueva visión de fortalecimiento del rol municipal. Los municipios se han ido quedando atrás producto de que no se le ha dado importancia, en materia presupuestaria, normativa, a cómo deben enfrentar con eficacia todo lo que la ciudadanía requiere.



Estamos al debe con las municipalidades. De ahí que esto debiera ser tomado como un primer paso.



No hay duda de que la homologación de esta asignación era algo obvio. Alguien aquí reclamaba por los 33 días. ¡Pero si estuvimos años con esta dificultad, con este problema y jamás se abordó!



Llega un momento en que todas las paciencias se agotan, se superan. 



Bienvenida sea la resolución del conflicto. Pero yo quiero recordar aquí que en los años 2008 y 2009 también hubo fuertes movilizaciones de los funcionarios municipales a raíz de la presentación de proyectos de ley para regular las plantas, que contaron con el apoyo de nuestras bancadas y que ellos encontraban absolutamente nocivos.



En consecuencia, hay un conjunto de dificultades con respecto a las municipalidades que se viene arrastrando desde hace mucho tiempo. Y llegó el momento de que no solamente tengamos una visión, hagamos un trabajo con respecto a los gobiernos regionales, sino que también nos dediquemos fuertemente en el Senado, en la Cámara de Diputados, en los gobiernos, a ver cómo podemos fortalecer el rol de las municipalidades, fortalecer el rol de sus autoridades, fortalecer el rol de sus funcionarios, que es vital para el desarrollo de cada una de las comunas de nuestro país.



Una municipalidad dotada de facultades, de recursos, de atribuciones, con funcionarios capacitados y trabajando intensamente puede darles una respuesta a esas comunidades. Eso es lo que verdaderamente importa, y ha quedado sin duda postergado.



Entonces, si bien es cierto uno puede decir que este es un buen acuerdo y que fue vital la labor del Subsecretario de Desarrollo Regional, del Ministro Chadwick y de la Comisión de Hacienda, no podemos desconocer que todos sabíamos que el problema se venía arrastrando por décadas, como el Senador Prokurica me recordó en esta sesión.



Por lo tanto, no esperemos decenios para resolver las otras dificultades de las municipalidades, sino que abordémoslas verdaderamente con la decisión, con el coraje y con la voluntad política que se requiere.



La UDI va a votar favorablemente este proyecto de ley. Nos alegramos de que finalice el paro, que ha provocado perjuicios no solamente a los funcionarios municipales, sino también a todas nuestras comunidades. Pero no pensemos que es el término de tal situación. Este debe ser el inicio de un trabajo mucho más efectivo hacia nuestros municipios.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, uno quisiera que las cosas se resolvieran sin necesidad de paros ni de movilizaciones, pero parece ser una característica de los gobiernos de todo signo el obligar a la realización de unos y otras. Es decir: “Guagua que no llora no mama”. Si los funcionarios municipales no se hubieran movilizado, no tendrían ningún tipo de avance.



Siento que el esfuerzo hecho por los funcionarios -y también por los usuarios- fue enorme. Pero el avance, si bien es importante, deja tres de los cuatro puntos pendientes. Y digámoslo francamente: el primero de ellos (la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, que se resuelve en un período de tres años y que va a alcanzar un máximo de 30,6 por ciento de las remuneraciones correspondientes) nos parece adecuado, pero deja el resto para después. Y el resto es importante.



Cada uno de los puntos pendientes va a quedar para el próximo Gobierno. Y quiero decir -ya llevo 20 años en el Parlamento y acabo de ganar una elección por 8 más- que los protocolos de acuerdo rara vez se cumplen.



--(Aplausos en tribunas).



Los gobiernos tienen las facilidades para no cumplirlos. Primero, porque el Gobierno que firma este protocolo de acuerdo probablemente va a cambiar por otro de signo diferente. No tengo una bolita de cristal, pero me asiste la convicción de que la próxima Administración sí va a ser de otra orientación.



Se establece un incremento previsional y se compromete la formación de una mesa técnica tripartita que va a elaborar un informe antes del 28 de febrero del 2014. La verdad es que si se hubiera fijado para el Día de los Inocentes se habría sido más sincero…

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Eso es en diciembre!

El señor NAVARRO.- Dice “28 de febrero del 2014” lo que tengo acá…

El señor PÉREZ VARELA.- ¡El Día de los Inocentes es en diciembre!

El señor NAVARRO.- Tiene razón.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Si quiere lo cambiamos…!

El señor NAVARRO.- ¡Hubiera sido más fácil ponerlo para diciembre...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a los señores Senadores evitar los diálogos.

El señor NAVARRO.- Este Senado de la República ha encabezado una mesa de trabajo durante dos años, presidida por el Senador Tuma. Tenemos una propuesta para el tema de las AFP, la deuda previsional, y la verdad es que existen los informes técnicos. Esto va a sumar un nuevo texto en un cartapacio enorme de documentos sobre cómo enfrentar los problemas respecto del incremento previsional, pero no es ninguna solución.



Y a la próxima Primera Mandataria, Michelle Bachelet, se le va a decir: “Aquí tiene, Presidenta, vea usted cómo lo resuelve”. No considero justo que en definitiva el Ejecutivo eluda la responsabilidad de avanzar ahora sobre esta materia, al menos a la mitad, para dejarle la responsabilidad de la otra a la siguiente Administración. 



Respecto de las plantas municipales y de las asignaciones profesional, técnica y de responsabilidad, otra vez se habla de las “mesas técnicas tripartitas”. Yo quiero decir que estas van a elaborar un informe técnico, no político, y que, de nuevo, la responsabilidad se traspasará al siguiente Gobierno.



O sea, al próximo Gobierno lo estamos gravando con más movilizaciones y nuevos paros.



Claramente, aquí alargamos la posibilidad de tener más protestas, y lo más probable es que sean muy tempranas, a partir de marzo o abril, porque como los temas de la salud y la educación vienen muy fuertemente, el problema municipal se va a sumar a un nuevo frente de demandas y de movilizaciones.



Después, el protocolo se refiere a los rezagados de la ley N° 20.649 y les abre la posibilidad de que se incorporen “sujeto a disponibilidad de cupos vigentes”.



Señor Presidente, aquí se incluye en los beneficios a los funcionarios a contrata, en un régimen progresivo, pero se deja fuera a los que trabajan a honorarios y a los que se rigen por el Código del Trabajo. Yo creo que no se ha sincerado la necesidad de que en lo municipal tengamos las plantas necesarias en los próximos cuatro, seis u ocho años, mediante un proceso de consenso político. Este pudo haberse dado ahora en el Parlamento, pero más bien se optó por un acuerdo parcial.



Los funcionarios a honorarios, que son miles, tienen las mismas funciones, las mismas remuneraciones ¡y la misma inestabilidad!, pero no se consideran en esta iniciativa.



Qué decir de los funcionarios regidos por el Código del Trabajo.



Entonces, mi pregunta al señor Subsecretario es por qué en este proyecto no se da la autorización correspondiente a municipios como el de Quilicura, cuyo alcalde, Juan Carrasco, dijo: “Yo puedo incorporar toda mi planta de funcionarios a contrata a la planta municipal con recursos propios, pero la ley no me deja”.



Existe un número importante de municipalidades que podrían hacerlo con fondos propios, y otros con asignación estatal centralizada. Pero no se ha hecho.



En consecuencia, no se deja proceder a los alcaldes que quieren y pueden regularizar las plantas, y se les niegan los recursos a los alcaldes que están de acuerdo en hacerlo.



Señor Presidente, yo hubiera preferido mayor sinceridad. He consultado con algunos presidentes de asociaciones de mi región, y me señalan que están de acuerdo con la iniciativa, aunque no les gusta del todo.



Este proyecto de ley se va a aprobar igual. Yo lo voy a votar a favor. Hago presente que hacerlo en contra significaría dejar un testimonio. Me van a decir: “Mira, Navarro se quiere salvar solo; siempre está de acuerdo”.



Aquí se va a acoger de todas formas, están los votos para ello. Pero quiero dejar constancia de que este acuerdo es absolutamente insuficiente, y de que vamos a tener movilizaciones en el próximo Gobierno.



--(Aplausos en tribunas).



Lamento que no hayamos podido avanzar más. Por cierto, seguiremos apoyando las demandas de los funcionarios no solo con informes técnicos, sino también con recursos, que habrá que generar mediante la reforma tributaria que realice la siguiente Administración para poder financiar lo que aquí no se ha logrado.



El gran esfuerzo de los funcionarios municipales, su enorme sacrificio, ha tenido una recepción parcial; se ha estimado como lo posible, pero yo hubiera querido mucho más.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, yo también creo que ha habido un resultado exitoso, producto de una larga movilización de funcionarios municipales, que representa una expresión de una deuda del Estado central con ellos y de la cual no hemos podido hacernos cargo. 



Como recién señalaba la Senadora Isabel Allende: aquí hay responsabilidades políticas de distintos sectores, de diferentes coaliciones.



Hubo Gobiernos de la Concertación que no entendieron que se debía avanzar en la modificación de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades; en definir de manera integral lo relativo a las plantas; en ocuparse del tema previsional; en no seguir manteniendo el sistema de contratas, con contratos que se van renovando año a año, ni el de honorarios.



Por lo tanto, hay un esfuerzo que se ha plasmado en un texto. Esto es positivo, sin duda. Incluso, uno podría decir que, tal como se señala en él, se favorece la equidad, la descentralización. Pero concuerdo con el Senador Navarro en que ese esfuerzo es insuficiente.



Sin lugar a dudas, era necesario llegar a esta solución. Durante poco más de un mes se registró una paralización que les generó a los ciudadanos problemas sanitarios, por la falta de recolección de residuos domiciliarios; problemas con las licencias de conducir, porque no podían sacarse ni renovarse, y muchos otros más, como los relativos a la recepción de obras, que afectaron incluso a la industria inmobiliaria.



Efectivamente, aquí hubo dificultades.



Pero también hay que señalar que prácticamente durante todo lo que va de este Gobierno funcionó una mesa que no llegó a ningún resultado, que no condujo a ninguna solución.



Creo que eso da cuenta de que no podemos seguir incurriendo en los errores políticos aquí cometidos, en el sentido de no ver la gran diferencia existente en las asignaciones. Porque, aunque el funcionario municipal se esfuerce por cumplir los objetivos, las metas, sus incentivos no son similares a los del resto de la Administración del Estado.



Existe una concepción de un sistema que habla mucho de la modernización, pero de la concebida solo como la entrega de recursos tecnológicos. Y la modernización tiene que ver con recursos humanos, con personas, con funcionarios a los que día a día se les entregan mayores atribuciones o se les adicionan funciones, pues el Estado necesita una respuesta más ágil en ámbitos que tradicionalmente no abarcaba. Sin embargo, no hay preocupación por brindarles los elementos, las herramientas necesarias para cumplir ese rol.



Me parece que lo más relevante es que a favor del modelo neoliberal solo está un 25 por ciento, que corresponde al porcentaje obtenido por la candidatura de Gobierno, de Evelyn Matthei, en la votación del domingo pasado...



Solicito a los colegas que nos permitan continuar el debate. Muchas veces se sanciona por el ruido a la gente en tribunas, pero en otras ocasiones no se nos permite intervenir en el Hemiciclo.



Como decía, señor Presidente, ese día se envió un mensaje muy claro: un 25 por ciento de la ciudadanía está por mantener el modelo que nos tiene en desacuerdo. Este busca jibarizar el Estado, tercerizar los servicios, privatizar, entregar y licitar muchas de las tareas tradicionalmente realizadas por el Estado.



Esa mirada fue derrotada. Esa mirada de un Estado pequeño les ha pasado la cuenta durante mucho tiempo a los funcionarios municipales.



Entonces, espero que, a partir de los problemas que efectivamente se les ocasionaron a los ciudadanos (a lo mejor no había otro camino), pongamos atención en el asunto de fondo. Y este es cómo robustecemos; cómo damos más musculatura a la institucionalidad municipal, que es muy relevante; y cómo nos hacemos cargo de lo que pasa en muchos municipios, donde hay activismo político, donde se llevan a cabo prácticas clientelares respecto a las cuales tampoco hacemos nada.



Y sobre el particular también hay quienes han abusado. Probablemente los menos, no sé. Pero siento que, si vamos a hablar de modernización -insisto-, esta no pasa por un tema de más computadores y recursos tecnológicos, sino esencialmente por poner el acento en el recurso humano.



Valoro este acuerdo; creo que es necesario, que ayuda.



Pienso que hay muchas tareas pendientes en la SUBDERE (aprovecho de decirlo ya que acá está el Subsecretario). Elegimos consejeros regionales el fin de semana, pero sin atribuciones y que desconocen qué van a hacer.



Sé que eso también es responsabilidad de todos nosotros, y tenemos voluntad para que en los próximos días saquemos esta tarea.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Gobierno del Presidente Piñera heredó tres problemas de las Administraciones de la Concertación en el mundo municipal, que se habían planteado desde hace mucho tiempo y que no habían tenido ninguna solución.



El primero dice relación con homologar los sueldos base municipales con los fiscales.



El segundo apunta a corregir una desigualdad inexplicable en materia de los PMG, referida a que los funcionarios públicos reciben 30 por ciento por este concepto y los municipales 10 por ciento.



Y el tercero tiene que ver con un problema que se arrastra hace años, heredado de los Gobiernos de la Concertación, que consiste en la tremenda injusticia entre los cargos a contrata y los de planta, que, en definitiva, deja a muchos funcionarios municipales a merced de la libre voluntad y antojo del alcalde de turno para realizar su trabajo con tranquilidad.



Lo anterior, a mi juicio, incluso afecta aspectos claves de corrupción. Porque, si el día de mañana un funcionario municipal a contrata o a honorarios descubre la existencia de corrupción en su municipalidad y la denuncia, como la investigación y los trámites de estos hechos son muy largos, probablemente lo echarán a fin de año.



No creo que haya en Chile funcionarios más inestables, porque su inestabilidad laboral es completa.



El Gobierno del Presidente Piñera solucionó dos de los tres problemas.



En primer lugar, logró homologar los sueldos base municipales con los fiscales.



En segundo término, después de una negociación, de una huelga, que forma parte de las reglas del juego en democracia -me parece bien, como concepto, que las personas puedan exigir pacíficamente, en términos generales, que se respeten sus derechos-, finalmente el Gobierno del Presidente Piñera llegó a un acuerdo. 



Por supuesto, a ese logro -no hay que ser egoístas- contribuyeron todos. Porque los acuerdos no se consiguen cuando uno se atribuye exclusivamente el triunfo. Aquí todos participaron: los dirigentes, el Gobierno, los Ministros, los parlamentarios, en fin, los funcionarios municipales que colaboraron.



Y queda para el próximo Gobierno un tema pendiente, que es el que mencioné. Dudo que se quiera resolver, porque aquí hay una especie de doble discurso: los alcaldes plantean una cosa distinta de aquella que da más estabilidad al trabajador municipal. 



Muchos alcaldes quieren tener funcionarios que no estén en la planta, sino a contrata o a honorarios. Con eso, ellos tienen mayor poder de gestión. Esto es lo más injusto del mundo. Porque, si hay un mal funcionario, debería haber un mecanismo expedito, rápido, justo, con el debido proceso y la correspondiente investigación, para que lo echen. Pero esos trabajadores no pueden estar sujetos todos los años al libre albedrío o voluntad de un alcalde que simplemente -lo he comprobado en las comunas de La Araucanía Norte- los despide porque, tal vez, no están sintonizados con su pensamiento político.



Y eso corresponde a un mal funcionamiento del sistema.



Lo anterior indica que existe un asunto pendiente. 



Hay algo que he aprendido durante muchos años como Senador y antes como Diputado: ninguna autoridad tiene mayor contacto con los funcionarios públicos, sean fiscales o municipales, que los alcaldes. ¡No la hay! ¡Estos reciben de todo! A las municipalidades llega la gente a pedir lo que sea. Por supuesto, muchas cosas no están dentro de las atribuciones de aquellas; pero el empleado municipal tiene que poner la cara, atender y tratar de resolver lo que muchos no pueden solucionar. Y las solicitudes se transforman a veces en una especie de repetición permanente de algunos en orden a que no son atendidos en debida forma.



Entonces, es muy duro ser funcionario municipal y  estar sujeto a diversas situaciones injustas en comparación con otros servidores públicos y tener que escuchar a miles de miles de personas, para finalmente ser criticado. Y, aunque haga su pega bien, los reclamos se convierten en algo así como un eslogan que indica que él no atiende como corresponde.



Por eso apoyo el proyecto en debate.



Pero no tengo duda de que vamos a ver ciertos hechos, porque una cosa son las promesas de campaña y otra distinta lo que se hace en la realidad. 



El Gobierno del Presidente Piñera resolvió dos de los tres problemas de los funcionarios municipales. Y espero que la próxima Administración solucione el más importante, por cuanto me parece que es realmente de absoluta justicia regularizar la situación que los afecta.



Por esas razones, voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, es bien importante este día, pues tuvieron que pasar más de tres semanas para que finalmente el Gobierno se allanara a buscar una solución a algo tremendamente justo. Digo “justo”, porque carece de sentido lógico la diferencia hecha sobre la base de elementos técnicos, de las funciones y del espíritu que anima la labor de servicio público de los funcionarios municipales respecto de los empleados de la administración centralizada.



Esa distorsión evidentemente generaba irritación, al apreciarse la existencia de funcionarios públicos de primera y de segunda categoría. 



Por eso encuentro fundamental que algo se avance hoy día, pues ahora no estamos resolviendo todos los problemas. Como bien expresó el Senador señor Navarro, aquí estamos dando un paso en un camino que deberemos transitar y que, seguramente, recorreremos muchas veces en el próximo Gobierno, al debatir los problemas que afectan a los funcionarios municipales y, por cierto, a todos los servidores públicos.



Espero que logremos homologar realmente las condiciones laborales tanto en lo que dice relación a las remuneraciones de aquellos cuanto en lo atinente a los incentivos que han sido puestos en la discusión.



Pero hay otros asuntos que tampoco se han resuelto. En este sentido, valoro que haya disposición de diálogo y de crear mesas tripartitas para conversar aspectos relativos a las plantas de personal. Porque efectivamente se observa aquí una situación que no está resuelta: la gran cantidad de empleados públicaos a honorarios y contratados conforme al Código del Trabajo, los cuales no están siendo reivindicados esta tarde.



Es bueno dejar constancia de lo anterior cuando estamos resolviendo una injusticia, pero hay otras que quedan pendientes.



Y unas últimas palabras respecto del aspecto previsional. 



Cuando uno conversa con los funcionarios municipales de su Región y con sus dirigentes nacionales -siempre estos han estado en el Senado haciendo el sano y justo lobby que corresponde, porque en verdad, si no fuera por sus luchas, a lo mejor no estaríamos acá-, se percata de que no se puede seguir resolviendo el problema del daño previsional, de las bajas pensiones, de la mala vejez de los trabajadores sobre la base de ciertos incentivos al retiro. Se dice que esto es para dar tiraje a la chimenea y para mejorar un poco sus pensiones, en circunstancias de que lo que se pretende es que la persona jubile.



Pero, ¿en qué consiste la cuestión de fondo? Que tenemos un sistema previsional, que se instauró durante la dictadura, respecto del cual no se cumplió la promesa hecha a los chilenos.



¿Cuál fue la promesa del sistema previsional, la maravilla ofrecida por Pinochet? Que íbamos a tener 80 o 90 por ciento de tasas de reemplazo. ¡Era una maravilla! La gente se cambiaba de sistema. Mi madre, profesora, no tan voluntariamente -en ese tiempo nadie hacía las cosas por propia decisión- se cambió a Provida, porque significaba que iba a percibir el 80 o 90 por ciento de su sueldo en actividad. Y hoy día uno ve que la pensión de los profesores ni siquiera alcanza el  30 por ciento de la remuneración que tienen al momento de jubilar.



Por lo tanto, la solución del problema no consiste en seguir dando bonos o incentivos al retiro. La manera de resolverlo es mediante una nueva reforma previsional que modifique definitivamente un sistema individualista que fracasó y en virtud del cual no se cumplió la promesa hecha a los chilenos con el sistema de AFP.



¡Ese es el tema de fondo! ¡Esa es la razón del daño previsional!



Este es un mecanismo donde cada uno “mata su toro”. Capitalización individual: “Gano buen sueldo, cotizo todos los meses, no tengo lagunas. ¡El descueve!”.



En mi opinión, vamos por mal camino si empezamos a dejar que el sistema de pensiones caiga sobre los hombros de los trabajadores y no sobre el Estado. Por eso es importante cambiar la Constitución para reponer el rol de aquel en asuntos que resultan fundamentales para los compatriotas, como los relativos a la salud, la educación y las pensiones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en primer término, deseo felicitar a Óscar Yáñez, dirigente de los municipales y con quien hemos dado muchas luchas, precisamente por el trabajo que realizó, e igualmente hago extensivas mis felicitaciones al Gobierno.



Cuando pedimos al Comité Político gubernamental resolver con  urgencia el paro de los municipales  y el Ministro de Hacienda hacía todo lo posible en ese sentido, sosteniendo que el problema era de responsabilidad fiscal, nosotros decíamos: “Hay que avanzar en términos de dar justicia a los trabajadores municipales”.



Ahora bien, es preciso reconocer lo que se ha hecho, porque eso también es parte de un camino. Obviamente, no todo está resuelto. Hay muchos temas por delante.



Acá se ha hablado del aumento de las plantas. Por supuesto, se debe hacer un estudio comuna por comuna a ese respecto, debido a que hay clientelismo en diversos municipios. Por tanto, es necesario establecer las condiciones para determinar claramente cuánto requiere cada uno de ellos.



Además, resulta conveniente terminar con la precarización del trabajo, en lo que estoy absolutamente de acuerdo. Por eso impulsé en el Senado otro proyecto de ley, que fue declarado inadmisible; también lo presentó el Diputado Rodrigo González en la Cámara Baja.



Por último, se logró la admisibilidad en este Hemiciclo en lo referente a los profesores a contrata, quienes son objeto de abusos permanentes. En efecto, en algunos municipios el 95 por ciento de los docentes a contrata no pasa a la planta.



En consecuencia, hay una precarización del empleo público, asunto del que hay que hacerse cargo.



Hay dos temas, de los muchos que existen, en los que se avanzó: uno dice relación con la homologación de los sueldos base, aumentándose en 5 por ciento las remuneraciones de los trabajadores municipales; el otro se refiere a la homologación de la Asignación de Mejoramiento de Gestión Municipal con la Asignación de Modernización, lo que representa 15,2 por ciento de mejoramiento.



O sea, se debe reconocer que en este Gobierno -sobre el cual  pueden haber muchos reparos de la Oposición en materia de gestión-, al menos, se empezó finalmente a dar un camino de solución a un problema que se arrastraba desde antes de 1990.



El Senador señor Navarro anunció que habrá movilizaciones a partir de marzo si es que asume el Gobierno Michelle Bachelet. 



La actual Administración ha hecho lo posible por mejorar las cosas. Soy uno de los Senadores que en el Comité Político de La Moneda insistieron en que una de las cuestiones de fondo que había que resolver era la de los trabajadores de los municipios. 



Los propios funcionarios municipales realizaron un análisis objetivo. He trabajado con los que cumplen tareas auxiliares en Valparaíso. Y los he ayudado para que puedan soportar los días de movilización. He cooperado para generar las ollas comunes en mi calidad de parlamentario de la zona. 



Quiero contar que gracias a un análisis objetivo ellos consideran que ha habido un avance. ¿Se cumplen todas las expectativas? No. ¿Queda por avanzar? Todavía resta mucho; no obstante, debo manifestar que fue el actual Gobierno el que comenzó el camino para resolver la deuda histórica que mantiene el Estado de Chile con los funcionarios municipales.



Y señalo algo más: los funcionarios municipales son quienes están en la primera línea y sufren un estrés permanente por tener que resolver las necesidades cotidianas de los ciudadanos. Ellos son los que están junto a los alcaldes para solucionar las necesidades más urgentes de la población. Por lo tanto, requieren dignidad.



En relación con los funcionarios públicos -esto quizás no lo sabe Óscar Yáñez, o alguna vez lo conversamos- me dirigí a la Contraloría General de la República para solicitar una investigación en todos los servicios públicos del país, con el objeto de ver si se cumplía o no la regla del 80/20, la cual da cuenta de la precarización. Si hubiese un servicio público, un Ministerio que cumpla con dicha regla, me saco el sombrero. Acá hemos tenido una política permanente y consistente de todos los Gobiernos en cuanto a precarizar la función pública. Ese es un problema que el país tiene pendiente.



Finalmente, quiero señalar que el camino iniciado por esta Administración debe ser continuado por el próximo Gobierno, sea de la Concertación o de la Alianza. Lo importante es que sea capaz de enfrentar el hecho de que la dignificación de los funcionarios municipales es una tarea permanente. Hay que ampliar las plantas, pero con los estudios necesarios.



He conversado con varios alcaldes. Ellos me dijeron que estamos en el peor de los mundos: no tienen cómo enfrentar las necesidades de la población. Cualquiera los podría acusar de notable abandono de deberes por no contar con los funcionarios necesarios en las plantas.



Una cuestión importante en la mesa tripartita debe apuntar a un estudio serio que permita determinar cómo se deben aumentar las plantas profesionales en Chile y cuántos funcionarios más se deben contratar.



Felicito, nuevamente, a don Óscar Yáñez por el trabajo realizado, y también a la otra organización que lo acompaña.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular a la vez el proyecto (35 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Navarro.
El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, queda despachado el proyecto.



Por haber cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Salud y al señor Presidente del Colegio Médico, con el objeto de solicitarles información relativa a NÚMERO DE MÉDICOS EN RECINTOS PÚBLICOS DE SALUD CON CONVENIO CON FONDO NACIONAL DE SALUD (FONASA). Al señor Superintendente de Educación, para que informe sobre PAGO DE COTIZACIONES PREVISIONALES, DE SALUD Y OTROS DESCUENTOS A DOCENTES CONTRATADOS EN DEPARTAMENTOS DE EDUCACIÓN MUNICIPAL EN REGIÓN DE ATACAMA.

)-----------(


--Se levantó la sesión a las 14:24.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 66ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 30 DE OCTUBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurre, asimismo, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 63ª y 64ª, ordinarias, de 15 y 16 de octubre de 2013, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (Boletín Nº 8.997-07).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


3.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


2.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


3.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


4.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


5.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


6.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05).


7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


8.- Proyecto de ley que otorga a los funcionarios del Poder Judicial que indica una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios que señala (Boletín Nº 9.118-05).


9.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


10.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


11.- Proyecto de ley que modifica límite intercomunal entre Vicuña y Paihuano, en la Región de Coquimbo (Boletín Nº 8.764-06).


12.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


13.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


14.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


15.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


16.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11).


17.- Proyecto de ley que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (Boletín Nº 8.922-11).


Con el último, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, a la tramitación de los siguientes proyectos de ley: 


1.- El que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletines          N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


2.- El que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficio


De S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga (Boletín Nº S 1.618-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Moción


De los Honorables Senadores señores Espina y García, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (Boletín      N° 9.152-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Informe


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar al señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de 8 años (Boletín Nº S 1.603-05).


- Queda para Tabla.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Espina, García, Kuschel, Orpis, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley en materia de asistencia a parejas infértiles (Boletín N° S 1.619-12). 


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva. 

- - -


A continuación, el señor Presidente, a petición del Honorable Senador señor Chahuán, solicita a la Sala y al público en las tribunas guardar un minuto de silencio por la memoria del ex Diputado, ex Vicepresidente de la Cámara de Diputados y ex Alcalde de la comuna de Viña del Mar, don Gustavo Lorca Rojas, recientemente fallecido.

La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar pide obtener el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo. Se accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el artículo primero transitorio de la ley    N° 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras

concesionadas

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene el Boletín N° 8.861-09.

Añade que el proyecto inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó dos enmiendas, consistentes en el reemplazo del artículo único y en la incorporación de un artículo transitorio.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Honorable Cámara de Diputados dio su aprobación al proyecto de ley propuesto por el Senado, con las siguientes enmiendas:


1) Ha sustituido su artículo único por el siguiente:


“Artículo único.- Intercálase en la letra a) del artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En lo referente al cobro de tarifas impagas y al régimen de multas aplicables regirán las modificaciones que introduce este cuerpo legal en el artículo 42 del decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Concesiones de Obras Públicas.”.”.


2) Ha incorporado el siguiente artículo transitorio:


“Artículo transitorio.- Las indemnizaciones compensatorias demandadas como consecuencia del incumplimiento del pago de tarifa o peaje en vías dadas en concesión, en conformidad al régimen aplicable con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, cuya tramitación o pago se encontraren pendientes a la fecha de publicación de esta ley, se sujetarán a las siguientes reglas:


a) Se entenderá que las empresas concesionarias renuncian irrevocablemente al cobro de las indemnizaciones compensatorias cuyos títulos emanaren de sentencias de término de fecha anterior a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, a menos que dentro del plazo de sesenta días corridos, contado desde la publicación de esta ley, opten por perseverar en su cobro, adjuntando al proceso copia de carta enviada al Director General de Obras Públicas en que se señale tal voluntad. La sola certificación en la causa de que transcurrido el plazo no se adjuntó la comunicación señalada, bastará para dar por renunciado el cobro para todos los efectos legales. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de las sociedades concesionarias a perseverar en el cobro de los peajes o tarifas impagas que emanaren de la misma sentencia.


b) Igual regla se aplicará a aquellas indemnizaciones compensatorias reclamadas en causas iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410 y con sentencia de término de fecha posterior a la entrada en vigencia de la misma ley, en que no se hubiere aplicado el régimen de multas introducido por la ley N° 20.410, que reemplazó el régimen de las indemnizaciones compensatorias.


c) Las causas iniciadas con anterioridad a la ley N° 20.410, y pendientes a la fecha de publicación de esta ley, se deberán fallar aplicando el régimen de multas conforme a lo dispuesto en el artículo 42 del decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Concesiones de Obras Públicas, modificado por la ley N° 20.410.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señores Tuma, Prokurica, Sabag y García-Huidobro.

Cerrado el debate y sometidas a votación dichas enmiendas, son aprobadas por 29 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Oportunamente, el Honorable Senador señor Prokurica pide recabar el acuerdo de la Sala a fin de dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, considere el envío de un proyecto de ley que establezca, con carácter obligatorio, la exención de pago de peaje en obras concesionadas respecto de las ambulancias y vehículos de los Cuerpos de Bomberos que transiten por ellas. Así se acuerda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase, en la letra a) del inciso tercero del artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, la siguiente oración final: “En lo referente al cobro de tarifas impagas y al régimen de multas aplicables regirán las modificaciones que introduce este cuerpo legal en el artículo 42 del decreto supremo N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley       N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas.”.

Artículo transitorio.- Las indemnizaciones compensatorias demandadas como consecuencia del incumplimiento del pago de tarifa o peaje en vías otorgadas en concesión, en conformidad al régimen aplicable con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, cuya tramitación o pago se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, se sujetarán a las siguientes reglas:


a) Se entenderá que las empresas concesionarias renuncian irrevocablemente al cobro de las indemnizaciones compensatorias cuyos títulos emanaren de sentencias de término de fecha anterior a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, a menos que dentro del plazo de sesenta días corridos, contado desde la publicación de la presente ley, opten por perseverar en su cobro, adjuntando al proceso copia de carta enviada al Director General de Obras Públicas en que se señale tal voluntad. La sola certificación en la causa de que transcurrido el plazo no se adjuntó la referida comunicación, bastará para dar por renunciado el cobro para todos los efectos legales. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de las sociedades concesionarias a perseverar en el cobro de los peajes o tarifas impagas que emanaren de la misma sentencia.


b) Igual regla se aplicará a aquellas indemnizaciones compensatorias reclamadas en causas iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410 y con sentencia de término de fecha posterior a la entrada en vigencia de la misma ley, en que no se hubiere aplicado el régimen de multas introducido por dicha ley N° 20.410, que reemplazó el régimen de las indemnizaciones compensatorias.


c) Las causas iniciadas con anterioridad a la ley N° 20.410, y pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, se deberán fallar aplicando el régimen de multas conforme a lo dispuesto en el artículo 42 del decreto supremo N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley       N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, modificado por la ley N° 20.410.”.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el resguardo del orden público, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 7.975-25 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que los principales objetivos del proyecto son: modificar determinados ilícitos penales e incorporar nuevas agravantes en el ordenamiento jurídico, con el fin de resguardar el orden público; y dotar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a los Intendentes y Gobernadores, de la facultad de deducir querellas para perseguir responsabilidades de quienes cometan atentados contra la autoridad, fiscales del Ministerio Público, defensores penales públicos, o ejecuten desórdenes públicos o cometan determinados delitos en contra de funcionarios de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería de Chile en el ejercicio de sus funciones.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor y dos abstenciones. Se pronunciaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández y Larraín Peña, y se abstuvieron, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker (don Patricio).

Finalmente, en cuanto a la discusión en particular, indica que la Comisión efectuó diversas enmiendas, la mayor parte de las cuales fue aprobada por mayoría de votos.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:
Artículo 1º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


1) Agrégase en el artículo 261 el siguiente inciso segundo:


“Se entenderán comprendidos dentro del presente artículo los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y los funcionarios de Gendarmería de Chile, que se encontraren en el ejercicio de sus funciones.”.”. 


A continuación, agregar los siguientes números 2), 3), 4), 5), 6) y 7), nuevos, al artículo 1º.


“2) Reemplázase el artículo 262 por el siguiente:


“Artículo 262. Los atentados a que se refiere el artículo anterior serán castigados con la pena de presidio menor en su grado medio, siempre que concurra alguna de las circunstancias siguientes: 


1a. Si la agresión se verifica a mano armada.  


2a. Si por consecuencia de la coacción la autoridad hubiere accedido a las exigencias de los delincuentes.


Si los atentados se cometieren poniendo manos en la autoridad o en las personas que acudieren a su auxilio, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio.


Sin estas circunstancias la pena será presidio menor en su grado mínimo.


Para determinar si la agresión se verifica a mano armada se estará a lo dispuesto en el artículo 132 y en la ley Nº 17.798 sobre Control de Armas.


Las penas establecidas en el presente artículo se impondrán siempre que el atentado en contra de la autoridad no constituya un delito a que la ley asigne una pena mayor, caso en el cual se impondrá únicamente ésta.”. 


3) Sustitúyese el artículo 269 por el siguiente:


“Artículo 269. Serán castigados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio quienes cometan desórdenes públicos graves. Se entenderán que son graves, los desórdenes públicos que importen la realización de alguno de los siguientes hechos:


1.- Paralizar o interrumpir, valiéndose de violencia o amenaza, algún servicio público, tales como los hospitalarios, los de emergencia y los de electricidad, combustibles, agua potable, comunicaciones o transporte; y,


2.- Impedir o alterar, valiéndose de violencia o amenaza, la libre circulación por puentes, carreteras, caminos u otros bienes de uso público semejantes, resistiendo el actuar de la autoridad.”. 


4) Agrégase, a continuación del artículo 269 los siguientes artículos 269 A y 269 B, nuevos:


“Artículo 269 A. Incurrirá en la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio, el que impidiere o dificultare la actuación del personal de los Cuerpos de Bomberos u otros servicios de utilidad pública, destinada a prestar auxilio en un siniestro u otra calamidad o desgracia que constituya peligro para la seguridad de las personas, salvo que el hecho constituya otro delito que merezca mayor pena. 


Artículo 269 B. En los delitos previstos en los párrafos 1, 1 bis y 2 del presente título, se impondrá el máximum de la pena, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados, a los responsables que actuaren con el rostro cubierto o utilizando cualquier otro elemento que impida, dificulte o retarde la identificación del hechor.”. 


5) Agrégase el artículo 410 bis, nuevo:


“Artículo 410 bis. Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos en los párrafos I, III y IV de este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos que congreguen la presencia masiva de personas.


Quienes incurrieren en las conductas descritas en el artículo 269 y en los párrafos señalados en el inciso anterior, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.

6) Agrégase el artículo 489 bis, nuevo:


“Artículo 489 bis. Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos en este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos que congreguen la presencia masiva de personas.


Quienes incurrieren en las conductas descritas en este Título, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.

7) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 494:


i.- Agrégase el siguiente número 22, nuevo:


“22. El que, participando en un desorden público, cubra su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, salvo que el hecho constituya crimen o simple delito.”.

ii.- Agrégase el siguiente inciso final: 


“Tratándose de la falta mencionada en el número 22, la pena podrá conmutarse en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 494 bis.”.”.

A continuación, agregar el siguiente artículo 2º, nuevo:


“Artículo 2º.- Sustitúyese en el inciso 4° del artículo 134 del Código Procesal Penal la frase “N°s. 4 y 5, y 19, exceptuando en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233;” por “números 4, 5, 19, exceptuando en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233, y 22;”.”. 

Artículo 2º


Pasa a ser artículo 3º, sin enmiendas.
- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto, y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio), Rossi y Espina. Interviene, también, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es rechazado por 16 votos en contra, 12 a favor y 2 pareos. 

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Allende y Alvear, señores Tuma, Zaldívar, Quintana, Escalona, Frei y Ruiz-Esquide y señora Rincón.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Peña, Pérez Varela y Orpis, señora Pérez San Martín y señores Espina, Chahuán y García.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi y Horvath.

- - -


En consecuencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que propondrá la forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, designándose, para este efecto, a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que integren la referida Comisión Mixta.
- - -


Enseguida, hace uso de la palabra el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.

- - -


Luego, intervienen los Honorables Senadores señora Alvear y señores Frei y Zaldívar, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento del Senado.

- - -


Durante su discurso, el Honorable Senador señor Frei solicita oficiar a S.E. el Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, instruya al Ministro de Justicia a objeto de que proporcione a esta Corporación una nómina de las personas que han sido indultadas y las que han recibido beneficios carcelarios durante el actual Gobierno, desde el día 11 de marzo de 2010 a la fecha. Se accede.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
PETICIONES DE OFICIOS

El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Orpis, ha requerido que se dirija oficio, en su nombre, a la autoridad y en relación con la materia que se consigna, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador indicado, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 67ª, ESPECIAL, EN MARTES 5 DE NOVIEMBRE DE 2013



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.



Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.
___________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. el Presidente de la República con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar al señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de 8 años, con informe de la Comisión de Educación,

Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para el mencionado nombramiento, iniciativa que lleva el Boletín N° S 1.603-05.

Agrega que a una de las sesiones en que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología consideró este asunto asistieron, especialmente invitados, la señora Silva y el señor Arriagada, oportunidad en que expusieron sus planteamientos respecto de sus funciones, el rol que debe cumplir el Consejo respecto de la televisión chilena y el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre.

Destaca que la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Walker (don Ignacio), y una abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer, informa que en la designación de los miembros del Consejo Nacional de Televisión en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento del señor Arriagada y de la señora Silva como integrantes del referido Consejo, por un período de ocho años.


Finalmente, hace presente que el Senado debe pronunciarse respecto del conjunto de la proposición y que el acuerdo para nombrar a los Consejeros requiere el voto favorable de la mayoría de los Senadores en ejercicio.

- - -



El señor Presidente pone en votación la solicitud en examen, la que es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.838.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -



Finalmente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 68ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE NOVIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Educación, y de Salud, señor Cristián Larroulet, señora Carolina Schmidt y señor Jaime Mañalich, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


El acta de la sesión 65ª, ordinaria, de 29 de octubre de 2013, se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 88 del Código de Procedimiento Civil.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Expide copia autorizada de las resoluciones recaídas en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de Honorables señores Diputados, que representan la cuarta parte de los miembros en ejercicio de esa Cámara, respecto de los preceptos que indican del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín Nº 6.190-19).


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

De la señora Directora Nacional (S) del

Servicio de Registro Civil e Identificación


Contesta solicitud de información, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, referente a los datos registrales de don Juan Espejo Olivares, rol único nacional N° 5.582.115-1 y, en especial, a la existencia de una partida de defunción a su nombre.

De la señora Intendente Regional de la Región de Tarapacá


Da respuesta a solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Orpis, sobre la ejecución presupuestaria del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, durante 2012, en el rubro de seguridad ciudadana.

Del señor Intendente Regional de la Región de Antofagasta


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Orpis, relativa a la ejecución presupuestaria durante 2012, con cargo al 2% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, en el ámbito de la seguridad ciudadana.

Del señor Intendente Regional de la Región de Atacama


Contesta consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativa a diversos aspectos del proyecto de electrificación del sector Carrizal Bajo.

Del señor Director del Servicio de Salud Maule


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a la fecha de la consulta reumatológica pedida por el señor David Valdés, afiliado del Fondo Nacional de Salud, tipo A, en el Hospital de Talca.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Hacienda:


1.- Segundo informe, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05) (con urgencia calificada de “suma”).


2.- Informe, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del Poder Judicial que indica una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios que señala (Boletín         Nº 9.118-05) (con urgencia calificada de “suma”).


Sendos informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (Boletín Nº 8.922-11) (con urgencia calificada de “suma”).


Dos de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaídos en los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, para facilitar la administración de copropiedades y la presentación de proyectos de mejoramiento o ampliación de condominios de viviendas sociales (Boletín    N° 8.232-14).


2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (Boletín N° 9.029-14).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señora Alvear y señores Escalona, Letelier y Pizarro, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que asegura los derechos de los niños, niñas y adolescentes, concede acción de protección y crea la Defensoría de la Niñez y Adolescencia (Boletín N° 9.153-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Frei, Gómez, Kuschel y Pizarro, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que adopte las medidas para extender la vigencia de las licencias de conducir, que se encuentren vencidas, hasta diez días después del término del paro de funcionarios municipales (Boletín Nº S 1.620-12).


De los Honorables Senadores señoras Rincón y Allende y señores Chahuán, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el urgente establecimiento de una mesa de diálogo con el fin de regularizar la atención de los servicios a la población que prestan las municipalidades, precaver las consecuencias que su actual paralización puede implicar en las elecciones del domingo 17 de noviembre y evaluar la satisfacción de las demandas de sus funcionarios, en especial, la de homologación de remuneraciones y demás beneficios con los empleados del sector público (Boletín N° S 1.621-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar como si fueran de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que otorga a los funcionarios del Poder Judicial que indica una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios que señala (Boletín Nº 9.118-05), y el que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (Boletín Nº 8.922-11). 


2.- Celebrar una sesión extraordinaria, el día miércoles 6 de noviembre de 2013, de 12:00 a 14:00 horas, en reemplazo de la sesión ordinaria de ese día.


3.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho, de la sesión extraordinaria del día de mañana, el proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín N° 8.556-10).


4.- Tratar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión extraordinaria del día de mañana, el proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05).


5.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín Nº 8.210-06), hasta las 12:00 horas del próximo lunes 18 de noviembre, en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

_________

Enseguida, el Honorable Senador señor Novoa hace presente su inquietud por la incorporación a la Tabla de proyectos cuyos informes no han sido distribuidos con la antelación necesaria.
- - -


Posteriormente, la Sala acuerda considerar en el Tiempo de Votaciones de esta sesión los proyectos de acuerdo Boletines N°s S 1.620-12 y S 1.621-12, de los que se ha dado cuenta.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del Poder Judicial que indica una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios que señala, con informe de la Comisión

de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.118-05 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que su objetivo principal es mejorar las condiciones de egreso de aquellos funcionarios del Poder Judicial que cuentan con las edades para acogerse a retiro, así como posibilitar el egreso de los trabajadores que no se acogieron a la ley N° 20.286 en el plazo fijado por ésta, que venció el 31 de diciembre de 2008, aún cuando cumplían con las condiciones que dicha norma legal establecía.

Señala, finalmente, que la Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Orpis y Zaldívar. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, Zaldívar, Chahuán, Orpis y Sabag.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -


En su oportunidad, el Honorable Senador señor Chahuán se inhabilita para votar en este proyecto en virtud de lo establecido en el artículo 8° del Reglamento del Senado.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo, el Honorable Senador señor Tuma.
- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Otórgase una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial que se desempeñen como titulares en cargos de los escalafones Primario, de Empleados, de la Tercera y Sexta Serie del escalafón Secundario; al personal a contrata asimilado a los escalafones del Personal Superior, de los Consejos Técnicos y de Empleados, y al personal titular de planta y a contrata de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, que entre el 1 de enero de 2009 y el 1 de julio de 2014 hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de marzo de 2015, de conformidad con las normas y requisitos que se establecen en los artículos siguientes.  


Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario que se concede en el artículo anterior será equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio en las entidades señaladas en dicho artículo, con un máximo de once meses. 


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que hayan percibido los funcionarios y funcionarias durante los doce meses inmediatamente anteriores al cese de funciones, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, con un límite máximo de 90 unidades de fomento. 


El reconocimiento de períodos discontinuos para el cálculo de la bonificación procederá sólo cuando el funcionario tenga al menos cinco años de desempeño continuo en alguna de las entidades afectas a las disposiciones de la presente ley.


Artículo 3°.- Las funcionarias y funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años, respectivamente, conforme a lo indicado en el artículo 1°, entre el 1 de enero de 2009 y el 1 de julio de 2014, podrán acceder a la bonificación por retiro voluntario cuando tengan, al menos, diez años de servicio en algunas de las entidades afectas a esta ley y postulen comunicando la decisión de renunciar voluntariamente a sus cargos dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2015.


Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 450 beneficiarios, distribuidos en 50 cupos para los retiros que se materialicen durante el año 2013, 150 cupos para aquellos que se retiren efectivamente durante el año 2014 y 250 cupos para aquellos que se retiren hasta el 31 de marzo del año 2015. Los cupos que no hubieren sido utilizados en los períodos 2013 y 2014, podrán traspasarse al año siguiente. 


De haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos del período deberá distribuirse entre hombres y mujeres, según la proporción de postulantes por género. La selección en cada grupo privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad al 1 de enero de cada año. De persistir la igualdad, se elaborará un listado de los empatados hombres y otro de mujeres, ordenados alfabéticamente según sus apellidos, y la selección para acceder a la bonificación por retiro se hará partiendo simultáneamente con los funcionarios y funcionarias que aparezcan en primer y último lugar en cada lista, hasta completar los cupos disponibles manteniendo la proporcionalidad. 


Las funcionarias y funcionarios postulantes que, cumpliendo con los requisitos, no queden seleccionados por falta de cupos en el año elegido, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del año siguiente, sin necesidad de una nueva postulación, dentro de los plazos y cupos totales que considera esta ley. 


Artículo 4°.- El personal que no haga uso de los beneficios que otorga esta ley y no postule, teniendo los requisitos que ella establece, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.


Artículo 5º.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación por retiro que otorga el artículo 1°, que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema por un período mínimo de diez años, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento que se pagará conjuntamente con la bonificación por retiro. 


Artículo 6°.- El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de los beneficios de la presente ley será el vigente el día que corresponda al cese de funciones. 


Estos beneficios no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno. Asimismo, serán incompatibles con cualquier otro beneficio homologable que se origine o se haya originado en una causal similar. Además, estos beneficios serán incompatibles con el beneficio compensatorio establecido en la ley       N° 19.544 y con cualquier otro beneficio percibido en tiempo anterior y, en especial, aquel para cuyo otorgamiento se considere el tiempo transcurrido desde el 1 de enero de 2009 hasta el 1 de julio de 2014.


El desahucio vigente de conformidad a lo establecido en el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo, no se encuentra incluido en esta incompatibilidad.


Los funcionarios y funcionarias que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1° ni, en general, en cualquier institución que conforma la Administración del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 


Artículo 7°.- Facúltase al Presidente de la Corte Suprema para solicitar la renuncia a funcionarios y funcionarias que desempeñen cargos de planta o a contrata asimilados a los escalafones enumerados en el artículo 1°, con excepción del personal del escalafón Primario, siempre que antes del 1 de enero de 2009 hayan cumplido 65 años de edad, si son hombres, y 60 años, si son mujeres, sin que se hubieren acogido a las disposiciones del artículo 2° transitorio de la ley N° 20.286. Esta facultad se podrá aplicar hasta el 1 de julio de 2014 y, como máximo, a cien funcionarias y funcionarios.


No obstante lo anterior, para ejercer esta facultad respecto de las funcionarias menores de 65 años de edad, se requerirá de su consentimiento. 


Dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, el Presidente de la Corte Suprema determinará el personal al que aplicará esta facultad, tomando en consideración un listado que se elaborará previamente y se preparará con consulta a las Asociaciones de Funcionarios. En dicha  determinación, se establecerá la fecha en que estos funcionarios deberán hacer dejación del servicio, conforme al cupo que se establece en el inciso primero de este artículo. 


Los funcionarios y funcionarias a quienes se les solicite la renuncia de conformidad con la facultad a que se refiere el inciso primero, tendrán derecho a los beneficios que se otorgan por los artículos 1° y 5°, siempre que cumplan con los requisitos respectivos. Al mismo tiempo, se les aplicarán las disposiciones del artículo 6°.


Artículo 8°.- Los miembros del escalafón Primario que cumplan con las condiciones de edad que establece el artículo 7° podrán presentar la renuncia voluntaria a sus cargos hasta el 1 de julio de 2014 y percibir los beneficios que establecen los artículos 1° y 5°, siempre que cumplan con las condiciones exigidas para su percepción y no incurrieren en alguna de las incompatibilidades previstas en el artículo 6°.


Artículo 9°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Poder Judicial. No obstante, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en lo que faltare, con cargo a la partida Tesoro Público.". 

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala, con informes de las Comisiones

de Salud y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.922-11 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que sus principales objetivos son: 

- Mejorar las condiciones remuneracionales de los profesionales funcionarios que ejercen jefaturas de servicios clínicos y unidades de apoyo.

- Incentivar la permanencia de profesionales especialistas en los servicios o unidades críticas de urgencia en maternidades y residencias médicas que requieren atención en forma continua todos los días del año.

- Disminuir la brecha de especialistas en regiones carentes de especialidades médicas de las unidades señaladas.

- Generar un estímulo de carácter permanente por especialidad y variable orientado al cumplimiento de metas de producción y calidad en dichas unidades de trabajo.

- Establecer un plan de retiro voluntario para los profesionales regidos por las leyes N° 19.664 y N° 15.076.

Destaca que la Comisión de Salud y también la Comisión de Hacienda discutieron esta iniciativa sólo en general y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes.

Señala, finalmente, que en la Comisión de Salud se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte; en tanto que en la Comisión de Hacienda se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Pérez Varela y Zaldívar.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al señor Ministro de Salud y a los Honorables Senadores señor Zaldívar y señora Allende. 


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 25 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Rossi, Prokurica, Ruiz-Esquide, Chahuán, Lagos y Larraín Fernández y señora Rincón.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto positivo los Honorables Senadores señora Allende y señor Cantero. 

- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Los profesionales funcionarios regidos por las leyes N° 15.076 y N° 19.664, que sirvan a la fecha de la publicación de esta ley, en calidad de titulares, los cargos establecidos en los numerales 1.3 y 1.4 del artículo 1° de los decretos con fuerza de ley N° 9 al N° 37, de 2008, del Ministerio de Salud, con excepción de los cargos correspondientes a Jefe de Departamento, podrán ejercer la opción de traspasarse con sus cargos a la Planta Profesional de Horas de la ley N° 19.664 de los servicios de salud fijada en los decretos con fuerza de ley N° 2 al N° 27, de 1995; N° 2 y N° 3, de 1997, y Nº 7, de 2008, todos del Ministerio de Salud, con el mismo número de horas que representen dichos cargos.


El Director del servicio de salud respectivo, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, notificará a los profesionales funcionarios la posibilidad de ejercer la opción señalada en el inciso anterior. Este personal, dentro de los sesenta días siguientes a la notificación, deberá comunicar al citado director la decisión de optar o no a ser traspasado a la correspondiente Planta Profesional de Horas de la ley             N° 19.664.


En caso que dicho personal, en los plazos señalados, no comunique por escrito ninguna decisión, se entenderá que no ejerce la opción del inciso primero, y continuará ejerciendo el cargo respectivo hasta completar el quinto año de desempeño en el mismo. Vencido este plazo, por el solo ministerio de la ley, se traspasará el cargo a la Planta Profesional de Horas de la ley N° 19.664 en la forma establecida en el inciso primero. 


Lo dispuesto en el inciso anterior se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales, visada por la Dirección de Presupuestos. En ese mismo acto administrativo se establecerán las dotaciones máximas resultantes de la aplicación de este artículo.


Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República para modificar mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las plantas de personal de los servicios de salud, suprimiendo en la planta de directivos los cargos traspasados de conformidad con lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo anterior, así como los cargos de Jefe de Servicio Clínico y de Jefe de Unidad de Apoyo que se encuentren vacantes a la fecha de publicación de esta ley, creando en la Planta Profesional de Horas de la ley N° 19.664 de los servicios de salud respectivos, fijadas en los decretos con fuerza de ley N° 2 al N° 27, de 1995; N° 2 y N° 3, de 1997, y Nº 7, de 2008, todos del Ministerio de Salud, la cantidad de horas que representen los cargos suprimidos.


A su vez, modifícanse los decretos con fuerza de ley N° 9 al    N° 37, de 2008, todos del Ministerio de Salud, del siguiente modo:


a) Suprímense, en los artículos 1° y 2°, en la tabla del numeral 1.4, los guarismos “33” correspondientes a las Horas Semanales y la conjunción disyuntiva “ó“ que los antecede. 


b) Sustitúyese en el artículo 2°, en el numeral 1.4, la denominación de la columna “Grado u Horas Semanales” por “Grado”.


c) Suprímese en el artículo 2°, en el numeral 1.4, la columna “Alternativamente”.


d) Reemplázase en el artículo 2°, en el numeral 1.4, el texto contenido en la columna “Requisitos” por el siguiente: 


“Título Profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo con la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.”.


Artículo 3°.- El Director del servicio de salud respectivo, mediante resolución, organizará, distribuirá y estructurará las horas que se creen en las plantas a que se refiere el artículo anterior, en cargos de profesionales funcionarios de 33 o 44 horas semanales, según corresponda, y encasillará en los cargos creados a los profesionales funcionarios titulares de la planta de directivos de carrera que se encontraban sirviendo los cargos suprimidos.


El encasillamiento de los profesionales funcionarios en la Etapa de Planta Superior de la Planta Profesional de Horas de la ley N° 19.664 quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones permanentes respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Los profesionales funcionarios encasillados mantendrán el número de trienios que estuvieren percibiendo.


Artículo 4°.- Los profesionales funcionarios serán encasillados en los cargos de acuerdo con el artículo precedente, continuarán desempeñando sus funciones en la Etapa de Planta Superior y se ubicarán en los niveles que les correspondan de acuerdo con su antigüedad, medida en los trienios que tengan reconocidos a la fecha del encasillamiento.


Con todo, aquellos profesionales funcionarios que tengan menos de tres trienios quedarán ubicados en esos cargos en el Nivel I de la Etapa de Planta Superior.


En la resolución a que se refiere el inciso primero del artículo anterior, se dejará constancia de la ubicación en la etapa y nivel de la carrera funcionaria que ha correspondido a los profesionales funcionarios encasillados. 


Artículo 5°.- Modifícase el inciso primero del artículo 34 de la ley N° 19.664, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en su literal b) el punto final, por la expresión “, o”.


b) Agrégase la siguiente letra c), nueva: 


“c) desempeñen en calidad de planta o a contrata, funciones de dirección, coordinación, supervisión o mando de Servicios Clínicos o Unidades de Apoyo, cualquiera sea la denominación que se dé a estas dependencias en su estructura orgánica aprobada por resolución, siempre que las horas dedicadas a dichas funciones sean iguales o superiores a 22 horas semanales, distribuidas de lunes a viernes. Sólo podrán ejercer estas funciones y acceder a esta asignación, los profesionales funcionarios que hayan sido seleccionados en virtud del concurso interno establecido en el artículo 3° de la ley N° 19.198 y su reglamento.”.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.198: 


a) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente: 


“Artículo 3°.- Los profesionales señalados en la letra c) del inciso primero del artículo 34 de la ley N° 19.664 tendrán derecho a percibir la asignación de responsabilidad a que se refiere esa disposición, la cual se otorgará mediante concurso interno que se realizará en los establecimientos referidos en el artículo 1° del decreto supremo N° 841, de 2000, del Ministerio de Salud, por un período máximo de cinco años, siempre que desempeñen efectivamente las funciones de dirección, coordinación, supervisión o mando de Servicios Clínicos o Unidades de Apoyo, cualquiera sea la denominación que se dé a estas dependencias en el establecimiento en que fue concursada.


El Director del servicio de salud o el Director del establecimiento cuando corresponda, mediante resolución, individualizará al profesional funcionario seleccionado en virtud del concurso interno señalado en el inciso anterior, indicando el porcentaje al que ascenderá la asignación de responsabilidad.


Excepcionalmente, mediante resolución fundada, los Directores mencionados en el inciso precedente podrán determinar que un profesional deje de desempeñar las funciones que le permitían acceder a la asignación de responsabilidad, antes del referido período máximo de cinco años. 


Se deberá llamar a concurso interno dentro de los ciento veinte días siguientes a que el profesional deje de desempeñar las funciones que dieron origen a la asignación de responsabilidad por aplicación de lo dispuesto en los incisos primero y tercero de este artículo. 


Durante el período en que los profesionales funcionarios perciban la asignación de responsabilidad, tendrán la categoría de jefe directo para los efectos previstos en el Párrafo 4° del Título II de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en el Título IV de la ley N° 15.076.”.


b) Derogase el artículo 5°. 


Artículo 7°.- El Director del servicio de salud o del establecimiento, según corresponda, podrá asignar las funciones de Jefe de Servicio Clínico o Jefe de Unidad de Apoyo en forma transitoria, mientras se resuelve el concurso interno respectivo, a profesionales funcionarios titulares o a contrata, quienes tendrán el derecho a percibir la correspondiente asignación de responsabilidad por un plazo máximo de seis meses, al término del cual cesará por el solo ministerio de la ley. Si el concurso interno es declarado desierto por falta de postulantes idóneos, el Director del servicio de salud o del establecimiento, según corresponda, podrá renovar el otorgamiento de la asignación por igual periodo y por única vez, mientras se resuelve el nuevo concurso interno.


Artículo 8º.- A contar de la fecha de total tramitación de la resolución de encasillamiento a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de esta ley, los profesionales funcionarios señalados en el inciso primero del artículo 1° tendrán derecho a percibir las asignaciones establecidas en los artículos 32 y 33 de la ley N° 19.664, de conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la presente ley.


Artículo 9º.- Facúltase al Presidente de la República para incrementar, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, la Planta Profesional de Horas de la ley N° 19.664 de los servicios de salud, en un número de horas iguales a la cantidad de cargos y horas suprimidos de la planta de directivos, correspondientes a Jefe de Servicio Clínico y Jefe de Unidad de Apoyo, y que pasaron a formar parte de la planta de profesionales antes de la publicación de esta ley, por aplicación de lo dispuesto en los artículos undécimo y duodécimo transitorios de la ley           N° 20.209. Este aumento de planta no significará aumento de dotación ni irrogará mayor gasto.


Los cargos que se estructuren con el aumento de planta indicada en el inciso anterior, serán provistos a través de los concursos regulados en el artículo 2° de la ley N° 19.198 y su reglamento.


Artículo 10.- Establécese, a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley, una asignación de estímulo por competencias profesionales para los profesionales funcionarios que tengan especialidades certificadas e inscritas en el registro que mantiene la Superintendencia de Salud y desempeñen cargos de planta o a contrata de 28 horas semanales, regidos por la ley N° 15.076, en los establecimientos dependientes de los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud. 


Esta asignación corresponderá, además, por el mismo concepto, a los profesionales funcionarios que tengan especialidades certificadas e inscritas en el registro que mantiene la Superintendencia de Salud y que se encuentren liberados de la obligación de prestar servicios de guardia nocturna y en días domingo y festivos, en virtud de lo establecido en el artículo 44 de la ley N° 15.076, mientras se desempeñen en las unidades establecidas en el inciso séptimo del artículo 12 de esa ley, cualquiera sea la denominación que se dé a esas unidades.


El monto mensual de la asignación será equivalente al 30% de la sumatoria del sueldo base y de las asignaciones de antigüedad, de estímulo a que se refiere el artículo 1° de la ley N° 19.230, del artículo 8° bis de la ley   N° 15.076 y del artículo 39 del decreto ley N° 3.551, de 1980.


Esta asignación será tributable e imponible sólo para efectos de salud y pensiones y no servirá de base de cálculo para la determinación de ninguna remuneración o beneficio remuneratorio.


Artículo 11.- Los profesionales funcionarios a que se refiere el artículo anterior, que tengan especialidades certificadas e inscritas en el registro que mantiene la Superintendencia de Salud, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año, deberán solicitar el pago de la asignación de estímulo por competencias profesionales a la autoridad competente. Por resolución de dicha autoridad se reconocerá y pagará este beneficio, a contar del 1 de enero del año siguiente al de la solicitud respectiva.


Artículo 12.- Establécese una asignación para los profesionales funcionarios que desempeñen cargos de 28 horas semanales regidos por la ley N°15.076 en unidades de los establecimientos dependientes de los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, asociada al cumplimiento anual de metas de producción y de calidad.


Esta asignación corresponderá, además, por el mismo concepto, a los profesionales funcionarios que se encuentren liberados de la obligación de prestar servicios de guardia nocturna y en días domingo y festivos, en virtud de lo establecido en el artículo 44 de la ley N° 15.076, mientras se desempeñen en las unidades establecidas en el inciso séptimo del artículo 12 de esa ley, cualquiera sea la denominación que se dé a esas unidades.


Tendrán derecho a esta asignación los profesionales funcionarios que hayan prestado servicios para alguna de las unidades señaladas en los incisos anteriores, sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de evaluación del cumplimiento de las metas fijadas y que se encuentren en servicio al momento del pago de la cuota respectiva de la asignación. Estos profesionales percibirán la asignación siempre que las unidades donde presten sus funciones hayan cumplido, a lo menos, el 75% de las metas fijadas conforme a este artículo. 


El Subsecretario de Redes Asistenciales, mediante resolución, definirá las áreas prioritarias y los objetivos globales o compromisos que deberán cumplir durante el año siguiente los servicios de salud. Dicha resolución, que se remitirá a los servicios de salud, deberá dictarse dentro del mes de septiembre de cada año y establecerá las metas e indicadores de producción y calidad por unidad de desempeño. Sobre la base de la referida resolución, el Director del servicio de salud suscribirá un convenio con el Director del establecimiento de salud respectivo, en el último trimestre del año que antecede al cumplimiento de las metas, el que contendrá las metas pertinentes y relevantes asociadas a la producción y calidad de cada una de las unidades, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación. 


Mediante una o más resoluciones, que deberán ser visadas por el Subsecretario de Redes Asistenciales, el Director del servicio aprobará los referidos convenios. Una vez visadas, el mencionado Director remitirá copia a los Directores de establecimiento y Jefes de unidades relacionadas.


Una vez que comience a ejecutarse el convenio, el Director del establecimiento designará la unidad que se encargará de efectuar el control del cumplimiento de las metas determinadas de conformidad con el inciso anterior.


La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada una de las unidades será realizada por la Unidad de Auditoría del Ministerio de Salud, o por la unidad designada para estos efectos, para lo cual se considerará la información que proporcione la Unidad de Auditoría del establecimiento o aquella que cumpla tales funciones. El resultado de la evaluación determinará el grado de cumplimiento de las metas en cada una de las unidades, lo que se formalizará en una resolución de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, que deberá dictarse a más tardar el 15 de febrero del año siguiente a aquel en que se cumplieron las metas.


Durante los primeros diez días del mes de marzo del año siguiente al de cumplimiento de las metas, el Director del servicio de salud o del establecimiento, según corresponda, fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación. Este porcentaje podrá ser diferenciado por establecimiento y unidades, según sea el nivel de cumplimiento de las metas, o ambas conjuntamente. Con todo, este porcentaje deberá ser el mismo para todos los profesionales funcionarios de la respectiva unidad afectos a esta asignación. 


La asignación será pagada a los profesionales funcionarios en servicio a la fecha de pago en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año.


El monto por pagar en cada cuota, respecto de aquellos profesionales funcionarios que se hayan desempeñado en las unidades que cumplieron el 100% o más de las metas, será equivalente al 10% del valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación del citado porcentaje sobre la sumatoria del sueldo base y las asignaciones de antigüedad, de estímulo a que se refiere el artículo 1° de la ley N° 19.230, el artículo 8° bis de la ley N° 15.076 y el artículo 39 del decreto ley N° 3.551, de 1980. 


Tratándose de las unidades que hayan cumplido entre un 75% y menos del 100% de las metas fijadas, el monto de la asignación será proporcional al 10% señalado en el inciso anterior.


La asignación a que se refiere este artículo será tributable e imponible sólo para efectos de salud y pensiones, y no servirá de base de cálculo para la determinación de ninguna remuneración o beneficio remuneratorio.


Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período a que corresponda y los cocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo imponible.


Un reglamento, expedido por decreto supremo del Ministerio de Salud, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos y criterios para fijar las metas anuales de producción y de calidad con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación; la forma en que se efectuará el control y evaluación del cumplimiento de las metas; la manera de determinar los distintos porcentajes de la asignación; los procedimientos y calendario de elaboración del convenio, y toda otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento de este beneficio. 


Artículo 13.- Las asignaciones establecidas en los artículos 10 y 12 de esta ley no se considerarán para determinar la limitación máxima de rentas establecida en el inciso final del artículo 11 de la ley N° 15.076, ni las limitaciones a los montos de las asignaciones de estímulo y de la percepción conjunta de las asignaciones de estímulo y de responsabilidad señaladas en la letra b) del inciso primero y en el inciso tercero del artículo 9° de dicho cuerpo legal, respectivamente.


Artículo 14.- Intercálanse, en el artículo 6° de la ley N° 19.230, los siguientes incisos quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos, pasando los actuales quinto y sexto a ser noveno y décimo, respectivamente: 


“A petición del beneficiario, el Subsecretario de Redes Asistenciales podrá autorizar que el cargo creado en virtud de este artículo sea transferido a otro servicio de salud. Para estos efectos, se extinguirá el cargo adscrito en el servicio de origen y se creará, por el solo ministerio de la ley, en el servicio de destino, un nuevo cargo con las mismas características del que se extingue. El profesional percibirá en su nuevo cargo las mismas remuneraciones que recibía en el servicio de origen, sin perjuicio de aquellas que digan relación, exclusivamente, con el lugar de desempeño de sus funciones. 


En los casos previstos en el inciso anterior, se modificarán los presupuestos tanto del servicio en el cual el cargo fue creado, como del servicio de salud de destino. El mayor gasto que irrogue el otorgamiento de remuneraciones ligadas al lugar de desempeño, deberá ser financiado por el servicio de destino.


La aplicación de lo dispuesto en los dos incisos precedentes se materializará mediante resolución fundada del Subsecretario de Redes Asistenciales, visada por la Dirección de Presupuestos.


Si el profesional funcionario estuviere ejerciendo en el servicio de origen, además, un cargo de la ley N° 19.664, en la Etapa de Planta Superior, y accediere a un cargo titular o a contrata en el servicio de destino, se le reconocerá su antiguo nivel de asignación y de ubicación en la Etapa de Planta Superior, siempre que en el servicio de destino existan recursos disponibles en la forma prevista en el inciso tercero del artículo 32 de la ley    N° 19.664.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los profesionales funcionarios de planta o a contrata, regidos por las leyes Nº 15.076 y N° 19.664, que se desempeñen en los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, y en los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nº 29, N° 30 y N° 31, todos de 2001, del Ministerio de Salud, que en el período comprendido entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 60 o más años de edad si son mujeres, o 65 o más años de edad si son hombres, y hagan efectiva su renuncia voluntaria al total de horas que sirven en el conjunto de los organismos señalados precedentemente, desde los noventa días siguientes a la publicación de esta ley y hasta el 31 de marzo de 2015, inclusive, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación por retiro voluntario equivalente a once meses de remuneraciones imponibles, respecto del total de horas que sirvan al momento de la postulación. 


Para acceder a esta bonificación, los profesionales deberán haberse desempeñado a lo menos once años, contados hacia atrás a partir de la fecha en que se haga efectiva su postulación, en cargos con jornadas de horas semanales de la ley N° 15.076, ley N° 19.664, y en los establecimientos de carácter experimental señalados en el inciso primero. Para estos efectos, se considerará todo año o fracción igual o superior a seis meses servidos en forma continua o discontinua. 


Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 680 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en el inciso siguiente. De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo privilegiará a aquellos de mayor edad; en caso de igualdad, se privilegiará a aquellos con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua y, si persistiere el  empate, tendrán preferencia los que acrediten más años de servicio en el conjunto de los organismos señalados en el inciso primero y cuyas jornadas de trabajo, según sus respectivos cargos o contratos, en uno o más empleos, sean de 44 horas semanales. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación.


Para el año 2013, la bonificación se podrá conceder por un máximo de 200 cupos; para el año 2014, por un máximo de 250 cupos, y para el año 2015, por un máximo de 230 cupos.


Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior que no hubieren sido utilizados.


Artículo segundo.- Para efectos de postular al beneficio que establece el artículo anterior, el Ministerio de Salud, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley, abrirá un registro a nivel nacional en el cual se inscribirán los postulantes.


Los profesionales funcionarios que hayan cumplido las edades indicadas en el inciso primero del artículo primero transitorio con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley, y que deseen postular al beneficio, deberán presentar su postulación en la Unidad de Personal u Oficina de Recursos Humanos del organismo en el cual se desempeñen, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley. Junto con la postulación, los profesionales funcionarios deberán presentar su renuncia voluntaria a todos los cargos o empleos que sirvan, indicando la fecha a partir de la cual ésta se hará efectiva, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2015. En caso de desempeñarse en más de un organismo, podrán presentar su solicitud en cualesquiera de ellos. Si no presentaren su postulación en el período indicado, quedarán sujetos a lo establecido en el artículo cuarto transitorio.


Los profesionales funcionarios que hayan cumplido las edades indicadas en el inciso primero del artículo primero transitorio entre el día de la publicación de esta ley y el 30 de junio de 2014 podrán postular al beneficio hasta el 31 de marzo de 2014.


Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los dos períodos de postulación señalados precedentemente, con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el 31 de marzo de 2015.


Recibida la postulación, la Unidad de Personal u Oficina de Recursos Humanos del organismo en el cual se presentó la solicitud deberá verificar el cumplimiento de los requisitos para impetrar el beneficio, en un plazo no superior a cinco días hábiles. Efectuada la verificación, remitirá al Ministerio de Salud, dentro de los cinco días hábiles siguientes, la nómina de los postulantes que cumplen los requisitos, a fin de que sean incorporados al registro a que se refiere el inciso primero de este artículo.


Seleccionados los beneficiarios para cada uno de los años de vigencia del beneficio, el Ministerio de Salud establecerá, mediante resolución, la nómina de profesionales funcionarios con derecho al beneficio, la que será informada a cada organismo, el que notificará en forma personal a cada beneficiario que resulte seleccionado o mediante carta certificada remitida al domicilio que tenga registrado en el respectivo organismo.


Los profesionales funcionarios que, habiendo postulado para acogerse al retiro voluntario, no fueren seleccionados en el año que optaron para hacer efectiva su renuncia, por exceder el número de cupos autorizados para ese año, quedarán automáticamente incluidos para el año siguiente y deberán indicar una nueva fecha para hacer efectiva la renuncia, la cual no podrá exceder del 31 de marzo del año 2015. En todo caso, el número total de beneficiarios no podrá exceder los 680 cupos mencionados en el inciso tercero del artículo primero transitorio. 


Artículo tercero.- La bonificación por retiro voluntario se pagará directamente por el servicio de salud correspondiente, en una sola cuota, dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que hace efectiva la renuncia. 


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, considerando el total de horas que servían al momento de postular a este beneficio.


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y será incompatible con cualquier otro beneficio de similar naturaleza y, en especial, con los beneficios establecidos en  la leyes N° 20.589 y N° 20.612.


Artículo cuarto.- El personal que, cumpliendo los requisitos que establece esta ley, no postule en los períodos indicados y, en consecuencia, no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.


Artículo quinto.- Los profesionales funcionarios de planta o a contrata a que se refiere el artículo primero transitorio y que se hayan desempeñado, a lo menos, durante quince años contados hacia atrás a partir de la fecha de su postulación, en cargos con jornadas de horas semanales de la ley N° 15.076, ley N° 19.664, y establecimientos de carácter experimental señalados en dicho artículo, tendrán derecho a una bonificación adicional a la señalada en el inciso primero del artículo primero transitorio, cuyos montos dependerán del total de horas semanales que desempeñaban a la fecha de postulación, según las reglas siguientes: 


a) Quienes desempeñen once horas semanales, tendrán derecho a una bonificación adicional, equivalente a trescientas  unidades de fomento. 


b) Quienes desempeñen más de once horas semanales y hasta veintidós horas, tendrán derecho a una bonificación adicional equivalente a cuatrocientas unidades de fomento. 


c) Quienes desempeñen más de veintidós horas semanales y hasta cuarenta y tres horas, tendrán derecho a una bonificación adicional equivalente a quinientas unidades de fomento. 


d) Finalmente, quienes desempeñen más de cuarenta y tres horas, tendrán derecho a una bonificación adicional equivalente a seiscientas cincuenta unidades de fomento.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se considerará todo año o fracción igual o superior a seis meses servidos en forma continua o discontinua. 


Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo primero transitorio, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.


Para efectos de esta ley, los cargos a que se refiere el artículo 44 de la ley N° 15.076, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, se considerarán de 28 horas semanales.


Artículo sexto.- Los profesionales funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados como funcionarios en calidad de titular o a contrata, ni contratados a honorarios asimilados a grado o sobre la base de honorarios a suma alzada, en ninguno de los organismos señalados en el inciso primero del artículo primero transitorio, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que, previamente, devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 


No obstante lo señalado en el inciso anterior, los profesionales funcionarios podrán celebrar los convenios regulados por el artículo 24 de la ley Nº 19.664. 


Artículo séptimo.- Podrán acceder a los beneficios de esta ley los profesionales funcionarios de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que en dicho período hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio.


Artículo octavo.- Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud, a más tardar dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley, establecerá los procedimientos para la postulación y concesión de las bonificaciones señaladas en los artículos primero y quinto transitorios y, en general, toda otra norma necesaria para la  correcta, oportuna y eficiente aplicación de dichos beneficios.


Artículo noveno.- Los profesionales funcionarios que fueren encasillados de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley, a contar de la fecha de total tramitación de la resolución de encasillamiento, continuarán percibiendo el porcentaje de asignación de responsabilidad que tenían asignado en el cargo respectivo, hasta completar el quinto año de desempeño en el mismo, según lo dispuesto en el artículo 3º de la ley N° 19.198 vigente a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo décimo.- La asignación establecida en el artículo 10 se reconocerá y pagará, a contar del primer día del mes siguiente a la publicación de esta ley, a todos aquellos profesionales funcionarios que, al 31 de diciembre de 2012, tengan especialidades certificadas e inscritas en el registro que mantiene la Superintendencia de Salud. 


Artículo undécimo.- Para el pago de la asignación establecida en el artículo 12, durante el año 2014, deberán establecerse las respectivas metas y suscripción de convenios, en un plazo no superior de sesenta días contado desde la publicación del reglamento a que se refiere dicho artículo 12. Con todo, el período objeto de evaluación para el año 2013 será aquel comprendido entre 1 de septiembre y el 31 de diciembre de 2013.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, si a la fecha de publicación de esta ley fuere imposible el cumplimiento del período de ejecución establecido en el inciso anterior, no se percibirá la asignación por cumplimiento de metas durante el año 2014. 


Artículo duodécimo.- Las modificaciones introducidas por los artículos 2°, inciso segundo, 5° y 6° de esta ley entrarán en vigencia una vez que se publiquen los decretos con fuerza de ley a que se refiere el inciso primero del artículo 2°.


Artículo decimotercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pueda financiar con esos recursos.”.

_________

Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor, con informe de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.997-07 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que el objetivo de la iniciativa es modificar el número 10° del artículo 19 de la Constitución Política, referido al derecho a la educación, con el objetivo de hacer obligatorio el segundo nivel de transición de la educación parvularia, esto es, de niños de 5 a 6 años, con lo que se incrementará a 13 años la educación obligatoria en nuestro país.

Además, cumpliendo con el rol obligatorio del Estado, en cuanto a promover la educación parvularia, dispone este proyecto que se financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, es decir, el que corresponde a niños de 2 a 3 años de edad.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único y lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Larraín Peña, y Walker (don Patricio). En tanto que en particular lo aprobó con una modificación que acordó con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Walker (don Patricio) y el voto en contra del Honorable Senador señor Espina.

Finalmente, hace presente que el proyecto requiere para su aprobación de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio. 

- - -


Enseguida, el señor Secretario General señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone las siguientes enmiendas al texto despachado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo único

Número 1)

Sustituir, en el párrafo cuarto que propone, la expresión “nivel medio mayor” por “nivel medio menor”.

Número 2)

Reemplazar, en la disposición vigésimoprimera transitoria que contiene, la expresión “nivel medio mayor” por “nivel medio menor”.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto, y otorga el uso de la palabra a la señora Ministra de Educación y a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Larraín Fernández.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 27 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Tuma y Sabag, señora Allende y señores Coloma, Prokurica, Ruiz-Esquide, Pérez Varela, Orpis y Rossi. 
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto afirmativo, el Honorable Senador señor Horvath.

- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 126 del Reglamento de la Corporación, dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido (27 Senadores).

- - -

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de reforma constitucional aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:


1) Reemplázase el inciso cuarto del numeral 10° del artículo 19 por el siguiente:


“Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, siendo requisito para el ingreso a la educación básica.”.


2) Reemplázase la disposición vigesimoprimera transitoria por la siguiente:


“VIGESIMOPRIMERA.- La reforma introducida en el numeral 10º del artículo 19, que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y el deber del Estado de financiar un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores, entrará en vigencia gradualmente, en la forma que disponga la ley.”.”.

_________

Homenaje al empresario y destacado dirigente del

fútbol chileno, don Nicolás Abumohor Touma

El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje a don Nicolás Abumohor Touma.


Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señores Frei, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano; Tuma, en nombre de los Comités Partido por la Democracia, Partido Socialista y Partido Radical Social Demócrata; Pérez Varela, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y Chahuán, en nombre del Comité Partido Renovación Nacional.

Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia de los familiares del señor Abumohor que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

- - -

Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Coloma, Frei, Gómez, Horvath, Kuschel y Pizarro, con el que solicitan a   S. E. el Presidente de la República que adopte las medidas para extender la vigencia de las licencias de conducir, que se encuentren vencidas, hasta diez días después del término del paro de funcionarios

municipales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.620-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que artículo 19 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, establece que la licencia de conductor será de duración indefinida y mantendrá su vigencia mientras su titular reúna los requisitos y exigencias que señale la ley. Al efecto agrega que los titulares deberán acreditar dicho cumplimiento cada seis años tratándose de la licencia no profesional Clase B o C, y cada cuatro años en el caso de la licencia profesional y las de Clase A-1 y A-2;

2. Que el inciso final del artículo 20 de la misma ley establece que el control de cualquier clase de licencia de conducir deberá efectuarse, a más tardar, en la fecha de cumpleaños de su titular. Agrega que, cuando ésta ocurra en día inhábil, el control se verificará el día hábil siguiente;

3. Que el trámite de renovación de la licencia de conducir debe efectuarse en la Municipalidad que corresponde a la circunscripción donde la persona tiene su domicilio;

4. Que el paro de actividades sostenido por los funcionarios municipales y que afecta a más de trescientas comunas en todo el país, ha causado un gran daño a miles de conductores, sobre todo a los que necesitan su licencia profesional para trabajar, quienes no pueden desarrollar su trabajo debido a que tienen la licencia vencida y sin posibilidad de renovarla atendida la mencionada paralización de actividades, y

5. Que, dado lo anterior, surge la necesidad de extender la vigencia de las licencias de conducir cuya fecha de control se encuentre próxima o ya vencida, a fin de otorgar una prórroga para que las personas no arriesguen la aplicación de multas y anotaciones en su hoja de vida como conductor.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que adopte las medidas para extender la vigencia de las licencias de conducir que se encuentren vencidas, hasta diez días después del término del paro de funcionarios municipales.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Tuma, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Frei, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que se pide a S. E. el Presidente de la República que formule, en el presente trámite constitucional del proyecto de ley que modifica la Ley General de Cooperativas (Boletín N° 8.132-26), una indicación para declarar la exención del impuesto a la renta que, por efecto de una interpretación administrativa de la ley, desde el año 2011 grava los excedentes generados a partir

de operaciones de las cooperativas con sus socios


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.609-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que hasta el año 2011 el Servicio de Impuestos Internos interpretó administrativamente las normas de la Ley General de Cooperativas en un sentido favorable al contribuyente asociado a una cooperativa, señalando que los excedentes derivados de las operaciones realizadas por las cooperativas se encontraban exentos del pago del impuesto a la renta;

2. Que dicha interpretación cambió diametralmente en junio del año 2011 cuando el Director del mencionado Servicio, mediante el Oficio N° 1.397, dictaminó que las referidas operaciones sí quedaban gravadas con el impuesto a la renta por la vía del Impuesto Global Complementario;

3. Que este cambio de criterio, más allá de las implicancias que ha tenido para los contribuyentes que han debido reliquidar sus impuestos retroactivamente, genera un marco regulatorio totalmente adverso a la finalidad expresada por el Ejecutivo ante el Congreso Nacional en orden a promover el cooperativismo como forma de asociación;

4. Que en el marco del estudio del proyecto de ley que modifica la Ley General de Cooperativas, correspondiente al Boletín N° 8.132-26 -el cual, entre otros objetivos, plantea la necesidad de precisar ciertas normas poco claras de la ley-, se presenta un espacio propicio para establecer, bajo el principio de seguridad jurídica, el tratamiento tributario de las remesas que reciban los asociados de las cooperativas, disponiendo al efecto un régimen de exención, y

5. Que la presentación de una indicación en el sentido propuesto no se aparta de las ideas matrices del proyecto de ley en referencia, entre las cuales se plantea la necesidad de incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que formule, en el presente trámite constitucional del proyecto de ley que modifica la Ley General de Cooperativas, correspondiente al Boletín N° 8.132-26, una indicación para declarar la exención del impuesto a la renta que, por efecto de una interpretación administrativa de la ley, desde el año 2011 grava los excedentes generados a partir de las operaciones de las cooperativas con sus socios.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Tuma, con el que se solicita a S.E. el Presidente de la República que instruya a las autoridades competentes para que elaboren un nuevo código del Fondo Nacional de

Salud, aplicable a las interconsultas de especialidad


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.610-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, según la Superintendencia de Salud, es beneficiario del Fondo Nacional de Salud (FONASA) el trabajador dependiente de los sectores público y privado, el trabajador independiente y quien cotice en cualquier régimen legal de previsión en calidad de imponente voluntario que cotiza en FONASA. Además, son beneficiarios las cargas legales de los afiliados, la mujer embarazada aun cuando no sea afiliada ni beneficiaria, los menores hasta los seis años de edad y las personas carentes de recursos o indigentes;

2. Que FONASA tiene como misión, entre otras, acoger a todos los chilenos por igual, garantizando la cobertura de salud para todo el que la solicite. Como consecuencia de ello, actualmente el Fondo otorga protección a más de 13,4 millones de chilenos, una cifra que refleja crecimiento y que es una buena señal en cuanto al funcionamiento de la institución, que busca caracterizarse por el sello universal y solidario del sistema;

3. Que FONASA se organiza en tramos de acuerdo al nivel de ingresos de los beneficiarios, a saber:

	TRAMO A
	TRAMO B

	Nivel de Ingresos

· Indigentes o carentes de recursos

· Beneficiarios de pensiones básicas solidarias

· Causantes de subsidio familiar (ley N° 18.020)

PORCENTAJE DE COPAGO: 0%


	Nivel de Ingresos

· Ingreso Imponible Mensual menor o igual a $ 210.000

PORCENTAJE DE COPAGO: 0%

	TRAMO C
	TRAMO D

	Nivel Ingresos

· Ingreso Imponible Mensual mayor a $ 210.001 y menor o igual a $ 306.000

· Con 3 o más cargas familiares, pasará a Grupo B
PORCENTAJE DE COPAGO: 10%
	Nivel Ingresos

· Ingreso Imponible Mensual mayor a 306.601

· Con 3 o más cargas familiares, pasará a Grupo C.
PORCENTAJE DE COPAGO: 20%


;

4. Que de acuerdo a la información entregada por la Superintendencia del ramo, la atención en Consultorios de Especialidades y Hospitales Públicos de la Red Pública tiene una cobertura financiera de 100% para los asegurados de los tramos A y B respecto de las prestaciones que están en los programas correspondientes, y de 90% y 80% para los asegurados de los tramos C y D, respectivamente;

5. Que, en la práctica, analizando las prestaciones proporcionadas a través del sistema y el real acceso de las personas a éstas, aparecen las falencias, mismas que es preciso solucionar para entregar a la población el mejor sistema de salud posible;

6. Que al efecto cobra importancia el tema de los códigos FONASA, mecanismo por el cual el sistema busca categorizar, normalizar y fijar los aranceles de las prestaciones sanitarias. Mediante ellos se pueden obtener los bonos que permiten acceder a la red de más de treinta y ocho mil prestadores en Chile, según los datos del propio Fondo. Esto permite a las personas elegir tanto al médico como al recinto en convenio donde atenderse;

7. Que dentro de las particularidades del sistema está que quienes celebran convenios como prestadores aceptan la totalidad del programa y sus condiciones, sin que puedan decidir prestar ciertos y determinados servicios a través de FONASA y marginar otros. Sin embargo, igualmente se producen lagunas en la atención de salud, como acontece, por ejemplo, ante la inexistencia de códigos para determinadas prestaciones médicas;

8. Que actualmente no existe un código FONASA de interconsulta de especialidad de llamada al servicio de urgencia, y esto se traduce en que el valor a pagar por la interconsulta sea de cargo particular. Es decir, frente a una emergencia médica que requiere tratamiento por parte de un médico especialista, no existe el copago según el tramo que corresponda al respectivo beneficiario FONASA;

9. Que, en general, la falta de personal médico es una falencia importante en el sistema de salud del país, más aún en el caso de los especialistas, lo que determina que éstos no trabajen con sistema de turnos y que sea necesario requerir su asistencia ante casos que deban serles derivados. Así, traumatólogos, gastroenterólogos, pediatras, entre otros especialistas, que están en convenio con FONASA y prestan servicios en clínicas u hospitales, no lo hacen de manera ininterrumpida sino que más bien de acuerdo a las urgencias que se presentan;

10. Que, por ello, es necesario crear un código que permita adquirir bonos para este tipo de atención de urgencia y evitar un doble daño al paciente que, por un lado, sufre alguna enfermedad o accidente y, por el otro, enfrenta el daño del gasto imprevisto, muchas veces excesivamente oneroso para su nivel de ingresos, aunque justificado, dada la escasa oferta de especialistas;

11. Que el problema adquiere especial importancia cuando las emergencias se producen fuera del horario normal de atención, en cuyo caso ya no se trata del simple traslado de un médico desde su consulta u oficina particular al centro de urgencia, sino que desde su propio hogar, a veces a altas horas de la madrugada, lo que evidentemente genera un costo mayor;

12. Que frente a este tipo de situaciones no es raro que muchos médicos especialistas prefieran mantenerse al margen del sistema FONASA, pues no sienten que se les compense de manera adecuada, y

13. Que para evitar el costo excesivo tanto al paciente en términos monetarios y de recuperación en su salud, como al médico en términos de esfuerzo, y a la sociedad chilena en términos técnicos debido a la fuga de médicos del sistema público, entre otras circunstancias, es necesario que exista un código FONASA para la señalada interconsulta de especialistas, el cual se caracterice, además, por contemplar un aporte conjunto, de manera que la contribución del beneficiario y de FONASA efectivamente constituya una alternativa viable en esta materia.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Salud y al señor Director de FONASA para que, en uso de sus facultades, creen un nuevo código FONASA para interconsulta de especialidad de llamada al servicio de urgencia.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Cantero, Horvath, Larraín Fernández, Prokurica y Sabag, con el que se pide a S.E. el Presidente de la República la formación de una comisión integrada por el Capítulo de Capellanes Evangélicos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad y por los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Defensa Nacional, a la que se encomiende la función de elaborar una propuesta de reglamento para el

funcionamiento del Servicio Religioso Evangélico


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.611-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la letra c) del artículo 6° de la ley N° 19.638, sobre constitución jurídica de las iglesias y organizaciones religiosas, otorga a toda persona la facultad de recibir asistencia religiosa de su propia confesión donde quiera que se encuentre, estableciendo que la forma y condiciones del acceso a pastores, sacerdotes y ministros de los diversos cultos para otorgar asistencia religiosa en los establecimientos de las Fuerzas Armadas y de las de Orden y Seguridad Pública serán reguladas mediante reglamentos que dictará el Presidente de la República, a través del Ministerio de Defensa Nacional;

2. Que dicha regulación se encuentra en el Reglamento de Asistencia Religiosa en establecimientos de las Fuerzas Armadas y de las de Orden y Seguridad Pública, contenido en el decreto N° 155, del Ministerio de Defensa Nacional, del año 2008, en cuyo artículo 3° se dispone que todos los miembros de dichas instituciones, cualquiera sea su sexo, edad, rango y condición, tienen derecho a profesar y practicar la creencia religiosa que libremente elijan, en los términos establecidos en la Constitución Política y en la ley, o a no profesar ni practicar ninguna;

3. Que dicho Reglamento establece que las iglesias, confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto pueden prestar asistencia religiosa a quienes profesen su misma religión en los establecimientos de las Fuerzas Armadas y las de Orden y Seguridad Pública, por intermedio de los pastores, sacerdotes y ministros de culto acreditados de conformidad a la ley y el reglamento, quienes ejercerán su labor espiritual con independencia en el ámbito de su propio credo, siempre y cuando cuenten con la autorización del respectivo Comandante en Jefe institucional, del General Director de Carabineros o del Director General de la Policía de Investigaciones de Chite, según corresponda, respeten las normas básicas de las respectivas instituciones castrenses y policiales, y realicen sus labores asistenciales de manera compatible con los fines de esas instituciones;

4. Que no obstante la existencia de este Reglamento, es del caso señalar que, además de la asistencia religiosa que al interior de dichas instituciones otorga la Iglesia Católica conforme a lo establecido en el Reglamento Orgánico y de Funcionamiento del Servicio Religioso de las Fuerzas Armadas, contenido en el decreto N° 35, del Ministerio de Defensa, de 1970, aún no se ha podido conformar un Servicio Religioso Evangélico que permita legitimar, en igualdad de condiciones, los derechos y necesidades de los hombres y mujeres que profesan dicha confesión en los referidos institutos; 

5. Que si bien con tal finalidad el Ministerio de Defensa había resuelto conformar una Mesa de Trabajo en conjunto con el Capítulo de Capellanes Nacionales Evangélicos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, dicha instancia no ha podido avanzar mayormente en la materialización del mencionado Servicio Religioso, similar al que posee la Iglesia Católica en los referidos cuerpos armados, y

6. Que en virtud de lo anterior resulta necesario solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que establezca una comisión conjunta del mencionado Capítulo de Capellanes Evangélicos con los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Defensa Nacional, o quienes dichas autoridades designen en su representación, con el fin de elaborar el reglamento que permita el funcionamiento del citado Servicio Religioso, debidamente estructurado, normando un sistema de estandarización con los capellanes católicos, e independiente de esa iglesia, permitiendo, asimismo, el establecimiento de oratorios o capillas para la fe evangélica en los hospitales institucionales y en las guarniciones y unidades y, de igual modo, permitir la asistencia espiritual a los integrantes de las dotaciones de las fuerzas de paz, sea a nivel conjunto o combinado con fuerzas congéneres.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga la formación de una comisión integrada por el Capítulo de Capellanes Evangélicos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y por los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Defensa Nacional, a la que se encomiende la función de elaborar una propuesta de reglamento para el funcionamiento del Servicio Religioso Evangélico en las instituciones armadas y de orden y seguridad pública, en los términos descritos precedentemente.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Lagos y Muñoz Aburto, con el que se pide a S.E. el Presidente de la República que en la iniciativa en estudio para modificar la ley N° 19.995, sobre casinos de juego, se consideren, además de la prórroga de su operación por las municipalidades, disposiciones que aseguren el pleno resguardo de los derechos laborales de las personas que, al término de aquélla, prestaren servicios a las empresas titulares

de la concesión


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.612-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que con fecha 4 de junio del presente año esta Corporación aprobó el proyecto de acuerdo correspondiente al Boletín N° S 1.573-12, por medio del cual se solicitó a Su Excelencia el Presidente de la República incorporar al proyecto de ley actualmente en trámite en la Cámara de Diputados y que modifica la ley N° 19.995 -que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego-, una indicación para suprimir el plazo extintivo que la ley vigente consulta respecto de las concesiones municipales o, en su defecto, lo prorrogue al menos en quince años. Asimismo, se solicitó al Ejecutivo asignar urgencia a la tramitación de dicha iniciativa;

2. Que mediante el oficio Ordinario N° 1.561, de fecha 8 de julio de 2013, suscrito por el Jefe de Gabinete del señor Ministro de Hacienda, se informó al señor Vicepresidente del Senado que el Ejecutivo se encuentra trabajando una iniciativa legal que se hace cargo del tema planteado, con la expectativa de una oportuna definición;

3. Que, con anterioridad, el señor Subsecretario de Hacienda formuló declaraciones a la prensa en el mismo sentido, manifestando que el Gobierno ha decidido legislar para evitar que las siete comunas que actualmente tienen un casino municipal funcionando dejen de tenerlos a partir del 31 de diciembre de 2015, y que las modificaciones legales que se presentarían al efecto contemplan evitar un cierre abrupto de los mencionados establecimientos de juego, para no dañar las finanzas municipales de dichas comunas, las que dependen fuertemente de los aportes financieros que éstos proveen;

4. Que además de destacar la favorable acogida que el Gobierno ha dado a esta solicitud, resulta necesario que en la modificación que se presente al referido cuerpo legal queden claramente resguardados los derechos de los trabajadores de los casinos que deban cesar definitivamente en su funcionamiento, para asegurar el pago de los finiquitos pertinentes. Asimismo, sería preciso establecer que los nuevos operadores contraten a lo menos a un ochenta por ciento de los trabajadores que prestaren servicios para los respectivos concesionarios, dada su experiencia y conocimiento en el rubro, y

5. Que, de igual modo, se requiere que todos los establecimientos de juego regidos por la ley N° 19.995 y que se encuentran sujetos a la Superintendencia de Casinos de Juego, cuenten con un departamento de bienestar social, con personalidad jurídica, financiado con un aporte compartido, tanto por parte de empleador como de los trabajadores.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que en el proyecto de ley que se envíe al Congreso Nacional para modificar la ley        N° 19.995 -que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego-, prorrogando en al menos quince años el plazo extintivo previsto respecto de las concesiones municipales de casinos, se contemplen disposiciones para resguardar los derechos de los trabajadores de tales casinos para cuando éstos deban cesar definitivamente en su funcionamiento, asegurando el pago de los respectivos finiquitos y estableciendo, asimismo, que los nuevos operadores contraten a lo menos a un ochenta por ciento de los trabajadores que prestaren servicios para los titulares de las respectivas concesiones. De igual modo, que en dicha iniciativa se consideren normas para que todos los establecimientos de juegos regidos por la mencionada ley cuenten con un departamento de bienestar social, con personalidad jurídica propia, financiado con aporte compartido, tanto por parte del empleador como de los trabajadores.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Allende y Rincón y señores Cantero y Quintana, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República el establecimiento de una mesa de diálogo de las autoridades sectoriales con los sindicatos de la Fundación Integra con el fin de atender las peticiones de mejoras en el régimen laboral y remuneratorio de los

trabajadores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.613-12.

- - -


El proyecto es retirado por extemporáneo.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Sabag, con el que solicita a S. E. el Presidente de la República que se estudie la factibilidad de una línea ferroviaria que enlace Chillán con Penco y Concepción, encomendándole a la Empresa de Ferrocarriles del Estado el inicio de

las gestiones para su construcción


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.617-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el transporte de carga en la Región del Biobío, con destinos tanto nacionales como internacionales, aumenta progresivamente, siendo necesario contar con una apropiada infraestructura para su despacho oportuno y en condiciones de seguridad;

2. Que las proyecciones indican que el volumen de carga en la Región del Biobío continuará creciendo en los próximos años, principalmente por el inicio del período de cosecha de miles de hectáreas plantadas con bosques y por el auge de la fruticultura. Lo anterior, como consecuencia del traslado de la zona de mayor producción desde el centro del país al sector centro-sur, lo cual obliga a planificar, con tiempo, el transporte de estos productos;

3. Que las rutas entre los centros productores y los puertos de la mencionada Región del Biobío -esto es, Talcahuano, San Vicente, Lirquén y Coronel- ya resultan insuficientes para el transporte de la referida carga, lo que constituye una limitación evidente a las posibilidades de desarrollo económico regional, el que no puede quedar restringido por una falta de previsión en el diseño de las vías de transporte;

4. Que, sumado a lo anterior, el intenso tránsito por la Ruta de Itata, tanto para el transporte de carga como de vehículos particulares y de pasajeros, ya enfrenta momentos de saturación en las fechas de mayor uso de las vías, lo que deriva en una creciente ineficiencia de esta ruta, y en mayores posibilidades de accidentes, muchas veces fatales, y

5. Que en Chile sólo el 3% de la carga se realiza por vía ferroviaria, mientras que en los países más desarrollados, que cuentan con un sistema de transporte mejor organizado, dicha tasa alcanza el 35%, como en Estados Unidos, o el 40%, como en Alemania, constituyendo ambos casos, por su experiencia y el volumen de su comercio internacional, un modelo a seguir y del cual sería pertinente recoger todo lo que resulte apropiado a la realidad chilena.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Obras Públicas a fin de disponer la realización de un estudio de factibilidad para la construcción de una línea ferroviaria que enlace Chillán con Penco y Concepción, contemplando la posibilidad de que dicha línea de ferrocarril siga un trazado paralelo al de la actual Ruta del Itata. Asimismo, solicitar al Primer Mandatario que encomiende al mencionado Secretario de Estado el inicio de las gestiones correspondientes con la Empresa de Ferrocarriles de Chile para la construcción de la señalada vía ferroviaria.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Espina, García, Kuschel, Orpis, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley en materia de asistencia a parejas

infértiles


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.619-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que es de público conocimiento el alto costo que implica para una pareja con problemas de fertilidad acceder a Tratamientos de Reproducción Asistida (TRA). La realidad es que, para las familias de nivel socio económico bajo y gran parte de los sectores medios -los primeros tres quintiles de ingresos y una porción del cuarto quintil-, el costo de estos tratamientos es prohibitivo;

2. Que, al igual que en muchos países de América Latina, en Chile más del 80% de los Tratamientos de Reproducción Asistida (TRA) no está cubierto por los seguros de salud y las Instituciones de Salud Previsional (ISAPRES), lo que significa asumir un costo que para la mayoría de las parejas es inalcanzable, generando inequidad y frustración;

3. Que, sin lugar a dudas, una parte importante de esta inequidad podría resolverse mediante un esfuerzo mancomunado de las instituciones que proveen servicios en este ámbito -como los hospitales, públicos y privados, y las clínicas especializadas-, y de los agentes responsables de la salud de la población, entre ellos, el Ministerio de Salud, las Instituciones de Salud Previsional (ISAPRES), el Fondo Nacional de Salud (FONASA) y la industria proveedora de medicamentos. Dada la prevalencia de esta enfermedad, en Chile está cubierto sólo un 21% de la demanda teórica y la razón de ello es meramente económica;

4. Que la distribución del aporte estatal en este campo se realiza por intermedio de FONASA y se concentra principalmente en la Región Metropolitana -en un 80%-, destinándose la diferencia a las ciudades de Viña de Mar y Concepción. Desde sus inicios, los recursos asignados a la Región Metropolitana se entregan, en forma exclusiva, al Instituto de Investigaciones Materno Infantil (IDIMI), obligando a las pacientes a tratarse en dicha entidad, en circunstancias de que en Chile existen diez instituciones que realizan Tratamientos de Reproducción Asistida (TRA), de las cuales, ocho están acreditadas por la Red Latinoamericana de Reproducción Asistida, y

5. Que, en orden a solucionar esta situación, resulta necesario presentar un proyecto de ley, de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, que establezca diversas medidas que permitan dar adecuada asistencia a las parejas que se encuentren afectadas de infertilidad.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que disponga diversas medidas en favor de las parejas afectadas de infertilidad, entre ellas, especialmente las siguientes:


a) Reconocer la infertilidad como una enfermedad, al igual como lo hizo la Organización Mundial de la Salud en el año 2009.


b) Codificar el total de las prestaciones que involucra un Tratamiento de Reproducción Asistida (TRA), sea de baja o de alta complejidad, a fin de que las ISAPRES emitan el correspondiente bono consulta para esta especialidad.


c) Contemplar la implementación de una Unidad de Medicina Reproductiva de baja complejidad, al menos en los hospitales base de regiones, que permita hacer diagnósticos oportunos a las parejas y derivar en forma rápida a aquellas que requieran tratamientos de mayor complejidad, a centros de referencia cercanos a sus domicilios.


d) Garantizar legalmente el derecho de acceso a los Tratamientos de Reproducción Asistida (TRA), mediante disposiciones que establezcan equidad e igualdad en la materia y que, asimismo, consagren el debido resguardo de los derechos reproductivos de todas las parejas chilenas.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón y Allende y señores Chahuán, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el urgente establecimiento de una mesa de diálogo con el fin de regularizar la atención de los servicios a la población que prestan las municipalidades, precaver las consecuencias que su actual paralización puede implicar en las elecciones del domingo 17 de noviembre y evaluar la satisfacción de las demandas de sus funcionarios, en especial, la de homologación de remuneraciones y demás beneficios con los empleados del sector

público


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.621-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

- Que la paralización de actividades de los funcionarios municipales en Chile ha superado los diecinueve días. 


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República lo siguiente:


1) Que se adopten las medidas necesarias para regularizar la atención de los servicios que prestan los más de 345 municipios de Chile a millones de ciudadanos en el país.


2) Que se haga todo lo posible para evitar que esta paralización afecte a las próximas elecciones presidenciales y parlamentarias.


3) Que se establezca una mesa de diálogo para enfrentar la situación de paralización de los funcionarios municipales a lo largo de todo el país.


4) Que se evalúen las demandas de estos funcionarios, en especial la de homologación de sus remuneraciones y demás beneficios con los del sector público.”.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que las Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de las Senadoras indicadas, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 69ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE NOVIEMBRE

DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet. Asiste, también, el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se da por aprobada el acta de la sesión 65ª, ordinaria, de 29 de octubre de 2013, que no ha sido observada.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


2.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


3.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


4.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


5.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


6.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


7.- Proyecto de ley que modifica límite intercomunal entre Vicuña y Paihuano, en la Región de Coquimbo (Boletín Nº 8.764-06).


8.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


9.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


10.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


11.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


12.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


13.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- El que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín          Nº 8.329-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

- - -


En el curso de la sesión, llega a la Mesa un Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley:


1) El que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07). 


2) El que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
- - -


En su momento, la Sala acuerda ver en la sesión del día de hoy el proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín      N° 6.189-06).

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e

informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.556-10 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 4 de septiembre de 2013 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y con informe de la Comisión de Hacienda.

Resalta que la primera de dichas Comisiones deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 2º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º 9º y 10, permanentes, y los artículos primero, segundo y tercero, transitorios, no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones.

Estas disposiciones, salvo el artículo tercero transitorio modificado posteriormente por la Comisión de Hacienda, deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó cuatro enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad.


A su vez, la Comisión de Hacienda solamente introdujo una enmienda al texto despachado por aquella Comisión, la cual también acordó por unanimidad.

Finalmente, recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°


Reemplazar su encabezamiento, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:”. 

Letra a), nueva


Incorporar como tal, la siguiente:


“a) Introdúcese en el artículo 247, a continuación de la palabra “legalizada”, la expresión “o apostillada”.”. 

Letra b), nueva

Encabezado


Agregar como tal, el que se indica:


“b) Agrégase el siguiente artículo 345 bis:”. 

Artículo 3°

Letra b)

Número 2


Reemplazarlo por el siguiente:


“2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual letra e) a ser f):


“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos expedidos en cualquier región del país, provenientes de Notarías Públicas, de Archiveros Judiciales, de Conservadores de Bienes Raíces, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, con excepción del Servicio de Registro Civil e Identificación, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia que pertenezcan al Poder Judicial que hayan sido autenticadas en la forma y para los casos que determine el reglamento.


El Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región Metropolitana no gozará de la facultad contemplada en el inciso anterior, siendo competente la Subsecretaría de Justicia para otorgar apostillas en dicha región, respecto de los documentos, sentencias y resoluciones indicados precedentemente, y”.”. 
- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la siguiente enmienda:

Artículo tercero transitorio


Reemplazar la expresión “este proyecto” por “esta ley”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas propuestas por las Comisiones señaladas y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio), Kuschel y Sabag.


Cerrado el debate y puestas en votación las referidas enmiendas, son aprobadas por 23 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:


a) Introdúcese, en el artículo 247, a continuación de la palabra “legalizada”, la expresión “o apostillada”.


b) Agrégase el siguiente artículo 345 bis:


“Artículo 345 bis.- Los instrumentos públicos otorgados en un Estado Parte de la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, no deberán ser sometidos al procedimiento de legalización, si respecto de éstos se ha otorgado apostillas por la autoridad designada por el Estado de que dimana dicho instrumento.


Las certificaciones oficiales que hayan sido asentadas sobre documentos privados, tales como menciones de registro, comprobaciones para la certeza de una fecha y autenticaciones de firmas, podrán presentarse legalizadas o con apostillas otorgadas, con arreglo al artículo precedente y a éste, respectivamente. Pero en estos casos la legalización o apostilla sólo acreditará la autenticidad de la certificación, sin otorgar al instrumento el carácter de público.


Según lo dispuesto por la Convención a que se refiere el inciso primero, no podrán otorgarse apostillas respecto de los documentos expedidos por agentes diplomáticos o consulares y los documentos administrativos que se refieren directamente a una operación mercantil o aduanera.”.


Artículo 2°.- Agrégase el siguiente párrafo en el número 5 del artículo 420 del Código Orgánico de Tribunales:


“Sin perjuicio de lo anterior, los documentos públicos que hayan sido autenticados mediante el sistema de apostilla, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, no requerirán de protocolización para tener el valor de instrumentos públicos. La apostilla no requerirá certificación de ninguna clase para ser considerada auténtica.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia:


a) Intercálase en la letra p) de su artículo 2°, entre la expresión “legalización” y los términos “de los instrumentos”, la oración “o el otorgamiento de apostillas, en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros,”.


b) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra d) la coma (,) que sigue a la palabra “Administrativo” por un punto y coma (;), y suprímese la conjunción “y”.


2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual letra e) a ser literal f):


“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos expedidos en cualquier región del país, provenientes de Notarías Públicas, de Archiveros Judiciales, de Conservadores de Bienes Raíces, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, con excepción del Servicio de Registro Civil e Identificación, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia que pertenezcan al Poder Judicial que hayan sido autenticadas en la forma y para los casos que determine el reglamento.


El Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región Metropolitana no gozará de la facultad contemplada en el párrafo anterior, siendo competente la Subsecretaría de Justicia para otorgar apostillas en dicha región, respecto de los documentos, sentencias y resoluciones indicados precedentemente, y”.

Artículo 4°.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 15 de la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública:


“Asimismo, deberán otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los certificados de estudios básicos, medios o superiores y documentos que acreditan puntajes obtenidos en evaluaciones de selección universitaria, de su competencia.”.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado  del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469:


a) Intercálase en el artículo 12 el siguiente numeral 10, pasando el actual a ser 11:


“10.- Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud  que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación.”.


b) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese en la letra r) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2) Intercálase la siguiente letra s), pasando la actual a ser t):


“s) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.


c) Modifícase el artículo 121 en el siguiente sentido:


1) Reemplázase en el numeral 12 la expresión “, y” por un punto aparte (.).


2) Intercálase el siguiente numeral 13, pasando el actual a ser 14:


“13. Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación:


a) Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra t) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2.- Intercálase la siguiente letra u), pasando la actual a ser v):


“u) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio y, asimismo, autorizar a determinados funcionarios su otorgamiento, conforme a lo dispuesto en la letra k) de este artículo, y”.


b) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra i) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2.- Intercálase la siguiente letra j), pasando la actual a ser k):


“j) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio de Registro Civil e Identificación, y”.


Artículo 7°.- El Ministerio de Relaciones Exteriores estará facultado para otorgar apostillas, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, respecto de instrumentos emitidos por cualquier autoridad, y que se autentiquen mediante este sistema.


Artículo 8°.- Mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, suscrito por el Ministro de Justicia, se dictará un reglamento que establecerá la forma de solicitar, tramitar y otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.


El otorgamiento de apostillas se realizará electrónicamente, por aquellas autoridades u órganos públicos que esta ley faculta para ello, y que se encuentren registrados y hayan validado sus firmas en la forma que establezca el reglamento.


Artículo 9°.- Créase un Sistema Electrónico Único de Apostillas, a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el que se tramitarán y guardarán en forma centralizada y en línea todas las apostillas emitidas, a partir de la entrada en vigencia de esta ley, por las autoridades u organismos públicos competentes en el país.


El reglamento determinará la forma de organización del sistema electrónico, el que deberá dejar constancia, a lo menos, del número y fecha de la apostilla, el nombre y calidad jurídica del signatario del documento público autenticado mediante este sistema, y la imagen de la apostilla emitida.


Artículo 10.- El reglamento, en observancia a las directrices entregadas por la Convención, determinará la forma y modalidad del otorgamiento de la apostilla electrónica, así como la obtención de copias del documento cuya autenticación sea emitida mediante este sistema.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia una vez que entre a regir en el país la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.


Artículo segundo.- La legalización de un instrumento público que se realice según lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, y que se encuentre pendiente a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley, quedará sujeta al procedimiento descrito en el citado precepto, hasta su total tramitación.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de vigencia se financiará, según corresponda, con cargo a los recursos de los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Salud, de Educación, y de Justicia, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas leyes de presupuestos de los ministerios ya mencionados.”.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica, con segundo informe de la Comisión de

Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.966-05 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 27 de agosto de este año, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Hacienda, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 14, 15, 27, 28, 31, 37, 45, 52, 53, 54, 62, 63, 64, 66, 68, 69, 70, 71, 76, 77, 84, 87, 95, 96 y 100, contenidos en el artículo primero de la iniciativa, y el artículo sexto, no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador contando con la unanimidad de los presentes solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Hacienda efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales aprobó por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.

Resalta que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.

Destaca que de estas enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 6°, 11, 22 letras e), g), h) e i), 23, 42, 43, 57, 58, 59, 85 y 91, todas disposiciones contenidas en el artículo primero del proyecto, y en los numerales (i) y (ii) del párrafo sexto del numeral 1 del artículo primero                transitorio de la ley N° 20.190, sustituido por el artículo quinto del proyecto, deben ser aprobadas con quórum calificado.

Agrega que con el mismo quórum deben aprobarse en particular las letras b), c) y d) del artículo cuarto del proyecto, que no fueron objeto de modificaciones en el segundo informe.
- - -


Luego, el Honorable Senador señor Novoa expresa que retira sus votos de minoría a efecto de que se realice una sola votación en particular.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO PRIMERO

Artículo 1°

Letra d)


Suprimir, entre las palabras “parentesco” y “hasta”, la preposición “de”. 

Letra g)


Sustituir la voz “Instrucciones” por “instrucciones”. 

Letra i)


Sustituir “El” por “el”, y las expresiones “el Reglamento” por “él”. 

Letra m)


Intercalar, entre “en” y “la ley”, lo siguiente: “el artículo 98 de”. 

Artículo 2°

Inciso segundo


Agregar, a continuación de la palabra “tendrá”, una coma (“,”), y sustituir “menester,” por “necesarias”. 

Inciso tercero


Sustituir la frase “constituidos en conformidad al decreto ley    N° 3.500 y las leyes N°s 19.728, 19.882 y 18.591” por la siguiente: “regulados por leyes especiales”. 

Artículo 3°


Intercalar, entre las palabras “actividades” y “que les autorice”, lo siguiente: “complementarias a su giro”. 

Artículo 4°

Letra c)


Eliminar la coma (“,”) que sucede a la voz “calcular”. 

Letra d)


Suprimir la coma (“,”) que sucede a la palabra “funciones”. 

Letra e)


- En la primera oración, intercalar, entre “año” y “desde”, la voz “contado”, y reemplazar “contar con” por “tener”.


- Sustituir la tercera oración por las siguientes: “El directorio de la administradora deberá comunicar este hecho a la Superintendencia dentro de los cinco días hábiles siguientes de su ocurrencia. Adicionalmente, el directorio deberá realizar las gestiones pertinentes para que se tome nota de esta circunstancia al margen de la inscripción de la sociedad y se informe mediante publicación,  por una sola vez,  en el Diario Oficial.”. 

Artículo 5°

Inciso primero


Agregar, en la denominación del artículo, a continuación de “partícipes”, lo siguiente: “de los fondos”.

Inciso segundo


Sustituir, en la primera oración, las palabras “ocurrido el mismo” por “su ocurrencia”; suprimir, en la segunda oración, las expresiones “ésta última”; y sustituir, en la cuarta oración, las alocuciones “a lo” por “al procedimiento”. 

Artículo 6°

Inciso primero


- En la primera oración, sustituir la frase “el inicio de la comercialización del fondo” por la siguiente: “la fecha en que la administradora pueda comercializar las cuotas del fondo de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente”; y suprimir la coma (“,”) que sucede a “institucional”.


- En la segunda oración, agregar una coma (“,”) a continuación de “porcentaje”; eliminar la coma (“,”) que sucede a la palabra “aportante”; y reemplazar la expresión “porque” por “sea que”, las palabras “, al mismo tiempo,” por “siempre que”, y las voces “de manera determinada” por “, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 179 de la ley N° 18.045”. 

Inciso segundo


- En la primera oración, intercalar, entre “artículo 41” y el punto seguido (“.”), lo siguiente: “de la presente ley”.


- En la segunda oración, suprimir, la segunda vez que aparecen, las palabras “la Superintendencia”.

Inciso tercero


Sustituir las expresiones “representativas del” por “mantenidas en”; y suprimir la frase “, mientras éste se mantenga,”. 

Artículo 7°


Reemplazar la frase “podrá cancelar el reglamento en el depósito” por la siguiente: “eliminará el reglamento del registro al que se refiere el artículo 46 de esta ley”. 

Artículo 8°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 8°.- Idoneidad de los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la administradora y demás personas que se indican. Los directores y gerentes de la administradora, así como los trabajadores que realicen funciones de relevancia en la comercialización de las cuotas de fondos, en el proceso de elección o toma de decisiones de inversión para fondos, en la realización de operaciones de fondos y gestión de riesgos en la administradora, deberán cumplir los requisitos de idoneidad y conocimientos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general, la que establecerá los medios, forma y condiciones en que tales personas deberán acreditarlos.”. 

Artículo 9°

Inciso segundo


- En la tercera oración, sustituir las palabras “, incluida la comisión, podrán ser diferentes” por “podrá ser diferente”.


- En la cuarta oración, reemplazar la voz “enterada” por “aportada”.


- Sustituir la oración final por la siguiente: “La remuneración aportada al fondo no constituirá renta para la administradora, para ningún efecto legal ni tributario.”. 

Artículo 10


- Intercalar, en la denominación del artículo, entre “mínimo” y el punto seguido (“.”), lo siguiente: “de la administradora”.


- En la primera oración, intercalar, entre “mínimo requerido en” y “esta ley”, lo siguiente: “la letra c) del artículo 4° de”; suprimir las voces “aquélla” y “el mismo”; reemplazar las palabras “producidos dentro del plazo que fije la Superintendencia”, por “dentro del plazo que ésta le fije”; eliminar la coma (“,”) que sucede a la voz “vez”; y sustituir la palabra “plazo”, la segunda vez que aparece, por “término”. 

Artículo 11


Eliminar las palabras “al efecto”. 

Artículo 12


- En la segunda oración, suprimir la coma (“,”) que sucede a “Dicha Garantía”.


- En la tercera oración, reemplazar, a continuación de “monto inicial”, la preposición “de” por “equivalente a”, y las palabras “siniestro o hecho”, por “hecho o siniestro”. 

Artículo 13

Inciso primero


- Eliminar, en su encabezado, la coma (“,”) que sucede a “anualmente”.


- Sustituir, en el numeral ii), el artículo inicial “el” por “El”.


- Sustituir, en el numeral iii), la palabra “aquél” por “Aquel”.

Inciso segundo


Eliminar la coma (“,”) que sucede a “Superintendencia”. 

Artículo 16


Suprimir la coma (“,”) que sucede a la palabra “fondo”, la primera vez que aparece; reemplazar la frase “señalarse en dicho documento” por “señalar” y las expresiones “Sin embargo” por “Con todo”; e intercalar, entre “contrataciones serán” y “de cargo de la administradora”, la palabra “siempre”. 

Artículo 17


Sustituir, en el inciso segundo, la palabra “procedimiento” por “mecanismo, forma y plazo”. 

Artículo 18


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 18.- Obligación de informar. La administradora deberá informar en forma veraz, suficiente y oportuna a los partícipes de los fondos y al público en general, sobre las características de los fondos que administra, y de las series de cuotas en su caso, y sobre cualquier hecho o información esencial relacionada con la administradora o los fondos que administra, a que se refieren los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.045. La información mínima que deberá ser difundida y la forma de comunicación que se deberá utilizar, será determinada por la Superintendencia mediante norma de carácter general.”. 

Artículo 19


Intercalar una coma (“,”) a continuación de “administradoras”. 

Artículo 20

Inciso primero


Reemplazar, en el encabezado, los vocablos “para que” por “porque”.

Letras a) y b)


Sustituir el artículo inicial “la” por “La”.

Letra c)


Sustituir el artículo inicial “las” por “Las”.

Letra d)


Sustituir el artículo inicial “los” por “Los”.

Letra e)


Sustituir el artículo inicial “las” por “Las”. 

Artículo 21


- Intercalar, en la denominación del artículo, entre la voz “administradora” y el punto seguido (“.”), las palabras “y del fondo”.


- En el inciso segundo, reemplazar la palabra “En” por la frase “Del mismo modo, en”; y eliminar la coma (“,”) que sucede a “fondo”, y la expresión “además”. 

Artículo 22

Inciso primero

Letra a)


Sustituir el artículo “las” por “Las”.

Letra b)


Sustituir el artículo “el” por “El”.

Letra c)


Sustituir el artículo “el”, la primera vez que aparece, por “El”, y las palabras “a precios” por “en condiciones”; y suprimir la frase “, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 18.046”.

Letra d), e), f), g) y h)


Sustituir el artículo inicial “la”, por “La”.

Letra i)


Sustituir el artículo “las”, la primera vez que aparece, por “Las”; y agregar, en la segunda oración, una coma (“,”) a continuación del vocablo “anterior”.

Inciso segundo


Suprimir la coma (“,”) que sucede a la palabra “activos”.

Inciso tercero


Suprimir las expresiones “todo lo anterior”.

Inciso cuarto


Eliminar la coma (“,”) que sucede a la palabra “señaladas”. 

Artículo 23

Inciso primero


Sustituir su denominación “Actos prohibidos”, por la siguiente: “Prohibiciones adicionales”; y suprimir, en la primera oración, la coma (“,”) que sucede a la palabra “contratos”, y, en la tercera oración, el guarismo “22”. 

Inciso segundo


Agregar, en la oración final, una coma (“,”) a continuación de la palabra “considerará” y otra coma (“,”) luego de la voz “inciso”; y suprimir la coma que sucede a “relacionada”. 

Artículo 24


- Reemplazar las frases “, de acuerdo al procedimiento establecido en este artículo. La liquidación de la administradora”, por lo siguiente: “. Ésta”.


- Suprimir, en la segunda oración, el artículo “la” que antecede a “que para estos efectos”.


- En la tercera oración, eliminar la palabra “citada”;  y sustituir la frase “resuelta por la Superintendencia por”, por “determinada por alguna de”, y el vocablo “esta”, que antecede a “liquidación”, por “la”. 

Artículo 25


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 25.- Procedimiento concursal de liquidación de la administradora. Dictada la resolución de liquidación de la administradora, en los términos establecidos en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, la Superintendencia, o quien ésta designe, actuará como liquidador  con todas las facultades necesarias para la adecuada realización de los bienes de la administradora.”. 

Artículo 26

Inciso primero


- Suprimir, en la denominación del artículo, los vocablos “quiebre o”, y agregar, a continuación de “se disuelva”, lo siguiente: “o se liquide”.


- Sustituir, en el encabezado, las palabras “o declarada la quiebra”, por lo siguiente: “, o una vez dictada la resolución de liquidación”.

Letra a)


- En la primera oración, sustituir la frase “asamblea de aportantes, la asamblea de aportantes de cada uno de esos fondos, que”, por “Asamblea de Aportantes, ésta”; suprimir las expresiones “del fondo,”; y sustituir la frase “declaración de quiebra, deberá encomendar dicha administración y escoger a otra administradora” por lo siguiente: “dictada la resolución de liquidación de la administradora. Dicha asamblea deberá escoger a otra administradora y encomendarle la administración del fondo”. 


- En la oración final, sustituir las palabras “citada asamblea de aportantes” por “Asamblea de Aportantes”, y las expresiones “la cual” por “que”; y eliminar el vocablo “ésta”. 

Letra b)


Reemplazar, en la primera oración, “asamblea de aportantes” por “Asamblea de Aportantes”, y la frase “la liquidación del fondo, la que”, por “su liquidación, y”; y suprimir el vocablo “ésta”. 

Inciso segundo


Suprimirlo. 

Inciso tercero


Pasa a ser inciso segundo, con enmiendas consistentes en sustituir las palabras “Respecto de la” por “La”, y la palabra “quiebra”, la primera vez que aparece, por “procedimiento concursal de liquidación”; y suprimir la frase “o a la quiebra del propio fondo, ésta”. 

Artículo 29


Suprimir su oración final 

Artículo 30


Sustituir el artículo “la” por “su”, y eliminar la frase “del fondo respectivo”. 

Artículo 32


Reemplazar, en el inciso primero, la frase “permita la Superintendencia, según lo establezca”, por “autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general, en la medida que así lo permita”. 

Artículo 33


Agregar una coma (“,”) a continuación de “respectivo”, y eliminar la conjunción “y” que le sigue. 

Artículo 34


- Sustituir, en la denominación del artículo, “registro” por “Registro y “aportantes” por “Aportantes”.


- Reemplazar, en la primera oración, la expresión “El directorio de la” por la palabra “La”, y “aportantes” por “Aportantes”.


- Suprimir la oración final.

Artículo 35


Intercalar, en la segunda oración del inciso primero, entre “Superintendencia,” y “será”, lo siguiente: “el precio”. 

Artículo 36


- Eliminar, en el inciso primero, la coma (“,”) que sucede a la palabra “rescatables”, y sustituir la voz “aportantes”, la segunda y tercera vez que aparece, por “Aportantes”.


- Sustituir, en el inciso segundo, la voz “aportantes”, por “Aportantes”. 

Artículo 38


- Eliminar, en el inciso segundo, la primera vez que aparecen, las palabras “del fondo”.


- Sustituir, en el inciso tercero, la frase “permita la Superintendencia, de conformidad a lo que establezca”, por “autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general, en la medida que así lo permita”. 


- Reemplazar, en el inciso quinto, las voces “podrá establecer” por “establezca”. 
Artículo 39


Eliminar, en el inciso primero, la coma (“,”) que sucede a “valor cuota”, y, en el inciso segundo, la coma (“,”) que sucede a “Superintendencia”. 

Artículo 40


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40.- Suspensión de operaciones de rescate. La Superintendencia podrá, en caso de moratoria, conmoción pública, cierre bancario o de bolsa y otros hechos o anormalidades semejantes, autorizar transitoriamente que el rescate de cuotas se pague de otra forma, condiciones y plazos, o bien, suspender las operaciones de rescate, las distribuciones en efectivo y la consideración de nuevas solicitudes de aporte. La Superintendencia además podrá autorizar, mediante resolución fundada y por un plazo que no podrá exceder los 60 días, la suspensión de las operaciones de rescate, las distribuciones en efectivo y la consideración de nuevas solicitudes de aporte, a petición de la administradora de un fondo y en atención a la ocurrencia de circunstancias excepcionales que así lo ameritan para proteger el mejor interés de los partícipes de ese fondo.”. 

Artículo 41

Inciso primero


- Sustituir, en la denominación del artículo, las palabras “suscripción y rescate” por “la comercialización”.


- Intercalar, entre “colocaciones” y “y rescates”, lo siguiente: “, suscripciones”; y sustituir la frase “los efectos de la suscripción y rescate de cuotas u otra clase de” por “las”.

Inciso segundo


Suprimir la frase “a satisfacción de la Superintendencia”. 

Artículo 42


Sustituir, en el inciso primero, “poseer” por “mantener”, y “cuando” por “en la medida que”; intercalar, entre “fondo,” y “de”, la conjunción “y”; y reemplazar las expresiones “dicho reglamento interno” por “el mismo”. 

Artículo 43

Inciso primero


Reemplazar las palabras “representativas de hasta” por “hasta por”.
Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Las cuotas de propia emisión que superen el límite a que se refiere el inciso anterior, deberán enajenarse en un plazo máximo de 90 días, contado desde la fecha de la adquisición que originó el exceso. En caso contrario, el capital disminuirá de pleno derecho, en el monto equivalente a las cuotas que exceden el límite máximo. De materializarse la precitada disminución, ésta se comunicará a los partícipes y a la Superintendencia dentro de los 5 días hábiles siguientes a su ocurrencia.”.

Inciso tercero


Reemplazar las expresiones “del patrimonio del fondo” por “de su patrimonio”, y las palabras “, salvo que ellas” por lo siguiente: “. Esta restricción no aplicará en caso de que las cuotas”. 

Inciso cuarto



Sustituir las locuciones “y, si”, a continuación de “adquisición”, por lo siguiente: “.Si”. 

Artículo 44


Sustituir, en la letra b), la frase “la constitución del” por “alcanzar el”, e intercalar, entre “quórum” y “en las”, la voz “requerido”. 

Artículo 46


- Sustituir la denominación del artículo por la siguiente: “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos”. 


- Eliminar, en la primera oración, la coma (“,”) que sucede a la palabra “interno” y la coma (“,”) que sucede a la expresión “administren”; y sustituir la conjunción “o” por “y,”.


- Intercalar, en la segunda oración, entre las comillas iniciales (“) y “Depósito de Reglamentos Internos”, las expresiones “Registro Público de”, y entre las comillas iniciales (“) y “Depósito”, las voces “Registro de”. 

Artículo 47


- Eliminar, en el inciso segundo, la coma (“,”) que sucede a “fondo”, y sustituir “podrá establecer” por “establecerá”.


- Intercalar, en el inciso tercero, entre la palabra “mismo” y “a su”, lo siguiente: “, o”; y eliminar la frase “u otros que determine la Superintendencia”. 

Artículo 48

Inciso primero

Letra a)


Eliminar las palabras “serán las”.

Letra b)


Eliminar las palabras “serán las” y “efectos de”.

Letras c), d), e) y f)


Eliminar las palabras “serán las”. 

Inciso segundo


Suprimir la coma (“,”) que sucede a la palabra “políticas”. 

Artículo 49

Inciso primero


Intercalar, entre la voz “Superintendencia” y el punto seguido (“.”) la siguiente frase: “, mediante norma de carácter general”.

Inciso tercero


En la primera oración, reemplazar la palabra “sociedad” por “administradora”; en la segunda oración, suprimir la coma (“,”) que sucede a la expresión “fundada” y sustituir “formuladas por” por “que hubiese formulado”; y, en la tercera oración, intercalar, entre “correspondiente” y “Depósito”, lo siguiente: “Registro de”. 

Artículo 50


Sustituir, en el encabezado, las expresiones “, el cual” por la preposición “que”. 

Artículo 51


- En la primera oración, eliminar la coma (“,”) que sucede a la voz “fondos”, y las palabras “texto del”; e incorporar, a continuación del guarismo “49”, las expresiones “de la presente ley”.


- Sustituir las dos oraciones finales por la siguiente:


“El plazo de esta comunicación y la entrada en vigencia de las modificaciones, así como la forma, formalidades y el contenido a que deberá sujetarse, serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general.”. 

Artículo 55


Sustituir la expresión “este artículo”, por “esta ley”, y agregar una coma (“,”) a continuación de “administren”. 

Artículo 56

Inciso primero


- Reemplazar el verbo “podrá” por “deberá”, y la frase “que cumplan con los requisitos generales y formales que establezca la Superintendencia, mediante norma de carácter general”, por la siguiente: “salvo que ello esté prohibido, de acuerdo a lo establecido en el artículo siguiente”.


- Agregar, a continuación del actual punto aparte (“.”), que pasa a ser punto seguido (“.”), la siguiente oración final: “La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer condiciones de información, regulación o supervisión mínima que deberán cumplir las inversiones antes señaladas.”. 

Inciso tercero


Eliminar la frase “, que la inversión en ellos no esté expresamente prohibida por la Superintendencia”; y reemplazar las palabras “reglamento interno”, la segunda vez que aparecen, por “mismo”. 
Artículo 57


Suprimir las palabras “corporales e incorporales”, e intercalar, antes del punto final (.) la frase “y sus actividades complementarias”. 

Artículo 58


- Sustituir, en el inciso primero, la frase “según dicho concepto es definido en”, por lo siguiente: “, en los términos previstos en el artículo 96 de”. 


- Eliminar, en el inciso segundo, la coma (“,”) que sucede a la voz “administradora”.


- Sustituir el inciso tercero por el siguiente:


“Para los efectos de este artículo y de las demás disposiciones de esta ley o su Reglamento relativas a inversiones en personas relacionadas o en instrumentos emitidos o garantizados por ellas, no se considerará como persona relacionada a la administradora, a aquella que adquiera dicha condición como consecuencia de la inversión de los recursos del fondo en esta última.”. 

Artículo 59


Sustituir las letras b) y c) por las siguientes:


“b) Poseer más del 25% del capital suscrito y pagado o del activo de un emisor. 


Tampoco podrán poseer más de un 25% de la deuda del Estado de Chile o de un Estado extranjero.


c) Invertir más de un 20% de su activo en instrumentos emitidos o garantizados por una misma entidad, con la excepción de:


(i) Instrumentos en que el emisor o garante sea el Estado de Chile o un Estado extranjero con clasificación de riesgo de su deuda soberana equivalente o superior a la de Chile; y


(ii) Cuotas de un fondo nacional o extranjero, o títulos de deuda de securitización correspondientes a un patrimonio de los referidos en el Título XVIII de la ley Nº 18.045, en cuyo caso el límite máximo será establecido por la Superintendencia mediante normas de carácter general, pudiendo ir desde un 25% y hasta el 100%, en función de la diversificación de las carteras que posean tales fondos y patrimonios separados.”. 

Artículo 60


En la oración inicial, sustituir la proposición “de”, entre “días” y “ocurrido”, por “contados desde”; y en la oración final, sustituir la expresión “Cuando” por “Para los casos en que”, “exceder de doce” por “superar 12”. 

Artículo 61


Reemplazar, en su encabezado, la palabra “una” por “otra”; intercalar, entre “del” y “grupo”, la voz “mismo”; y suprimir las expresiones “de ésta”.

Letra a)


Sustituir el artículo “el” por “El”.

Letra b)


Sustituir el artículo “la”, la primera vez que aparece, por “La”; e intercalar, entre “”reglamento” y “de los fondos”, la palabra “interno”.

Letra c)


Sustituir la palabra “se” por “Se”, y la expresión “tales” por “los”; e intercalar, entre “fondos” y el punto y coma (“;”), la palabra “administrados”.

Letra d)


Sustituirla por la siguiente:


“d) Que la inversión sea en cuotas de fondos fiscalizados por la Superintendencia, tratándose de fondos no dirigidos a inversionistas calificados, y”. 

Artículo 65


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 65.- Concurrencia a Juntas de Accionistas. Sin perjuicio de lo establecido en la política de votación contenida en el reglamento interno del fondo, las administradoras deberán asistir y ejercer sus derechos de voz y voto en las juntas de accionistas de las sociedades anónimas abiertas cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los fondos que administre, siempre que dichos fondos posean en conjunto al menos un 4% de las acciones con derecho a voto emitidas por la respectiva sociedad, o el porcentaje menor que determine la Superintendencia por norma de carácter general, considerando factores como la existencia de un controlador definido y de preferencias en favor de una determinada clase o serie de acciones, la participación de otros inversionistas institucionales y el porcentaje de acciones en posesión de accionistas minoritarios, entre otros. Se exceptuarán de lo dispuesto precedentemente aquellos fondos cuyos reglamentos internos establezcan una política de inversión que condicione las inversiones del fondo o la rentabilidad del mismo al comportamiento de un índice, en los términos establecidos por la Superintendencia mediante norma de carácter general. Las administradoras deberán concurrir a las Juntas de Accionistas, Asambleas de Aportantes o Juntas de Tenedores de Bonos de las entidades emisoras de los instrumentos que hayan sido adquiridos con recursos del fondo respectivo, representadas por sus gerentes o mandatarios especiales designados por su directorio, no pudiendo los gerentes ni los mandatarios especiales actuar con poderes distintos de aquellos que la administradora les confiera.”. 

Artículo 67


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 67.- Fusión, división o transformación de fondos. En caso que la presente ley no exija la participación de los aportantes para estos efectos, las administradoras podrán llevar a cabo la fusión, división o transformación de los fondos que administren o de sus series, conforme a los requisitos y procedimientos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general. Se entenderá por transformación de un fondo únicamente aquella modificación que tenga por objeto que un fondo mutuo pase a ser un fondo de inversión, o viceversa.”. 

Artículo 72

Inciso primero


- Sustituir, en su denominación, la palabra “aportantes” por “Aportantes”.


- Eliminar la coma (“,”) que sucede a la expresión “rescatables”, y reemplazar la coma (“,”) que sucede a “extraordinarias” por lo siguiente: “de aportantes”.

Inciso segundo


Agregar, a continuación de “ordinarias”, las palabras “de aportantes”.
Inciso tercero


Agregar, a continuación de “extraordinarias”, las palabras “de aportantes”, y reemplazar las expresiones “asambleas de aportantes” por “Asambleas de Aportantes”.

Inciso cuarto


Reemplazar las expresiones “asambleas de aportantes” por “Asambleas de Aportantes”. 

Artículo 73


- Agregar, en la denominación del artículo, a continuación de “Ordinarias”, las palabras “de Aportantes”.


- Suprimir, en la letra a), la palabra “sociedad”.


- Suprimir, en la letra c), la expresión “ingresos y”.


- Suprimir, en la letra e), la siguiente frase: “, para que dictaminen sobre el fondo”.


- Suprimir, en la letra f), la siguiente frase: “de acuerdo con la reglamentación”, y sustituir la palabra “Fondo” por “fondo”. 


- Intercalar, en la letra g), entre “extraordinaria” y el punto final (“.”), lo siguiente: “de aportantes”. 

Artículo 74

Inciso primero


- Agregar, en la denominación del artículo, a continuación de “Extraordinarias”, las palabras “de Aportantes”.


- Sustituir, en la letra e), las palabras “y fusión”, por “, transformación o fusión”.

Inciso segundo


Eliminar la palabra “anteriores” e intercalar, entre “preestablecido” y el punto final (“.”), la frase “en dicho reglamento”. 

Artículo 75


- Agregar, en el inciso primero, a continuación de “extraordinarias”, las palabras “de aportantes”.


- Sustituir, en el inciso final, “asambleas de aportantes” por “Asambleas de Aportantes”. 

Artículo 78


- Sustituir, en el inciso primero, “asamblea de aportantes” por “Asamblea de Aportantes”.


- Suprimir, en el inciso segundo, la palabra “sociedad”. 

Artículo 79


- Sustituir, en el inciso segundo, “asambleas de aportantes” por “Asambleas de Aportantes”, y la frase “no pudiendo los gerentes o mandatarios” por la siguiente: “quienes no podrán”.


- Sustituir, en el inciso tercero, “asambleas de aportantes” por “Asambleas de Aportantes”. 

Artículo 80


- Suprimir, en el inciso primero, la palabra “sociedad”, las dos veces que aparece, y sustituir la frase “dicho porcentaje superior” por “lo establecido en el reglamento interno”.


- Suprimir, en el inciso tercero, la expresión “ello”, la primera vez que aparece.


- En el inciso cuarto, suprimir la palabra “sociedad”, las dos veces que aparece; agregar, en la primera oración, una coma (“,”) a continuación de la voz “efectivo”; y sustituir, en la segunda oración, las expresiones “dicha ley” por “la misma”.


- En el inciso final, eliminar la voz “ello” en la segunda oración; y en la tercera oración, agregar una coma (“,”) a continuación del guarismo “18”. 

Artículo 81

Número 1.-

Letra b)


Sustituir las palabras “del Fondo de Utilidades no Tributables”, por lo siguiente: “, en el mismo registro, pero en forma separada, anotar las cantidades no constitutivas de renta y las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional, de conformidad al artículo 14, A), Nº 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974”. 

Letra c)


Incorporar, en el numeral (ii), a continuación de la palabra “efectúen”, lo siguiente: “, incluida la que se lleve a cabo mediante la disminución del valor de cuota del fondo no imputada al capital, y devoluciones de capital”. 

Letra d)

Párrafo primero


- Sustituir, en el numeral (i), “aquellos” por “Aquellos”.


- Sustituir, en el numeral (ii), el artículo “los”, la primera vez que aparece, por “Los”.


- Sustituir, en el numeral (iii), el artículo “el” por “El”.


- Sustituir, en el numeral (iv), el artículo “la” por “La”.


- Sustituir, en el numeral (v), el artículo “las” por “Las”, y la expresión “literal (i)” por “, numeral (i), del número 1.-”.

Párrafo segundo


Sustituir los numerales “i)” y “v)”, por “(i)” y “(v)”, respectivamente, y la voz “inciso” por “párrafo”.

Párrafo tercero


- Sustituir, en la primera oración, la voz “literales” por “numerales”.


- Sustituir, en la cuarta oración, las voces “el literal” por “los numerales”, y las expresiones “, o bien,” por la conjunción “o”. 

Letra e)

Párrafo primero


- Sustituir, en la parte inicial, el número “5°” por “quinto”. 

- Introducir, en el numeral (i), a continuación de la palabra “capital”, lo siguiente: “, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo,”. 
Párrafo segundo


- Reemplazar, en la segunda oración, las palabras “y No Tributables”, por “, incluyendo las cantidades no constitutivas de renta y las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional anotadas en dicho registro,”.


- Sustituir, en la tercera oración,  la frase “los registros contables respectivos” por “el registro pertinente”. 
Letra f)


Sustituir el párrafo segundo por el siguiente: 


“En el registro del Fondo de Utilidades Tributables  referido en la letra b) anterior, se anotarán separadamente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14, A), Nº 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las cantidades recibidas de terceros que, conforme a las definiciones de dicha ley, correspondan a ingresos no constitutivos de renta o rentas exentas del Impuesto Global Complementario. También se anotarán, de la misma forma, los ingresos provenientes de la enajenación de los instrumentos a que se refieren los artículos 104 y 107 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los que no constituirán renta en la medida que cumplan con los requisitos que se establecen en dichas disposiciones. En este último caso, las pérdidas que se produzcan en la enajenación de dichos instrumentos se rebajarán de los ingresos respectivos.”. 

Número 2.-

Letra a)


Sustituir la palabra “obtenidos” por “obtenidas”. 

Letra b)


- Agregar, luego de la palabra “Complementario”, las palabras “o Adicional”. 


- Reemplazar la frase “del crédito establecido en el artículo 56 N° 3”, por la siguiente: “de los créditos establecidos en los artículos 56 N° 3 y 63”. 


- Incorporar la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra e), del número 1.- anterior.”. 

Letra c)

Párrafo primero


Incorporar, en el numeral (ii), a continuación de la palabra “efectúen”, lo siguiente: “, incluidas las que se lleven a cabo mediante la disminución del valor de cuota del fondo no imputada al capital, y devoluciones de capital”. 

Párrafo segundo


En la segunda oración, sustituir la frase “los registros contables respectivos” por “el pertinente registro”; sustituir la palabra “afectarán” por “afectará”, suprimir la preposición “de” situada entre “fondos” y “mutuos”; y, en la tercera oración, suprimir la coma (“,”) que sucede a “respectivos”. 

Artículo 82

Número 1.-

Letra A)

Numeral i)

Párrafo primero


- En la primera oración, incorporar, a continuación de la coma (“,”) que sucede a la palabra “inversión”, la frase “incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital,”; y sustituir la palabra “Impuestos” por “Impuesto” y la preposición “con”, que sucede al punto y coma (“;”), por “tendrá”. 


- En la segunda oración, suprimir la coma (“,”) que sucede a la palabra “renta”.


- En la tercera oración, reemplazar “impuesto global complementario” por “Impuesto Global Complementario”, y suprimir la coma (“,”) que sucede al guarismo “3”. 

Párrafo segundo


Pasa a ser la oración final del párrafo primero. 

Párrafo tercero


Pasa a ser párrafo segundo, con enmiendas consistentes en reemplazar la palabra “inciso” por “párrafo”, “y asimismo” por “, y”, y la palabra “poniendo” por “poner”. 

Numeral ii)


Suprimir, en la primera oración, la letra “e” que antecede a la voz “incluyendo”. 

Letra B)

Numeral i)

Párrafo primero


Intercalar, en la primera oración, a continuación de la coma (“,”) que sucede a la palabra “contribuyentes”, la frase “incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital,”. 

Párrafo segundo


Pasaó a ser la oración final del párrafo primero. 


Incorporar el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“En los casos del párrafo anterior, será obligación de la administradora determinar si los beneficios distribuidos corresponden a cantidades tributables o no tributables según corresponda y, tratándose de la devolución de capital o rescate en su caso, poner a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias.”. 

Numeral ii)


- Eliminar, en el párrafo primero, las palabras “dicho mayor valor”. 


- Intercalar, en el párrafo segundo, a continuación de la palabra “adquirente”, la frase “o corredor de bolsa o agente de valores que actúa por cuenta del vendedor,”; y suprimir la coma (“,”) que sucede a la voz “caso”. 


- Sustituir, en el párrafo tercero, las expresiones “esta letra” por “este numeral”. 

Numeral iii)


Reemplazarlo por el siguiente:


“iii) Sin perjuicio de su registro en el fondo de utilidades tributables a que se refiere la letra f), del número 1, del artículo 81 de esta ley, según se indica en el párrafo siguiente, no se gravará con el impuesto único de esta letra, salvo las cantidades a que se refiere la letra c) siguiente, la remesa, distribución, pago, abono en cuenta o puesta a disposición que efectúe un fondo de inversión a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile de toda cantidad proveniente de sus inversiones, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, siempre que durante ese año comercial se cumplan las siguientes condiciones copulativas:


a) Que al menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 80% o más del valor del activo total del fondo de inversión, definido de acuerdo a lo que establezca el Reglamento, esté conformado por inversiones en:


1. Instrumentos, títulos o valores emitidos en el extranjero por personas o entidades sin domicilio ni residencia en Chile, o en certificados que sean representativos de tales instrumentos, títulos o valores;


2. Bienes situados en el extranjero o instrumentos, títulos, valores o certificados que sean representativos de tales bienes, y/o


3. Contratos de derivados y otros de similar naturaleza que cumplan los requisitos que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos a que se refieren los números 1 y 3 anteriores, no podrán tener como activos subyacentes o referirse a bienes situados o actividades desarrolladas en Chile, ni ser representativos de títulos o valores emitidos en el país.


b) Que la política de inversión fijada en su reglamento interno sea coherente con la letra a) de este numeral, y


c) Que su reglamento interno establezca la obligación por parte de la administradora, de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos, intereses, otras rentas de capitales mobiliarios y ganancias de capital percibidas o realizadas por el fondo, según corresponda, que no gocen de una liberación del impuesto adicional y que provengan de los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos emitidos en Chile y que originen rentas de fuente chilena según la Ley sobre Impuesto a la Renta, durante el transcurso del ejercicio en el cual dichas cantidades hayan sido percibidas o realizadas, o dentro de los 180 días corridos siguientes al cierre de dicho ejercicio, y hasta por el monto de los beneficios netos determinados en ese período, menos las amortizaciones de pasivos financieros que correspondan a dicho período y siempre que tales pasivos hayan sido contratados con a lo menos 6 meses de anterioridad a dichos pagos.


El fondo de inversión que cumpla con las condiciones copulativas señaladas, anotará en el fondo de utilidades tributables señalado en la letra f), del número 1, del artículo 81 de esta ley, las cantidades a que se refiere el mismo artículo, las que se sujetarán al orden de imputación establecido en el numeral i) anterior. No obstante, el crédito establecido en el artículo 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la parte que corresponda a la distribución de beneficios no gravados conforme a este numeral, a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, no dará derecho a su imputación contra impuesto alguno, ni a su devolución, debiendo rebajarse, en dicha proporción, del fondo de utilidades tributables que establece el artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Para los efectos de este numeral, se entenderá que se efectúa una distribución de beneficios netos, en los mismos casos y bajo las mismas condiciones descritas en el numeral i) anterior.


Cuando el fondo no diere cumplimiento durante el año comercial respectivo a las condiciones copulativas antes señaladas, las distribuciones de los beneficios netos determinados en dicho período por el fondo de inversión, sea que se distribuyan en tal período o en otros posteriores, quedarán sujetas a la tributación establecida en el numeral i) anterior cuando sea distribuida a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile.


Las distribuciones de las cantidades señaladas en la letra c) anterior a un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, se gravarán con un impuesto único a la renta del 10%, sin derecho al crédito por impuesto de primera categoría, el cual, sin embargo, igualmente se rebajará del registro respectivo, cuando corresponda. Por su parte, las cantidades distribuidas que correspondan a intereses percibidos por el fondo provenientes de las inversiones a que se refiere el artículo 104 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, o de otros intereses que quedarían gravados con el impuesto adicional de dicha ley con una tasa de 4%, se afectarán con el impuesto único señalado aplicando esta última tasa. Para tales efectos, el fondo de inversión registrará separadamente en el fondo de utilidades tributables a que se refiere la letra f), del número 1, del artículo 81 de esta ley, las rentas señaladas en la letra c) precedente, rebajándose del citado registro en la oportunidad en que éstas se distribuyan conforme a lo establecido en dicha norma, sin que deban sujetarse al orden de imputación que dispone el numeral i) anterior.


Tratándose de cantidades distribuidas por el fondo de inversión que deban gravarse con el impuesto único señalado, éste será retenido por la sociedad administradora cuando dichas cantidades sean remesadas al exterior, distribuidas, pagadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición del interesado, con una tasa de 10% o 4%, según corresponda. Las retenciones así practicadas, se enterarán en arcas fiscales en el plazo establecido en la primera parte del artículo 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Procederá, además, lo dispuesto en el artículo 83, y en lo que fuere aplicable, el artículo 74, número 4, todos de la misma ley.


Tampoco se gravará con el impuesto único de esta letra B), el mayor valor obtenido por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile en la enajenación de cuotas o su rescate, salvo que el rescate se efectúe con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, siempre y cuando el fondo cumpla con los requisitos copulativos señalados en este numeral, en el año comercial en que ocurre la enajenación y en los dos años comerciales inmediatamente anteriores a éste. En caso que el fondo tuviere una existencia inferior a dicho plazo, deberá cumplir con los requisitos copulativos durante cada año comercial en que haya existido, salvo que corresponda al mayor valor de cuotas de un fondo nacido con ocasión de la división de otro fondo, o que provengan de la fusión de dos o más de ellos, en cuyo caso será necesario además que el fondo dividido o el o los fondos fusionados, en su caso, cumplan con los requisitos copulativos señalados, de forma tal que en el año de la enajenación y en los dos años comerciales inmediatamente anteriores, haya dado cumplimiento a las condiciones copulativas señaladas, siempre que los fondos divididos o fusionados hayan tenido existencia durante esos dos años.  Cuando el fondo no diera cumplimiento durante los años comerciales respectivos a las condiciones copulativas señaladas, el mayor valor se sujetará a la tributación establecida en el numeral i) anterior.


Tratándose de contribuyentes sin residencia ni domicilio en el país que no fueren personas naturales o inversionistas institucionales que cumplan con los requisitos que defina el Reglamento, no podrán gozar del tratamiento tributario establecido en esta letra B), en caso que tengan, en forma directa o indirecta, como socio, accionista, titular o beneficiario de su capital o de sus utilidades, a algún residente o domiciliado en Chile con un 5% o más de participación o beneficio en el capital o en las utilidades del mismo. Tratándose de sociedades cuyas acciones se transen en bolsas de valores de aquellos mercados que establezca el Reglamento, por contar con estándares al menos similares a los del mercado local, en relación a la revelación de información, transparencia de las operaciones y sistemas institucionales de regulación, supervisión, vigilancia y sanción sobre los emisores y sus títulos, no será aplicable lo dispuesto en el párrafo precedente respecto de las acciones de dicha sociedad que efectivamente estén inscritas y se transen en las bolsas señaladas. Los contribuyentes referidos se gravarán con el Impuesto Adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta, considerándose como contribuyentes del Nº 2, del artículo 58, de dicha ley, con derecho a deducir el crédito establecido en el artículo 63 de la misma, conforme a las reglas contenidas en la letra A) anterior, numerales i) y ii), y por las rentas allí indicadas, aplicándose las normas sobre retención, declaración y pago de dicho impuesto contenidas en los artículos 74, números 4, 79 y 83 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. La administradora deberá presentar anualmente una declaración al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste establezca mediante resolución, en la cual deberá individualizar a los partícipes sin domicilio ni residencia en el país, declarando que no cuentan con socios, accionistas, titulares o beneficiarios en Chile, con el porcentaje señalado precedentemente, declaración sin la cual se presumirá que no cumplen con el requisito señalado, no pudiendo, por tanto, gozar de la referida liberación.


Las administradoras de fondos de inversión deberán, anualmente, informar al Servicio de Impuestos Internos sobre el cumplimiento de los requisitos establecidos en este artículo, en la forma y plazo que fije dicho Servicio mediante resolución. El retardo o la omisión de la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97°, Nº 1, del Código Tributario.


En lo no previsto en este número 1.-, se aplicarán todas las disposiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta y del Código Tributario, que se relacionan con la determinación, declaración y pago del impuesto, así como con las sanciones por la no declaración o pago oportuno de los impuestos que corresponden o por la no presentación de las declaraciones juradas o informes que deban presentar, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del Código Tributario.”. 

Número 2.-

Letra A)

Numeral i)

Párrafo primero


- En la primera oración, intercalar, a continuación de “fondo mutuo”, la segunda vez que aparece, la frase “, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital,”; y reemplazar la voz “cual” por la preposición “que”. 


- En la segunda oración, sustituir la frase “beneficios netos del fondo mutuo, según se define en el artículo 80” por “las utilidades financieras del fondo mutuo que excedan las cantidades anotadas en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81”. 
Párrafo segundo


Sustituir las palabras “por parte de” por la preposición “a”. 

Numeral ii)


Reemplazar, en la segunda oración, la palabra “corresponde” por “corresponderá”, el vocablo “Sobre” por “sobre”, y las voces “referida ley” por “misma”; y, en la oración final, la palabra “literal” por “numeral” y la expresión “esta” por “la presente”. 
Letra B)

Numeral i)

Párrafo primero


- Intercalar, a continuación de la coma (“,”) que sucede a la palabra “contribuyentes”, la frase “incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital,”. 


- Reemplazar la oración final por la siguiente: “Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo mutuo y sus reajustes, no se afectará con la referida tributación, y el capital se entenderá repartido sólo una vez que se haya distribuido el total de las utilidades financieras del fondo mutuo que excedan las cantidades anotadas en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley.”. 

Párrafo segundo


Eliminarlo. 

Numeral ii)


Reemplazar el vocablo “literal”, las cuatro veces que aparece, por “numeral”, y las palabras “del inciso” por “de los párrafos”. 

Numeral iii)


Reemplazarlo por el siguiente:


“iii) Será también aplicable a los contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, aportantes en fondos mutuos, lo dispuesto en el numeral iii) y en los dos párrafos finales de la letra B), del número 1. de este artículo, con las salvedades que se indican en el párrafo siguiente. 


Para efectos de lo establecido en la letra c) del numeral iii) de la precitada letra B), el reglamento interno del fondo mutuo deberá establecer la obligación por parte de la administradora, de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos e intereses que no gocen de una liberación del impuesto adicional, que provengan de los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos emitidos en Chile y que originen rentas de fuente chilena según la Ley sobre Impuesto a la Renta, cantidades que deberán ser anotadas separadamente en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley.”. 

Inciso final


Suprimirlo. 

Artículo 83


- Suprimir, en los incisos primero y segundo, el vocablo “sociedades” que precede a “administradoras”.


- Eliminar, en la oración final del inciso tercero, la coma (“,”) que sucede a “respectivo”; y sustituir la palabra “enajenan” por “enajena”.


- Sustituir, en la segunda oración del inciso cuarto, la voz “restituir” por “restituirlo”. 

Artículo 85


Eliminar, en la segunda oración, el vocablo “haya”; y sustituir la frase “prohibido para la inversión de los recursos de este tipo de fondos”, por “les prohíba”. 

Artículo 86


Sustituir, en la parte final de la segunda oración de la letra B), las palabras “de ésta” por “del mismo cuerpo legal”. 

Artículo 88


Reemplazar “Título,” por “Capítulo”, y “Títulos” por “Capítulos”. 

Artículo 89


Reemplazar, en su inciso primero, la palabra “anterior” por “de esta ley”, y “ocurrido éste” por “su ocurrencia”. 

Artículo 90


- Intercalar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cerradas”, la frase “que deberán estar inscritas en el registro de entidades informantes que lleva la Superintendencia, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° de la ley Nº 18.045, y quedarán sujetas a las obligaciones de información que ésta establezca mediante norma de carácter general”. 


- Incorporar, en el inciso segundo, a continuación de su palabra inicial, “En”, la frase “este último caso, en”. 

Artículo 91


Introducir, a continuación de la palabra “privado”, la primera vez que aparece, la frase “, y mientras se encuentre vigente”; y  para reemplazar el guarismo “25” por “20”. 

Artículo 92


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 92.- Mínimo de aportantes no relacionados. Después de transcurrido un año contado desde la creación del fondo, y mientras se encuentre vigente, éste deberá tener al menos cuatro aportantes no relacionados entre sí, no pudiendo ninguno de ellos tener menos de un 10% de las cuotas pagadas del fondo. Esta restricción no aplicará en caso que, al cabo de dicho plazo y mientras se encuentre vigente, el fondo cuente entre sus aportantes con uno o más inversionistas institucionales que tengan a lo menos un 50% de las cuotas pagadas del fondo.


En caso de que un fondo de inversión privado no diere cumplimiento a los límites establecidos en el artículo 91 y en el inciso precedente, la administradora deberá comunicar este hecho al Servicio de Impuestos Internos tan pronto tome conocimiento de esta situación, y tendrá un plazo de 6 meses contados desde la fecha del incumplimiento para regularizarla.


Si ello no ocurriere, el fondo se considerará sociedad anónima y sus aportantes accionistas de la misma para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los beneficios y utilidades que obtengan a contar del ejercicio comercial en que se hubiera producido la infracción, o bien, a contar de la fecha de creación del fondo, en caso que se trate del primer ejercicio de funcionamiento del mismo, tributando el respectivo fondo de inversión privado en la misma forma y oportunidad que establece la ley para las sociedades anónimas.”. 

Artículo 93


Suprimir, en el inciso segundo, las expresiones “de Valores y Seguros”. 

Artículo 94


Sustituir, en el inciso segundo, el artículo inicial “La”, por lo siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 84, la”; y eliminar la palabra “demás”. 

Artículo 97


- Agregar, en la letra a), antes del artículo inicial “el”, la palabra “Que”.


- Agregar, en la letra b), antes del artículo inicial “El”, la palabra “Que”, y suprimir la preposición “que” situada entre las palabras “mandatario” y “administre”. 

Artículo 98

Inciso primero


- Intercalar, en la primera oración, entre la palabra “Superintendencia”, la primera vez que aparece, y la coma (“,”) que le sigue, lo siguiente: “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 95 anterior”.


- Sustituir “en adelante, “el Registro”. Con excepción de la obligación de inscripción en el Registro, las administradoras generales de fondos”, por “las que”.


- Incorporar la siguiente oración final: “Las administradoras generales de fondos se entenderán inscritas en el Registro de Administradoras de Carteras.”. 

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Los socios, directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de las administradoras generales de fondos y de las demás personas y entidades que se inscriban en el Registro de Administradoras de Carteras, deberán contar con la idoneidad y los conocimientos suficientes sobre gestión individual de recursos. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, establecerá los parámetros y estándares conforme a los cuales se presumirá que se cumple con tales requisitos de idoneidad y conocimientos, los que deberán distinguir las distintas funciones de los mandatarios.”. 

Incisos tercero y cuarto


Suprimirlos. 

Inciso final


Pasa a ser inciso tercero, con una enmienda consistente en intercalar, entre las palabras “Registro” y “deberán”, lo siguiente: “de Administradoras de Carteras”. 

Artículo 99


Intercalar, entre el guarismo “13” y el punto final (“.”), las palabras “de la presente ley”. 

Artículo 101


- Eliminar, en el inciso primero, la coma (“,”) que sucede a la palabra “cartera”. 


- Sustituir, en el inciso segundo, la voz “determine” por “determinará”; e intercalar, entre la palabra “administración” y el punto final (“.”), lo siguiente: “, mediante norma de carácter general”. 

Artículo 102


- Suprimir, en la segunda oración del inciso primero, la coma (“,”) que sucede a la expresión “cartera”; y sustituir las palabras “debe” y “haga” por “deberá” y “hagan”, respectivamente. 


- Eliminar, en el inciso segundo, la coma (“,”) que sucede a la expresión “mandatario”. 

Artículo 103


- Reemplazar, en las letras a) y b), el artículo inicial “el” por “El”.


- Reemplazar, en las letras c) y d), el artículo inicial “la” por “La”. 

ARTÍCULO SEGUNDO

Letra d)

Artículo 30

Inciso segundo


Intercalar, en la primera oración, entre “Superintendencia” y “y las sociedades securitizadoras”, lo siguiente: “de Valores y Seguros”; y sustituir, en la segunda oración, el artículo inicial “La” por “Dicha”, y suprimir las expresiones “de Valores y Seguros”. 

ARTÍCULO TERCERO

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 11, la expresión “ley Nº 18.815”, por la expresión “Ley sobre Administración de fondos de Terceros y Carteras Individuales.”. 

Número 5)


Reemplazar “B),” por “A)”. 
Número 6)

Número 7°


Sustituir el guarismo “7” por “7°”, las dos veces que aparece, e intercalar, en la tercera oración del inciso propuesto, entre el vocablo “Servicio” y la coma (“,”) que le sigue, lo siguiente: “de Impuestos Internos”. 

Número 7)

Artículo 104

Número 1.-

Letra c)


- Suprimir lo siguiente: “c.1) Tasa de interés fiscal.”.


- Reemplazar, en el inciso primero del literal c.1), que ha pasado a ser inciso segundo de la letra c), la palabra “literal” por “inciso”. 

Número 2.-

Letra a)


En la primera oración, reemplazar la frase “uno o varios decretos expedidos” por “decreto expedido”; suprimir la frase “, requisito este último que regirá durante el tiempo que cada uno de dichos decretos determine”; y, en la segunda oración, reemplazar las expresiones “mínimo plazo” por la palabra “menor”.

Letra b)


En la primera oración, eliminar la coma (“,”) que sucede a la expresión “continua”; y, en la parte final de la segunda oración, reemplazar la palabra “cuanto” por “la medida que”. 
Número 4.-

Inciso segundo


Reemplazar, en la primera oración, la frase “el requisito dispuesto en la letra b) del número 2 se entenderá cumplido”, por “los requisitos dispuestos en la letra b) del número 2.- se entenderán cumplidos”. 

Número 5.-

Inciso primero


- Intercalar, en la primera oración, entre el vocablo “Servicio” y la coma (“,”) que le sigue, lo siguiente: “de Impuestos Internos”; y entre las palabras “establezca” y “dicho Servicio”, la expresión “, asimismo,”.


- Sustituir, en la oración final, el vocablo “texto” por “cuerpo”.

Inciso tercero


En la segunda oración, agregar una coma (“,”) a continuación de la palabra “artículo”; y en la tercera oración, reemplazar los vocablos “de este” por “que se establece en el presente”. 

Inciso cuarto


Intercalar, entre “Servicio” y “podrá”, las palabras “de Impuestos Internos”, y reemplazar “Ley sobre impuesto a la Renta” por “presente ley”. 

Número 8)


Intercalar, entre el guarismo “106” y el punto seguido (“.”), la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5° transitorio y 9° transitorio de la presente ley”. 

Número 9)


Reemplazar la letra b) por la siguiente:


“b) Agrégase en el inciso primero del número 2) la siguiente oración final: “En ambos casos, para acogerse a lo dispuesto en este artículo, la política de inversiones de este tipo de fondos, contenida en su reglamento interno, deberá establecer la obligación por parte de la administradora de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos o distribuciones e intereses percibidos que provengan de los emisores de los valores en que el fondo haya invertido, durante el transcurso del ejercicio en el cual éstos hayan sido percibidos o dentro de los 180 días siguientes al cierre de dicho ejercicio, y hasta por el monto de los beneficios netos percibidos en el ejercicio, según dicho concepto está definido en la Ley sobre Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales, menos las amortizaciones de pasivos financieros que correspondan a dicho período y siempre que tales pasivos hayan sido contratados con a lo menos 6 meses de anterioridad a dichos pagos.”.


Intercalar la siguiente letra c), nueva:


“c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero de ese número 2), por los siguientes:


“Lo dispuesto en el inciso anterior no resultará aplicable a las enajenaciones y rescates, según corresponda, de cuotas de fondos de inversión que dejaren de dar cumplimiento al porcentaje de inversión o a la obligación de distribución contemplados en el reglamento interno respectivo por causas imputables a la administradora o, cuando no siendo imputables a la administradora, dichos incumplimientos no hubieran sido regularizados dentro de los tres meses siguientes de producidos. Se tendrá por incumplido el requisito de porcentaje de inversión, si las inversiones del fondo respectivo en acciones con presencia bursátil resultasen inferiores a un 90% por un período continuo o discontinuo de 30 o más días en un año calendario.


Las administradoras de los fondos deberán certificar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste lo requiera mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos establecidos en este numeral. La emisión de certificados maliciosamente falsos se sancionará conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario.”.”. 

Letra c)


Pasa a ser letra d), sin enmiendas.

Número 11)

Artículo 109


Agregar, en su encabezado, una coma (“,”) a continuación del vocablo “determinará”.

Número 1)


Reemplazar, en su letra b), las palabras “de ese fondo, el cual” por “del mismo, y”. 

Número 2)


Reemplazar, en su letra a), las palabras “el cual” por  la conjunción “y”, y la expresión “ser” por “estar”. 

ARTÍCULO CUARTO


Sustituir, en el encabezado de su inciso primero, el vocablo “Deróganse” por lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 3° transitorio, 5° transitorio y 7° transitorio de la presente ley, deróganse”. 

ARTÍCULO QUINTO

Artículo primero

Número 1.-

Párrafo segundo


- Reemplazar, en el numeral (i), el vocablo inicial “Su” por “Que su”.


- Agregar, en el numeral (ii), al inicio de la oración, la preposición “Que”.


- Agregar, en el numeral (iii), al inicio de la oración, la preposición “Que”.

Párrafo tercero


Eliminar la coma que sucede a la palabra “interno”.

Párrafo cuarto


- Reemplazar, en el numeral (i), el vocablo inicial “sean” por “Sean”.


- Reemplazar, en los numerales (ii), (iii), y (iv), el vocablo inicial “no” por “No”.

Párrafo quinto


Agregar en la letra (a), antes de la palabra “inmobiliarias”, la preposición “de”.

Párrafo sexto


- En el numeral (i), reemplazar el artículo inicial “el” por “El”, y las expresiones “cuarenta por ciento” por “40%”; y suprimir la frase “que realice el fondo de inversión”.


- En el numeral (ii), reemplazar el vocablo inicial “transcurrido” por “Transcurrido”, e intercalar, entre “está definido en” y “la ley N° 18.045”, las palabras “el artículo 98 de”.


- En el numeral (iii), reemplazar el vocablo inicial “ser” por “Ser”, e intercalar, entre “Superintendencia” y el punto final (“.”), lo siguiente: “de Valores y Seguros”. 
Número 2.-

Párrafo primero


Sustituir la frase “descritos en dicho numeral” por “que allí se describen”, y el vocablo “una” por “su”; y eliminar las palabras “de tales acciones”.

Párrafo segundo


- En el numeral (i), reemplazar el artículo inicial “las” por “Las”, y la expresión “cien” por “100”.


- En el numeral (ii), reemplazar el artículo inicial “la” por “La”, y la expresión “doce” por “12”.


- En el numeral (iii), reemplazar el artículo inicial “el” por “El”.


Incorporar el siguiente artículo séptimo, nuevo:


“Artículo séptimo.- Reemplázase, en el artículo 3° de la ley      N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos, la expresión “administradoras de fondos de inversión”, por la frase “sociedades que administren fondos de inversión privados”.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio


Intercalar, en la parte final del inciso primero, entre las comillas (“) y las palabras “Depósito de Reglamentos Internos”, lo siguiente: “Registro Público de”. 

Artículo 2° transitorio


Suprimir la voz “sociedades” y sustituir la palabra “sexto” por “1° transitorio”. 

Artículo 3° transitorio

Inciso primero


En la primera oración, intercalar, entre “Superintendencia de” y “los fondos”, lo siguiente: “Valores y Seguros en relación con”; y sustituir las palabras “la Superintendencia”, la segunda vez que aparecen, por “dicho órgano”. 

Inciso segundo


Reemplazar el vocablo inicial “En” por la siguiente frase: “Sin perjuicio de la derogación establecida en el artículo cuarto de la presente ley, en”; eliminar la frase “cuyo plazo para su cumplimiento comenzó a regir desde la fecha en que la administradora estuvo en condiciones de comercializar las cuotas del fondo respectivo, o a partir del funcionamiento de ese fondo según corresponda, y”; e intercalar, entre las comillas (“) y las palabras “Depósito de Reglamentos Internos”, lo siguiente: “Registro Público de”.

Inciso tercero


Reemplazar el vocablo inicial “Mientras” por la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cuarto de la presente ley, mientras”; eliminar la frase “cuyo plazo para su cumplimiento comenzó a regir desde la fecha en que la Superintendencia aprobó el reglamento interno del fondo respectivo, o a partir del funcionamiento de ese fondo según corresponda, y”; e intercalar, entre las comillas (“) y las palabras “Depósito de Reglamentos Internos”, lo siguiente: “Registro Público de”. 

Artículo 4° transitorio


Intercalar, en la primera oración, entre “Superintendencia” y “en el registro”, lo siguiente: “de Valores y Seguros”. 

Artículo 5° transitorio


- En la primera oración, reemplazar el artículo inicial “Los” por la siguiente frase: “Sin perjuicio de la derogación establecida en los artículos tercero, número 8), y cuarto de la presente ley, los”; suprimir la frase “derogada en el artículo cuarto de la presente ley,”; y sustituir el artículo “la” que sucede a “artículo 15 de”, por la expresión “dicha”.


- En la segunda oración, sustituir el vocablo “dicha” por “el Título II de la referida”; y eliminar la frase “, que también es derogado por la presente ley”. 

Artículo 6° transitorio


Intercalar, en la primera oración, entre “artículo quinto” y el punto seguido (“.”), las palabras “de la presente ley”.  

Artículo 7° transitorio

Inciso primero


Sustituir las palabras “la presente”, la segunda vez que aparecen, por el vocablo “esta”; y suprimir, en su parte final, las palabras “de la presente ley”, la tercera vez que aparecen. 

Inciso segundo


Incorporar, antes de la letra a), el siguiente encabezado: “Con todo, deberán observarse las siguientes reglas especiales:”.

Letra a)


Reemplazar el artículo inicial “Los”, por la siguiente frase: “Sin perjuicio de la derogación establecida en el artículo cuarto de la presente ley, los”; suprimir la frase “que la presente ley deroga,”; y sustituir la palabra “declare” por “declaren”.

Numeral i)


- En la primera oración, reemplazar el artículo inicial “el” por “El”, y las expresiones “el artículo” por “los artículos”; sustituir el vocablo “del” que sucede a “saldo”, la segunda vez que aparece, por “de las cantidades anotadas, de forma separada, en dicho”; eliminar la expresión “No”; e intercalar, entre “terceros” y el punto seguido (“.”), la siguiente frase: “, de conformidad con lo establecido en el artículo 14, letra A), número 3° de la Ley sobre Impuesto a la Renta”.


- En la tercera oración, reemplazar las expresiones “Dichas cantidades,”, por lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cuarto de la presente ley, dichas cantidades”; agregar una coma (“,”) a continuación de “afectarán”; sustituir las locuciones “en el”, a continuación de “imputándose”, por “al”, y los vocablos “Tributable o no Tributables”, por la frase “Tributables o a las cantidades correspondientes a ingresos no constitutivos de renta y rentas exentas anotadas en dicho registro”; y reemplazar la frase “, luego en el Fondo de Utilidades No Tributables” por “que sean gravadas con los impuestos global complementario o adicional, luego aquellas anotadas separadamente en él y que correspondan a ingresos no constitutivos de renta y rentas exentas”. 


- En la cuarta oración, agregar una coma a continuación de “Chile”; y reemplazar la voz “dichos”, la segunda vez que aparece, por “los”. 

Numeral ii)


- En la primera oración, sustituir el artículo inicial “el”, por “El”.


- En la segunda oración, reemplazar el artículo inicial “La”, por lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cuarto de la presente ley, la”. 

Letra b)


- Intercalar, en la primera oración, entre “inciso primero” y la coma (“,”) que le sigue, las palabras “del presente artículo”.


- En la segunda oración, reemplazar la palabra “declare” por “declaren”. 

Letra c)


Agregar la preposición “que” antes de la palabra “conforme”, y una coma (“,”) a continuación de “deberán”; y eliminar la voz “mismo”. 

Letra d)


En su encabezado, reemplazar el artículo inicial “Los”, por lo siguiente: “Sin perjuicio de la derogación establecida en el artículo cuarto de la presente ley, los”; eliminar la frase “, que la presente ley deroga,”; e intercalar, entre “inciso primero” y la coma (“,”) que le sigue, las palabras “del presente artículo”; y reemplazar la palabra “declare” por “declaren”. 

Número i)


- En la primera oración, reemplazar el artículo inicial “el” por “El”, las palabras “establecido por el”, por “del”, y las voces “el artículo” por “los artículos”.


- En la segunda oración, eliminar la coma (“,”) que sucede a “cantidades”, y agregar una coma (“,”) a continuación de “afectarán”. 

Número ii)


Reemplazar, en la primera oración, el artículo inicial “el” por “El”, y eliminar la coma (“,”) que sucede a “ellos”.

Número iii)


Intercalar, entre el vocablo “señalado” y la coma (“,”) que le sigue, lo siguiente: “en el numeral i) precedente”.

Artículo 8° transitorio


En el inciso primero, reemplazar el artículo inicial “Los”, por lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 7) del artículo tercero de la presente ley, los”; suprimir la frase “,que por el artículo tercero de la presente ley es reemplazado,” y el vocablo “nuevo”, la primera vez que aparece; agregar a continuación del número “104”, la segunda vez que aparece, las palabras “que lo reemplaza,”; sustituir la palabra “nuevo”, la segunda vez que aparece, por “precitado”; y suprimir el guarismo “104”, la tercera vez que aparece. 
Artículo 9° transitorio

Letra A)

Párrafo segundo


Suprimir el artículo “el” que antecede a la palabra “caso”, y sustituir “fue” por “fuera”.

Párrafo final


Intercalar, entre las palabras “Servicio” y “podrá”, las expresiones “de Impuestos Internos”; y eliminar la coma (“,”) que sucede al vocablo “caso”. 

Letra B)


Sustituirla por la siguiente:


“B) Sin perjuicio de la derogación establecida en el número 8) del artículo tercero de la presente ley, los inversionistas institucionales que hayan adquirido valores a que se refiere el artículo 107 de la Ley sobre Impuesto a la Renta con anterioridad a la fecha de vigencia del artículo tercero de la presente ley, podrán gozar en la posterior enajenación de esos valores, de la exención establecida en el artículo 106 de dicho cuerpo legal, con tal que durante su operación en el país y al momento de la adquisición y enajenación de dichos valores cumplan con los requisitos establecidos en el referido artículo 106.”. 


Incorporar el siguiente artículo 10 transitorio, nuevo:


“Artículo 10 transitorio.- Las administradoras de fondos de inversión privados constituidos al amparo de la ley N° 18.815, deberán ajustar los reglamentos internos de dichos fondos dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Dentro del mismo plazo, dichos fondos deberán adecuarse a las disposiciones establecidas en el Capítulo V del artículo primero de la presente ley, debiendo cumplir con las obligaciones administrativas y tributarias establecidas para ellos y sus administradoras.


Transcurrido el plazo de un año desde la entrada en vigencia de la presente ley, sin que la administradora haya realizado las adecuaciones a que se refiere el inciso precedente, el fondo de inversión privado será considerado sociedad anónima y sus aportantes accionistas de la misma para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los beneficios y utilidades que obtengan a contar del ejercicio comercial en que hubiere caducado el señalado plazo, tributando el respectivo fondo de inversión privado, en consecuencia, en la misma forma y oportunidad que establece la ley respecto de esas sociedades. Para estos efectos, deberá, además, dar cumplimiento a lo dispuesto en las letras a), b), y c) del artículo 7° transitorio de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, los límites indicados en los artículos 91 y 92 del artículo primero de la presente ley no se aplicarán respecto de aquellos fondos de inversión privados que a la fecha de publicación de la misma, hayan recibido aportes por parte de la Corporación de Fomento de la Producción, en la medida que esa inversión se haya realizado de conformidad a las políticas de inversión definidas por esa Corporación.”. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto, el que es aprobado por 21 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 6°, 11, 22 letras e), g), h) e i), 23, 42, 43, 57, 58, 59, 85 y 91, todas disposiciones contenidas en el artículo primero; las letras b), c) y d) del artículo cuarto, y los numerales (i) y (ii) del párrafo sexto del numeral 1 del artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, sustituido por el artículo quinto del proyecto.


Votan a favor, los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Lagos, Novoa, Sabag y García.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Allende y señor Larraín Peña.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra -debidamente autorizado- el señor Subsecretario de Hacienda.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Apruébase la siguiente ley que regula la administración de fondos de terceros y carteras individuales:

TÍTULO I

DE LA GESTIÓN DE LOS FONDOS

Capítulo I

Definiciones, alcance y fiscalización


Artículo 1°.- Definiciones. Para efectos de la presente ley, debe entenderse por:


a) Administradora: sociedad anónima que de conformidad a lo dispuesto por esta ley, es responsable por la administración de los recursos del fondo por cuenta y riesgo de los aportantes.


b) Fondo: patrimonio de afectación integrado por aportes realizados por partícipes destinados exclusivamente para su inversión en los valores y bienes que esta ley permita,  cuya administración es de responsabilidad de una administradora.


c) Fondo no rescatable: aquel fondo que no permite a los aportantes el rescate total y permanente de sus cuotas, o que, permitiéndolo, paga a sus aportantes las cuotas rescatadas en un plazo igual o superior a 180 días.


d) Integrantes de una misma familia: quienes mantengan entre sí una relación de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad y las entidades controladas, directa o indirectamente, por cada una de esas personas.


e) Inversionista Calificado: aquel a que se refiere la letra f) del artículo 4° bis de la ley N° 18.045.


f) Inversionista Institucional: aquel a que se refiere la letra e) del artículo 4° bis de la ley N° 18.045.


g) Normas de Carácter General: instrucciones de general aplicación dictadas por la Superintendencia para normar aquellas materias que esta ley dispone queden contenidas en esos actos administrativos o que ésta determine como tales.


h) Partícipe o aportante: personas y entidades que, mediante sus aportes al fondo, mantienen inversiones en éste.


i) Reglamento: el decreto supremo del Ministerio de Hacienda emitido para efectos de normar aquellas materias que esta ley dispone queden contenidas en él.


j) Reglamento interno del fondo: conjunto ordenado de reglas y normas que establece los derechos, obligaciones y políticas respecto de la administradora, el fondo y los partícipes del mismo.


k) Superintendencia: Superintendencia de Valores y Seguros.


l) Personas relacionadas: aquellas definidas en el artículo 100 de la ley N° 18.045.


m) Acuerdo de actuación conjunta: aquel definido en el artículo 98 de la ley Nº 18.045.


Artículo 2°.- Normativa aplicable y fiscalización de la Superintendencia. Los fondos y sus administradoras serán fiscalizados por la Superintendencia y se regirán por las disposiciones de esta ley, las del Reglamento y, en subsidio, por las que establezcan sus respectivos reglamentos internos.


La Superintendencia tendrá, para esos efectos, todas las facultades que le confiere su ley orgánica y podrá examinar sin restricción alguna todos los libros, carteras y documentos mantenidos por la administradora y solicitar todos los datos y antecedentes que le permitan imponerse del estado y solvencia de la administradora, del desarrollo de la gestión de recursos efectuada por ésta y del estado de las inversiones del fondo, pudiendo ordenar las medidas que fueren necesarias para corregir las deficiencias que encontrare.


No les serán aplicables las disposiciones de esta ley a aquellos fondos regulados por leyes especiales.

Capítulo II

De la Administradora

§ 1. De la Constitución, remuneración y patrimonio


Artículo 3°.- Sociedades administradoras. Las administradoras deberán constituirse como sociedades anónimas especiales, cuyo objeto exclusivo será la administración de recursos de terceros. Sin perjuicio de lo anterior, las administradoras podrán realizar las demás actividades complementarias a su giro que les autorice la Superintendencia.


Artículo 4°.- Reglas especiales para las administradoras. Las administradoras estarán sujetas a las siguientes reglas especiales:


a) Se forman, existen y prueban de conformidad a lo establecido en el artículo 126 de la ley N° 18.046, siéndoles aplicables los artículos 127, 128 y 129 de la misma ley.


b) Deberán incluir en su nombre la expresión “Administradora General de Fondos”.


c) Deberán mantener permanentemente un patrimonio no inferior al equivalente a 10.000 unidades de fomento, el que deberán acreditar y calcular en la forma que determine la Superintendencia.


d) Sólo podrán iniciar sus funciones una vez que hayan acreditado a satisfacción de la Superintendencia que cumplen los requisitos legales y que cuentan con las políticas, procedimientos y controles que ésta requiera, mediante norma de carácter general, para resguardar adecuadamente los intereses de los partícipes y recursos de los fondos.


e) Transcurrido un año contado desde su autorización de existencia, la administradora deberá tener, al menos, un fondo que cumpla las condiciones relativas al patrimonio y número de partícipes establecidas en el artículo 5° siguiente, debiendo mantener permanentemente tal condición. En caso contrario, la administradora deberá disolverse, procediéndose a su liquidación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la presente ley. El directorio de la administradora deberá comunicar este hecho a la Superintendencia dentro de los cinco días hábiles siguientes de su ocurrencia. Adicionalmente, el directorio deberá realizar las gestiones pertinentes para que se tome nota de esta circunstancia al margen de la inscripción de la sociedad y se informe mediante publicación,  por una sola vez, en el Diario Oficial.


Se reserva el uso de la expresión “Administradora General de Fondos”, a aquellas sociedades a que se refiere este capítulo. En consecuencia, ninguna entidad que no se hubiere constituido o transformado en una entidad de este tipo conforme a las disposiciones de esta ley como Administradora General de Fondos, podrá arrogarse la calidad de tal, o utilizar este nombre en su razón social.


Artículo 5°.- Patrimonio mínimo y número mínimo de partícipes de los fondos. Transcurrido un año contado desde la fecha en que la administradora haya depositado el reglamento interno del fondo, éste deberá contar permanentemente con un patrimonio no menor al equivalente a 10.000 unidades de fomento y tener, a lo menos, 50 partícipes, salvo que entre éstos hubiere un inversionista institucional, en cuyo caso no regirá ese número mínimo de partícipes. 


Cumplido el plazo señalado en el inciso anterior, si el monto del patrimonio o el número de partícipes fuere inferior al mínimo exigido, la administradora deberá comunicar este hecho a la Superintendencia al día hábil siguiente de su ocurrencia. La Superintendencia, mediante resolución fundada, podrá otorgar a la administradora un plazo máximo de un año para que cumpla con el patrimonio mínimo requerido o el número mínimo de partícipes indicado, según sea el caso. Si en dicho plazo no se regularizare esta situación, la Superintendencia ordenará sin más trámite que se proceda con la liquidación del fondo. Si la administradora no contare a esa fecha con la administración de otros fondos, ésta se disolverá de conformidad al procedimiento establecido en la letra e) del artículo 4° anterior.


Artículo 6°.- Porcentaje máximo de cuotas por aportante. Después de transcurrido un año contado desde la fecha en que la administradora pueda comercializar las cuotas del fondo de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente, ningún aportante que no sea inversionista institucional podrá poseer, directa o indirectamente, cuotas representativas de más de un 35% del patrimonio total del fondo, ya sea en forma individual o en conjunto con sus personas relacionadas o con quienes mantenga un acuerdo de actuación conjunta. Para el cálculo de dicho porcentaje, no deberán considerarse aquellas cuotas en las cuales personas relacionadas al aportante aparezcan como titulares en el Registro de Aportantes sin ser éstas sus beneficiarios, sea que actúan en calidad de mandatarios o custodios, y siempre que hayan recibido instrucciones específicas de los beneficiarios o mandantes para ejercer el derecho a voto de esas cuotas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 179 de la ley N° 18.045.


La administradora velará porque el citado porcentaje máximo no sea excedido por colocaciones de cuotas efectuadas por su cuenta y por los agentes indicados en el artículo 41 de la presente ley. Si así ocurriera, la Superintendencia establecerá los plazos para que las personas que excedan dichos porcentajes procedan a la enajenación de sus cuotas, hasta por aquella parte que permita el cumplimiento del mismo, sin perjuicio de las sanciones que al efecto pueda aplicar. Las administradoras no podrán aceptar solicitudes de traspasos que den lugar a excesos sobre dicho porcentaje.


Las cuotas mantenidas en exceso por sobre este porcentaje máximo no tendrán derecho a voto en las Asambleas de Aportantes, ni serán consideradas para los efectos de los quórum de constitución y adopción de acuerdos. En caso de que exista un acuerdo de actuación conjunta, el voto de cada una de las partes de dicho acuerdo se rebajará proporcionalmente, salvo que éstas acordaren distribuir el voto de manera distinta hasta alcanzar dicho porcentaje máximo.


Artículo 7°.- Depósito del reglamento interno y comercialización del fondo. La administradora dispondrá de un plazo máximo de 180 días contados desde el depósito del reglamento interno respectivo, para iniciar la comercialización del fondo. Si así no ocurriese, la Superintendencia eliminará el reglamento del registro al que se refiere el artículo 46 de esta ley.


Artículo 8°.- Idoneidad de los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la administradora y demás personas que se indican. Los directores y gerentes de la administradora, así como los trabajadores que realicen funciones de relevancia en la comercialización de las cuotas de fondos, en el proceso de elección o toma de decisiones de inversión para fondos, en la realización de operaciones de fondos y gestión de riesgos en la administradora, deberán cumplir los requisitos de idoneidad y conocimientos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general, la que establecerá los medios, forma y condiciones en que tales personas deberán acreditarlos.


Artículo 9°.- Remuneración de la administradora. Por la gestión del fondo, la administradora podrá cobrar a éste aquella remuneración que establezca el reglamento interno del mismo.


La administradora podrá cobrar su remuneración directamente al fondo o a los partícipes. La remuneración que se cobre directamente a los partícipes se denominará comisión y sólo podrá cobrarse al momento de efectuar la inversión o el rescate de la misma, sobre el monto aportado o rescatado, indistintamente. La remuneración podrá ser diferente para los partícipes de distintas series, en su caso, en los términos y condiciones que establezca el Reglamento. En los casos y forma que  establezca el reglamento interno del fondo, la remuneración, o parte de ella, podrá ser aportada al fondo por la administradora, en cuyo caso dicha remuneración pasará a formar parte del patrimonio de aquél, sin incrementar el número de cuotas del mismo. La remuneración aportada al fondo no constituirá renta para la administradora, para ningún efecto legal ni tributario.


Todo beneficio que reciba la administradora producto de la inversión de los activos del fondo deberá ser enterado a éste.


Artículo 10.- Incumplimiento del patrimonio mínimo de la administradora. Si por cualquiera causa la administradora tuviere una pérdida o variación patrimonial que afectare el cumplimiento de patrimonio mínimo requerido en la letra c) del artículo 4° de esta ley, deberá informar de este hecho a la Superintendencia al día siguiente hábil de producido, y estará obligada a restablecer los déficit dentro del plazo que ésta le fije, el cual no podrá ser superior a 90 días, prorrogables por una sola vez por igual término. Si en dicho plazo no se regularizare esta situación, la Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de la administradora en cuestión.


Artículo 11.- Filiales de Bancos. Las administradoras que sean filiales de bancos no podrán invertir en aquellos activos que establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de manera conjunta con la Superintendencia.

§2. De la Garantía


Artículo 12.- Garantía Mínima. Las administradoras deberán constituir una garantía en beneficio de cada fondo para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones por la administración del mismo. Dicha garantía deberá constituirse a más tardar el mismo día en que se deposite el reglamento interno del fondo respectivo, y ser mantenida hasta la total extinción de éste. La garantía será por un monto inicial equivalente a  10.000 unidades de fomento y podrá constituirse en dinero efectivo, boleta bancaria o pólizas de seguro, siempre que el pago de estas dos últimas no esté sujeto a condición alguna distinta que la mera ocurrencia del hecho o siniestro respectivo. En caso que no se constituyere la garantía o no se mantuviere permanentemente vigente, la administradora y sus directores responderán solidariamente de los perjuicios que este incumplimiento causare a los partícipes.


Artículo 13.- Actualización anual de la garantía. El monto de la garantía deberá actualizarse anualmente para cada fondo, de manera que dicho monto sea siempre, a lo menos, equivalente al mayor valor entre: 


i) 10.000 unidades de fomento;


ii) El 1% del patrimonio promedio diario del fondo, correspondiente al trimestre calendario anterior a la fecha de su actualización, o


iii) Aquel porcentaje del patrimonio diario del fondo, correspondiente al trimestre calendario anterior a la fecha de su actualización, que determine la Superintendencia en función de la calidad de la gestión de riesgos que posea la administradora en cuestión. La calidad de la gestión de riesgos será medida según una metodología estándar que considerará los riesgos de los activos y riesgos operacionales, entre otros. Dicha metodología y demás parámetros serán fijados en el Reglamento.


Con todo, el porcentaje que establezca la Superintendencia no podrá ser superior al 5% del patrimonio promedio diario del fondo, correspondiente al trimestre calendario anterior a la fecha de su actualización.


La Superintendencia, mediante una norma de carácter general, determinará la forma de cálculo del patrimonio promedio diario del fondo.


Artículo 14.- Representante de los beneficiarios de la garantía. Las administradoras deberán designar a un banco como representante de los beneficiarios de la garantía a que se refiere este Párrafo. 


Si la garantía consistiere en depósitos de dinero, la entrega del dinero se hará al representante de los beneficiarios.


Si la garantía consistiere en boleta bancaria o póliza de seguros, el representante de los beneficiarios será el tenedor de los documentos justificativos de la misma. El banco o compañía de seguros otorgante, deberá pagar el valor exigido por tal representante a su simple requerimiento y hasta su monto garantizado.


No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, y sin que sea necesario acreditarlo a las entidades otorgantes, el representante de los beneficiarios de boletas de garantía, para hacerlas efectivas, deberá ser notificado judicialmente del hecho de haberse interpuesto demanda en contra de la administradora caucionada. El dinero proveniente de la realización de la boleta bancaria quedará en prenda de pleno derecho en sustitución de esa garantía, manteniéndose en depósitos reajustables por el representante hasta que cese la obligación de mantener la garantía.

§3. Del Deber de Cuidado


Artículo 15.- Responsabilidad de la administradora. La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Artículo 16.- Contratación de Servicios Externos. Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el reglamento interno del fondo deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalar si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo de que se trate y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Con todo, cuando dicha contratación consista en la administración de cartera de todo o parte de los recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán siempre de cargo de la administradora.


Artículo 17.- Culpa leve y pago de indemnizaciones. La administradora, sus directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, deberán efectuar todas las gestiones que sean necesarias, con el cuidado y la diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios, para cautelar la obtención de los objetivos establecidos en el reglamento interno del fondo, en términos de la rentabilidad y seguridad de sus inversiones. La administración de cada fondo debe realizarse atendiendo exclusivamente a la mejor conveniencia de éste y a que todas y cada una de las operaciones de adquisición y enajenación de activos que efectúe por cuenta del mismo, se hagan en el mejor interés del fondo.


La administradora podrá demandar a las personas que le hubieran ocasionado perjuicios al fondo, por los daños causados a éste, en juicio sumario. El mecanismo, forma y plazo por el cual dichas indemnizaciones serán enteradas al fondo o traspasadas a sus partícipes deberá estar establecido en el reglamento interno de cada fondo.


La administradora estará obligada a indemnizar al fondo o a los partícipes por los daños y perjuicios que ella o cualesquiera de sus dependientes o personas que le presten servicios le causaren al fondo, como consecuencia de la ejecución u omisión, según corresponda, de cualesquiera de las actuaciones prohibidas a que se refieren los artículos 22 y 23 de la presente ley. Las personas antes mencionadas que hubieran participado en tales actuaciones serán solidariamente responsables del reembolso, que incluirá el daño emergente y el lucro cesante.


Artículo 18.- Obligación de informar. La administradora deberá informar en forma veraz, suficiente y oportuna a los partícipes de los fondos y al público en general, sobre las características de los fondos que administra, y de las series de cuotas en su caso, y sobre cualquier hecho o información esencial relacionada con la administradora o los fondos que administra, a que se refieren los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.045. La información mínima que deberá ser difundida y la forma de comunicación que se deberá utilizar, será determinada por la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Artículo 19.- Revocación por infracciones graves. La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de la administradora en los casos de infracción grave a las normas legales que rijan a los fondos y sus administradoras, o cuando de las investigaciones que se practiquen resulte que la administración se ha llevado en forma fraudulenta o manifiestamente negligente.


Artículo 20.- Obligaciones de directores de la administradora. Los directores de la administradora, sin perjuicio de las obligaciones señaladas en la ley N° 18.046, estarán obligados a velar porque:


a) La administradora cumpla con lo dispuesto en el reglamento interno de cada fondo.


b) La información para los aportantes sea veraz,  suficiente y oportuna.


c) Las inversiones, valorizaciones u operaciones de los fondos se realicen de acuerdo con esta ley, su Reglamento, las normas que dicte la Superintendencia y lo dispuesto en el reglamento interno.


d) Los partícipes de un mismo fondo, o de una misma serie, en su caso, reciban un trato no discriminatorio.


e) Las operaciones y transacciones que se efectúen, sean sólo en el mejor interés del fondo de que se trate y en beneficio exclusivo de los partícipes del mismo.


Para dar cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, en las sesiones ordinarias de directorio, los directores deberán velar por el debido tratamiento de las materias antes descritas, debiendo dejar constancia de los acuerdos adoptados.


Artículo 21.- Auditores externos de la administradora y del fondo. Las empresas de auditoría externa de las administradoras, en su informe anual, deberán pronunciarse acerca de los mecanismos de control interno que éstas se impongan para velar por el fiel cumplimiento de la ley, así como también sobre los sistemas de información y archivo para registrar el origen, destino y oportunidad de las transacciones que se efectúen con los recursos de cada fondo.


Del mismo modo, en su informe anual, las empresas de auditoría externa del fondo deberán pronunciarse sobre el cumplimiento de las políticas y normas contenidas en el reglamento interno del fondo.

§4. De las Prohibiciones


Artículo 22.- Prohibiciones. Sin perjuicio de las demás prohibiciones contenidas en otras leyes, son contrarias a la presente ley las siguientes actuaciones u omisiones efectuadas por las administradoras y, según corresponda en cada caso, por las personas que participen en las decisiones de inversión del fondo o que en razón de su cargo o posición, tengan acceso a información de las inversiones del fondo:


a) Las operaciones realizadas con los bienes del fondo para obtener beneficios indebidos, directos o indirectos.


b) El cobro de cualquier servicio al fondo, no autorizado por ley o los reglamentos internos, o en plazos y condiciones distintas a las que en ellos se establezca.


c) El cobro al fondo de cualquier servicio prestado por personas relacionadas con la administradora del mismo, salvo que ello esté expresamente autorizado con un límite anual por el reglamento interno del fondo y que dicho cobro se efectúe en condiciones de mercado.


d) La comunicación de información relevante relativa a la adquisición, enajenación o mantención de activos por cuenta del fondo, a personas distintas de aquellas que estrictamente deban participar en las operaciones respectivas.


e) La adquisición de activos que haga la administradora para sí, dentro de los 5 días siguientes a la enajenación de éstos, efectuada por ella por cuenta del fondo, si el precio de compra es inferior al existente antes de dicha enajenación. Tratándose de activos de baja liquidez, este plazo será de 60 días.


f) La enajenación de activos propios que haga la administradora dentro de los 5 días siguientes a la adquisición de éstos por cuenta del fondo, si el precio de venta es superior al existente antes de dicha adquisición. Tratándose de activos de baja liquidez, este plazo será de 60 días.


g) La adquisición o enajenación de bienes por cuenta del fondo en que actúe para sí como vendedor o comprador la administradora o un fondo privado, de los del capítulo V de esta ley, bajo su administración o de una sociedad relacionada a ella.


h) La adquisición o enajenación de bienes por cuenta del fondo a personas relacionadas con la administradora o a fondos administrados por ella o por sociedades relacionadas, salvo que se trate de las excepciones a las que se refiere el artículo siguiente.


i) Las enajenaciones o adquisiciones de activos que efectúe la administradora, si resultaren ser más ventajosas para ésta que las respectivas enajenaciones o adquisiciones de éstos, efectuadas en el mismo día, por cuenta del fondo. Lo anterior, salvo que se entregara al fondo, dentro de los dos días siguientes al de la operación, la diferencia de precio correspondiente.


Para los efectos de las operaciones a que se refiere este artículo, se entenderá por activos todos aquéllos que sean de la misma especie, clase, tipo, serie y emisor.


Se entenderá por activos de baja liquidez aquellos que no se transen frecuentemente y en volúmenes significativos en los mercados secundarios formales, de conformidad a lo determinado por la Superintendencia mediante norma de carácter general.


No obstante las sanciones administrativas, civiles y penales que correspondan y el derecho a reclamar perjuicios, los actos o contratos realizados en contravención a las prohibiciones anteriormente señaladas no verán afectada su validez.


Artículo 23.- Prohibiciones adicionales. Las administradoras, sus directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales y demás personas relacionadas, no podrán adquirir, enajenar o gravar directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, instrumentos, bienes o contratos de propiedad de los fondos que administren, ni enajenar o gravar los suyos a éstos. Tampoco podrán dar en préstamo dinero u otorgar garantías a favor de dichos fondos y viceversa. Se exceptuarán de esta prohibición y de la establecida en la letra h) del artículo anterior, aquellas adquisiciones y enajenaciones que se realicen sobre los activos en la forma y condiciones determinadas por la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Las transacciones de cuotas del fondo que efectúen las personas mencionadas en el inciso anterior, deberán informarse a la Superintendencia en la forma y plazos que ésta determine mediante norma de carácter general. No se considerará, para efectos de este inciso, como persona relacionada al custodio cuando actúe por cuenta de terceros.

§5. De la Disolución de la Administradora y Liquidación de los Fondos


Artículo 24.- Disolución y liquidación de la administradora. En caso que la administradora sea disuelta, por revocación de la autorización de existencia o por cualquiera otra causa, se procederá con su liquidación. Ésta será llevada a cabo por quien determine la junta de accionistas de la misma, que para estos efectos deberá celebrarse dentro de un plazo de 60 días contado desde la disolución. En caso de no realizarse la junta, o en caso que la revocación de la autorización de existencia hubiere sido determinada por alguna de las causales señaladas en el artículo 19 de esta ley, la liquidación será encomendada a la Superintendencia, la cual podrá delegar esta función en un tercero, en las condiciones que ésta determine.


Artículo 25.- Procedimiento concursal de liquidación de la administradora. Dictada la resolución de liquidación de la administradora, en los términos establecidos en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, la Superintendencia, o quien ésta designe, actuará como liquidador  con todas las facultades necesarias para la adecuada realización de los bienes de la administradora.


Artículo 26.- Destino de los fondos cuya administradora se disuelva o se liquide. Respecto de los fondos administrados por la administradora disuelta, o una vez dictada la resolución de liquidación, se procederá de acuerdo a lo siguiente:


a) En caso de fondos que de conformidad a esta ley deban tener Asamblea de Aportantes, ésta deberá ser convocada al efecto por el Comité de Vigilancia, dentro de los 10 días siguientes de producida la disolución o dictada la resolución de liquidación de la administradora. Dicha asamblea deberá escoger a otra administradora y encomendarle la administración del fondo, o bien encomendar su liquidación a la Superintendencia, o a un tercero. En caso de no realizarse la Asamblea de Aportantes o en caso que esa asamblea así lo determine, la liquidación del fondo será encomendada a la Superintendencia, que podrá delegar esta función en un tercero, en las condiciones que determine.


b) En caso de fondos que de conformidad a esta ley no deban tener Asamblea de Aportantes, la Superintendencia será la encargada de su liquidación, y podrá delegar esta función en un tercero, en las condiciones que determine. La Superintendencia, en interés de los partícipes del fondo, podrá traspasar la administración de éste a otra administradora, en vez de proceder con su liquidación.


c) Para la liquidación de los fondos, la Superintendencia estará investida con todas las facultades necesarias para la adecuada realización de los bienes del fondo.


La liquidación de los fondos en casos distintos a la disolución o procedimiento concursal de liquidación de la administradora, deberá llevarse a cabo de acuerdo a lo establecido en el reglamento interno del fondo que se está liquidando.


Artículo 27.- Costos de la liquidación. Los costos asociados a la liquidación de un fondo serán de cargo del fondo que se liquida. Si es una administradora la que se disuelve, los costos asociados a dicho proceso serán de cargo de la propia administradora.

Capítulo III

De los Fondos

§1. De la Denominación


Artículo 28.- Los Fondos Mutuos. Los fondos que permitan el rescate total y permanente de las cuotas, y que las paguen en un plazo inferior o igual a 10 días, se denominarán “Fondos Mutuos”, y deberán incluir en su nombre y publicidad, la expresión “Fondo Mutuo”.


Para estos efectos, no se considerarán las restricciones que puedan establecerse en el reglamento interno del fondo para los rescates que se realicen diariamente por montos significativos que cumplan las condiciones que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Artículo 29.- Los Fondos de Inversión. Los fondos que no sean Fondos Mutuos de acuerdo con lo definido en el artículo anterior, se denominarán “Fondos de Inversión” y deberán incluir en su nombre y publicidad, la expresión “Fondo de Inversión”. 


Artículo 30.- Nombres que induzcan a error. Los nombres de los fondos no podrán contener palabras o expresiones que puedan inducir a error o equívoco del público, respecto de su naturaleza, características y rentabilidad.

§2. De los Aportes y los Rescates


Artículo 31.- Calidad de aportante. La calidad de aportante se adquiere al momento en que el aporte quede a libre disposición de la administradora, por cuenta del fondo respectivo y, específicamente:


a) Si el aporte fuere dinero efectivo o vale vista bancario, en moneda nacional o extranjera, al momento de recibirlo la administradora.


b) Si el aporte fuese pagado mediante un cheque, en moneda nacional o extranjera, al momento en que se perciba el aporte del banco librado. 


c) Si se tratare de transacciones en el mercado secundario, cuando se curse el traspaso correspondiente.


d) Tratándose de otro tipo de aportes, al momento y en la forma que establezca el Reglamento.


Artículo 32.- Pago del aporte. Los aportes al fondo podrán ser efectuados en dinero efectivo, moneda extranjera, vale vista bancario, cheque o en aquellos instrumentos, bienes y contratos que autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general, en la medida que así lo permita el reglamento interno del fondo. Los aportes que efectúe la administradora a nombre propio y los de sus personas relacionadas, sólo podrán efectuarse en dinero efectivo o moneda extranjera.


Tratándose de aportes que no sean en dinero efectivo, deberán ser convertidos en cuotas a precios que no perjudiquen el mejor interés del fondo, de conformidad a las normas que al efecto pueda establecer la Superintendencia.


Artículo 33.- Las cuotas del fondo. Los aportes quedarán expresados en cuotas del fondo, pudiendo existir distintas series de éstas para un mismo fondo, lo que deberá establecerse en el reglamento interno respectivo, bajo las condiciones que establezca la Superintendencia.


Las cuotas de un fondo, o de la serie en su caso, deberán tener igual valor y características, y su cesión se regirá por las formalidades y procedimientos que establezca el Reglamento. Las cuotas de una serie de un fondo podrán ser canjeadas por cuotas de otra serie del mismo fondo, proceso que deberá regirse por las normas que al respecto se establezcan en el Reglamento.


Artículo 34.- El Registro de Aportantes. La administradora será responsable por la custodia y mantención de un Registro de Aportantes, el que cumplirá con  los términos y condiciones establecidos mediante norma de carácter general de la Superintendencia. En dicho Registro, que acreditará la titularidad de las cuotas del fondo respectivo, deberá constar el número de cuotas del que cada aportante es titular y la forma y oportunidad de su ingreso y salida del fondo, o de la serie en su caso. 


Artículo 35.- Precio de colocación de las cuotas. En caso de colocaciones de cuotas efectuadas fuera de los sistemas de negociación bursátil autorizados por la Superintendencia, el precio de colocación será el valor cuota, definido por el Reglamento. En caso de colocaciones en los sistemas de negociación bursátil autorizados por la Superintendencia, el precio será aquél que libremente estipulen las partes en esos sistemas de negociación.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, las colocaciones de cuotas de fondos no rescatables podrán efectuarse fuera de los sistemas de negociación bursátil autorizados por la Superintendencia, al precio que determine al efecto la administradora, en el caso de la primera emisión de cuotas, o la Asamblea de Aportantes, en el caso de las siguientes emisiones.


Artículo 36.- Derecho preferente de suscripción de cuotas. En caso de aumento de capital del fondo, los fondos no rescatables deberán ofrecer las nuevas cuotas, a lo menos por una vez, preferentemente a los aportantes del fondo inscritos en el Registro de Aportantes a la medianoche del quinto día hábil anterior a la fecha de la colocación de las cuotas respectivas, a prorrata de las cuotas que éstos posean a ese momento, y por el plazo que la misma Asamblea de Aportantes acuerde. 


Este derecho es esencialmente renunciable y transferible, en los plazos y términos que establezca el Reglamento, pudiendo además, la misma Asamblea Extraordinaria de Aportantes que acordó el aumento de capital, por unanimidad de las cuotas presentes, establecer que no habrá oferta preferente alguna.


Artículo 37.- Contrato de promesa de suscripción de cuotas. En la colocación de cuotas de fondos no rescatables se podrán celebrar contratos de promesa de suscripción y pago de las respectivas cuotas, para ser cumplidas en un plazo posterior al del respectivo período de oferta preferente, pero dentro del plazo máximo establecido en el reglamento interno del fondo. El contrato de promesa de suscripción y pago de cuotas que celebren la administradora y el futuro aportante, deberá regirse por las normas que al respecto se establezcan en el Reglamento.


Artículo 38.- El rescate de las cuotas. Las cuotas del fondo podrán ser rescatadas por los partícipes, siempre que así lo establezca el reglamento interno del fondo, el cual fijará los términos, condiciones y plazos para ello.


En caso de fondos no rescatables, las cuotas deberán estar registradas en una bolsa de valores nacional, o extranjera autorizada por la Superintendencia para estos efectos, y la administradora podrá establecer mecanismos que permitan asegurar a los partícipes un adecuado y permanente mercado secundario para sus cuotas, según se establezca en el reglamento interno del fondo.


El rescate podrá ser pagado en dinero efectivo, moneda extranjera, vale vista bancario o en aquellos instrumentos, bienes y contratos que autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general, en la medida que así lo permita el reglamento interno del fondo.


Los rescates que solicite la administradora a nombre propio y los de sus personas relacionadas, sólo podrán pagarse en dinero efectivo o moneda extranjera.


Tratándose de rescates que no sean pagados en dinero efectivo, deberán ser valorizados a precios que no perjudiquen el mejor interés del fondo, de conformidad a las normas que al efecto establezca la Superintendencia.


La administradora y los partícipes podrán acordar que la solicitud de rescate sea cursada en una fecha posterior a la de su presentación, de conformidad a lo establecido en su reglamento interno.


Artículo 39.- Determinación del valor cuota. Para efectos de determinar el valor a pagar a los aportantes que soliciten el rescate de cuotas del fondo, se utilizará el “valor cuota” definido por el Reglamento.


La administradora deberá poner a disposición del público dicho valor cuota, en la forma y medios que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Artículo 40.- Suspensión de operaciones de rescate. La Superintendencia podrá, en caso de moratoria, conmoción pública, cierre bancario o de bolsa y otros hechos o anormalidades semejantes, autorizar transitoriamente que el rescate de cuotas se pague de otra forma, condiciones y plazos, o bien, suspender las operaciones de rescate, las distribuciones en efectivo y la consideración de nuevas solicitudes de aporte. La Superintendencia además podrá autorizar, mediante resolución fundada y por un plazo que no podrá exceder los 60 días, la suspensión de las operaciones de rescate, las distribuciones en efectivo y la consideración de nuevas solicitudes de aporte, a petición de la administradora de un fondo y en atención a la ocurrencia de circunstancias excepcionales que así lo ameritan para proteger el mejor interés de los partícipes de ese fondo.


Artículo 41.- Agentes para la comercialización de cuotas. Las colocaciones, suscripciones y rescates de cuotas, podrán efectuarse directamente por la administradora o por agentes que serán mandatarios de ésta para las operaciones que por su intermedio efectúen los partícipes del fondo.


Dichos agentes deberán acreditar que cuentan con la idoneidad y los conocimientos suficientes sobre comercialización de fondos. Dicha acreditación se efectuará en la forma y periodicidad que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Artículo 42.- Adquisición de cuotas de propia emisión. Los fondos podrán adquirir, a precios iguales o inferiores al valor cuota, y mantener cuotas de su propia emisión en la medida que dicha facultad esté contemplada en el reglamento interno del fondo, y de acuerdo a los términos, condiciones y plazos que establezca el mismo.


Las cuotas deberán adquirirse en una bolsa de valores o en los mercados que autorice la Superintendencia por norma de carácter general. Con todo, los fondos no podrán adquirir cuotas de propiedad de la administradora, sus personas relacionadas, sus directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, salvo que ellas se adquieran en un proceso de oferta pública de recompra de cuotas dirigida a todas las series y todos los partícipes o aportantes del fondo.


Artículo 43.- Porcentaje máximo de cuotas de propia emisión. Los fondos sólo podrán mantener en cartera cuotas de su propia emisión hasta por aquel porcentaje del patrimonio total del fondo que establezca su reglamento interno, el cual no podrá ser superior al 5%. 


Las cuotas de propia emisión que superen el límite a que se refiere el inciso anterior, deberán enajenarse en un plazo máximo de 90 días, contado desde la fecha de la adquisición que originó el exceso. En caso contrario, el capital disminuirá de pleno derecho, en el monto equivalente a las cuotas que exceden el límite máximo. De materializarse la precitada disminución, ésta se comunicará a los partícipes y a la Superintendencia dentro de los 5 días hábiles siguientes a su ocurrencia.


El fondo podrá adquirir diariamente una cantidad de cuotas representativa de hasta el 1% de su patrimonio, o aquel porcentaje inferior que contemple su reglamento interno. Esta restricción no aplicará en caso de que las cuotas se adquieran en un proceso de oferta pública de recompra de cuotas dirigida a todas las series de cuotas y a todos los partícipes o aportantes del fondo. Sólo podrán ser adquiridas por este procedimiento cuotas del fondo que estén totalmente pagadas y libres de todo gravamen o prohibición.


Las cuotas adquiridas por el fondo deberán enajenarse en una bolsa de valores o en los mercados autorizados por la Superintendencia dentro del plazo máximo de un año a contar de su adquisición. Si así no se hiciere, el capital disminuirá de pleno derecho en aquel número de cuotas adquiridas por el fondo. Para la enajenación de las cuotas deberá cumplirse con la oferta preferente de suscripción señalada en el artículo 36 de esta ley, en caso que fuere aplicable.


Artículo 44.- Reglas adicionales. La adquisición y posesión de cuotas de su propia emisión por parte del fondo quedará sujeta a las siguientes normas adicionales:


a) El valor de las cuotas propias en cartera no se considerará parte del patrimonio mínimo para todos los efectos legales, reglamentarios y normativos.


b) Mientras las cuotas sean de propiedad del fondo, no se computarán para alcanzar el quórum requerido en las Asambleas de Aportantes, en aquellos fondos que por ley las requieran, y no tendrán derecho a voto, dividendo o preferencia en la suscripción de aumentos de capital.
§3. Del Reglamento Interno


Artículo 45.- Contenido del reglamento interno. Cada fondo deberá contar con un reglamento interno en el que se establecerán los derechos, obligaciones y políticas que regirán a la administradora, al fondo y a los partícipes del mismo.


Artículo 46.- Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos. Las administradoras deberán depositar el reglamento interno y demás documentos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general, de cada uno de los fondos que administren, y, en su caso, las modificaciones respectivas. Para estos efectos, la Superintendencia llevará un “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos”, en adelante denominado el “Registro de Depósito”.


Artículo 47.- Comercialización de las cuotas. Las cuotas de un fondo podrán ser comercializadas a partir del día siguiente hábil del depósito que se haga del reglamento interno y demás documentos exigidos al efecto por la Superintendencia, considerándose, a partir de ese momento y para todos los efectos legales, como valores de oferta pública inscritos en el Registro de Valores que lleva la Superintendencia.


La comercialización de las cuotas del fondo deberá ajustarse a los requisitos de información que establecerá la Superintendencia por norma de carácter general, la que, además, podrá requerir el depósito de los prospectos o folletos que se entreguen al público para efectos de dicha comercialización.


En la comercialización de las cuotas del fondo no podrá ofrecerse ningún beneficio al aportante o partícipe que no se encuentre asociado a la rentabilidad que se obtenga por las inversiones del mismo, o a su política de inversiones.


Artículo 48.- Políticas del reglamento interno. Los fondos deberán contemplar en sus reglamentos internos, al menos, las siguientes políticas:


a) Política de Inversión: normas que deberá respetar la administradora en cuanto a los tipos de instrumentos, bienes y contratos en los que se invertirán los recursos del fondo, y en caso que corresponda, sus clasificaciones de riesgo, contrapartes y mercados de negociación, con los límites pertinentes y tratamiento de excesos.


b) Política de Liquidez: normas que deberá observar la administradora, en lo que respecta a los requisitos que deberán cumplir las inversiones del fondo para contar con los recursos líquidos necesarios para cumplir con las obligaciones por las operaciones del fondo o el pago de rescate de cuotas.


c) Política de Endeudamiento: normas que deberá acatar la administradora en lo que respecta a las obligaciones que asumirá el fondo con terceros, con los límites correspondientes.

d) Política de Diversificación: normas que deberá obedecer la administradora, en relación con el grado de concentración máximo del fondo que se podrá mantener invertido en un instrumento, contrato o bien particular; en un tipo de instrumentos, contratos o bienes; en mercados específicos; o en cuanto a la relevancia relativa que cada uno de ellos podrá tener respecto del resto.


e) Política de Votación: normas que regirán el actuar de la administradora en el ejercicio del derecho a voto que le confieran al fondo sus inversiones, con las prohibiciones o restricciones que se establezcan al efecto.


f) Política de Gastos: normas que establecerán aquellos gastos y cobros que serán de cargo del fondo.


Estas políticas deberán ser consistentes y coherentes con aquellas normas que se definan en cuanto a la rescatabilidad de la cuota, al pago de la misma y al tipo de inversionistas a los que está dirigido el fondo.


Artículo 49.- Ajuste del reglamento interno con la legislación vigente. Los contenidos mínimos tanto de los reglamentos internos como de la demás documentación que emplee la administradora en su relación con el inversionista, serán establecidos por la Superintendencia, mediante norma de carácter general. De igual manera, se regulará la forma en que las administradoras remitirán los antecedentes objeto de depósito.


Las administradoras serán responsables de que los contenidos de los reglamentos internos y documentación que depositen se ajusten a la legislación y normativa vigente y sean redactados en forma clara, entendible y no inductiva a error.


La Superintendencia podrá, en cualquier momento, representar fundadamente a la administradora que sus reglamentos o contratos no se ajustan a la legislación o normativa vigente. Asimismo, mediante resolución fundada podrá suspender la comercialización de las cuotas del fondo hasta el momento en que entren en vigencia las modificaciones que subsanan las observaciones que hubiese formulado la Superintendencia a los reglamentos o contratos, sin perjuicio de aplicar las sanciones administrativas que sean pertinentes. En caso que la administradora continuara comercializando las cuotas o no subsanara las observaciones en el plazo que indique la Superintendencia, el que no podrá ser inferior a dos días hábiles, ésta podrá, sin más trámite, proceder a la eliminación definitiva de los reglamentos o documentos del correspondiente Registro de Depósito y ordenar la liquidación del fondo.


Artículo 50.- Reglamento general de fondos. En caso que la administradora gestione más de un fondo, deberá depositar, en la forma y condiciones establecidas en esta ley para los reglamentos internos, un reglamento general de fondos que deberá abordar, al menos:


a) La forma de prorrateo de los gastos de administración entre los distintos fondos gestionados.


b) Los límites de inversión que se deberán respetar por la inversión conjunta de esos fondos y la forma y proporción en que se liquidarán los excesos de inversión.


c) La forma en que se resolverán los conflictos que pudieren producirse entre fondos, sus partícipes o la administración de los mismos.


d) Los beneficios especiales de los partícipes de fondos en relación al rescate de cuotas y su inmediato aporte en otro fondo administrado por la misma administradora.


e) Cualquiera otra mención que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.


Artículo 51.- Modificaciones a los reglamentos. Las modificaciones que se introduzcan al reglamento interno, reglamento general de fondos y demás documentación ya depositada, deberán ser comunicadas por la administradora a los partícipes del fondo y ser incorporadas al  reglamento interno, cuyo texto refundido deberá ser depositado conforme a lo dispuesto en el artículo 49 de la presente ley. El plazo de esta comunicación y la entrada en vigencia de las modificaciones, así como la forma, formalidades y el contenido a que deberá sujetarse, serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general.

§4. De las Operaciones de los Fondos


Artículo 52.- Operaciones del Fondo. Las operaciones del fondo serán efectuadas por la administradora por cuenta y riesgo del fondo, el cual será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas y de los bienes adquiridos, los que se registrarán y contabilizarán en forma separada de las operaciones realizadas por la administradora con sus recursos propios y de las operaciones de otros fondos que administre. 


Artículo 53.- Custodia de instrumentos. La administradora deberá encargar directamente a una empresa de depósito de valores regulada por la ley N° 18.876, el depósito de aquellos instrumentos que sean susceptibles de ser custodiados por ésta. La Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general los instrumentos no susceptibles de ser custodiados por parte de las referidas empresas y podrá autorizar, en casos calificados, que todos o un porcentaje de los instrumentos del fondo sean mantenidos en depósito en otra institución. En el caso de los instrumentos extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma en que deberá llevarse la custodia y el depósito.


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer requisitos y obligaciones adicionales a las señaladas en este artículo, para la custodia de los bienes e instrumentos del fondo.


Artículo 54.- Cuentas Corrientes. Las administradoras deberán mantener el dinero en efectivo de los fondos que administren en una o más cuentas corrientes bancarias a nombre de cada fondo o de los fondos en general. Dichas cuentas deberán ser distintas de las cuentas corrientes que tenga la administradora por cuenta propia.


Artículo 55.- Inembargabilidad. Los dineros, instrumentos y bienes que, en conformidad a esta ley, mantengan las administradoras por cuenta del o los fondos que administren, serán inembargables para todos los efectos legales, salvo que se trate de obligaciones propias del fondo o garantizadas por éste.


Artículo 56.- Inversión de los recursos del fondo. Sin perjuicio de las cantidades que mantengan en dinero efectivo o moneda extranjera, la inversión de los recursos del fondo deberá efectuarse en todo tipo de instrumentos, contratos o bienes, o certificados representativos de éstos, salvo que ello esté prohibido, de acuerdo a lo establecido en el artículo siguiente. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer condiciones de información, regulación o supervisión mínima que deberán cumplir las inversiones antes señaladas.


En todo caso, las operaciones de cambios internacionales que realicen los fondos se regirán por las disposiciones contenidas en el Párrafo Octavo, del Título III, del artículo primero de la ley N° 18.840. Esta disposición se aplicará también a los Fondos Privados a que se refiere el capítulo V de esta ley.


Los fondos dirigidos a inversionistas calificados, podrán invertir sus recursos en instrumentos, bienes o contratos que no cumplan con los requisitos que establezca la Superintendencia, en la medida que contemplen esa facultad en su reglamento interno y que su forma de valorización esté contenida en el mismo, de conformidad con los términos y condiciones que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.


No obstante lo señalado en los incisos precedentes, la inversión de los fondos siempre deberá efectuarse en instrumentos, bienes y contratos que cumplan las políticas, requisitos, condiciones y restricciones establecidas en el reglamento interno del fondo y el reglamento general de fondos de la administradora.


Será responsabilidad de la administradora velar porque las inversiones del fondo le permitan cumplir a cabalidad las obligaciones que le imponen los reglamentos internos y el reglamento general de fondos, en especial las normas de rescatabilidad del fondo, siendo civilmente responsable por los perjuicios que ocasionare al fondo o a los partícipes por sus actuaciones u omisiones.


Artículo 57.- Inversiones y Actividades Prohibidas.  Los fondos regulados en los capítulos III y V del Título I de esta ley no podrán invertir directamente en bienes raíces, pertenencias mineras, derechos de agua, derechos de propiedad industrial o intelectual y vehículos de cualquier clase; ni podrán desarrollar directamente actividades industriales, comerciales, inmobiliarias, agrícolas, de minería, exploración, explotación o extracción de bienes de cualquier tipo, de intermediación, de seguro o reaseguro o cualquier otro emprendimiento o negocio que implique el desarrollo directo de una actividad comercial, profesional, industrial o de construcción por parte del fondo y en general de cualquiera actividad desarrollada directamente por éste distinta a la de inversión y sus actividades complementarias.


Artículo 58.- Inversiones en personas relacionadas. Salvo las excepciones contenidas en la presente ley, el fondo no podrá invertir en cuotas de fondos administrados por su administradora o por una administradora de su grupo empresarial, en los términos previstos en el artículo 96 de la ley N° 18.045, en acciones emitidas por sociedades administradoras de fondos ni en instrumentos, contratos o bienes, emitidos, garantizados o de propiedad de personas relacionadas a la administradora.


En el evento que un determinado emisor en el cual el fondo mantiene inversiones, por razones ajenas a la administradora pase a ser persona relacionada a la misma, dicha sociedad deberá informar al Comité de Vigilancia, si lo tuviere, y a la Superintendencia al día siguiente hábil de ocurrido el hecho. La regularización de la situación mencionada deberá efectuarse dentro del plazo de 24 meses, contado desde que ésta se produjo.


Para los efectos de este artículo y de las demás disposiciones de esta ley o su Reglamento relativas a inversiones en personas relacionadas o en instrumentos emitidos o garantizados por ellas, no se considerará como persona relacionada a la administradora, a aquella que adquiera dicha condición como consecuencia de la inversión de los recursos del fondo en esta última.


Artículo 59.- Límites en las inversiones. Los fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados, en ningún caso podrán:


a) Invertir más del 50% de su activo en valores que no tengan los requisitos de liquidez y profundidad que requiera la Superintendencia mediante norma de carácter general.


b) Poseer más del 25% del capital suscrito y pagado o del activo de un emisor. 


Tampoco podrán poseer más de un 25% de la deuda del Estado de Chile o de un Estado extranjero.


c) Invertir más de un 20% de su activo en instrumentos emitidos o garantizados por una misma entidad, con la excepción de:


(i) Instrumentos en que el emisor o garante sea el Estado de Chile o un Estado extranjero con clasificación de riesgo de su deuda soberana equivalente o superior a la de Chile; y


(ii) Cuotas de un fondo nacional o extranjero, o títulos de deuda de securitización correspondientes a un patrimonio de los referidos en el Título XVIII de la ley Nº 18.045, en cuyo caso el límite máximo será establecido por la Superintendencia mediante normas de carácter general, pudiendo ir desde un 25% y hasta el 100%, en función de la diversificación de las carteras que posean tales fondos y patrimonios separados.


d) Invertir más de un 30% de su activo en instrumentos emitidos o garantizados por entidades pertenecientes a un mismo grupo empresarial.


e) Controlar, directa o indirectamente, a un emisor de valores.


f) Invertir en instrumentos en que inviertan otros fondos administrados por la misma administradora del fondo u otra administradora de su mismo grupo empresarial y que a consecuencia de la inversión de éste, se superen, en conjunto, los porcentajes señalados en este artículo.


g) Contraer deudas por más del 20% del patrimonio del fondo. La Superintendencia por norma de carácter general establecerá qué se considerará como deuda para efectos de este límite. 


Artículo 60.- Excesos de inversión. Los excesos que se produjeren respecto de los límites establecidos en el artículo anterior, o en el reglamento interno del fondo respectivo, cuando se deban a causas imputables a la administradora, deberán ser subsanados en un plazo que no podrá superar los 30 días contados desde ocurrido el exceso. Para los casos en que dichos excesos se produjeren por causas ajenas a la administración, la Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general las condiciones y los plazos en que deberá procederse a la regularización de las inversiones, sin que el plazo que fije pueda superar 12 meses contados desde la fecha en que se produzca el exceso.


Artículo 61.- Requisitos para invertir en cuotas de fondos administrados por la misma administradora o personas relacionadas. Los recursos de un fondo podrán ser invertidos en cuotas de fondos gestionados por la misma administradora o por otra del mismo grupo empresarial, sólo si se cumplen las siguientes condiciones copulativas:


a) El reglamento interno del fondo así lo permita expresamente;


b) La política de inversión, liquidez, diversificación y endeudamiento, normas de rescatabilidad, participación en juntas y asambleas, y demás contenidas en el reglamento interno de los fondos en que se efectuará la inversión es consistente con la del respectivo fondo;


c) Se establezca en el reglamento interno del fondo, un porcentaje máximo de gastos, remuneraciones y comisiones, como porcentaje del activo del mismo, que podrá ser cargado a éste por la gestión e inversión directa e indirecta de sus recursos en los fondos administrados;


d) Que la inversión sea en cuotas de fondos fiscalizados por la Superintendencia, tratándose de fondos no dirigidos a inversionistas calificados, y


e) No se trate de inversiones recíprocas entre ellos.


Artículo 62.- Inversiones en instrumentos emitidos o garantizados por personas relacionadas a la administradora. Los recursos de un fondo podrán ser invertidos en instrumentos emitidos o garantizados por personas relacionadas a la administradora, sólo si se cumple alguna de las siguientes condiciones:


a) Sean acciones inscritas en bolsas nacionales o extranjeras, que cumplan con los requisitos de liquidez que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


b) Sean títulos de deuda con clasificación de riesgo equivalente o superior a aquélla que determine fundadamente la Superintendencia mediante norma de carácter general.


c) Que el fondo esté dirigido a inversionistas calificados y el reglamento interno del mismo contemple expresamente esa posibilidad, con sus límites correspondientes.


Artículo 63.- Inversión de recursos mínimos para el funcionamiento del fondo. En caso que para el normal funcionamiento y cumplimiento del objetivo del fondo se requiera de la captación o mantención de una cantidad mínima de recursos, la administradora deberá velar porque la inversión de los recursos que se aporten a éste, mientras no se alcance ese mínimo, sean invertidos en instrumentos, bienes y contratos cuyas características y condiciones resguarden debidamente los intereses de los partícipes del fondo frente a la necesidad de liquidarlo ante la imposibilidad de lograr recursos suficientes.


Artículo 64.- Constitución de sociedades. Para el cumplimiento de sus objetivos de inversión, los fondos podrán concurrir a la constitución de sociedades.


Artículo 65.- Concurrencia a Juntas de Accionistas. Sin perjuicio de lo establecido en la política de votación contenida en el reglamento interno del fondo, las administradoras deberán asistir y ejercer sus derechos de voz y voto en las juntas de accionistas de las sociedades anónimas abiertas cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los fondos que administre, siempre que dichos fondos posean en conjunto al menos un 4% de las acciones con derecho a voto emitidas por la respectiva sociedad, o el porcentaje menor que determine la Superintendencia por norma de carácter general, considerando factores como la existencia de un controlador definido y de preferencias en favor de una determinada clase o serie de acciones, la participación de otros inversionistas institucionales y el porcentaje de acciones en posesión de accionistas minoritarios, entre otros. Se exceptuarán de lo dispuesto precedentemente aquellos fondos cuyos reglamentos internos establezcan una política de inversión que condicione las inversiones del fondo o la rentabilidad del mismo al comportamiento de un índice, en los términos establecidos por la Superintendencia mediante norma de carácter general. Las administradoras deberán concurrir a las Juntas de Accionistas, Asambleas de Aportantes o Juntas de Tenedores de Bonos de las entidades emisoras de los instrumentos que hayan sido adquiridos con recursos del fondo respectivo, representadas por sus gerentes o mandatarios especiales designados por su directorio, no pudiendo los gerentes ni los mandatarios especiales actuar con poderes distintos de aquellos que la administradora les confiera.


Artículo 66.- Activos no afectos a gravámenes. Los bienes y valores que integren el activo del fondo no podrán garantizar obligaciones de terceros ni estar afectos a gravámenes, prohibiciones, limitaciones al dominio o modalidades, salvo que sean para garantizar obligaciones propias del fondo. Sólo los fondos que cuenten con Asambleas de Aportantes podrán garantizar deudas de sociedades en las que tengan participación, siempre y cuando así lo acuerde la respectiva asamblea para cada caso y se ajuste a los límites que al efecto se establezcan en el reglamento interno.


Artículo 67.- Fusión, división o transformación de fondos. En caso que la presente ley no exija la participación de los aportantes para estos efectos, las administradoras podrán llevar a cabo la fusión, división o transformación de los fondos que administren o de sus series, conforme a los requisitos y procedimientos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general. Se entenderá por transformación de un fondo únicamente aquella modificación que tenga por objeto que un fondo mutuo pase a ser un fondo de inversión, o viceversa.

§5. Del Comité de Vigilancia


Artículo 68.- Comité de Vigilancia. Los fondos no rescatables deberán contar con un Comité de Vigilancia.


Artículo 69.- Composición y funcionamiento. El Comité de Vigilancia estará compuesto por un número impar de representantes de los aportantes del fondo, los que serán elegidos en asamblea ordinaria y durarán un año en sus cargos, pudiendo ser reelegidos, y remunerados con cargo al fondo, según se determine en el reglamento interno. Dichos representantes no podrán ser personas relacionadas a la sociedad administradora del fondo.


Iniciada la operación de un fondo, la administradora procederá a designar un Comité de Vigilancia provisorio, que durará en sus funciones hasta la primera asamblea ordinaria de aportantes.


Artículo 70.- Atribuciones. Las atribuciones del Comité de Vigilancia serán:


a) Comprobar que la administradora cumpla lo dispuesto en el reglamento interno del fondo.


b) Verificar que la información para los aportantes sea veraz, suficiente y oportuna.


c) Constatar que las inversiones, variaciones de capital u operaciones del fondo se realicen de acuerdo con esta ley, al Reglamento y al reglamento interno del fondo. En caso que la mayoría de los miembros del Comité de Vigilancia determine que la administradora ha actuado en contravención a dichas normas, éste deberá solicitar, en un plazo no mayor a 15 días contado desde la fecha del acuerdo, se cite a una asamblea extraordinaria de aportantes, en la cual se informará de esta situación.


d) Contratar los servicios necesarios para el cumplimiento de sus funciones.


e) Proponer a la asamblea extraordinaria de aportantes la sustitución de la administradora del fondo.


f) Requerir de la administradora la información respecto de la gestión de emisores en los cuales el fondo tiene el control.


g) Las demás que establezca el reglamento interno.


Artículo 71.- Deber de reserva. Los miembros del Comité de Vigilancia están obligados a guardar reserva respecto de los negocios y de la información del fondo a que tengan acceso en razón de su cargo y que no haya sido divulgada por la administradora.

§6. De la Asamblea de Aportantes


Artículo 72.- Asambleas de Aportantes. Los fondos no rescatables deberán someter a asambleas ordinarias o extraordinarias de aportantes las materias señaladas en este Párrafo.


Las asambleas ordinarias de aportantes se celebrarán una vez al año, dentro de los primeros cinco meses siguientes a la fecha de cierre de cada ejercicio, para decidir respecto de las materias propias de su conocimiento, sin que sea necesario señalarlas en la respectiva citación.


Las asambleas extraordinarias de aportantes podrán celebrarse en cualquier tiempo, cuando así lo exijan las necesidades del fondo, para pronunciarse respecto de cualquiera materia que la ley o el reglamento interno del fondo entreguen al conocimiento de las Asambleas de Aportantes y siempre que tales materias se señalen en la citación.


Los acuerdos adoptados en Asambleas de Aportantes, así como los asistentes a éstas, deberán constar en actas. El contenido mínimo, formalidades y medios en que se llevarán las actas, serán definidos por el Reglamento.


Artículo 73.- Materias de las Asambleas Ordinarias de Aportantes. Son materias de la asamblea ordinaria de aportantes, las siguientes:


a) Aprobar la cuenta anual del fondo que deberá presentar la administradora, relativa a la gestión y administración del fondo, y a los estados financieros correspondientes.


b) Elegir anualmente a los miembros del Comité de Vigilancia.


c) Aprobar el presupuesto de gastos del Comité de Vigilancia.


d) Fijar las remuneraciones del Comité de Vigilancia, si correspondiere.


e) Designar anualmente, de entre una terna propuesta por el Comité de Vigilancia, a las empresas de auditoría externa de aquellas inscritas en el Registro que al efecto lleva la Superintendencia.


f) Designar al o los peritos o valorizadores independientes que se requieran para valorizar las inversiones del fondo.


g) En general, cualquier asunto de interés común de los aportantes que no sea propio de una asamblea extraordinaria de aportantes.


Artículo 74.- Materias de las Asambleas Extraordinarias de Aportantes. Son materias de la asamblea extraordinaria de aportantes, las siguientes:


a) Aprobar las modificaciones que proponga la administradora al reglamento interno del fondo.


b) Acordar la sustitución de la administradora.


c) Tomar conocimiento de cualquiera situación que pueda afectar los intereses de los aportantes.


d) Acordar los aumentos y disminuciones de capital, en aquellos casos en que el reglamento interno requiera que esta materia deba ser aprobada por asamblea y salvo en aquellos casos en que esta ley contemple que ellos se producen automáticamente y de pleno derecho. En todo caso, las disminuciones de capital deberán realizarse a prorrata, según la participación que cada aportante tenga en el fondo. En caso que la disminución sea mediante una disminución del número de cuotas, una vez determinado el número de cuotas a disminuir, los aportantes podrán pactar entre sí un sistema de distribución distinto de la proporción que a cada uno le corresponda en tales cuotas, el que no podrá alterar el monto total a disminuir y deberá sujetarse a la forma que determine el Reglamento.


e) Acordar la división, transformación o fusión con otros fondos o series.


f) Acordar la disolución anticipada del fondo y designar al liquidador, fijándole sus atribuciones, deberes y remuneraciones, y aprobar la cuenta final al término de la liquidación.


g) Aprobar la creación de series de cuotas así como las modificaciones a las características de las ya existentes.


h) Los demás asuntos que, por el Reglamento o por el reglamento interno del fondo, corresponden a su conocimiento.


En los casos señalados en las letras b) y f) y cuando el reemplazo o liquidación no hayan provenido de causas imputables a la administradora, el reglamento interno podrá establecer el pago de una indemnización a la administradora por los perjuicios irrogados a ésta, por un monto o porcentaje preestablecido en dicho reglamento.


Artículo 75.- Convocatoria. Las asambleas extraordinarias de aportantes serán convocadas por la administradora cuando lo estime conveniente o cuando así lo solicite el Comité de Vigilancia o los aportantes que representen, a lo menos, el 10% de las cuotas emitidas con derecho a voto.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Superintendencia podrá convocar directamente, o a través de la administradora, a asambleas ordinarias o extraordinarias de aportantes, según sea el caso.


Las asambleas convocadas en virtud de la solicitud de aportantes, del Comité de Vigilancia o de la Superintendencia, deberán celebrarse dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de la respectiva solicitud.


En todo caso, podrán auto convocarse y celebrarse válidamente aquellas Asambleas de Aportantes a las que concurran la totalidad de las cuotas suscritas con derecho a voto, aun cuando no se hubieran cumplido las formalidades requeridas para su citación.


Artículo 76.- Quórum de constitución y acuerdo. Las asambleas se constituirán, en primera citación, salvo que la ley o el reglamento interno establezcan mayorías superiores, con la mayoría absoluta de las cuotas emitidas con derecho a voto y, en segunda citación, con las que se encuentren presentes o representadas, cualquiera sea su número.


Los acuerdos relativos a las materias de las asambleas ordinarias o extraordinarias de aportantes requerirán del voto conforme de la mayoría absoluta de las cuotas presentes o representadas con derecho a voto, salvo en aquellas materias indicadas en las letras b), e) y f) del artículo 74, las que requerirán el voto conforme de las dos terceras partes de las cuotas emitidas con derecho a voto.


No podrán someterse a votación materias que no hayan sido expresamente señaladas en la citación a asamblea extraordinaria de aportantes, salvo que así lo acordare la unanimidad de las cuotas emitidas con derecho a voto.


Artículo 77.- Aportantes que pueden participar en las Asambleas. En las asambleas podrán participar los aportantes que figuren inscritos en el Registro de Aportantes en la medianoche del quinto día hábil anterior a la fecha en que haya de celebrarse la respectiva asamblea. Cada cuota dará derecho a voto en forma proporcional a los derechos sobre el patrimonio del fondo que cada una representa. No podrán existir series de cuotas preferentes sin derecho a voto o con derecho a voto limitado.


Artículo 78.- Citación a Asambleas. La citación a Asamblea de Aportantes se efectuará en la forma, oportunidad y por los medios que al efecto establezca la Superintendencia, mediante norma de carácter general.


El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el inciso anterior no afectará la validez de la citación, pero los directores de la administradora responderán de los perjuicios que causaren a los aportantes, no obstante las sanciones administrativas que la Superintendencia pueda aplicarles.


Artículo 79.- Representación y votación en Asambleas. Los aportantes podrán hacerse representar en las asambleas por medio de otra persona, aunque ésta no sea aportante. El Reglamento establecerá las formalidades que cumplirá el poder para la representación de cuotas en las asambleas y las normas para la calificación.


Las administradoras de fondos autorizadas por ley, para concurrir por los fondos que administren a las Asambleas de Aportantes, deberán estar representadas por sus gerentes o mandatarios especiales designados por su directorio, quienes no podrán actuar con poderes distintos a los conferidos por su respectiva entidad.


La Superintendencia podrá autorizar que las administradoras de fondos adopten, para fines de votación en las Asambleas de Aportantes, mecanismos de votación a distancia que permitan comprobar la identidad de la persona que participa en la asamblea.

Capítulo IV

De los Dividendos, Beneficios y de la Tributación


Artículo 80.- Dividendos. Los fondos de inversión distribuirán anualmente como dividendos a los aportantes, a lo menos, un 30% de los beneficios netos percibidos durante el ejercicio, debiendo quedar establecidas en el reglamento interno las demás características de sus políticas al respecto. Cualquiera disposición del reglamento interno o acuerdo de la Asamblea de Aportantes que sean contrarios a lo dispuesto en este inciso, no producirán efecto alguno, debiendo la administradora cumplir en todo caso con el referido deber de distribución. Cuando el reglamento interno establezca el deber de distribuir dividendos por un porcentaje superior al fijado en este artículo, la administradora deberá distribuirlos de acuerdo a lo establecido en el reglamento interno.


Para estos efectos, se entenderá por beneficios netos percibidos la cantidad que resulte de restar a la suma de utilidades, intereses, dividendos y ganancias de capital efectivamente percibidos, el total de pérdidas y gastos devengados en el período.


El reparto de beneficios deberá efectuarse dentro de los 180 días siguientes al cierre del respectivo ejercicio anual, sin perjuicio que el fondo haya distribuido dividendos provisorios con cargo a tales resultados, cuando ello se encuentre autorizado por el reglamento interno. En este último caso, el reglamento interno podrá autorizar que en caso que el monto de los dividendos provisorios exceda el monto de los beneficios netos susceptibles de ser distribuidos de ese ejercicio, puedan imputarse a los beneficios netos percibidos de ejercicios anteriores o a utilidades que puedan no ser consideradas dentro de la definición de beneficios netos percibidos.


Los dividendos devengados que la administradora no hubiere pagado o puesto a disposición de los aportantes, dentro del plazo antes indicado, se reajustarán de acuerdo a la variación que experimente la unidad de fomento entre la fecha en que éstos se hicieron exigibles y la de su pago efectivo, y devengarán intereses corrientes para operaciones reajustables por el mismo período. Dichos reajustes e intereses serán de cargo de la administradora que haya incumplido la obligación de distribución y, cuando dicho incumplimiento se haya producido por causas imputables a ella, no podrá deducirlos como gastos conforme a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin que se aplique en este caso lo establecido en el artículo 21 de la misma.


Los dividendos serán pagados a quienes se encuentren inscritos a la medianoche del quinto día hábil anterior a la fecha en que se deba efectuar el pago en el Registro de Aportantes que deberá llevar la administradora. Los dividendos deberán pagarse en dinero, salvo que el reglamento interno establezca la opción a los aportantes de recibirlos total o parcialmente en cuotas liberadas del mismo fondo, representativo de una capitalización equivalente. En este último caso, se aplicará respecto de tales cuotas lo dispuesto en los artículos 17 N° 6 y 18, inciso final, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


 Artículo 81.- Tratamiento tributario para Fondos. 


1.- Fondos de inversión:


a) Los fondos de inversión y sus administradoras, estarán sujetos únicamente al régimen tributario establecido en esta ley, respecto de los beneficios, rentas y cantidades obtenidas por las inversiones del fondo. 


b) La administradora estará obligada, respecto de cada fondo de inversión que administre, a llevar el registro del Fondo de Utilidades Tributables y, en el mismo registro, pero en forma separada,  anotar las cantidades no constitutivas de renta y las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional, de conformidad al artículo 14, A), Nº 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, para los efectos señalados en la letra f) siguiente.


c) La administradora será responsable de practicar y enterar las retenciones de impuestos que correspondan por las operaciones del fondo de inversión, en conformidad a los artículos 74 y 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Asimismo, la administradora deberá informar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste establezca mediante resolución, los siguientes antecedentes: (i) individualización de los aportantes, con indicación de su nombre o razón social y Rol Único Tributario, el monto de sus aportes, el número de cuotas y porcentaje de participación que les corresponden en el patrimonio del fondo de inversión, los rescates y enajenaciones de cuotas que efectúen en el ejercicio respectivo, y (ii) las distribuciones que efectúen, incluida la que se lleve a cabo mediante la disminución del valor de cuota del fondo no imputada al capital, y devoluciones de capital, y los créditos asociados a éstas, así como las retenciones de impuesto que practique, por cada uno de los fondos de inversión que administre.  El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97° Nº1 del Código Tributario. 


d) Será aplicable al fondo de inversión el tratamiento tributario previsto en el inciso primero del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, únicamente sobre los siguientes desembolsos, operaciones o cantidades representativas de éstos:


(i) Aquellos que no sean necesarios para el desarrollo de las actividades e inversiones que la ley permite efectuar al fondo de inversión.


(ii) Los préstamos que los fondos de inversión efectúen a sus aportantes contribuyentes del impuesto global complementario o adicional.


(iii) El uso o goce, a cualquier título, o sin título alguno, que beneficie a uno o más aportantes, contribuyentes del impuesto global complementario o adicional, su cónyuge o hijos no emancipados legalmente de éstos, de los bienes del activo del fondo de inversión.


(iv) La entrega de bienes del fondo de inversión en garantía de obligaciones, directas o indirectas, de los aportantes contribuyentes del impuesto global complementario o adicional.


(v) Las diferencias de valor que se determinen por aplicación de la facultad de tasación ejercida conforme a la letra e), numeral (i), del número 1.- de este artículo.


Tratándose de los desembolsos referidos en los numerales (i) y (v) anteriores, el pago del impuesto establecido en el párrafo anterior será de responsabilidad de la administradora, sin perjuicio de su derecho a repetir contra el fondo de inversión respectivo.


Por su parte, cuando los desembolsos u operaciones señaladas en los numerales (ii), (iii) y (iv) anteriores, hayan beneficiado a uno o más aportantes contribuyentes del impuesto global complementario o adicional, se aplicará sólo lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, siendo tales aportantes los responsables del pago del impuesto y no la administradora. Se entenderá que han beneficiado a un aportante, cuando hayan beneficiado a su cónyuge, a sus hijos no emancipados legalmente o a cualquiera otra persona o entidad relacionada con aquél. Cuando dichas cantidades beneficien a dos o más aportantes en forma simultánea y no sea posible determinar el monto del beneficio que corresponde a cada uno de ellos, se afectarán con la tributación indicada, en proporción al valor de las cuotas que poseen cada uno de ellos. Tratándose de las cantidades señaladas en los numerales (i) y (iv), éstas se rebajarán del Fondo de Utilidades Tributables respectivo en el ejercicio en que ocurra el desembolso o la ejecución de la garantía, según corresponda.


e) El Servicio de Impuestos Internos podrá fundadamente ejercer la facultad de tasación establecida en los artículos 17, número 8, inciso quinto de la Ley sobre Impuesto a la Renta y 64 del Código Tributario, respecto de los valores asignados en las siguientes operaciones cuando resulten notoriamente superiores o inferiores, según corresponda, al valor corriente en plaza o de los que se cobren normalmente en convenciones de similar naturaleza, considerando las circunstancias en que se realiza la operación: (i) enajenación de activos del fondo de inversión efectuada a sus aportantes o a terceros y distribución de cantidades a sus aportantes efectuada en especie, con ocasión del rescate de las cuotas de un fondo de inversión, la disminución de su capital, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo, o en pago de dividendos, y (ii) aportes en especie efectuados a fondos de inversión o enajenación de bienes o activos a dichos fondos, en cuyo caso las diferencias de valor determinadas al aportante o enajenante se afectarán con los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta que resulten aplicables a la operación respectiva. 


No procederá la facultad de tasar en los casos de división o fusión de fondos de inversión y se mantendrá para efectos tributarios el valor de los activos y pasivos existentes en forma previa a dichas operaciones en los fondos de inversión fusionados o divididos. En los casos de fusión o transformación de fondos de inversión, los beneficios netos y las cantidades registradas en el Fondo de Utilidades Tributables, incluyendo las cantidades no constitutivas de renta y las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional anotadas en dicho registro, se entenderán reinvertidas en el fondo absorbente, que nace con motivo de la fusión o el resultante, debiéndose mantener tal registro, aun cuando éste sea un fondo mutuo. El posterior reparto de dichas cantidades, comenzando por las más antiguas anotadas en el registro pertinente y considerándose para estos efectos que las recibidas con ocasión de la fusión se perciben en el momento de la fusión, se afectarán con la tributación aplicable a los aportantes de los fondos de inversión como si la fusión o transformación no se hubiere efectuado. Tratándose de la división de fondos de inversión, dichas cantidades y los créditos respectivos, se asignarán conforme se distribuya el patrimonio del fondo de inversión dividido, debiéndose mantener el registro en cada fondo.


f) En el Fondo de Utilidades Tributables referido en la letra b) anterior, se anotarán todas las rentas o cantidades recibidas de terceros por el fondo de inversión producto de las inversiones que este haya realizado, ya sea a título de participaciones sociales, dividendos u otras cantidades que se perciban, con indicación del Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a dichas sumas, para los efectos de asignar posteriormente el crédito que corresponda. Las anotaciones se efectuarán conforme al orden cronológico de percepción de dichas cantidades.


En el registro del Fondo de Utilidades Tributables  referido en la letra b) anterior, se anotarán separadamente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14, A), Nº 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las cantidades recibidas de terceros que, conforme a las definiciones de dicha ley, correspondan a ingresos no constitutivos de renta o rentas exentas del Impuesto Global Complementario. También se anotarán, de la misma forma, los ingresos provenientes de la enajenación de los instrumentos a que se refieren los artículos 104 y 107 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los que no constituirán renta en la medida que cumplan con los requisitos que se establecen en dichas disposiciones. En este último caso, las pérdidas que se produzcan en la enajenación de dichos instrumentos se rebajarán de los ingresos respectivos.


2.- Fondos mutuos:


a) Los fondos mutuos y sus  administradoras, estarán sujetos únicamente al régimen tributario establecido en esta ley, respecto de los beneficios, rentas y cantidades obtenidas por las inversiones del fondo. 


b) La administradora estará obligada, respecto de cada fondo mutuo que administre, a mantener un registro de los dividendos recibidos por éstos de sociedades anónimas abiertas chilenas, afectos a los Impuestos Global Complementario o Adicional, y de los créditos establecidos en los artículos 56 N° 3 y 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a los citados dividendos.  Las anotaciones se efectuarán conforme al orden cronológico de percepción de dichas cantidades. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra e), del número 1.- anterior.


c) La administradora será responsable de practicar y enterar las retenciones de impuestos que correspondan por las operaciones del fondo mutuo, en conformidad a los artículos 74 y 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Asimismo, la administradora deberá informar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste establezca mediante resolución, los siguientes antecedentes: (i) individualización de los aportantes, con indicación de su nombre o razón social y Rol Único Tributario, el monto de sus aportes, el número de cuotas y porcentaje de participación que les corresponden en el patrimonio del fondo mutuo, los rescates y las enajenaciones de cuotas que efectúen en el ejercicio respectivo, y (ii) las distribuciones que efectúen, incluidas las que se lleven a cabo mediante la disminución del valor de cuota del fondo no imputada al capital, y devoluciones de capital, y los créditos asociados a éstas, así como las retenciones de impuesto que practique, por cada uno de los fondos mutuos que administre. El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97° Nº1 del Código Tributario.


En los casos de fusión o transformación de fondos mutuos, los beneficios netos y las cantidades registradas conforme a la letra b) anterior se entenderán reinvertidas en el fondo absorbente, que nace con motivo de la fusión o resultante de la transformación, aun cuando éste sea un fondo de inversión, debiéndose mantener tal registro. El posterior reparto de dichas cantidades, comenzando por las más antiguas anotadas en el pertinente registro y considerándose para estos efectos que las recibidas con ocasión de la fusión se perciben en el momento de la fusión, se afectará con la tributación aplicable a los aportantes de los fondos mutuos como si la fusión o transformación no se hubiere efectuado. Tratándose de la división de fondos mutuos, dichas cantidades y los créditos respectivos se asignarán conforme se distribuya el patrimonio del fondo mutuo dividido, debiéndose mantener el registro en cada fondo.


En lo no previsto en este artículo se aplicarán todas las disposiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta y del Código Tributario que se relacionan con la determinación, declaración y pago del impuesto, así como con las sanciones por la no declaración o pago oportuno de los impuestos que corresponden o por la no presentación de las declaraciones juradas o informes que se deban presentar, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del Código Tributario.



Artículo 82.- Tratamiento tributario para los aportantes. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 57, 57 bis, 107, 108 y 109 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los aportantes de fondos regidos por esta ley se sujetarán únicamente al tratamiento tributario indicado a continuación: 


1.- De un fondo de inversión:


A) Contribuyentes con domicilio o residencia en Chile


i) Dividendos distribuidos por el fondo de inversión. El reparto de toda cantidad proveniente de las inversiones de un fondo de inversión, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, se considerará como un dividendo de acciones de sociedades anónimas constituidas en el país, afecto al impuesto global complementario o adicional, según corresponda, observándose para efectos de su imputación, lo dispuesto en el artículo 14 A), número 3, letra d) de la Ley sobre Impuesto a la Renta; tendrá derecho al crédito por Impuesto de Primera Categoría a que se refieren los artículos 56, número 3) o 63, de la misma ley, únicamente respecto de las rentas recibidas de terceros por el fondo de inversión y con tal que ellas se hayan afectado con el referido tributo. No constituirá renta la parte de los dividendos que provenga de ingresos recibidos de terceros por el fondo de inversión y que tengan dicha calidad conforme a las definiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Asimismo, las rentas recibidas de terceros por el fondo de inversión que constituyan rentas exentas del Impuesto Global Complementario conforme a las definiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta, conservarán en su distribución dicho carácter y se aplicará lo dispuesto en el número 3 del artículo 54 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo de inversión y sus reajustes, o su rescate con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, no se afectarán con la referida tributación y dichas operaciones se sujetarán al orden de imputación establecido en el artículo 17 número 7 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para estos efectos se considerarán como utilidades financieras los beneficios netos que se determinen de conformidad a lo señalado en el inciso segundo del artículo 80 de esta ley.


En los casos del párrafo anterior, será obligación de la administradora determinar si los beneficios distribuidos corresponden a cantidades tributables, no tributables o exentas según corresponda, y tratándose de la devolución de capital o rescate en su caso, así como el crédito por impuesto de Primera Categoría a que se tenga derecho conforme a las reglas anteriores, poner a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias. 


ii) Enajenación o rescate de cuotas del fondo de inversión. Las cuotas de participación de los fondos de inversión y su enajenación o rescate, cuando éste no ocurra con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, incluyendo el rescate en que parte de las cuotas son adquiridas por el mismo fondo con ocasión de una disminución de capital, tendrán el mismo tratamiento tributario que contempla la Ley sobre Impuesto a la Renta para la enajenación de acciones de sociedades anónimas constituidas en el país. El mayor valor que se obtenga en la enajenación o rescate señalado de las cuotas del fondo de inversión, corresponde a la diferencia entre el valor de adquisición de la cuota y el valor de enajenación o rescate de la misma, determinado conforme a lo establecido en los artículos 108 y 109 de la Ley Sobre Impuesto a la Renta, según corresponda. Los contribuyentes que no se encuentren obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad, se encontrarán exentos del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sobre el mayor valor que obtengan en la enajenación o rescate de las cuotas del fondo de inversión. Para los efectos de este literal, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de esta ley.


B) Contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile.


i) La remesa, distribución, pago, abono en cuenta o puesta disposición de toda cantidad proveniente de las inversiones de un fondo de inversión a estos contribuyentes, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, estará afecta a un impuesto único a la renta  del 10%, sin derecho al crédito por Impuesto de Primera Categoría, el cual, sin embargo, igualmente se rebajará del registro respectivo. No obstante lo anterior, tratándose de la distribución de dividendos, cuando éstos correspondan a ingresos no constitutivos de renta o rentas exentas del impuesto adicional recibidos de terceros por el fondo de inversión y sujetos al orden de imputación establecido en el artículo 14 letra A) número 3 letra d) de la Ley sobre Impuesto a la Renta, quedarán liberados de la referida tributación.  Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo de inversión y sus reajustes, o su rescate con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, no se afectarán con la referida tributación y dichas operaciones se sujetarán al orden de imputación establecido en el artículo 17 número 7 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para estos efectos se considerarán como utilidades financieras los beneficios netos que se determinen de conformidad a lo señalado en el inciso segundo del artículo 80 de esta ley.


En los casos del párrafo anterior, será obligación de la administradora determinar si los beneficios distribuidos corresponden a cantidades tributables o no tributables según corresponda y, tratándose de la devolución de capital o rescate en su caso, poner a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias.


ii) Tratándose de la enajenación de las cuotas del fondo de inversión o su rescate, cuando éste no ocurra con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, el mayor valor obtenido estará también afecto al impuesto único del literal i) anterior y corresponderá a la diferencia entre el valor de adquisición de la cuota y el valor de enajenación o rescate de la misma, determinado conforme a lo establecido en los artículos 108 y 109 de la Ley Sobre Impuesto a la Renta, según corresponda. Para los efectos de este literal, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de esta ley.


Tratándose de cantidades distribuidas por el fondo de inversión o del mayor valor en el rescate de las cuotas del mismo, el impuesto único señalado precedentemente será retenido por la sociedad administradora cuando dichas cantidades sean remesadas al exterior, se distribuyan, se paguen, se abonen en cuenta o se pongan a disposición. Cuando se trate de la enajenación de las cuotas del fondo, el adquirente o corredor de bolsa o agente de valores que actúa por cuenta del vendedor, deberá retener este impuesto en la misma oportunidad señalada, retención que se practicará con una tasa provisional de 5% sobre el precio de enajenación sin deducción alguna, salvo que pueda determinarse el mayor valor afecto al impuesto único de esta letra, en cuyo caso dicha retención se practicará con la tasa del 10%. 


Las retenciones practicadas conforme a este numeral se enterarán en arcas fiscales en el plazo establecido en la primera parte del artículo 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Procederá además lo dispuesto en el artículo 83 y en lo que fuere aplicable el artículo 74 N° 4 de la misma ley.


iii) Sin perjuicio de su registro en el fondo de utilidades tributables a que se refiere la letra f), del número 1, del artículo 81 de esta ley, según se indica en el párrafo siguiente, no se gravará con el impuesto único de esta letra, salvo las cantidades a que se refiere la letra c) siguiente, la remesa, distribución, pago, abono en cuenta o puesta a disposición que efectúe un fondo de inversión a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile de toda cantidad proveniente de sus inversiones, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, siempre que durante ese año comercial se cumplan las siguientes condiciones copulativas:


a) Que al menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 80% o más del valor del activo total del fondo de inversión, definido de acuerdo a lo que establezca el Reglamento, esté conformado por inversiones en:


1. Instrumentos, títulos o valores emitidos en el extranjero por personas o entidades sin domicilio ni residencia en Chile, o en certificados que sean representativos de tales instrumentos, títulos o valores;


2. Bienes situados en el extranjero o instrumentos, títulos, valores o certificados que sean representativos de tales bienes, y/o


3. Contratos de derivados y otros de similar naturaleza que cumplan los requisitos que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos a que se refieren los números 1 y 3 anteriores, no podrán tener como activos subyacentes o referirse a bienes situados o actividades desarrolladas en Chile, ni ser representativos de títulos o valores emitidos en el país.


b) Que la política de inversión fijada en su reglamento interno sea coherente con la letra a) de este numeral, y


c) Que su reglamento interno establezca la obligación por parte de la administradora, de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos, intereses, otras rentas de capitales mobiliarios y ganancias de capital percibidas o realizadas por el fondo, según corresponda, que no gocen de una liberación del impuesto adicional y que provengan de los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos emitidos en Chile y que originen rentas de fuente chilena según la Ley sobre Impuesto a la Renta, durante el transcurso del ejercicio en el cual dichas cantidades hayan sido percibidas o realizadas, o dentro de los 180 días corridos siguientes al cierre de dicho ejercicio, y hasta por el monto de los beneficios netos determinados en ese período, menos las amortizaciones de pasivos financieros que correspondan a dicho período y siempre que tales pasivos hayan sido contratados con a lo menos 6 meses de anterioridad a dichos pagos.


El fondo de inversión que cumpla con las condiciones copulativas señaladas, anotará en el fondo de utilidades tributables señalado en la letra f), del número 1, del artículo 81 de esta ley, las cantidades a que se refiere el mismo artículo, las que se sujetarán al orden de imputación establecido en el numeral i) anterior. No obstante, el crédito establecido en el artículo 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la parte que corresponda a la distribución de beneficios no gravados conforme a este numeral, a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, no dará derecho a su imputación contra impuesto alguno, ni a su devolución, debiendo rebajarse, en dicha proporción, del fondo de utilidades tributables que establece el artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Para los efectos de este numeral, se entenderá que se efectúa una distribución de beneficios netos, en los mismos casos y bajo las mismas condiciones descritas en el numeral i) anterior.


Cuando el fondo no diere cumplimiento durante el año comercial respectivo a las condiciones copulativas antes señaladas, las distribuciones de los beneficios netos determinados en dicho período por el fondo de inversión, sea que se distribuyan en tal período o en otros posteriores, quedarán sujetas a la tributación establecida en el numeral i) anterior cuando sea distribuida a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile.


Las distribuciones de las cantidades señaladas en la letra c) anterior a un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, se gravarán con un impuesto único a la renta del 10%, sin derecho al crédito por impuesto de primera categoría, el cual, sin embargo, igualmente se rebajará del registro respectivo, cuando corresponda. Por su parte, las cantidades distribuidas que correspondan a intereses percibidos por el fondo provenientes de las inversiones a que se refiere el artículo 104 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, o de otros intereses que quedarían gravados con el impuesto adicional de dicha ley con una tasa de 4%, se afectarán con el impuesto único señalado aplicando esta última tasa. Para tales efectos, el fondo de inversión registrará separadamente en el fondo de utilidades tributables a que se refiere la letra f), del número 1, del artículo 81 de esta ley, las rentas señaladas en la letra c) precedente, rebajándose del citado registro en la oportunidad en que éstas se distribuyan conforme a lo establecido en dicha norma, sin que deban sujetarse al orden de imputación que dispone el numeral i) anterior.


Tratándose de cantidades distribuidas por el fondo de inversión que deban gravarse con el impuesto único señalado, éste será retenido por la sociedad administradora cuando dichas cantidades sean remesadas al exterior, distribuidas, pagadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición del interesado, con una tasa de 10% o 4%, según corresponda. Las retenciones así practicadas, se enterarán en arcas fiscales en el plazo establecido en la primera parte del artículo 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Procederá, además, lo dispuesto en el artículo 83, y en lo que fuere aplicable, el artículo 74, número 4, todos de la misma ley.


Tampoco se gravará con el impuesto único de esta letra B), el mayor valor obtenido por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile en la enajenación de cuotas o su rescate, salvo que el rescate se efectúe con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, siempre y cuando el fondo cumpla con los requisitos copulativos señalados en este numeral, en el año comercial en que ocurre la enajenación y en los dos años comerciales inmediatamente anteriores a éste. En caso que el fondo tuviere una existencia inferior a dicho plazo, deberá cumplir con los requisitos copulativos durante cada año comercial en que haya existido, salvo que corresponda al mayor valor de cuotas de un fondo nacido con ocasión de la división de otro fondo, o que provengan de la fusión de dos o más de ellos, en cuyo caso será necesario además que el fondo dividido o el o los fondos fusionados, en su caso, cumplan con los requisitos copulativos señalados, de forma tal que en el año de la enajenación y en los dos años comerciales inmediatamente anteriores, haya dado cumplimiento a las condiciones copulativas señaladas, siempre que los fondos divididos o fusionados hayan tenido existencia durante esos dos años.  Cuando el fondo no diera cumplimiento durante los años comerciales respectivos a las condiciones copulativas señaladas, el mayor valor se sujetará a la tributación establecida en el numeral i) anterior.


Tratándose de contribuyentes sin residencia ni domicilio en el país que no fueren personas naturales o inversionistas institucionales que cumplan con los requisitos que defina el Reglamento, no podrán gozar del tratamiento tributario establecido en esta letra B), en caso que tengan, en forma directa o indirecta, como socio, accionista, titular o beneficiario de su capital o de sus utilidades, a algún residente o domiciliado en Chile con un 5% o más de participación o beneficio en el capital o en las utilidades del mismo. Tratándose de sociedades cuyas acciones se transen en bolsas de valores de aquellos mercados que establezca el Reglamento, por contar con estándares al menos similares a los del mercado local, en relación a la revelación de información, transparencia de las operaciones y sistemas institucionales de regulación, supervisión, vigilancia y sanción sobre los emisores y sus títulos, no será aplicable lo dispuesto en el párrafo precedente respecto de las acciones de dicha sociedad que efectivamente estén inscritas y se transen en las bolsas señaladas. Los contribuyentes referidos se gravarán con el Impuesto Adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta, considerándose como contribuyentes del Nº 2, del artículo 58, de dicha ley, con derecho a deducir el crédito establecido en el artículo 63 de la misma, conforme a las reglas contenidas en la letra A) anterior, numerales i) y ii), y por las rentas allí indicadas, aplicándose las normas sobre retención, declaración y pago de dicho impuesto contenidas en los artículos 74, números 4, 79 y 83 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. La administradora deberá presentar anualmente una declaración al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste establezca mediante resolución, en la cual deberá individualizar a los partícipes sin domicilio ni residencia en el país, declarando que no cuentan con socios, accionistas, titulares o beneficiarios en Chile, con el porcentaje señalado precedentemente, declaración sin la cual se presumirá que no cumplen con el requisito señalado, no pudiendo, por tanto, gozar de la referida liberación.


Las administradoras de fondos de inversión deberán, anualmente, informar al Servicio de Impuestos Internos sobre el cumplimiento de los requisitos establecidos en este artículo, en la forma y plazo que fije dicho Servicio mediante resolución. El retardo o la omisión de la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97°, Nº 1, del Código Tributario.


En lo no previsto en este número 1.-, se aplicarán todas las disposiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta y del Código Tributario, que se relacionan con la determinación, declaración y pago del impuesto, así como con las sanciones por la no declaración o pago oportuno de los impuestos que corresponden o por la no presentación de las declaraciones juradas o informes que deban presentar, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del Código Tributario.


2.- De un fondo mutuo:


A) Contribuyentes con domicilio o residencia en Chile.


i) Dividendos distribuidos por el fondo mutuo. El reparto de toda cantidad proveniente de las inversiones de un fondo mutuo, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, se considerará como un dividendo de acciones de sociedades anónimas constituidas en el país, afecto al impuesto global complementario o adicional, según corresponda, el que se imputará en primer término a los dividendos recibidos de sociedades anónimas abiertas anotados en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley, según su antigüedad y comenzando por las más antiguas, otorgándose el crédito establecido en los artículos 56 N° 3 o 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta que haya afectado a los citados dividendos. Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo mutuo y sus reajustes, no se afectarán con la referida tributación, pero éste se entenderá repartido sólo una vez que se haya distribuido el total de las utilidades financieras del fondo mutuo que excedan las cantidades anotadas en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley.


Será obligación de la administradora informar el crédito a que tengan derecho, poniendo a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan a éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias. 


ii) Enajenación o rescate de cuotas del fondo mutuo. Conforme a lo señalado en el inciso primero de este artículo, las cuotas de participación de los fondos mutuos y su enajenación o rescate, se sujetarán al tratamiento tributario establecido en los artículos 57, 57 bis, 107, 108 y 109 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda. El mayor valor que se obtenga en la enajenación o rescate señalado de las cuotas del fondo mutuo, corresponderá a la diferencia entre el valor de adquisición de la cuota y el valor de enajenación o rescate de la misma, determinado conforme a lo establecido en los artículos 108 y 109 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, considerándose como una renta del N° 2, del artículo 20 de la misma. Para los efectos de este numeral, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de la presente ley.


B) Contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile. 


i) Dividendos distribuidos por el fondo mutuo.  La remesa, distribución, pago, abono en cuenta, o puesta a disposición de toda cantidad proveniente de las inversiones del fondo mutuo a estos contribuyentes, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, estará afecta a un impuesto único a la renta del 10%, sin derecho a crédito por Impuesto de Primera Categoría, el cual, sin embargo, igualmente se rebajará del registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley.  Se imputarán en primer término al registro establecido, según la antigüedad en que tales cantidades hayan sido percibidas, comenzando por las más antiguas. Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo mutuo y sus reajustes, no se afectará con la referida tributación, y el capital se entenderá repartido sólo una vez que se haya distribuido el total de las utilidades financieras del fondo mutuo que excedan las cantidades anotadas en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley. 


ii) Enajenación o rescate de cuotas del fondo mutuo. Tratándose de la enajenación de las cuotas de participación de fondos mutuos o su rescate, el mayor valor obtenido estará también afecto al impuesto único señalado en el numeral i) anterior, siendo aplicables las normas de determinación de dicho mayor valor contenidas en el numeral ii) de la letra B) del número 1.- de este artículo y, asimismo, las normas de los párrafos segundo y tercero de dicho numeral, respecto de la responsabilidad de retención del impuesto único por la administradora. Se aplicará también para los efectos de este numeral lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de esta ley.


iii) Será también aplicable a los contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, aportantes en fondos mutuos, lo dispuesto en el numeral iii) y en los dos párrafos finales de la letra B), del número 1. de este artículo, con las salvedades que se indican en el párrafo siguiente. 


Para efectos de lo establecido en la letra c) del numeral iii) de la precitada letra B), el reglamento interno del fondo mutuo deberá establecer la obligación por parte de la administradora, de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos e intereses que no gocen de una liberación del impuesto adicional, que provengan de los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos emitidos en Chile y que originen rentas de fuente chilena según la Ley sobre Impuesto a la Renta, cantidades que deberán ser anotadas separadamente en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley.


Artículo 83.- Remuneraciones de la administradora. Las remuneraciones que las administradoras cobren por la gestión de los recursos aportados al amparo de la ley Nº 19.281, estarán  exentas del Impuesto al Valor Agregado contenido en el decreto ley Nº 825, de 1974.


Por su parte, las remuneraciones por los servicios de administración que las administradoras cobren por la gestión del respectivo fondo, en aquella parte que corresponda a cuotas de propiedad de inversionistas sin domicilio ni residencia en Chile sea o no que pertenezcan a una serie que las identifique como tales, estarán exentas del Impuesto al Valor Agregado establecido en el decreto ley Nº 825, de 1974. No obstante, en este caso, la administradora conservará su derecho al uso como crédito fiscal del referido impuesto soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevar a cabo dicha gestión, sin que resulten aplicables las disposiciones de esa ley o de su reglamento que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas.


Para aquellos períodos mensuales en que aportantes con y sin domicilio o residencia en Chile posean cuotas de una misma serie, la  administradora cobrará su remuneración para esa serie afectándola con Impuesto al Valor Agregado con respecto a la totalidad de los activos administrados en ésta.  Aquella parte del Impuesto al Valor Agregado enterado respecto a la remuneración exenta de dicho impuesto conforme a lo señalado en el inciso anterior, constituirá para la  administradora crédito fiscal de dicho impuesto correspondiente al periodo en que hubiere efectivamente restituido dicha suma a los aportantes sin domicilio ni residencia en Chile. Para determinar el monto exento del Impuesto al Valor Agregado, la remuneración total cobrada por la administradora en el período respectivo deberá expresarse en su valor equivalente a la remuneración diaria y multiplicarse por el número de días en que los aportantes sin domicilio ni residencia en Chile poseyeron las cuotas del fondo que se enajena, en la proporción que tales cuotas tienen en el total del patrimonio administrado durante dicho periodo. 


El período dentro del cual la administradora deberá restituir el Impuesto al Valor Agregado recargado a los aportantes sin domicilio ni residencia en Chile, será hasta el mes de enero del año siguiente al cual corresponda la remuneración en que dicho impuesto fue recargado.  En caso de no restituirlo dentro del plazo señalado, perderá la administradora el derecho al crédito fiscal establecido en el inciso anterior.


La administradora deberá presentar, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, una declaración anual informando el monto y cálculo de la remuneración exenta, la individualización del beneficiario del servicio, y el período que comprende el cobro de la remuneración respecto de los servicios exentos de conformidad a este artículo. El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97°, Nº1 del Código Tributario, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del mismo Código.

Capítulo V

De los Fondos de Inversión Privados


Artículo 84.- Definición. Los fondos de inversión que tengan menos de 50 partícipes que no sean integrantes de una misma familia, no quedarán sometidos a la fiscalización de la Superintendencia y se entenderán para los efectos de esta ley como fondos privados.


Artículo 85.- Normativa aplicable. Salvo disposición expresa en contrario, los fondos privados se regirán exclusivamente por las disposiciones contenidas en sus reglamentos internos y por las normas de este capítulo, no quedando sujetos a las normas de los capítulos precedentes, con excepción de lo dispuesto en los artículos 57 y 80. Asimismo, estos fondos privados no podrán invertir en aquellos activos que el Reglamento expresamente les prohíba. 


Artículo 86.- Tratamiento tributario.


A) Tratamiento tributario para fondos de inversión privados. Se les aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 81 de esta ley para fondos de inversión, debiendo, además, la  administradora solicitar la incorporación en el Rol Único Tributario a cada fondo que administre, acompañando el reglamento interno de cada uno de ellos.


Los intereses percibidos o devengados por el fondo, originados en préstamos efectuados con todo o parte de sus recursos a personas relacionadas con alguno de sus aportantes, en la parte que excedan de lo pactado en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación, se gravarán, sin deducción alguna, con la tasa del Impuesto de Primera Categoría establecida en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, impuesto que será de cargo de la administradora del fondo, sin perjuicio de su derecho a repetir contra éste. El Servicio de Impuestos Internos deberá determinar en forma fundada la parte excesiva del interés pactado, no pudiendo ejercer dicha facultad si la tasa de interés convenida es igual o inferior a la tasa de interés corriente vigente en el período y al tipo de operación de que se trate, aumentada un 10%.


B) Tratamiento tributario para los aportantes. Sean éstos domiciliados o residentes en el país o en el extranjero, tributarán conforme a las reglas contenidas en la letra A), N° 1.- del artículo 82 de esta ley, respecto de las rentas allí señaladas. Tratándose de los aportantes sin domicilio ni residencia en el país, se gravarán con el impuesto adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta, considerándose como contribuyentes del N° 2, del artículo 58 de la citada ley, aplicándose las normas sobre retención, declaración y pago del impuesto referido contenidas en los artículos 74 número 4, 79 y 83 de la misma, aplicando al efecto el crédito por impuesto de primera categoría establecido en el artículo 63 del mismo cuerpo legal, cuando corresponda.


Artículo 87.- Auditoría. Los fondos serán auditados anualmente por empresas de auditoría externa de aquellas inscritas en el registro que al efecto lleva la Superintendencia.


Artículo 88.- Operaciones con otros fondos. Los fondos a que se refiere este Capítulo no podrán realizar transacciones u operaciones con aquellos regulados por los Capítulos anteriores, salvo que sean administrados por sociedades que no sean relacionadas entre sí.


Artículo 89.- Aplicabilidad de normas, adecuación del reglamento y estatutos. Cuando dejen de cumplir la condición establecida en el artículo 84 de esta ley, los fondos privados y sus administradoras quedarán sujetos a todas las disposiciones contenidas en la presente ley aplicables a los fondos y administradoras fiscalizadas por la Superintendencia, debiendo comunicar este hecho a dicha entidad al día siguiente hábil de su ocurrencia.


El reglamento interno del fondo deberá adecuarse dentro de los 60 días contados desde ocurrida dicha circunstancia. En el mismo plazo indicado y cuando el fondo fuese administrado por una sociedad anónima cerrada, ésta deberá ajustar sus estatutos para efectos de transformarse en una sociedad anónima especial y solicitar a la Superintendencia la autorización de existencia señalada en los artículos 3° y 4° del artículo primero de la presente ley.


Artículo 90.- La administradora. Los fondos privados podrán ser administrados por las administradoras de fondos fiscalizados por la Superintendencia a que se refiere esta ley, o por sociedades anónimas cerradas que deberán estar inscritas en el registro de entidades informantes que lleva la Superintendencia, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° de la ley Nº 18.045, y quedarán sujetas a las obligaciones de información que ésta establezca mediante norma de carácter general.


En este último caso, en el nombre de esas sociedades anónimas cerradas y en cualquier documentación que emitan, no podrán utilizar la expresión “administradora general de fondos”.


Artículo 91.- Máximo de cuotas en manos de la administradora. Después de transcurrido un año contado desde la creación del fondo privado, y mientras se encuentre vigente, ni la administradora ni sus personas relacionadas podrán poseer, en conjunto, cuotas que representen más de un 20% del patrimonio del fondo privado por ella administrado.


Artículo 92.- Mínimo de aportantes no relacionados. Después de transcurrido un año contado desde la creación del fondo, y mientras se encuentre vigente, éste deberá tener al menos cuatro aportantes no relacionados entre sí, no pudiendo ninguno de ellos tener menos de un 10% de las cuotas pagadas del fondo. Esta restricción no aplicará en caso que, al cabo de dicho plazo y mientras se encuentre vigente, el fondo cuente entre sus aportantes con uno o más inversionistas institucionales que tengan a lo menos un 50% de las cuotas pagadas del fondo.


En caso de que un fondo de inversión privado no diere cumplimiento a los límites establecidos en el artículo 91 y en el inciso precedente, la administradora deberá comunicar este hecho al Servicio de Impuestos Internos tan pronto tome conocimiento de esta situación, y tendrá un plazo de 6 meses contados desde la fecha del incumplimiento para regularizarla.


Si ello no ocurriere, el fondo se considerará sociedad anónima y sus aportantes accionistas de la misma para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los beneficios y utilidades que obtengan a contar del ejercicio comercial en que se hubiera producido la infracción, o bien, a contar de la fecha de creación del fondo, en caso que se trate del primer ejercicio de funcionamiento del mismo, tributando el respectivo fondo de inversión privado en la misma forma y oportunidad que establece la ley para las sociedades anónimas.


Artículo 93.- No Oferta Pública. No podrá hacerse oferta pública de las cuotas de fondos privados ni se podrá hacer publicidad o promocionar públicamente el servicio de administración de fondos privados. Tampoco se podrá promocionar públicamente, información respecto de la rentabilidad o inversiones que se obtengan o realicen este tipo de fondos,


En cualquier tipo de comunicación o información que emitan administradoras de fondos privados, deberá necesariamente señalarse que se trata de fondos no regulados y no fiscalizados por la Superintendencia.


Artículo 94.- Información a la Superintendencia. La administradora deberá presentar a la Superintendencia, en la forma y plazos que ésta determine, la siguiente información referida a los fondos de inversión privados que administre:


a) Identificación del fondo y de los partícipes de éste.


b) Monto de los aportes.


c) Valor de los activos.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 84, la Superintendencia podrá requerir toda la información que sea necesaria para determinar si los fondos privados cumplen las condiciones que los hacen regirse por las normas de los fondos fiscalizados, si dan cumplimiento a las obligaciones del artículo 93 o para supervisar las operaciones que éstos hacen con aquellos, esto último, en caso de fondos administrados por la misma administradora o los relacionados a ésta.

TÍTULO II

DE LA GESTIÓN INDIVIDUAL DE RECURSOS


Artículo 95.- La administración de cartera. La administración de recursos de personas y entidades para su inversión en contratos, instrumentos o productos financieros, que se realice de manera habitual para 50 o más entidades que no sean integrantes de una misma familia, en adelante “administración de cartera”, se regirá por lo dispuesto en este Título y por las cláusulas contenidas en el contrato de administración, en adelante “el mandato”, que deberán suscribir el administrador de los recursos, en adelante “el mandatario”, y el propietario de los recursos que serán gestionados, en adelante “el mandante”.


Artículo 96.- Normativa aplicable. En aquellas materias no contenidas expresamente en esta ley o delegadas por ésta a la Superintendencia, serán aplicables a la administración de carteras las reglas generales que rigen el mandato comercial.


Artículo 97.- Mandatarios sujetos a fiscalización. Quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia, las personas o entidades que se dediquen habitualmente a la administración de carteras de terceros, en la medida que se cumpla alguno de los siguientes requisitos:


a) Que el número de mandantes cuyas carteras están siendo administradas sean más de 500.


b) Que el mandatario administre 50 o más carteras de terceros que no sean integrantes de una misma familia, por un monto total superior a 10.000 unidades de fomento.


Para efectos de la fiscalización de mandatarios y de las carteras administradas, la Superintendencia dispondrá de todas las facultades que le confiere su ley orgánica.


La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras fiscalizará el cumplimiento de las disposiciones legales y normativas contenidas en el presente título, respecto de los bancos e instituciones financieras cuando actúen como mandatarios, adoptando las normas que al efecto emita la Superintendencia.


Artículo 98.- Administradoras de Carteras, su registro y requisitos mínimos. Sólo podrán administrar carteras de terceros, de aquellas sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de conformidad a lo dispuesto en el artículo 95 anterior, las administradoras generales de fondos a que se refiere el Título I de esta ley, y las personas y entidades que se inscriban en el Registro de Administradoras de Carteras que mantendrá la Superintendencia, las que deberán cumplir las demás disposiciones requeridas por el presente Título para administrar carteras individuales. Las administradoras generales de fondos se entenderán inscritas en el Registro de Administradoras de Carteras.


Los socios, directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de las administradoras generales de fondos y de las demás personas y entidades que se inscriban en el Registro de Administradoras de Carteras, deberán contar con la idoneidad y los conocimientos suficientes sobre gestión individual de recursos. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, establecerá los parámetros y estándares conforme a los cuales se presumirá que se cumple con tales requisitos de idoneidad y conocimientos, los que deberán distinguir las distintas funciones de los mandatarios.


Para poder actuar como administradores de cartera, las personas y entidades inscritas en el Registro de Administradoras de Carteras deberán acreditar a satisfacción de la Superintendencia, de acuerdo a lo que ésta establezca por norma de carácter general, que permanentemente cuentan con un patrimonio de al menos 10.000 unidades de fomento y con garantías, constituidas en la forma que establezca la Superintendencia, en favor de los mandantes. 


Artículo 99.- Garantía. El monto de la garantía que deban constituir los mandatarios será determinado de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la presente ley.


Artículo 100.- Registro y contabilización de activos. Los recursos de terceros mantenidos por el mandatario en dinero y moneda extranjera, y los instrumentos, bienes y contratos de propiedad de terceros que estén a nombre del mandatario, se registrarán y contabilizarán en forma separada de las operaciones realizadas por éste con sus recursos propios y de las operaciones de otros mandantes, con la individualización completa de el o los mandantes correspondientes. Ese registro acreditará la propiedad de esos recursos, instrumentos, bienes y contratos, y no podrán decretarse embargos y medidas precautorias sobre todo o parte de aquellos de propiedad de terceros, salvo por obligaciones personales del mandante respectivo y sólo sobre los de la propiedad de éste.


Para efectos del ejercicio del derecho a voto por los instrumentos de terceros mantenidos a nombre propio por el mandatario, se estará a lo establecido en el artículo 179 de la ley N° 18.045.


Artículo 101.- El Mandato. El mandato de administración de cartera deberá constar por escrito y en soporte papel y ser debidamente suscrito por las partes, o en documento electrónico que cumpla con formalidades equivalentes, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Cuando se trate de administración de cartera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia, será ésta la que determinará el contenido mínimo del contrato de administración, mediante norma de carácter general.


Artículo 102.- Responsabilidad del mandatario. El mandatario deberá efectuar todas las gestiones que sean necesarias, con el cuidado y la diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios, para cautelar la obtención de una adecuada combinación de rentabilidad y seguridad de las inversiones de cada mandante, de acuerdo a las instrucciones específicas entregadas en el mandato, el cual podrá permitir un manejo discrecional de la cartera entregada en administración. La administración de cartera deberá realizarse atendiendo exclusivamente a la mejor conveniencia de cada mandante y a que todas y cada una de las operaciones de adquisición y enajenación que efectúe por cuenta del mismo, se hagan en el mejor interés de éste.


Será deber del mandatario explicitar, en el momento que ocurran, los conflictos de interés que surjan en el ejercicio del mandato y de resolverlos siempre en el mejor beneficio de cada mandante.


El mandatario será siempre responsable de los perjuicios que ocasione a los mandantes por sus actuaciones u omisiones negligentes o dolosas.


Artículo 103.- Infracciones a esta ley. Son contrarias a la presente ley, las siguientes actuaciones u omisiones de parte del mandatario:


a) El cobro de cualquier costo no señalado expresamente en el mandato.


b) El cobro de cualquier servicio prestado por personas relacionadas al mandatario, sin el consentimiento expreso del mandante.


c) La compra de instrumentos, bienes y contratos de mandantes para la cuenta del mandatario, a menos que así lo autorice expresamente el mandante.


d) La venta de instrumentos, bienes y contratos de propiedad del mandatario para la cuenta de mandantes, a menos que así lo autorice expresamente el mandante.


Artículo segundo.- Introdúcense en la ley N° 19.281, que establece normas sobre arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase el inciso final del artículo 1°, por el siguiente:


“Estas cuentas se denominarán Cuentas de Ahorro para Arrendamiento de Viviendas con Promesa de Compraventa, en adelante “las cuentas”, y los recursos depositados en ellas deberán ser mantenidos de manera separada e independiente del patrimonio de las instituciones, e invertidos en cuotas de fondos fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 54 de esta ley. En el evento que los fondos en que se invirtió dejen de cumplir tales requisitos, la institución deberá enajenar o rescatar las cuotas respectivas y reinvertir los recursos en otros fondos que cumplan esos requisitos en un plazo no superior a 30 días de sucedido tal evento. Dichas cuotas tendrán el carácter de inembargables, salvo para lo señalado en el artículo 10 con relación al cese de la inembargabilidad.”.


b) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Con cargo a los recursos aportados mensualmente en la cuenta, las instituciones pagarán la renta de arrendamiento al arrendador promitente vendedor y descontarán la comisión a que se refiere el artículo 5°. El saldo de dicho aporte formará parte de los recursos disponibles para el pago del precio de la compraventa prometida celebrar.


Las instituciones deberán llevar un registro en el cual se indicará el número de cuotas de participación en los fondos mencionados en el inciso anterior, que le corresponde a cada uno de los titulares de las cuentas, en los términos que disponga el reglamento de esta ley.


En caso de disolución de la institución que mantenga las cuentas, sea por revocación de su autorización de existencia o por cualquiera otra causa, el liquidador deberá traspasar las cuentas a otra institución de las mencionadas en el artículo 1°. El traspaso comprenderá los recursos aportados y los contratos de ahorro metódico.”.


c) Reemplázase el inciso segundo del artículo 5°, por el siguiente:


“La comisión será establecida libremente por cada institución. Estas comisiones estarán exentas del Impuesto al Valor Agregado y deberán ser informadas al público y al organismo fiscalizador que tenga la institución, en la forma que señale el reglamento. Las modificaciones de esta comisión podrán efectuarse dos veces en el año y regirán 90 días después de comunicadas al respectivo organismo fiscalizador, plazo dentro del cual el titular de la cuenta podrá cambiarse de institución o requerir el cambio del o los fondos en que está invertido el aporte, cambios que no se computarán para los efectos de lo dispuesto en el artículo 2º.”.


d) Reemplázase el artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- La sociedad inmobiliaria sólo podrá enajenar la vivienda arrendada con promesa de compraventa, siempre que ceda conjuntamente el contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, a otra sociedad del mismo tipo, a un fondo fiscalizado por la Superintendencia de Valores y Seguros, a una sociedad securitizadora del Título XVIII de la ley Nº 18.045, o a las personas que esa Superintendencia haya declarado por norma de carácter general que pueden adquirirlos. El adquirente a cualquier título de la vivienda, como cesionario del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, tendrá iguales obligaciones, derechos y facultades que el cedente y estará obligado a cumplir el contrato de arrendamiento con promesa de compraventa en la forma pactada. Las partes podrán convenir que la administración del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa la mantenga el cedente.


Los fondos fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros y las sociedades securitizadoras, para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 17 de esta ley, estarán facultados para adquirir los activos a que se refiere este artículo. Dicha Superintendencia reglamentará, mediante circulares, las condiciones que deberán cumplirse en estas ventas y cesiones.


La cesión de los contratos de arrendamiento con promesa de compraventa, por parte del arrendador promitente vendedor, como, asimismo, la cesión, por el arrendatario promitente comprador, de sus derechos derivados del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, se efectuarán mediante endoso. Este se colocará a continuación, al margen o al dorso del título, con indicación del nombre del cedente y del cesionario, debiendo las firmas de las partes estar autorizadas por notario y anotarse la respectiva cesión al margen de la inscripción del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa.”.


e) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 44, por el siguiente:


“Los recursos de este fondo se depositarán en la cuenta a que se refiere el artículo 1º y se invertirán en los fondos fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros a que se refiere el artículo 1º, e integrarán los recursos disponibles a que alude el inciso primero del artículo 3º.”.


f) Sustitúyese el Título VI y su articulado, por el siguiente:

“TITULO VI

De los Requisitos de los Fondos


Artículo 54.- Los recursos aportados y disponibles señalados en el inciso final del artículo 1° e inciso primero del artículo 3°, respectivamente, y el fondo de garantía del artículo 44, podrán ser invertidos en cuotas de fondos mutuos y en cuotas de fondos de inversión, en este último caso, en la medida que los fondos estén aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo del Título XI del decreto ley N° 3.500, de 1980, y que permita el rescate total y permanente de sus cuotas, y que éstas sean pagadas en un plazo inferior o igual a 30 días.”.


Artículo tercero.- Introdúcense en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974, las siguientes modificaciones:


1) Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 11, la expresión “ley Nº 18.815”, por la expresión “Ley sobre Administración de fondos de Terceros y Carteras Individuales.


2) Elimínase en el inciso sexto, del número 8, del artículo 17, la frase “Se entenderá que tienen presencia bursátil aquellas acciones que cumplan con las normas para ser objeto de inversión de los fondos mutuos, de acuerdo a lo establecido en el Nº 1 del artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976.”.


3) En el artículo 20 introdúcense las siguientes modificaciones:


 a) En el número 2, reemplácese el inciso tercero, por el siguiente: "Los intereses a que se refiere la letra g), se considerarán devengados en cada ejercicio, a partir de la fecha que corresponda a su colocación y así sucesivamente hasta su pago. El impuesto se aplicará a los titulares de los referidos instrumentos, y gravará los intereses que hayan devengado en el año calendario o comercial respectivo, desde la fecha de su colocación o adquisición hasta el día de su enajenación o rescate, ambas inclusive. El interés devengado se determinará de la siguiente forma: (i) multiplicando la tasa de interés fiscal anual del instrumento determinada conforme al artículo 104, por el capital del mismo, a su valor nominal o par; (ii) el resultado obtenido conforme al literal anterior se divide por 365, y (iii) finalmente, se multiplicará tal resultado por el número de días del año calendario o comercial en que el título haya estado en poder del contribuyente titular.".


b) Elimínase en el número 3° del artículo 20 la palabra “mutuos”.


4) En el artículo 21 inciso segundo, elimínase la expresión “el impuesto del número 3, del artículo 104,”.


5) Reemplázase en el artículo 59, inciso cuarto, número 1, letra  b), la expresión “el artículo 18 bis de esta ley y su reglamento”, por la expresión “la letra A) del artículo 9° transitorio, de la Ley que Regula la Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales”.


6) En el artículo 74, inciso primero, reemplázase el número 7°, por el siguiente: 


“7°.- Los representantes, custodios, intermediarios, depósitos de valores u otras personas domiciliadas o constituidas en el país que hayan sido designadas o contratadas por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, para los efectos de cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de la tenencia o enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, con una tasa de 4% sobre los intereses devengados durante el ejercicio respectivo, conforme a lo dispuesto en el artículo 20, número 2°, letra g). Esta retención reemplazará a la que establece el número 4º de este artículo respecto de los mismos intereses, pagados o abonados en cuenta a los contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile. Las personas señaladas precedentemente deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, sobre los antecedentes de las retenciones que hayan debido efectuar conforme a este número. La no presentación de esta declaración o su presentación extemporánea, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, la que se aplicará conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.”.


7) Reemplázase el artículo 104, por el siguiente: 


“Artículo 104.- No obstante lo dispuesto en el artículo 17°, número 8°, no constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, siempre que se cumpla con los requisitos indicados en los siguientes números 1 y 2: 


1.- Instrumentos beneficiados. 


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los instrumentos que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que se trate de instrumentos de deuda de oferta pública previamente inscritos en el Registro de Valores conforme a la ley N° 18.045.


b) Que hayan sido emitidos en Chile.


c) Que se establezca, en la respectiva escritura de emisión, que los instrumentos se acogerán a lo dispuesto en este artículo y que, además de la tasa de cupón o de carátula, se determine, para cada colocación y después de cada una de ellas, una tasa de interés fiscal para efectos del cálculo de los intereses devengados conforme al inciso tercero, del número 2, del artículo 20.


La tasa de interés fiscal aludida en el inciso anterior, corresponderá a la tasa de colocación anual del instrumento, la que se expresa en porcentaje y que en la fórmula que se describe a continuación, se identifica como “TF”. Esta tasa corresponderá al número positivo que permita cumplir la siguiente igualdad:
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La fórmula precedente es una identidad que indica que el precio del instrumento colocado corresponde a la suma del valor presente de cada flujo de caja “F” que el emisor del instrumento se compromete a pagar en cada fecha “t” y hasta el vencimiento del instrumento en la fecha “N”. 

El valor presente de cada flujo de caja F que el instrumento se compromete a pagar en una determinada fecha t corresponde al flujo de caja F, multiplicado por un factor de descuento que corresponde al inverso de la suma de 1 más la tasa anual de colocación del instrumento “TF” elevada al número que resulte de dividir los días transcurridos entre la fecha en que ocurre el flujo respectivo y la fecha de colocación “fc” (t-fc), por 365.

De acuerdo a lo anterior, las variables intervinientes en la ecuación indicada anteriormente se definen de la siguiente manera:

TF
=
Tasa fiscal por determinar y corresponde a la tasa de colocación del instrumento. Esta tasa se expresa en porcentaje.
=
Sumatoria [image: image3.png]


 desde la fecha de colocación del instrumento, fecha que definimos como “fc”, hasta el vencimiento del instrumento en la fecha “N”.
Ft
=
Flujo de caja (que incluye cupón y,o amortización de capital) que promete pagar el instrumento al tenedor de éste en una fecha “t”, según la tabla de desarrollo del instrumento, expresados como porcentaje del valor nominal.

t
=
Fecha de ocurrencia de un flujo de caja.

Precio de transacción = Relación expresada en porcentaje, entre la suma de dinero desembolsada por el o los inversionistas para adquirir el monto colocado por el emisor respecto a su valor nominal.

No obstante lo anterior, una o varias colocaciones de la misma emisión, posteriores a la primera, tendrán la misma tasa de interés fiscal que aquella, sólo si su respectiva tasa de colocación es menor o igual a la tasa de interés fiscal de la primera colocación, en cuyo caso se aplicará la tasa de interés fiscal correspondiente a la colocación inicial, siempre que, previo a la respectiva colocación, el emisor haya informado a la Superintendencia de Valores y Seguros, en la forma que ésta determine mediante norma de carácter general, que acogerá dicha colocación a lo dispuesto en este inciso. En todo caso, dicha norma de carácter general deberá incluir la forma de identificar las colocaciones que tengan tasa fiscal distinta de una misma emisión.


En caso de aumentar el monto emitido de una misma serie de títulos que cumplan copulativamente los requisitos señalados en las letras a), b) y c) precedentes, a través de una reapertura, de la cual se deje constancia en la escritura de emisión, el nuevo monto emitido y sus respectivas colocaciones, tendrán la misma tasa de interés fiscal de la primera colocación, sólo si la tasa de colocación de cada una de ellas es menor o igual a la tasa de interés fiscal de la primera colocación de la emisión de la serie original, y siempre que el emisor haya informado a la Superintendencia de Valores o Seguros, en la forma que esta determine mediante norma de carácter general, que acogerá dicha emisión a lo dispuesto en este inciso. En este caso podrá aplicarse lo dispuesto en el inciso precedente, cumpliéndose los requisitos que allí se establecen, respecto de las sucesivas colocaciones de la misma reapertura.


La tasa de interés fiscal será informada después de cada colocación, dentro del mismo día, por el emisor de los títulos a la Superintendencia de Valores y Seguros, quien mantendrá un registro público de dichas tasas.


2.- Contribuyentes beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los contribuyentes que enajenen los instrumentos a que éste se refiere, cumpliendo con lo señalado en las letras a) o b) siguientes:


a) Que entre la fecha de adquisición y enajenación de los instrumentos haya transcurrido a lo menos un año, o bien, el plazo inferior que se fije mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por el Ministerio de Hacienda. En el caso de la primera dictación, de la modificación o reemplazo del señalado decreto, el plazo de permanencia que regirá para aquellos tenedores de bonos que hayan adquirido los títulos con anterioridad a su entrada en vigencia, será el menor entre el que falte por completar para cumplir con el que establece la ley o, en su caso, el que señala el decreto vigente al momento de la compra, y el plazo que señale el nuevo decreto que se dicte.


b) Que hayan adquirido y enajenado los instrumentos en una Bolsa local, en un procedimiento de subasta continua que contemple un plazo de cierre de las transacciones que permita la activa participación de todos los intereses de compra y de venta, el que, para efectos de este artículo, deberá ser previamente autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros y el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución conjunta. Además, que hayan adquirido y enajenado los instrumentos por intermedio de un corredor de bolsa o agente de valores registrado en la Superintendencia de Valores y Seguros, excepto en el caso de los bancos, en la medida que actúen de acuerdo a sus facultades legales.


Tratándose de contribuyentes sin domicilio ni residencia en el país, deberán contratar o designar un representante, custodio, intermediario, depósito de valores u otra persona domiciliada o constituida en el país, que sea responsable de cumplir con las obligaciones tributarias que pudiesen afectarlos.


3.- Disposiciones especiales relativas a los pagos anticipados.


En el caso del pago anticipado o rescate por el emisor del todo o parte de los instrumentos de deuda a que se refiere este artículo, se considerarán intereses todas aquellas sumas pagadas por sobre el saldo del capital adeudado, además de los intereses referidos en el artículo 20, número 2, inciso tercero. Para los efectos de esta ley, los intereses a que se refiere este número se entenderán devengados en el ejercicio en que se produzca el pago anticipado o rescate.


4.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con uno o más de los requisitos señalados en el número 1 y 2 anteriores, siempre que los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles que, para estos efectos, establecerá el Ministro de Hacienda mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", y que cumplan con las características y condiciones que en el mismo se definan, incluyendo la tasa de interés fiscal. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile, su inclusión en dicha nómina de instrumentos elegibles deberá ser previamente solicitada por dicho organismo.


Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, los requisitos dispuestos en la letra b) del número 2.- se entenderán cumplidos cuando la adquisición o enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central de Chile o por el Ministerio de Hacienda, según corresponda, para operar con las instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos de deuda.  Asimismo, tales requisitos se entenderán cumplidos cuando se trate de adquisiciones o enajenaciones de instrumentos elegibles que correspondan a operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central de Chile con las empresas bancarias.


5.- Disposiciones relativas a deberes de información, sanciones y normas complementarias.


El emisor de los instrumentos a que se refiere este artículo, los depósitos de valores donde tales instrumentos estén depositados, las bolsas de valores del país que los acepten a cotización, los representantes de los tenedores de tales instrumentos, los custodios, intermediarios u otras personas responsables de cumplir con las obligaciones tributarias que pudiesen afectar a los contribuyentes tenedores, u otras personas que hayan participado en estas operaciones, deberán declarar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las características de dichas operaciones, individualizando a las partes e intermediarios que hayan intervenido, los valores de emisión y colocación de los instrumentos y las demás materias que establezca, asimismo, dicho Servicio. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al procedimiento del artículo 165, número 2°, del mismo cuerpo legal.


La emisión o utilización de declaraciones maliciosamente falsas, se sancionarán en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.


En caso que la información que se suministre conforme al presente número resultare ser falsa, o cuando la enajenación no se hubiere adecuado a las condiciones de mercado al tiempo de su realización, el inversionista o su administrador quedarán afectos a una multa de hasta el 20% del monto de las inversiones realizadas en el país, no pudiendo, en todo caso, dicha multa ser inferior al equivalente a 20 unidades tributarias anuales, la que podrá hacerse efectiva sobre el patrimonio del inversionista, sin perjuicio del derecho de éste contra el administrador. Las personas que hayan sido contratadas para los efectos de cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de la tenencia o enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, serán solidariamente responsables de esta multa, salvo que, cuando se haya aplicado con motivo de la entrega de información falsa, acrediten que las declaraciones de que se trate se fundaron en documentos proporcionados por el inversionista, o su administrador correspondiente, o que no tuvo incidencia en la inadecuación de la operación a las condiciones de mercado, y que el representante o intermediario no estuvo en condiciones de verificar en el giro ordinario de sus negocios. La multa que se establece en el presente inciso se aplicará conforme al procedimiento del artículo 165, número 2° del Código Tributario.


El Servicio de Impuestos Internos podrá aplicar, respecto de las operaciones que establece este artículo, lo dispuesto en el artículo 17 N° 8 inciso quinto de la presente ley y en el artículo 64 del Código Tributario, en cuyo caso, la diferencia que se determine entre el precio o valor de la operación y el de la tasación se gravará conforme al inciso primero del artículo 21 de esta ley.


6.- Tratamiento de las pérdidas en la enajenación de los instrumentos a que se refiere este artículo.


Las pérdidas obtenidas en la enajenación de los instrumentos a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.”.


8) Derógase el artículo 106, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5° transitorio y 9° transitorio de la presente ley. 


9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 107:


a) Elimínase en el inciso segundo del número 1 la expresión “y 106,”.


b) Agrégase en el inciso primero del número 2) la siguiente oración final: “En ambos casos, para acogerse a lo dispuesto en este artículo, la política de inversiones de este tipo de fondos, contenida en su reglamento interno, deberá establecer la obligación por parte de la administradora de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos o distribuciones e intereses percibidos que provengan de los emisores de los valores en que el fondo haya invertido, durante el transcurso del ejercicio en el cual éstos hayan sido percibidos o dentro de los 180 días siguientes al cierre de dicho ejercicio, y hasta por el monto de los beneficios netos percibidos en el ejercicio, según dicho concepto está definido en la Ley sobre Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales, menos las amortizaciones de pasivos financieros que correspondan a dicho período y siempre que tales pasivos hayan sido contratados con a lo menos 6 meses de anterioridad a dichos pagos.


c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero de ese número 2), por los siguientes:


“Lo dispuesto en el inciso anterior no resultará aplicable a las enajenaciones y rescates, según corresponda, de cuotas de fondos de inversión que dejaren de dar cumplimiento al porcentaje de inversión o a la obligación de distribución contemplados en el reglamento interno respectivo por causas imputables a la administradora o, cuando no siendo imputables a la administradora, dichos incumplimientos no hubieran sido regularizados dentro de los tres meses siguientes de producidos. Se tendrá por incumplido el requisito de porcentaje de inversión, si las inversiones del fondo respectivo en acciones con presencia bursátil resultasen inferiores a un 90% por un período continuo o discontinuo de 30 o más días en un año calendario.


Las administradoras de los fondos deberán certificar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste lo requiera mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos establecidos en este numeral. La emisión de certificados maliciosamente falsos se sancionará conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario.”.


d) Elimínase el inciso primero del número 4). 


10) En el inciso primero del artículo 108, reemplázase la expresión “los artículos 106 y” por “el artículo”.


11) Sustitúyese el artículo 109 por el siguiente: 


“Artículo 109.- El mayor o menor valor en el aporte y rescate de valores en fondos cuyo reglamento interno contemple ese tipo de aportes y rescates, se determinará, para efectos tributarios, conforme a las siguientes reglas: 


1) Adquisición de cuotas mediante el aporte de valores.


a) El valor de adquisición de las cuotas del fondo para aquellos inversionistas que efectúen aportes en valores, se determinará conforme al valor cuota, definido por el Reglamento de la ley que regule la Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales.


b) El precio de enajenación de los valores que se aportan corresponderá al valor al que esos títulos o instrumentos fueron valorizados por la administradora del fondo correspondiente al convertir el aporte en cuotas del mismo, y deberá estar contenido en un certificado que al efecto emitirá la administradora del fondo.


2) Rescate de cuotas mediante la adquisición de valores.


a) El valor de rescate de las cuotas del fondo para aquellos inversionistas que lo efectúen mediante la adquisición de valores que formen parte de la cartera del fondo, se determinará en la misma forma señalada en la letra a) del número precedente, y deberá estar contenido en un certificado que al efecto emitirá la administradora del fondo.


b) El valor de adquisición de los títulos o instrumentos mediante los cuales se efectúa el rescate a que se refiere el literal anterior, será aquél empleado por la administradora del fondo respectivo para pagar el rescate en esos valores. Del mismo modo, el valor de tales títulos o instrumentos deberá constar en el certificado que al efecto emitirá la administradora.”.


Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 3° transitorio, 5° transitorio y 7° transitorio de la presente ley, deróganse los siguientes cuerpos legales:


a) Los Títulos XX y XXVII de la ley N°18.045.


b) El decreto ley N° 1.328, de 1976, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo de Hacienda N° 1.019, de 1979.


c) La ley N° 18.657.


d) La ley N° 18.815.


Para todos los efectos legales, debe entenderse que cualquiera referencia que en el ordenamiento jurídico se haga a los cuerpos legales derogados por el inciso anterior, debe entenderse efectuada a la presente ley.


Artículo quinto.- Sustitúyase el artículo primero transitorio de la ley N° 20.190 por el siguiente:


“Artículo primero.- Establécense las siguientes normas para incentivar la inversión en capital de riesgo:


1.- Norma para los fondos de inversión.


Para los efectos de lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, se considerarán ingresos no constitutivos de renta los ingresos percibidos por los aportantes de fondos de inversión que cumplan con los requisitos de este número, originados en el mayor valor obtenido por el fondo de inversión respectivo en la enajenación de las acciones que se indican, en aquella parte que exceda del producto de multiplicar el valor de adquisición reajustado de las respectivas acciones, por el factor resultante de elevar 1,0003 a una potencia igual al número de días transcurridos entre la fecha de adquisición de las acciones y la de su enajenación.


Sólo podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo el mayor valor obtenido en la enajenación de acciones emitidas por sociedades anónimas cerradas o sociedades por acciones que cumplan con los siguientes requisitos:


(i) Que su enajenación se verifique después de transcurridos a lo menos veinticuatro meses de haberlas adquirido.


(ii) Que al momento de efectuar la enajenación, el monto invertido por el fondo de inversión en la sociedad cuyas acciones se enajenan no supere el 40% del total de aportes pagados por los aportantes al fondo.


(iii) Que el adquirente de las acciones y sus socios o accionistas, en el caso de ser sociedades, o sus partícipes, en el caso de ser un fondo, no se encuentren relacionados, en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045, con el fondo de inversión enajenante, sus aportantes o su sociedad administradora, ni con los accionistas de ésta.


Para calificar a esta franquicia, los fondos de inversión deberán incorporar en su reglamento interno los requerimientos y obligaciones establecidas en este número.


La totalidad de los activos del fondo de inversión, sin considerar las reservas de liquidez de corto plazo que se inviertan en los instrumentos que autorice la Superintendencia de Valores y Seguros mediante norma de carácter general, se destinarán exclusivamente a la inversión en sociedades que, al momento de la inversión por parte del fondo:


(i) Sean sociedades anónimas cerradas o sociedades por acciones que no coticen sus acciones en Bolsa.


(ii) No hayan alcanzado un volumen anual de ingresos por ventas o servicios, excluido el Impuesto al Valor Agregado que hubiere afectado dichas operaciones, que supere en cualquier ejercicio comercial las 400.000 unidades de fomento, según su valor al término del año respectivo.


(iii) No tengan utilidades tributables retenidas que, debidamente reajustadas, excedan del equivalente a 20% del monto de su capital pagado, también reajustado.


(iv) No formen parte de ningún grupo empresarial incluido en la nómina publicada por la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad a lo dispuesto en el Título XV de la ley N°18.045.


En todo momento las sociedades en que estén invertidos los fondos no podrán tener como giro principal: (a) de inmobiliarias o de casinos; (b) de concesiones de obras públicas o servicios sujetos a tarificación; (c) de importación de bienes o servicios; (d) de inversión, sea en capitales mobiliarios o en otras empresas; (e) de servicios financieros o de corretaje, ni (f) de servicios profesionales.


Además de dar cumplimiento a su reglamento interno, para la procedencia de esta franquicia los fondos de inversión deberán cumplir los siguientes requisitos:


(i) El monto de la inversión máxima a realizar por el fondo de inversión en una misma sociedad no podrá superar, al momento de efectuar cada inversión, el 40% del total de aportes pagados por los aportantes al fondo, debiéndose regularizar cualquier exceso de inversión que se produzca, sea por la vía de aumentar el capital pagado o de reducir el monto invertido, dentro del plazo máximo de 24 meses, salvo el caso de la primera inversión, que podrá regularizarse hasta en 36 meses.


(ii) Transcurrido un año de la primera inversión realizada por el fondo, ningún partícipe podrá poseer más de un 20% del total de cuotas del fondo, ya sea en forma individual o en conjunto con otras personas con las cuales mantenga un acuerdo de actuación conjunta, según dicho concepto está definido en el artículo 98 de la ley Nº 18.045, salvo que se trate de un aportante que califique como inversionista institucional de acuerdo a lo establecido en la letra f) del artículo 4º bis de la ley Nº 18.045.


(iii) Ser un fondo fiscalizado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


El resultado obtenido por el fondo de inversión en aquellas inversiones distintas a las permitidas en este artículo, no podrá acogerse a la franquicia prevista en este número, pero podrán considerarse en el cálculo de los límites de inversión requeridos para que el resultado obtenido por el fondo de inversión en sus restantes inversiones, pueda beneficiarse del tratamiento tributario previsto en este artículo.


2.- Norma para los demás inversionistas.


Para los efectos de lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, los accionistas de aquellas sociedades susceptibles de ser objeto de las inversiones a que se refiere el numeral anterior y en que los fondos de inversión que allí se describen hayan adquirido a lo menos un 25% del capital accionario, calculado al momento de la respectiva inversión por parte de los fondos, podrán considerar como costo de adquisición de sus acciones, para efectos de determinar el mayor valor gravado por impuesto a la renta resultante de su enajenación, el más alto valor de adquisición pagado por uno de tales fondos de inversión en la más reciente colocación de acciones de primera emisión de la respectiva sociedad, de la misma serie, y en que las acciones adquiridas por el fondo representen a lo menos un 10% del capital accionario, ocurrida con anterioridad a la enajenación de las acciones.


Para que proceda lo dispuesto en este número será necesario que:


(i) Las acciones que se transfieren hayan sido adquiridas y pagadas con a lo menos 100 días de anticipación a la fecha de incorporación del primer fondo a la sociedad respectiva, cualquiera sea su participación;


(ii) La enajenación de las acciones se verifique después de transcurridos a lo menos 12 meses de haberlas adquirido, y


(iii) El adquirente de las acciones y sus socios o accionistas, en el caso de ser sociedad, o sus partícipes, en el caso de ser un fondo, no se encuentren relacionados con el enajenante, o su controlador, en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.


3.- Vigencia.


Lo dispuesto en el N° 1 de este artículo se aplicará respecto del mayor valor generado en la enajenación de acciones que se adquieran por los fondos de inversión que cumplan los requisitos de ese numeral, a contar de la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2022.


Lo dispuesto en el N° 2 de este artículo se aplicará respecto de las acciones adquiridas en cualquier momento previo al vencimiento del plazo antes indicado.


Artículo sexto.- Increméntase en 5 la dotación máxima de la Superintendencia de Valores y Seguros a partir del año de entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo séptimo.- Reemplázase, en el artículo 3° de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos, la expresión “administradoras de fondos de inversión”, por la frase “sociedades que administren fondos de inversión privados”.

Disposiciones transitorias


Artículo 1° transitorio.- Salvo lo dispuesto en el artículo quinto, que regirá a partir de su publicación en el Diario Oficial, la presente ley comenzará a regir el primer día del mes subsiguiente al de la dictación del decreto supremo del Ministerio de Hacienda que reemplace a los actuales decretos supremos N° 1.179, de 2010 y N° 864, de 1989, ambos del Ministerio de Hacienda, el que deberá ser emitido a más tardar seis meses después de la publicación de esta ley. A contar de la fecha de publicación de ese decreto supremo, se traspasarán automáticamente, y por el solo ministerio de esta ley, los reglamentos internos de fondos mutuos registrados en el antiguo “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos y Contratos de Suscripción de Cuotas de Fondos Mutuos”, al nuevo “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos”.


En igual plazo deberá dictarse el decreto supremo del Ministerio de Hacienda que modifique el actual decreto supremo N° 1.334, de 1995, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 2° transitorio.- Las administradoras de fondos mutuos, de fondos de inversión, de fondos para la vivienda y generales de fondos deberán adecuar sus estatutos a las disposiciones establecidas en esta ley, así como cumplir las exigencias contempladas en este cuerpo legal, en el plazo de un año contado desde la publicación del decreto supremo a que hace referencia el artículo 1° transitorio.


Artículo 3° transitorio.- Las administradoras tendrán el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación del decreto supremo a que hace referencia el inciso primero del artículo 1° transitorio, para depositar los reglamentos internos y demás documentación requerida por la Superintendencia de Valores y Seguros en relación con los fondos de inversión que administran, que hayan sido aprobados por dicho órgano con anterioridad a esa fecha. Las cuotas de esos fondos podrán ser comercializadas sin que sea necesario el depósito respectivo, en tanto sus reglamentos internos o la referida documentación no sean modificados. Las modificaciones de esos reglamentos internos deberán cumplir las disposiciones introducidas por la presente ley y, en caso de tratarse de adecuaciones necesarias para el cumplimiento de esta ley, éstas deberán ser efectuadas dentro del mismo plazo.


Sin perjuicio de la derogación establecida en el artículo cuarto de la presente ley, en tanto los reglamentos internos de fondos mutuos no hayan sido depositados, seguirán rigiendo aquellas exigencias contenidas en los artículos 7°, 11 y 12 A del decreto ley N° 1.328, de 1976, y 226 y 227 de la ley N° 18.045, hasta que se cumplan los plazos establecidos en esta ley para el cumplimiento de las nuevas obligaciones que están condicionadas al depósito del reglamento interno en el “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos”.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cuarto de la presente ley, mientras los reglamentos internos de fondos de inversión no hayan sido depositados, seguirán rigiendo aquellas exigencias contenidas en los artículos 1°, 3°A y 18 de la ley N° 18.815, y 226 y 227 de la ley N° 18.045, hasta que se cumplan los plazos establecidos en esta ley para el cumplimiento de las nuevas obligaciones que están condicionadas al depósito del reglamento interno en el “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos”.


Artículo 4° transitorio.- Las sociedades que administren fondos para la vivienda tendrán el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación del decreto supremo a que hace referencia el inciso segundo del artículo 1° transitorio, para depositar los reglamentos internos de los fondos que administran ajustados a las disposiciones establecidas en esta ley, cuyos contratos de administración hubieren sido inscritos por la Superintendencia de Valores y Seguros en el registro que lleva para esos efectos, con anterioridad a esa fecha. Las cuotas de esos fondos podrán ser comercializadas a personas distintas de la institución con quien tenía suscrito tal contrato una vez efectuado el depósito respectivo.


Artículo 5° transitorio.- Sin perjuicio de la derogación establecida en los artículos tercero, número 8), y cuarto de la presente ley, los fondos de inversión constituidos al amparo de la ley N° 18.657, podrán continuar con sus operaciones en el país, conservando la garantía de invariabilidad establecida en el inciso tercero del artículo 15 de dicha ley        N° 18.657 respecto de las inversiones que se hayan efectuado o que estén previamente autorizadas en este tipo de fondos de inversión, todo en conformidad a un contrato de inversión extranjera suscrito de acuerdo al decreto ley N° 600, de 1974. Conservarán, asimismo, el régimen de tributación establecido en el Título II de la referida ley, incluyendo la posibilidad de distribuir rentas del artículo 106 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Estos fondos de inversión no podrán transformarse en o fusionarse con algunos de los fondos creados por la presente ley.


Artículo 6° transitorio.- Las administradoras de fondos de inversión de los referidos en los N° 1 y 3 del actual artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, tendrán el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, para adecuar los reglamentos internos de dichos fondos a lo establecido en el N° 1 del nuevo artículo primero transitorio de la citada ley, introducido a través del artículo quinto de la presente ley. En cualquier caso, las inversiones que tales fondos hayan efectuado con anterioridad a la entrada de vigencia de la presente ley mantendrán el régimen tributario establecido en el actual artículo primero transitorio de la ley            N° 20.190, en la medida que se dé cumplimiento a los demás requisitos allí establecidos.


Artículo 7° transitorio.- Lo dispuesto en los artículos 81, 82, 83 y 86 del artículo primero de la presente ley y las modificaciones introducidas a la Ley sobre Impuesto a la Renta mediante el artículo tercero de esta ley, regirán a contar de la fecha de vigencia general establecida en el artículo 1° transitorio, respecto de los hechos acaecidos a contar de dicha fecha. 


Con todo, deberán observarse las siguientes reglas especiales:


a) Sin perjuicio de la derogación establecida en el artículo cuarto de la presente ley, los fondos de inversión constituidos al amparo de la ley      N° 18.815, deberán, al 30 de abril del año siguiente a la fecha de vigencia establecida en el inciso anterior, presentar una declaración ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en la que declaren:


i) El saldo de beneficios acumulados en el respectivo fondo, así como el saldo que registre el Fondo de Utilidades Tributables y del crédito establecido en los artículos 56 N° 3 y 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a las cantidades allí registradas, así como el saldo de las cantidades anotadas, de forma separada, en dicho Fondo de Utilidades Tributables por los ingresos no constitutivos de renta y rentas exentas que el fondo haya percibido de terceros de conformidad con lo establecido en el artículo 14, letra A), número 3° de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Los saldos y monto del crédito referidos deberán informarse según sus montos a la fecha de vigencia general de la presente ley. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cuarto de la presente ley, dichas cantidades se afectarán, en su posterior reparto o distribución, con el régimen tributario establecido en la ley N° 18.815, imputándose al Fondo de Utilidades Tributables o a las cantidades correspondientes a ingresos no constitutivos de renta y rentas exentas anotadas en dicho registro, según corresponda, con preferencia a los nuevos beneficios o dividendos que se perciban y comenzando por las cantidades registradas en el Fondo de Utilidades Tributables que sean gravadas con los impuestos global complementario o adicional, luego aquellas anotadas separadamente en él y que correspondan a ingresos no constitutivos de renta y rentas exentas y, finalmente, los demás beneficios netos que se repartan. En caso de que dichos fondos hayan dado cumplimiento a las disposiciones del artículo 11 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los beneficios netos referidos, podrán ser distribuidos conforme al tratamiento tributario establecido en dicha disposición a los partícipes sin residencia ni domicilio en Chile, existentes en los fondos con anterioridad a la vigencia general de la presente ley. 


ii) El valor del patrimonio del fondo, y el número de cuotas en poder de cada participe, con individualización de cada uno de ellos, a la fecha de vigencia general de esta ley. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cuarto de la presente ley, la parte del mayor valor obtenido en la enajenación o el rescate de cuotas de los referidos fondos de inversión que fueron adquiridas con anterioridad a la fecha de vigencia general de la presente ley y que se efectúe con posterioridad a dicha fecha, y que se determine hasta el valor proporcional que representan las cuotas enajenadas sobre el total del patrimonio del fondo, según su valor a la fecha de vigencia señalada, quedará sujeto al régimen tributario contenido en la ley N° 18.815, mientras que la parte restante de dicho mayor valor, se sujetará al nuevo régimen tributario establecido en la presente ley.


b) El remanente de crédito fiscal por Impuesto al Valor Agregado que los fondos de inversión mantengan a la fecha de vigencia establecida en el inciso primero del presente artículo, podrá ser utilizado como tal por la administradora e imputarse al débito fiscal de dicho impuesto generado en su operación propia, sin perjuicio del derecho a repetición.  Los fondos referidos y sus administradoras deberán, para estos efectos, cumplir con lo establecido por el artículo 2° transitorio y presentar una declaración ante el Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en la que declaren el remanente de Impuesto al Valor Agregado existente a la referida fecha.


c) Los fondos de inversión, los fondos mutuos y las administradoras de ambos tipos de fondos, que conforme a lo dispuesto en el artículo 2° transitorio de esta ley adecuen los estatutos de los fondos que administran a las disposiciones de la presente ley, deberán, dentro del plazo establecido en dicha disposición, cumplir con las obligaciones administrativas tributarias establecidas en los artículos 81 y 86, según corresponda, ambos del artículo primero de la presente ley. 


d) Sin perjuicio de la derogación establecida en el artículo cuarto de la presente ley, los fondos mutuos constituidos al amparo del decreto ley   N° 1.328, de 1976, deberán, al 30 de abril del año siguiente a la fecha de vigencia establecida en el inciso primero del presente artículo, presentar una declaración ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que determine mediante resolución, en la que declaren:


i) El saldo inicial del registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 del artículo primero de la presente ley, conformado por el saldo de beneficios netos pendientes de reparto y los dividendos recibidos de sociedades anónimas abiertas chilenas, afectos al Impuesto Global Complementario, y del crédito establecido en los artículos 56 N° 3 y 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a los citados dividendos, hasta antes de la fecha de vigencia general de esta ley. Dichas cantidades se afectarán, en su posterior reparto o distribución, con el régimen tributario vigente con anterioridad al establecido en la presente ley, imputándose con preferencia a los nuevos beneficios o dividendos que se perciban.


ii) El valor del patrimonio del fondo mutuo, y el número de cuotas en poder de cada participe, con individualización de cada uno de ellos a la fecha de entrada en vigencia general de esta ley. La parte del mayor valor, obtenido en la enajenación o el rescate de cuotas de fondos mutuos adquiridos con anterioridad a la fecha de vigencia general de la presente ley y que se efectúe con posterioridad a dicha fecha, determinado hasta el valor proporcional que representan las cuotas enajenadas sobre el patrimonio total del fondo, según su valor a la fecha de vigencia de esta ley, quedará sujeto al régimen tributario vigente con anterioridad a la misma, mientras que la parte restante de dicho mayor valor, se sujetará al nuevo régimen tributario establecido en la presente ley. 


iii) El Servicio de Impuestos Internos fiscalizará la correcta determinación del saldo de utilidades señalado en el numeral i) precedente, sin perjuicio de que será de cargo de la administradora acreditar fehacientemente, conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del Código Tributario, dichas cantidades.


Artículo 8° transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 7) del artículo tercero de la presente ley, los  instrumentos acogidos al artículo 104 de la Ley sobre Impuesto a la Renta que hayan sido adquiridos con anterioridad a la fecha de vigencia general de la presente ley, podrán en sus enajenaciones posteriores a dicha fecha, gozar de la liberación tributaria contenida en el artículo 104 que lo reemplaza, con tal que el enajenante cumpla con lo dispuesto en alguna de las letras a) y b) del N° 2 del precitado artículo. En todo caso, tratándose de la primera enajenación que se efectúe en forma posterior a la fecha de vigencia señalada de instrumentos acogidos al artículo 104 reemplazado y adquiridos con anterioridad a dicha fecha, respecto de la letra a) referida, no será necesario cumplir con el requisito de antigüedad allí señalado.


Las posteriores enajenaciones de instrumentos acogidos al artículo 104 reemplazado, se sujetarán en todo a lo dispuesto en el nuevo texto del artículo 74 N° 7 de la Ley sobre Impuesto a la Renta que por esta ley se establece.


Artículo 9° transitorio.- A) El mayor valor realizado por los inversionistas institucionales extranjeros con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley en la enajenación de títulos de oferta pública representativos de deudas, emitidos por empresas constituidas en el país, con anterioridad a la fecha de vigencia referida y que en su emisión no se hayan acogido al artículo 104 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, estará exento de los impuestos a la renta, con tal que cumplan con los siguientes requisitos durante el tiempo que operen en el país: 


1.- Estar constituido en el extranjero y no estar domiciliado en Chile.


2.- Ser un inversionista institucional extranjero que cumpla las características que defina el reglamento, dictado mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, para cada categoría de inversionista, previo informe de la Superintendencia de Valores y Seguros y del Servicio de Impuestos Internos.


3.- No participar directa ni indirectamente del control de las entidades emisoras de los valores en los que se invierte ni poseer o participar directa o indirectamente en el 10% o más del capital o de las utilidades de dichos emisores.


4.- Contar con un representante o agente constituido en Chile que se haga responsable del cumplimiento de las obligaciones tributarias.


5.- Los representantes o agentes a que se refiere el número anterior deberán declarar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las características de dichas operaciones, indicando a lo menos la individualización de las partes o intermediarios que hayan intervenido, así como los valores de emisión, colocación, compra y venta de los instrumentos, y demás que establezca dicho Servicio. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al procedimiento del artículo 165, número 2°, del mismo texto legal.


Sin perjuicio de lo anterior, en caso que el banco en el cual se liquidaron las divisas destinadas a la inversión, no fuera designado como agente intermediario, deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, cuando éste lo requiera, el origen y monto de las divisas liquidadas.


En caso que la información que se suministre conforme al presente número resultare ser falsa, o cuando la enajenación no se hubiere adecuado a las condiciones de mercado al tiempo de su realización, el inversionista, o su administrador en su caso, quedará afecto a una multa de hasta el 20% del monto de las inversiones realizadas en el país, no pudiendo, en todo caso, dicha multa ser inferior al equivalente a 20 unidades tributarias anuales, la que podrá hacerse efectiva sobre el patrimonio del inversionista, sin perjuicio del derecho de éste contra el administrador. Las personas que hayan sido contratadas para los efectos de cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de la tenencia o enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, serán solidariamente responsables de esta multa, salvo que, cuando se haya aplicado con motivo de la entrega de información falsa, acrediten que las declaraciones de que se trate se fundaron en documentos proporcionados por el inversionista o su administrador correspondiente o que no tuvo incidencia en la inadecuación de la operación a las condiciones de mercado, y que el representante o intermediario no estuvo en condiciones de verificar en el giro ordinario de sus negocios.


El Servicio de Impuestos Internos podrá aplicar, respecto de las operaciones que establece este artículo, lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario, en cuyo caso la diferencia que fundadamente se determine entre el precio o valor de la operación y el de la tasación se gravará conforme al artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


B) Sin perjuicio de la derogación establecida en el número 8) del artículo tercero de la presente ley, los inversionistas institucionales que hayan adquirido valores a que se refiere el artículo 107 de la Ley sobre Impuesto a la Renta con anterioridad a la fecha de vigencia del artículo tercero de la presente ley, podrán gozar en la posterior enajenación de esos valores, de la exención establecida en el artículo 106 de dicho cuerpo legal, con tal que durante su operación en el país y al momento de la adquisición y enajenación de dichos valores cumplan con los requisitos establecidos en el referido artículo 106.


Artículo 10 transitorio.- Las administradoras de fondos de inversión privados constituidos al amparo de la ley N° 18.815, deberán ajustar los reglamentos internos de dichos fondos dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Dentro del mismo plazo, dichos fondos deberán adecuarse a las disposiciones establecidas en el Capítulo V del artículo primero de la presente ley, debiendo cumplir con las obligaciones administrativas y tributarias establecidas para ellos y sus administradoras.


Transcurrido el plazo de un año desde la entrada en vigencia de la presente ley, sin que la administradora haya realizado las adecuaciones a que se refiere el inciso precedente, el fondo de inversión privado será considerado sociedad anónima y sus aportantes accionistas de la misma para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los beneficios y utilidades que obtengan a contar del ejercicio comercial en que hubiere caducado el señalado plazo, tributando el respectivo fondo de inversión privado, en consecuencia, en la misma forma y oportunidad que establece la ley respecto de esas sociedades. Para estos efectos, deberá, además, dar cumplimiento a lo dispuesto en las letras a), b), y c) del artículo 7° transitorio de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, los límites indicados en los artículos 91 y 92 del artículo primero de la presente ley no se aplicarán respecto de aquellos fondos de inversión privados que a la fecha de publicación de la misma, hayan recibido aportes por parte de la Corporación de Fomento de la Producción, en la medida que esa inversión se haya realizado de conformidad a las políticas de inversión definidas por esa Corporación.”. 

_________
Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece normas sobre la actividad de lobby, con informe de la Comisión de Gobierno,

Descentralización y Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene el Boletín N° 6.189-06 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que este proyecto inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes -Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag-, aprobó las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con excepción de la recaída en el numeral 5) del nuevo artículo 4° que esa Cámara introduce, en la parte en que el referido número propone como sujetos pasivos de lobby en el Congreso Nacional a los secretarios de las Comisiones de ambas Cámaras y a los asesores permanentes de los parlamentarios y señala que estos últimos serán determinados anualmente mediante acuerdo de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia, la que propone rechazar.

Recuerda que en caso de que la Sala acuerde aprobar la proposición de la Comisión, las enmiendas recaídas en el nuevo artículo 4°, incisos segundo y tercero; en el artículo 4°, número 11), que pasa a ser 6°, número 7); en los nuevos artículos 7°, 8°, 10 (incisos segundo, tercero, cuarto y quinto); artículos 15, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 24, deben aprobarse con rango de ley orgánica constitucional.

- - -


Informa, el señor Secretario General, que la Honorable Cámara de Diputados dio su aprobación al proyecto despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas, que se transcriben literalmente:
TÍTULO I

Artículo 1°


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 1°.- Esta ley regula la publicidad en la actividad de lobby y demás gestiones que representen intereses particulares, con el objeto de fortalecer la transparencia y probidad en las relaciones con los órganos del Estado.”.

Artículo 2°

Número 1)


Lo ha sustituido por el siguiente: 


“1) Lobby: aquella gestión o actividad remunerada, ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se indican en los artículos 3° y 4°.


Lo anterior incluye los esfuerzos específicos para influir en el proceso de toma de decisiones públicas y cambios en las políticas, planes o programas, en discusión o en desarrollo, o sobre cualquier medida implementada o materia que deba ser resuelta por el funcionario, la autoridad o el organismos público correspondiente, o bien para evitar tales decisiones, cambios y medidas.”.

Número 2)


Ha pasado a ser número 5), con la siguiente redacción:


“5) Lobbista: La persona natural o jurídica, chilena o extranjera, remunerada, que realiza lobby. Si no media remuneración se denominará gestor de intereses particulares, sean éstos individuales o colectivos. Todo ello conforme a los términos definidos en los numerales 1) y 2) precedentes.”.

Número 3)


Lo ha suprimido.


Ha incorporado, como números 2) y 3), nuevos, los que siguen:


“2) Gestión de interés particular: aquella gestión o actividad ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se indican en los artículos 3° y 4°.


3) Registro de agenda pública: registros de carácter público, en los cuales los sujetos pasivos deben incorporar la información establecida en el artículo 8°.”.

Número 4)


Lo ha suprimido.

Número 5)


Lo ha suprimido.

Número 6)


Ha pasado a ser número 4), con la siguiente modificación:


- Ha suprimido el vocablo “legítimos”.


Ha consultado como artículos 3° y 4°, nuevos, los siguientes:


“Artículo 3°.- Para efectos de esta ley, son sujetos pasivos los ministros, subsecretarios, jefes de servicios, los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y los embajadores.


También estarán sujetos a las obligaciones que esta ley indica, cualquiera sea su forma de contratación, los jefes de gabinete de las personas individualizadas en el inciso precedente, si los tuvieren; así como las personas que, en razón de su función o cargo, tengan atribuciones decisorias relevantes o influyan decisivamente en quienes tengan dichas atribuciones, y reciban por ello regularmente una remuneración. Anualmente, el jefe superior del servicio respectivo individualizará a las personas que se encuentren en esta calidad, mediante una resolución que deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.


Artículo 4°.- Son también sujetos pasivos de esta ley, aquellas autoridades y funcionarios indicados a continuación:


1) En la Administración Regional y Comunal: los consejeros regionales, los alcaldes, los concejales, los secretarios ejecutivos de los consejos regionales, los directores de obras municipales y los secretarios municipales.


2) En la Contraloría General de la República: el Contralor General y el Subcontralor General.


3) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente y los consejeros.


4) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Comandantes en Jefe, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el General Director de Carabineros de Chile, el Jefe y Subjefe del Estado Mayor Conjunto y los encargados de las adquisiciones. En este último caso, anualmente y mediante resolución del jefe superior de la institución respectiva, se individualizarán los funcionarios que ocupen dicho cargo.


5) En el Congreso Nacional: los diputados, los senadores, el Secretario General y el Prosecretario de la Cámara de Diputados, el Secretario General y el Prosecretario Tesorero del Senado, los secretarios de las comisiones de cada Cámara y los asesores permanentes de los parlamentarios. Estos últimos serán determinados anualmente mediante acuerdo de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.


6) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.


7) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, del Consejo Directivo del Servicio Electoral, del Consejo para la Transparencia, del Consejo de Alta Dirección Pública, del Consejo Nacional de Televisión, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378 y del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones. Asimismo, se considerarán sujetos pasivos de esta ley los integrantes de las Comisiones Evaluadoras formadas en el marco de la ley N° 19.886, sólo en lo que respecta al ejercicio de dichas funciones y mientras integren esas Comisiones.


8) En la Corporación Administrativa del Poder Judicial: su Director.


Las instituciones y los órganos a los que pertenecen los sujetos pasivos indicados en este artículo podrán establecer mediante resoluciones o acuerdos, según corresponda, que otros funcionarios sean considerados sujetos pasivos para efectos de esta ley, cuando en razón de su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones, es necesario, para efectos de transparencia, someterlos a esta normativa. Tales personas deberán ser individualizadas anualmente por resolución de la autoridad competente, la cual deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.


El Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral podrán ejercer la atribución establecida en el inciso anterior, dictando para estos efectos los acuerdos o resoluciones que correspondan, los que deberán publicarse de manera permanente en sus sitios electrónicos.


En caso que una persona considere que un determinado funcionario o servidor público se encuentra en las situaciones descritas en el inciso segundo de este artículo y en el inciso final del artículo anterior, podrá solicitar su incorporación, por escrito, a la autoridad que dictó o adoptó la resolución o acuerdo que allí se establecen. Ésta deberá pronunciarse sobre dicha solicitud dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que la rechace deberá ser fundada.”.

Artículo 3°


Ha pasado a ser artículo 5°, con las siguientes modificaciones:

Encabezamiento


- Ha suprimido la expresión “de lobby”.

Letra a)


Ha pasado a ser número 1), modificado del modo que sigue:


- Ha reemplazado la expresión “modificación o derogación” por “modificación, derogación o rechazo”.


- Ha suprimido la frase “de los órganos de la Administración del Estado”.


- Ha sustituido la frase “los organismos del Estado mencionados en el número 1) del artículo 2°.” por la frase “los sujetos pasivos mencionados en los artículos 3° y 4°.”.

Letra b)


Ha pasado a ser número 2), y ha reemplazado la frase “las comisiones permanentes y especiales de cada una de sus Cámaras, así como de sus comisiones mixtas.” por los vocablos “sus comisiones.”.

Letra c)


Ha pasado a ser número 3), modificado de la siguiente manera:


- Ha suprimido los vocablos “los actos y”.


- Ha reemplazado la frase “órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional y que sean necesarios para su funcionamiento, así como también de los actos y contratos que adopten los organismos del Estado mencionados en el número 1) del artículo 2°.” por la frase “sujetos pasivos señalados en esta ley y que sean necesarios para su funcionamiento.”.


Ha incorporado como número 4) el siguiente:


“4) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos señalados en esta ley, a quienes correspondan estas funciones.


Asimismo, se comprenden dentro de las actividades reguladas por esta ley aquéllas destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en los numerales precedentes.”.

Artículo 4°


Ha pasado a ser artículo 6°, con las siguientes enmiendas:

Encabezamiento


- Ha sustituido la expresión “no constituyen actividades de lobby, las siguientes” por “no están regulados por esta ley”.

Número 1)


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“1) Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público.”.

Número 2)


Lo ha suprimido.

Número 3)


Lo ha suprimido.

Número 4)


Ha pasado a ser número 2), reemplazado por el siguiente:


“2) Toda declaración o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones.”.

Número 5)


Lo ha suprimido.

Número 6)


Ha pasado a ser número 3), sin enmiendas.

Número 7)


Ha pasado a ser número 4), sin enmiendas.

Número 8)


Lo ha suprimido.

Número 9)


Ha pasado a ser número 5), con los siguientes cambios:


- Ha intercalado, entre las palabras “hechas” y “por”, la frase “formalmente en un procedimiento administrativo,”.


- Ha suprimido, después de la coma que sigue a la palabra “colateral”, la frase “con el fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo,”.


- Ha intercalado, entre el vocablo “reglamentarias” y el punto aparte, la siguiente frase: “, ni el cambio de resultados de procesos administrativos o de selección”. 

Número 10)


Ha pasado a ser número 6), con las siguientes enmiendas:


- Ha reemplazado la expresión “a los funcionarios” por “contratadas por órganos”. 


- Ha suprimido, después del vocablo “análoga”, la frase “que no represente intereses económicos específicos” y ha reemplazado el punto y coma por una coma.

Número 11)


Ha pasado a ser número 7), con la siguiente modificación:


- Ha suprimido las expresiones “sean ésta permanente, especial o mixta,”.

Número 12)


Ha pasado a ser número 8), con la siguiente enmienda:


- Ha sustituido la expresión “10)” por “6)”.

Número 13)


Lo ha suprimido.


Ha agregado los siguientes números 9), 10) y 11), nuevos:


“9) La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o administrativo.


10) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos.


11) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.”.

TÍTULO II


Ha reemplazado su denominación por la siguiente:

“DE LOS REGISTROS PÚBLICOS”.

Párrafo 1°


Ha suprimido su enunciado y el epígrafe respectivo.

Artículo 5°


Lo ha suprimido.

Artículo 6°


Lo ha suprimido.

Artículo 7°


Lo ha suprimido, y ha consultado como artículo 7°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 7°.- Créanse los siguientes registros de agenda pública en los que deberá incorporarse la información señalada en el artículo 8°:


1) Los registros a cargo del órgano o servicio al que pertenece el respectivo sujeto pasivo indicado en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°.


2) Un registro a cargo de la Contraloría General de la República, en el que deberá consignarse la información relativa a los sujetos pasivos indicados  en el numeral 2) del artículo 4°.


3) Un registro a cargo del Banco Central, en el que deberán incluir la información los sujetos pasivos indicados en el numeral 3) del artículo 4°.


4) Dos registros, cada uno a cargo de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, en los que deberá incorporarse la información por los sujetos pasivos señalados en el numeral 5) del artículo 4°.


5) Un registro a cargo del Ministerio Público, en el que deberá incluirse la información por los sujetos pasivos indicados en el numeral 6) del artículo 4°.


6) Un registro a cargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el que deberá incorporarse la información por el sujeto pasivo indicado en el numeral 8) del artículo 4°.”.


Ha consultado como artículos 8°, 9°, 10 y 11, nuevos, los que siguen:


“Artículo 8°.- Los registros de agenda pública establecidos en el artículo anterior deberán consignar:


1) Las audiencias y reuniones sostenidas y que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que  se señalan en el artículo 5°.


En dichos registros se deberá indicar, en particular, la persona, organización o entidad con quien se sostuvo la audiencia o reunión, a nombre de quién se gestionan dichos intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes en la respectiva audiencia o reunión, si se percibe una remuneración por dichas gestiones, el lugar y fecha de su realización y la materia específica tratada.


El que, al solicitar reunión o audiencia, omitiere inexcusablemente la información señalada en el inciso anterior o indicare a sabiendas información inexacta o falsa sobre tales materias, será sancionado con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las otras penas que pudieren corresponderle.


2) Los viajes realizados por alguno de los sujetos pasivos establecidos en esta ley, en el ejercicio de sus funciones.


Deberá publicarse en dicho registro el destino del viaje, su objeto, el costo total y la persona jurídica o natural que lo financió.


3) Los donativos oficiales y protocolares, y aquellos que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación, que reciban los sujetos pasivos establecidos en esta ley, con ocasión del ejercicio de sus funciones.


En dichos registros deberá singularizarse el regalo o donativo recibido, la fecha y ocasión de su recepción y la individualización de la persona natural o jurídica de la cual procede.


Se exceptuarán de esta obligación aquellas reuniones, audiencias y viajes cuando su publicidad comprometa el interés general de la Nación o la seguridad nacional.


De éstos se rendirá cuenta anual, en forma reservada, a la Contraloría General de la República, directamente a través del Contralor General o de quien éste delegue, respecto de los sujetos pasivos señalados en el artículo 3° y en los numerales 1), 2), 4) y 7) del artículo 4°. En el caso de los sujetos pasivos señalados en el artículo 4°, números 3), 5), 6) y 8), dicha rendición se realizará ante quien tenga la potestad sancionatoria, de acuerdo a las normas del Título III.


Artículo 9°.- La información contenida en los registros a que se refiere el artículo 7° será publicada y actualizada, al menos una vez al mes, en los sitios electrónicos a que hace referencia el artículo 7° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Respecto de los sujetos pasivos indicados en el artículo 4°, numerales 2), 3), 5), 6) y 8), dicha información se publicará en el sitio electrónico establecido en las normas de transparencia activa que los rijan.


Asimismo, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia pondrá a disposición del público estos registros en un sitio electrónico, debiendo asegurar un fácil y expedito acceso a los mismos.


Del mismo modo, semestralmente, dicho Ministerio deberá poner a disposición del público un registro que contenga una nómina sistematizada de las personas, naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que en tal período hayan sostenido reuniones y audiencias con los sujetos pasivos individualizados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que se señalan en el artículo 5°. Dicha nómina deberá individualizar a la persona, organización o entidad con la cual el sujeto pasivo sostuvo la audiencia o reunión, dejando constancia de: a nombre de quién se gestionaron los intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes, si se percibió una remuneración por dichas gestiones; el lugar, fecha y hora de cada reunión o audiencia sostenida, y la materia específica tratada.


Los sujetos pasivos individualizados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, enviarán al Ministerio Secretaría General de la Presidencia la información que se acuerde en los convenios que celebren, para efectos de publicarla en el sitio electrónico señalado en el inciso segundo de este artículo.


El reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10 establecerán la información que deberá incluirse en el registro, la fecha de actualización, la forma en que ha de hacerse la publicación, los antecedentes requeridos para solicitar audiencias y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento y publicación de dichos registros.


Artículo 10.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, dictará el o los reglamentos de esta ley.


La normativa de los registros a cargo de la Contraloría General de la República y del Ministerio Público será aprobada mediante resolución del Contralor General y del Fiscal Nacional del Ministerio Público, respectivamente, la que será publicada en el Diario Oficial.


Aquélla que regule el registro a cargo del Banco Central de Chile será establecida mediante acuerdo de su Consejo publicado en el Diario Oficial.


Asimismo, las normas que regulen los registros del Congreso Nacional, serán, para cada Cámara, las que apruebe la Sala de cada de una de ellas, a proposición de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.


Las normas que regulen el registro de la Corporación Administrativa del Poder Judicial serán las que apruebe el Consejo Superior de dicha entidad.


Artículo 11.- Las autoridades y funcionarios señalados en los artículos 3° y 4° deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia.”.

Párrafo 2°


Ha suprimido su enunciado y el epígrafe respectivo.

Artículo 8°


Ha pasado a ser artículo 12, con la siguiente redacción:


“Artículo 12.- Las personas que realicen lobby o gestiones de intereses particulares, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:


1.- Proporcionar de manera oportuna y veraz a las autoridades y funcionarios respectivos, la información señalada en esta ley, cuando ésta les sea requerida, tanto para solicitar audiencias o reuniones, como para efectos de su publicación.


2.- Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, el nombre de las personas a quienes representan, en su caso.


3.- Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, si reciben una remuneración por las gestiones.


4.- Proporcionar, en el caso de las personas jurídicas, la información que se les solicite respecto de su estructura y conformación, sin que en caso alguno les sea obligatorio suministrar información confidencial o estratégica. Dicha información será solicitada a través de un formulario que, para estos efectos, elaborará el Ministerio Secretaría General de la Presidencia respecto de los sujetos pasivos señalados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, y el organismo a cargo de cada registro, respecto de aquellos individualizados en el artículo 4°, numerales 2), 3), 5), 6) y 8), de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10.


La omisión inexcusable de la información requerida en el inciso anterior o la inclusión  a sabiendas de información inexacta o falsa, por parte de las personas señaladas en dicho inciso, será penada con la multa señalada en el artículo 8°.


Tales personas deberán informar a sus clientes o representados de las obligaciones a las que están sujetas en virtud de esta ley.”.

Artículo 9°


Lo ha suprimido.

Artículo 10


Lo ha suprimido.

Artículo 11


Lo ha suprimido.

Artículo 12


Lo ha suprimido.

Artículo 13


Lo ha suprimido.

Artículo 14


Lo ha suprimido.


Ha consultado como artículo 13, nuevo, uno del tenor siguiente:


"Artículo 13.- Habrá un registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares al que se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen actividades de aquellas que se señalan en el artículo 2°, numerales 1) y 2), cuando éstas se hayan efectuado ante las autoridades y funcionarios señalados en los artículos 3° y 4°. Serán parte de este registro quienes hayan realizado gestiones de lobby y gestiones de interés particular en los últimos seis meses.


El registro será administrado por cada uno de los órganos en conformidad con el artículo 7°.


Las personas inscritas en el registro a que hace referencia este artículo deberán cumplir las obligaciones establecidas en el artículo anterior.


El reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10, establecerán los requisitos, exigencias, procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para poder inscribirse en el registro público de lobbistas, así como la forma, periodicidad de actualización y los demás aspectos que sean necesarios para su funcionamiento.".

TÍTULO III


Ha suprimido su enunciado, el epígrafe correspondiente, y el artículo 15 que contiene.

TÍTULO IV


Ha pasado a ser TÍTULO III, con las siguientes enmiendas:


- Ha consultado el siguiente artículo 14, nuevo:


“Artículo 14.- La infracción de las normas de esta ley hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que ésta determine. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas de este Título y, en lo no previsto por esta ley, se sujetará a las normas estatutarias que rijan al órgano del cual dependa el sujeto pasivo involucrado.”.

Párrafo 1°


Ha reemplazado su epígrafe por el siguiente: “De las sanciones aplicables a las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado”.

Artículo 16


Lo ha suprimido.

Artículo 17


Lo ha suprimido.

Artículo 18


Lo ha suprimido.

Artículo 19


Lo ha suprimido.

Párrafo 2°


Ha suprimido su enunciado, el epígrafe correspondiente, y los artículos 20 y 21 que contiene.

Párrafo 3°


Ha suprimido su enunciado, el epígrafe correspondiente, y el artículo 22 que contiene.


Ha consultado como artículos 15, 16, 17 y 18, nuevos, los siguientes:


“Artículo 15.- En caso que el sujeto pasivo de aquellos señalados en el artículo 3° y en los numerales 2), 4) y 7) del artículo 4°, los consejeros regionales y el secretario ejecutivo del consejo regional señalados en el numeral 1) del artículo 4°, no informare o registrare lo señalado en el artículo 8° dentro del plazo dispuesto para ello, la Contraloría General de la República le comunicará dicha circunstancia, y el obligado tendrá el plazo de veinte días para informar al respecto. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso que el sujeto pasivo sancionado sea el jefe de servicio o autoridad, la potestad sancionatoria residirá en la autoridad que lo nombró.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria. Se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas en los sitios electrónicos del respectivo órgano o servicio, por un plazo de un mes desde que esté firme la resolución que establece la sanción.


La resolución que imponga la sanción estará sujeta al trámite de toma de razón. Dicha resolución será impugnable en la forma y plazo prescritos en el artículo 18.


En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 16.- La omisión inexcusable de la información que conforme a esta ley y su reglamento debe incorporarse en alguno de los registros establecidos en el artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa, se sancionará, respecto de las personas señaladas en el artículo anterior, con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en dicho artículo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere corresponderles.


Artículo 17.- Los alcaldes, concejales, directores de obras municipales y secretarios municipales que incurran en alguna de las infracciones establecidas en los artículos 15 y 16 serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en dichas normas.


Una vez ejecutoriada la sanción que se aplique, se notificará por el organismo competente al concejo municipal en la sesión más próxima que celebre. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.


Artículo 18.- Las sanciones contempladas en los artículos 15, 16 y 17 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.


La reincidencia en las infracciones consignadas en este párrafo, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la infracción, será considerada falta grave a la probidad.”.


Ha consultado como párrafo 2°, nuevo, el siguiente:

“Párrafo 2°

De las sanciones aplicables a otras autoridades


Artículo 19.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.


Si alguna de las personas señaladas en el N° 5) del artículo 4° no informa o registra lo señalado en el artículo 8° dentro del plazo dispuesto para ello, la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda le aplicará una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado, lo cual será comunicado al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el artículo 7°, N° 4, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.


En el sitio electrónico de la respectiva Cámara se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.


Artículo 20.- Si alguna de las personas individualizadas en el numeral 3) del artículo 4° no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. 


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá el derecho a contestar en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes, contados desde la última diligencia.


En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el artículo 7°, N° 3, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar. 


En el sitio electrónico del Banco Central se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.


Artículo 21.- Si alguna de las autoridades del Ministerio Público individualizado en el artículo 4°, numeral 6), no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el artículo 7°, N° 5, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.


En los sitios electrónicos de la respectiva Fiscalía se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.


Artículo 22.- Si el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuesta por el Consejo Superior.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Consejo Superior o por denuncia de cualquier interesado, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. El Consejo Superior deberá dictar la resolución final dentro de los diez siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el artículo 7°, N° 6), o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.


La sanción aplicada por el Consejo Superior será reclamable ante el Pleno de la Corte Suprema, conforme al procedimiento establecido en el artículo 23, correspondiendo a este último pedir información a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida.


Artículo 23.- Si durante el curso de la investigación o sumario administrativos, el investigador o fiscal, según corresponda, conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delito, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público.


La reincidencia en las infracciones consignadas en este párrafo, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la infracción, será considerada falta grave a la probidad.


Artículo 24.- Salvo que se contemplen procedimientos especiales, las sanciones contempladas en este párrafo serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”.

TÍTULO V


Ha suprimido su enunciado, el epígrafe correspondiente, y los artículos 23 y 24 que contiene.


Ha consultado como Título IV, nuevo, el siguiente:

“TÍTULO IV

DISPOSICIÓN FINAL


Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal: 


1. En el artículo 248 bis:


a) En el inciso primero, elimínanse los vocablos “especial o”, a continuación de la palabra “inhabilitación”, y reemplázase el término “temporales” por “temporal”.


b) En el inciso segundo, elimínanse los vocablos “especial o”, a continuación de la palabra “inhabilitación”; agrégase una coma a continuación de la palabra “público”, y reemplázase la palabra “perpetuas” por el vocablo “perpetua”.


2. En el inciso primero del artículo 249, elimínanse la frase “especial perpetua e inhabilitación” entre los términos “inhabilitación” y “absoluta”, la coma a continuación de la palabra “temporal” y la frase “bien con inhabilitación absoluta” luego de la conjunción “o”.


3. En el inciso tercero del artículo 250, agrégase a continuación de la palabra “mínimo” y antes de la coma, los vocablos “a medio”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1°


Ha reemplazado el vocablo “costo” por “gasto”.

Artículo 2°


Lo ha sustituido por otro del siguiente tenor:


“Artículo 2°.- Los reglamentos y demás normativa establecidos en esta ley deberán dictarse dentro del plazo de cuatro meses contado desde la publicación de la misma.


Esta ley comenzará a regir cuatro meses después de la publicación de dichos reglamentos y normativa.”.”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización propone aprobar las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, con excepción de la relativa al N° 5 del nuevo artículo 4° propuesto por la Honorable Cámara, en la parte que propone como sujetos pasivos de lobby a “los secretarios de las comisiones de cada Cámara y a los asesores permanentes de los parlamentarios. Estos últimos serán determinados anualmente mediante acuerdo de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.”, que fue rechazada.
- - -


Puestas en discusión las enmiendas, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.


Cerrado el debate y sometidas a votación las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, con excepción de lo relativo al artículo 4°, nuevo; al artículo 4º -artículo 6º de la Cámara de Diputados-; a los artículos 9º y 13, nuevos, permanentes, y al artículo 2º transitorio, son aprobadas por 22 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 7°; 8°; 10, incisos segundo, tercero, cuarto y quinto; 15; 17; 18; 19; 20; 21; 22 y 24, nuevos. 

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Orpis, Rossi, Larraín Fernández y Gómez, señora Allende y señores García-Huidobro y Frei.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Ruiz-Esquide, quienes fundamentan su decisión.
- - -


Con idéntica votación, se rechazan las modificaciones referidas a los artículos oportunamente individualizados.
- - -

A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
PETICIONES DE OFICIOS

El señor Secretario General informa que la Honorable Senadora señora Rincón, ha requerido que se dirijan oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la Senadora indicada, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN REGISTRO VOLUNTARIO DE CONTRATOS AGRÍCOLAS

(8829-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República.

De la iniciativa se dio cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión del 2 de octubre del presente año, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura y por la de Hacienda, en su caso.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros:

Del Ministerio de Agricultura: el Subsecretario, señor Álvaro Cruzat y los Asesores, señores Andrés Meneses y José Pablo Núñez.

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores y el Jefe de la División Legislativa, señor Alejandro Arriagada.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores señora Rita Pérez y señor Benjamín Rug.

De la Bolsa de Productos Agropecuarios: el Gerente General, señor Christopher Bosler y el Abogado, señor Mario Bezanilla.

De la Sociedad Nacional de Agricultura, el Fiscal, señor Eduardo Riesco.

El Asesor del Honorable Senador señor García, señor Rodrigo Fuentes.

El Asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Pablo Morales.
- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley pretende dotar de mayor  certeza jurídica a las relaciones comerciales entre productores agrícolas y agroindustriales. Para ello, establece un sistema de inscripción voluntaria de  contratos de compraventa de productos agrícolas en un registro público, electrónico, nacional y único, en el cual los usuarios inscribirán sus contratos por medio de un formulario suscrito ante notario o mediante firma electrónica avanzada. Los contratos deben ser con entrega a plazo, constar por escrito y  ser la primera transacción de dichos productos. 
Del mismo modo, la publicidad que otorga este registro, su consulta sin costo y la oponibilidad frente a terceros permitirá que los pequeños agricultores también puedan beneficiarse de la agricultura de contratos.
- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Agricultura al estudiar las disposiciones del proyecto de ley, consideró que el artículo 17, que confiere competencia al juez de letras en lo civil para conocer las controversias que se susciten entre las partes sobre la interpretación, aplicación o ejecución de los contratos agrícolas, tiene el carácter de ley orgánica constitucional, de acuerdo al artículo 77 en relación con el artículo 66, inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República, puesto que se refiere a atribuciones de los tribunales de justicia.

Cabe hacer presente que la Excelentísima Corte Suprema, al ser consultada por la Honorable Cámara de Diputados respecto del texto del esta iniciativa legal, en cumplimiento de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero, del artículo 77 de la Constitución Política de la República y del artículo 16 de la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, informó favorablemente el proyecto de ley.

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en su artículo 19 numerales 23° y 24°.

2.- El Código Civil.
3.- La ley N° 20.656 de Muestras y Contramuestras.

4.- La ley N° 19.220 sobre Bolsa de Productos Agropecuarios.
5.- La ley N° 20.659, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

2.1. El Mensaje que da inicio al presente proyecto de ley, señala que desde siempre Chile ha sido un país de tradición agrícola, prueba de ello es que en la época de la colonia, las exportaciones de maíz y trigo al Perú representaban parte importante de la economía nacional. Sin embargo, expresa que durante la vida republicana la industria minera fue adquiriendo un rol más protagónico y la agricultura fue perdiendo importancia económica, limitándose a cubrir la demanda interna. Comenta que esta tendencia comenzó a revertirse cuando la libertad económica y la apertura de los mercados generaron las condiciones adecuadas para que el país pudiera aprovechar sus ventajosas condiciones naturales en materia de suelos y de clima. Así, destaca que las exportaciones de productos agrícolas comenzaron a desarrollarse con gran energía y en forma sostenida desde los años 80.

Reseña que en el año 2011 el sector agrícola forestal representó el 18% de las exportaciones totales del país, con ingresos de US$14.500 millones. En virtud de ello, la balanza comercial agrícola, pecuaria y forestal en conjunto alcanzó los US$ 9.500 millones.

Acota que las cifras para el sector agrícola, excluyendo al sector pecuario y forestal en el 2011 llegaron a US$8.100 millones de exportaciones con una balanza comercial positiva de US$4.600 millones. Señala que de dichas exportaciones el 60% correspondió a productos agrícolas primarios y sólo el 40% a productos con algún procesamiento industrial, los cuales tienen un mayor valor agregado. Resalta que estas cifras exceden, con creces, las alcanzadas en el año 2000, pero que aún se encuentran lejos del potencial de nuestro país, cuyas condiciones naturales, patrimonio fito y zoosanitario, y confiabilidad son reconocidas a nivel mundial.

Por otro lado, refiere que el sector silvoagropecuario es un importante generador de empleo a nivel rural y que según cifras oficiales del Instituto Nacional de Estadísticas el número de trabajadores empleados en el campo, sin incluir la agroindustria, fluctúa entre 650.000 y 800.000 personas, dependiendo de la época del año, representando entre el 8 y el 11% del empleo total a nivel nacional, mientras que en algunas regiones adquiere una importancia mayor. Al efecto, la máxima relevancia se alcanza en la VII Región del Maule, que en la época de cosecha, el empleo directo en el campo, sin contar la agroindustria, bordea el 35% del empleo regional. Complementa que en las regiones VI, IX y XIV su incidencia es superior al 20%.

Desde el punto de vista de la superficie cultivable, según cifras del INE, al mes de mayo de 2011 existen en Chile 2.100.000 hectáreas de superficie cultivable, de las cuales 1.300.000 hectáreas están destinadas a cultivos anuales o permanentes, 401.000 hectáreas a forrajeras permanentes, y 420.000 hectáreas a barbecho o reposo. Agrega que los cultivos anuales ocupan aproximadamente 700.000 hectáreas, siendo el trigo y el maíz los de mayor importancia con 279.000 y 136.000 hectáreas, respectivamente. Por su parte, indica que la superficie de frutales, sin incluir la uva vinífera, pasó de 172.000, en 1990, a 278.000 hectáreas en el 2012 y que la superficie de uva vinífera incluyendo el pisco pasó de 70.000, en 1990, a 130.000 hectáreas a nivel nacional. 

Por último, destaca que conforme a los datos del Censo Agropecuario existen 301.000 explotaciones o unidades productivas, de las cuales 260.000 (87%) tienen menos de 50 hectáreas de riego básico, lo que implica, desde un punto de vista económico, que aproximadamente el  87% de las explotaciones o unidades productivas corresponden a pequeñas, a microempresas y a la agricultura familiar campesina.

En el contexto internacional, expone que el gran desafío para este sector consiste en aumentar en forma sostenida su competitividad y prepararse para aprovechar la gran oportunidad que representa la producción de alimentos con el aumento de la demanda que se espera para los próximos treinta años. Para ello, considera que no bastan las privilegiadas condiciones naturales que tiene nuestro país, ni las ventajas que ha ido construyendo a través del tiempo, ya que se requiere innovar para acceder a esos millones de consumidores en forma competitiva.

Al efecto, precisa que de acuerdo a estudios internacionales la población mundial pasará de 5.000 millones de personas a 7.000 millones en el año 2050 y que según la Organización de las Naciones Unidas la demanda de alimentos crecerá un 70%. Asimismo, comenta que se espera un cambio en la composición, la calidad y en las características de los alimentos demandados. Además, indica que junto a un crecimiento de la demanda alimenticia se espera una escasez del recurso hídrico y altos costos de energía a nivel mundial. 

Así, relata que los países se deben organizar para enfrentar esta gran amenaza-oportunidad, en la que la innovación pasa a ocupar un lugar trascendental para el éxito futuro, lo mismo el acceso a la tecnología y al financiamiento.

Todo ello, continúa, se suma a la competencia de las nuevas economías emergentes, que han experimentado un crecimiento explosivo de sus exportaciones agrícolas, por lo que la industria agrícola nacional tiene el desafío de elaborar nuevos y mejores productos que le permitan acceder a los mercados en forma competitiva, para lo cual requiere contar con las materias primas adecuadas, en forma oportuna. Lamenta que Chile por sus condiciones geográficas no pueda ser un productor agrícola extensivo, como Argentina y Brasil, por lo que debe asumirse en su condición de productor intensivo y especializado, que privilegie la calidad por sobre los volúmenes de producción, desarrollando productos de altos estándares, de sello distintivo y que sean valorizados en los mercados internacionales.

En seguida, comenta que una de las debilidades del sector agroindustrial chileno es que aún no ha desarrollado con la debida fortaleza la cadena de valor que va desde el productor de materia prima (agricultor) al consumidor final. Esto se traduce en que la mayor parte de los agricultores acceden con bastante retraso a la información del mercado agrícola, debiendo vender en condiciones de negociación bastante precarias.

Luego, explica que en el mercado agrícola existen dos formas de comercializar la producción: 

1.- La venta en forma spot o por cosecha. En esta modalidad el agroindustrial compra al productor una vez que se ha obtenido la cosecha.

2.- La venta mediante contratos celebrados con anticipación a la cosecha, incluso antes de sembrar. El agroindustrial y el productor celebran un contrato antes de la siembra o de la cosecha, en el cual se establecen claramente los derechos y obligaciones de las partes.

En el contexto de un mercado internacional altamente competitivo y sofisticado, en donde se requieren volúmenes preestablecidos de productos agrícolas muy específicos, la agricultura spot se encuentra en una notable desventaja. En efecto, acota que este tipo de agricultura no permite al productor conocer con precisión la variedad que es más conveniente sembrar o plantar según los mercados internacionales, tampoco le permite acceder a asesoría técnica, ni a financiamiento, dejándolo en una situación de incertidumbre al quedar expuesto a las variaciones del mercado una vez que ha obtenido su cosecha.

Añade que para el agroindustrial la agricultura spot, también es inconveniente, puesto que no le permite controlar los procesos productivos de la materia prima, ni la certeza de contar con una variedad y volumen de producto previamente establecido, lo que dificulta la negociación con sus clientes internacionales, quienes le exigen un nivel mínimo de certeza.

Por el contrario, comenta que la venta de la producción agrícola bajo contratos trae enormes beneficios para el productor, el agroindustrial y, en general, para el posicionamiento de Chile como potencia alimentaria.

A continuación, detalla algunas de las ventajas de la agricultura de contratos para el productor:

a) Acceder a mercados de mayor valor, negociando condiciones previas a la toma de decisión de siembra, con más alternativas, y obteniendo mejores condiciones.

b) Acceder a tecnología y capacitación proveída por el agroindustrial.

c) Mejorar su capacidad de financiamiento, tanto bancario como no bancario, al tener menor riesgo.

d) Utilizar los mercados de futuros, con todos los beneficios asociados que ello conlleva.

e) Concentrarse en la operación agrícola reduciendo el riesgo comercial.

Por su parte, para el agroindustrial, la agricultura de contratos le permite:

a) Asegurar su abastecimiento y negociar con mayor anticipación y mejores condiciones de venta con menor riesgo.

b) Desarrollar nichos de mercado con necesidades específicas cuyas materias primas no están normalmente disponibles.

c) Organizar mejor los flujos de caja y reducir el riesgo para los financistas del negocio.

d) Realizar investigación aplicada e invertir en sus productores.

e) Usar los mercados de futuro, con todos los beneficios asociados que ello conlleva.

Refiere que pese a las ventajas reseñadas, el mercado chileno tiene un alto porcentaje que comercializa la producción agrícola en forma spot, sin embargo, existen algunas excepciones, como ocurre con el tabaco, la remolacha y los raps, en que prácticamente toda la producción se vende bajo la modalidad de contrato. Apunta que en los demás cultivos la suscripción de contratos agrícolas es una excepción. A modo de ejemplo, informa que según datos de ODEPA en el caso del trigo y del maíz -los cultivos anuales más masivos- el porcentaje de producción bajo contratos no sobrepasa el 10% del total producido.

Luego, enuncia algunas de las razones por las cuales, pese a las evidentes ventajas de la agricultura de contratos, la mayor parte de la producción agrícola sigue vendiéndose bajo la modalidad spot. En primer lugar, reseña que la industria compradora prevé un alto riesgo de incumplimiento por parte de los productores, lo que los desincentiva a entregar tecnología y financiamiento, y a invertir en el desarrollo de sus proveedores. Por su parte, los agricultores también perciben un cierto riesgo de que la industria incumpla las condiciones contractuales cuando el mercado les sea adverso.

Adicionalmente, señala que la variación constante de los precios de los productos agrícolas en el mercado introduce un nuevo factor de riesgo a la decisión de cerrar un negocio con anticipación, que se agrava cuando las partes tienen la forma de evadir el compromiso ante situaciones adversas.

Hace presente que esta falta de certeza jurídica en cuanto al cumplimiento y a la exigibilidad de los contratos agrícolas es lo que explica, en parte, su bajo uso. Al efecto, ante un incumplimiento de cualquiera de las partes la única solución posible hoy es recurrir a los Tribunales de Justicia, lo que implica un alto gasto en tiempo y en dinero, que desincentiva el uso de estos contratos. Consigna que para los pequeños agricultores y las pequeñas empresas del sector este costo les impide finalmente tener la certeza mínima requerida para el cumplimiento de los contratos, por lo que prefieren la venta spot.

Considerando la escasa penetración de la agricultura de contratos y la falta de certeza jurídica que impera en el rubro en general, además de las necesidades que impone un mercado internacional cambiante, sofisticado y que requiere de una alianza estable entre el productor agrícola y la agroindustria para enfrentar los desafíos del mercado mundial de alimentos, el presente proyecto de ley pretende hacerse cargo de esta falla del mercado agrícola que ha impedido que esta modalidad surja con la debida fuerza en la agricultura, a pesar de sus ventajas. 

Indicó que esta falla se podría resolver dejando operar al propio mercado, en cuyo caso sólo se solucionaría cuando el comprador sea un monopsonio o un oligopsonio, porque en tales casos existirían pocas o nulas posibilidades de vender la producción a un tercero, incumpliendo el contrato previamente celebrado. Otra opción, continúa, se produciría cuando el vendedor sea lo suficientemente grande, por lo que el incumplimiento de un contrato significaría un alto costo en su reputación, lo que constituiría un disuasivo para su incumplimiento. En ambos casos, acota que la probabilidad de que los pequeños agricultores se integren en alianzas con la agroindustria mediante la producción con contrato es bastante baja.

Bajo este contexto, destaca que el proyecto de ley viene a dar una solución a esta falla, mejorando la certeza jurídica de los contratos agrícolas, mediante la creación de un Registro electrónico, público, voluntario, nacional y único de los contratos agrícolas, que busca evitar los costos de forzar el cumplimiento de un contrato agrícola a través los Tribunales de Justicia. Agrega que la publicidad que otorga este registro, su consulta sin costo y la oponibilidad frente a terceros permitirá que los pequeños agricultores también puedan beneficiarse de la agricultura de contratos.

En particular, detalla que este proyecto de ley busca: 

1.- Fomentar la agricultura de contratos.

2.- Dotar de mayor certeza jurídica a las relaciones comerciales entre productores agrícolas y agroindustriales.

3.- Aumentar la publicidad y la oponibilidad de los contratos agrícolas, y la transparencia del mercado en general.

4.- Fomentar el desarrollo de innovación y tecnología en la agroindustria, y el desarrollo de nuevas y mejores variedades agrícolas acordes a la demanda internacional.

5.- Consentir para que los exportadores cuenten con mayor certeza sobre su abastecimiento de productos, lo que les permitirá desarrollar mejores productos, acceder a mejores mercados, y obtener mejores precios.

6.- Fomentar el desarrollo económico de las pequeñas y medianas empresas que se dedican al rubro agrícola, sobre todo, por la vía de un mayor y mejor financiamiento.

7.- Desarrollar el mercado de productos futuros en la agricultura, tanto a nivel local como a nivel internacional.

8.- Buscar un mejor posicionamiento de Chile en los mercados agrícolas internacionales, haciendo a la industria más competitiva en el concierto mundial, y promoviendo así el desarrollo de nuestro país como potencia alimentaria

En seguida, informa que esta iniciativa legal se estructura sobre la base de las siguientes ideas matrices: la creación de un registro electrónico, único, público y voluntario de contratos agrícolas; los usuarios podrán inscribir sus contratos por medio de un formulario suscrito ante notario, o mediante su firma electrónica avanzada; oponibilidad del contrato respecto de terceros, por el hecho de registrarlo, y en caso de incumplimiento del contrato registrado se consagran sanciones y efectos específicos.

A continuación, hace una descripción más exhaustiva de este proyecto de ley. En primer lugar, detalla que el objeto de esta ley consiste en establecer un sistema de inscripción voluntaria de los contratos de compraventa de productos agrícolas en un registro público, electrónico, nacional y único. En segundo lugar, se establece el ámbito de aplicación de esta ley, al delimitar los contratos que son susceptibles de inscripción en el referido registro. Al efecto, precisa que se pueden inscribir los contratos de compraventa de productos agrícolas, con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción.

También, indica que para los efectos de esta ley se definen, entre otros, los siguientes conceptos: contrato agrícola, producto agrícola, productor agrícola, agroindustrial, intermediario y primera transacción. Agrega que se establece que las partes de los contratos agrícolas que se acojan a esta ley deberán suscribir el formulario correspondiente ante Notario Público, quien estampará su firma electrónica avanzada, o bien, mediante la firma electrónica avanzada de las partes, en cuyo caso no se requerirá la intervención de notario.

Informa que la inscripción de los contratos agrícolas, su modificación o su cancelación se realizará mediante el formulario respectivo. Para tal efecto, las partes deberán autorizar expresamente el tratamiento de sus datos personales. Con todo, consigna que se establecen las menciones mínimas que deben contener los formularios de inscripción, modificación y cancelación, otorgándole a las partes la facultad de poder registrar otras menciones adicionales que convengan en publicar.

Complementa que esta iniciativa crea el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas, con entrega a plazo, como un registro público, voluntario, nacional y único, que operará sobre una plataforma tecnológica de acceso en línea, cuya administración y control corresponderá al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Señala que el administrador del registro podrá cobrar una tarifa por la inscripción, modificación, cancelación y certificados que efectúe u otorgue, la que se fijará por decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. En todo caso, señala que todo interesado podrá consultar gratuitamente los contratos agrícolas inscritos en dicho registro. Además, indica que una vez suscrito el formulario por todos los comparecientes se incorporará automáticamente, sin más trámite, al registro, lo que se efectuará por estricto orden de ingreso.

Refiere que las partes podrán inscribir, modificar y cancelar los contratos agrícolas mediante la suscripción de los formularios disponibles en el sitio web del registro. Para estos efectos, se regulan dos alternativas para la suscripción de los formularios: la primera, es ante Notario Público, el cual deberá estampar su firma electrónica avanzada y, la segunda, cuando las partes cuenten con firma electrónica avanzada y en este caso se producirá la suscripción del formulario en línea por los propios comparecientes.

En cuanto a los efectos de la inscripción en el registro, resalta que los contratos inscritos serán oponibles a terceros, y por tanto, no se podrá alegar el desconocimiento de un contrato registrado, produciéndose los efectos establecidos en esta ley respecto de terceros, vale decir que se prohíbe al vendedor celebrar con terceros contratos que recaigan sobre los bienes objetos de un contrato ya inscrito, salvo aquellos que se celebren sobre los excedentes de una producción o sobre una cuota o parte de la misma. En caso de infracción de tal prohibición, informa que los terceros adquirentes serán solidariamente responsables, para todos los efectos legales, con el vendedor ante quien comparezca como comprador al contrato previamente registrado por los perjuicios irrogados, presumiéndose la mala fe del vendedor y del tercero adquirente. 

Si las partes estipularen una cláusula penal para el caso de incumplimiento y dicha cláusula se incorporare al formulario, el certificado de la inscripción respectiva constituirá el título ejecutivo para su exigibilidad.

Por último, reseña que la inscripción se eliminará de común acuerdo por las partes o una vez transcurrido un año desde la fecha de término del contrato.





2.2. Oficio N° 10.934, de fecha 1 de octubre de 2013, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, que consta de dieciocho artículos permanentes y de tres disposiciones transitorias.





Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados por las Comisiones de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, y de Hacienda. Fue aprobada en la Sala de esa Corporación, en general, por 101 votos a favor, ningún voto en contra y una abstención.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión acordó iniciar una ronda de audiencias e invitar a exponer sus puntos de vistas a diversas entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

Del Ministerio de Agricultura al Subsecretario de Agricultura, señor Álvaro Cruzat.

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, al Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores.

De la Bolsa de Productos Agropecuario al Gerente General, señor Chistopher Bosler.

De la Sociedad Nacional de Agricultura al Fiscal, señor Eduardo Riesco.

Al iniciar el estudio de esta iniciativa, en sesión 29 de octubre de 2013, la Comisión recibió en audiencia al señor Subsecretario de Agricultura, quien señaló que este proyecto de ley nace de la necesidad de fortalecer la agricultura de contratos en el sector agropecuario y de dotar de mecanismos de protección jurídica a los compradores y a los vendedores de productos agropecuarios que participan de los procesos comerciales. Para ello, informó que se propone crear un registro de contratos de carácter público, cuya inscripción es voluntaria, que operará por medio de una plataforma tecnológica que será administrada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Así, subrayó que la idea matriz de esta iniciativa es la creación de un registro público, electrónico, único y voluntario. Complementó que los usuarios de este registro inscribirán sus contratos por medio de un formulario suscrito ante Notario o mediante su firma electrónica avanzada, si la tuvieren. Resaltó que el registro de los contratos produce el efecto de que éstos se hacen oponibles a terceros, fijándose el volumen de lo transado y la propiedad de la cosa vendida. Asimismo, apuntó que se establecen sanciones y efectos específicos frente al incumplimiento de un contrato agrícola registrado.

Luego, consignó que este proyecto de ley excluye expresamente al precio dentro de las menciones del contrato que deben ser registradas, porque sólo se pretende hacer público la cosa vendida para evitar la doble venta sobre un mismo producto y así dar publicidad a las cosechas que ya están vendidas.

Agregó que el registro de contratos busca establecer procesos de formalización de las transacciones comerciales agrícolas, ya que hoy día gran parte de la comercialización de los productos agrícolas se hace de manera informal, porque no existe una cultura de contratos, lo que a veces ha impedido que se desarrollen adecuadamente las cadenas comerciales. En este contexto, indicó que los productores agrícolas son sujetos de créditos más riesgosos. La idea, continuó, es incentivar a los agricultores e intermediarios a registrar sus contratos, lo que les permitirá acceder al sistema financiero.

Además, señaló que el formulario a ser registrado debe ser firmado por todas las partes, comprador y vendedor. También, informó que el registro será administrado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que ya cuenta con la experiencia del registro de constitución de sociedades comerciales, creado por la ley N° 20.659 y dio cuenta que el informe financiero detalla los costos de implementación y de operación de este sistema.

Relató que el Mensaje de este proyecto de ley hace un diagnóstico de cómo opera hoy día la agricultura y de la necesidad de contar con un registro de contratos para el mundo agrícola, al reconocer que este sector todavía tiene una dosis importante de informalidad en su forma de hacer negocios y que, justamente, esta herramienta busca dotar a este sector de una serie de elementos que favorezcan la agricultura de contratos. Por ello, hizo un llamado a Sus Señorías a aprobar la idea de legislar en la materia.

En esta misma línea, el señor Subsecretario de Economía subrayó que es fundamental que el mercado de transacciones de los productos agrícolas vaya adquiriendo mayor formalidad, porque ello les permitirá obtener financiamiento y acceder a un mayor nivel de capital, por lo que prevé que esta iniciativa va en el sentido correcto y que, sin duda, prestará una gran ayuda al mundo agrícola.

Luego, comentó que con la entrada en vigencia de la ley N° 20.659 que simplifica el registro de constitución y disolución de las sociedades, este año comenzó a funcionar el sistema de registro de empresas en un día. A la fecha, precisó que se han constituido unas 13.000 empresas y refirió que no cuentan con oficinas de atención al público, sino con un sitio en internet y un “callcenter” para resolver consultas. Destacó que las personas que cuentan con firma electrónica avanzada pueden constituir una sociedad de manera gratuita en un día y si no tienen firma electrónica pueden acudir ante un notario para realizar dicho trámite, previo pago de 6.000 pesos. Informó que el sistema se ha comportado de forma bastante estable, no obstante que requieren de una conexión con el Registro Civil, lo que ha generado algunas dificultades que han podido superar. Además, dio cuenta que han sufrido algunos ataques de “hackers”, que han logrado frenar por su efectivo perímetro de seguridad. 

Por lo anterior, expresó que dado que ya cuentan con esta experiencia e inversión tecnológica se encuentran en perfectas condiciones, con un costo relativamente bajo, de hacerse cargo de este nuevo registro de contratos agrícolas. Para ello, según el informe financiero se requiere durante el primer año de un costo de inversión de 184 millones de pesos, que considera recursos para su instalación y difusión, los años siguientes se calcula un costo de mantención que no sobrepasa los 26 millones de pesos, que básicamente corresponden al pago del sueldo de un ingeniero.

Por lo tanto, estimó que se encuentran plenamente calificados para adosar este registro al que ya tienen hoy, a un bajo costo y con la misma facilidad de acceso que al registro de constitución de sociedades comerciales.

El señor Subsecretario de Agricultura complementó que este proyecto de ley además fija un procedimiento para resolver las controversias que surjan entre las partes. Al efecto, acotó que en el sector agrícola existen fuertes poderes compradores que negocian con pequeños proveedores. Apuntó que el sistema de resolución de controversia evitará que las partes se enfrasquen en un largo juicio, ya que como solución esta iniciativa legal propone que en un procedimiento sumario, seguido ante un Juez de Letras del domicilio del agricultor, se resuelvan las controversias que surjan entre las partes en materia de interpretación, aplicación o ejecución de los contratos que se han sometido a esta ley, es decir, de los contratos registrados y que pasan a ser de dominio público.

Indicó, también, que tras este proyecto de ley existe un esfuerzo por parte del Ministerio de Agricultura de aumentar la transparencia del mercado agrícola, lo que consideró que es un objetivo fundamental para su sector. Reseñó que tras este mismo objetivo han permitido la apertura de glosas aduaneras, y han promovido la aprobación de la Ley de Muestras y de Contramuestras, así como la instauración de la figura del fiscal agrícola y el reforzamiento del reglamento de la Comisión Antidistorsiones.

De esta manera, consideró que este proyecto de ley podría convertirse en una excelente práctica y en una política que permitiría articular a los pequeños agricultores con la agroindustria, lo que podría incentivar que la cadena de comercialización funcione en forma más transparente.

El Honorable Senador señor García consultó quién debe inscribir el contrato de compraventa: el comprador, el vendedor o ambos, y cuáles son las motivaciones para que las partes de un contrato inscriban su contrato en este registro.

El Honorable Senador señor Coloma formuló las siguientes observaciones: por qué dentro de las menciones del contrato a inscribir no se incluye al precio; cuál es el motivo de que este registro sea administrado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y no por el Ministerio de Agricultura; en cuanto a las tarifas que puede cobrar el Notario por su firma electrónica, comentó que la Excelentísima Corte Suprema observó que estas tarifas son normalmente fijadas por el Ministerio de Justicia y, respecto al artículo 13 inciso final, hizo presente que de la redacción de esta norma pareciera entenderse que con la suscripción de una de las partes dicho registro no podrá ser modificado.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que entiende que este proyecto de ley intenta regularizar el mercado agrícola y como tal preguntó por qué no es obligatorio el registro de estos contratos. Asimismo, consultó por las ventajas para las partes que registran su contrato.

El señor Subsecretario de Agricultura respondió que se trata de un registro de contrato agrícola voluntario y de común acuerdo de las partes, por lo que se requiere la comparecencia de ambas partes y no la voluntad unilateral de una de ellas. Acotó que se busca hacer público que entre tales partes se ha celebrado un contrato de compraventa de un bien futuro, que puede recaer sobre una determinada cosecha emplazada en tales hectáreas, ciertos cuarteles de producción de frutas, o tantos litros de leches, de carne o fardos de lana. 

Por otra parte, resaltó que el objetivo de esta iniciativa no es informar sobre los precios de estas transacciones, sino que exista certeza jurídica respecto de la transacción de un determinado bien futuro, para que no sea vendido más de una vez a distintas personas y que se cumpla el contrato suscrito por las partes. Desde esta perspectiva, resaltó que lo publicable en el registro no es el precio, sino la cosa vendida. Además, señaló que de esta forma los molineros tendrán certeza respecto del producto comprado y  que las personas a quienes han prestado asistencia técnica o a quienes han proporcionado las semillas cumplan, efectivamente, con su obligación de entregar la cosa vendida.

Además, acotó que el vendedor de un contrato inscrito tendrá la ventaja de poder acceder a una nueva fuente de financiamiento. Refirió que actualmente la mayoría de los agricultores están siendo financiados por los proveedores de insumo y como tal no están en condiciones de conseguir buenas tasas de interés, como las que podrían obtener de la banca. Además, resaltó que podrán entrar al sistema financiero de factorización de los contratos, con lo que podría anticipar los flujos de dinero.

También, indicó que esta iniciativa podría regularizar el mercado que está funcionando sin contrato escrito y con “venta spot” en la producción de granos. Resaltó que por esta vía podría ordenarse y formalizarse esta relación contractual, en que se asumen grandes riesgos y en que no existen instrumentos de cobertura, y los mismos molinos o empresas productoras podrían incluir seguros del tipo de cambio y trabajar en una lógica de desarrollo de proveedores, para no continuar bajo el régimen “spot”, que distorsiona el mercado agrícola, y merma su eficiencia desde el punto de la inversión y de la asignación de los recursos en la cadena de producción y comercialización.

Además, indicó que si el país pretende convertirse en un proveedor de alimentos a nivel internacional debe dar cierta garantía de que se cumplirán los contratos de abastecimiento que suscriban los agroindustriales con las empresas extranjeras, lo que necesariamente implica que los agroindustriales deberán asegurarse que sus proveedores cumplirán con sus contratos de compraventa agrícola, entregando sus cosechas en los mismos términos pactados que en el contrato. 

Con respecto a la administración del registro de contratos agrícolas, informó que optaron por entregar esta facultad al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, porque esa Cartera tiene la experiencia de llevar el registro de constitución de sociedades comerciales creado por la ley N° 20.659.

En cuanto a la voluntariedad de esta inscripción, opinó que va en la línea con lo que buscan, ya que no sería adecuado obligar por ley a registrar todos los contratos agrícolas. Argumentó que el optar por la obligatoriedad de la inscripción podría generar un vicio de constitucionalidad por atentar contra la igualdad ante la ley y desde el punto de vista económico esta iniciativa podría convertirse en letra muerta y fomentar la informalidad.

El señor Subsecretario de Economía complementó que en el mundo agrícola se da un fenómeno especial, que probablemente no se da en otras industrias. Al efecto, señaló que se toma la decisión de qué plantar en la temporada, sin conocer el precio que finalmente se obtendrá con la venta de dicha cosecha. Peor aún, reseñó que a veces se produce un fenómeno de autoregresividad, que implica que al momento de plantar el precio de un producto es bastante bueno, pero que al momento de la cosecha éste baja abruptamente por un incremento de la oferta. Apuntó que esta incertidumbre es propia de la venta “spot”, en que se realiza la inversión en función del precio, que en la práctica conlleva que en varias ocasiones el agricultor no recupere su inversión. 

Así, subrayó que anticipar una decisión y  formalizar un contrato permitirá fijar hoy el precio de algo que ocurrirá en el futuro y  de esa manera reducir la incertidumbre y el mercado permitirá que la escasez relativa que se produzca en el futuro se retrotraiga al precio de hoy.

Por lo anterior, afirmó que la posibilidad de inscribir el contrato generará beneficios para ambas partes y que, por cierto, habrá personas que seguirán utilizando el sistema antiguo. No obstante, consideró fundamental que exista este instrumento que permitirá dar mayor seguridad al mercado agrícola.

En su opinión la voluntariedad permitirá que paulatinamente las personas adscriban a este sistema dados sus beneficios, como son el tener un precio cierto antes de la inversión y poder acceder a la factorización de los contratos, favoreciendo a los pequeños agricultores. Por último, expresó que por cultura probablemente muchos agricultores continuarán con el sistema de venta “spot”, pero que no están condiciones de establecer la obligatoriedad de este instrumento desde su inicio.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que la agricultura ha cambiado lo suficiente y hoy en el mundo existen fuertes poderes compradores y pequeños agricultores, que a veces son abusados. Planteó que se está legislando partiendo de la base que la palabra empeñada no vale. En este contexto, indicó que este proyecto de ley vendría a regular esta situación, en la medida de lo posible, sin intervenir el mercado. 

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó su preocupación, porque se generarán dos mundos en el sector rural: los que transan con un contrato registrado y los que no, todo ello producto de la falta de obligatoriedad de este registro Además, consignó que se deberían establecer otras ventajas comparativas para quienes inscriban su contrato, como podría ser una rebaja en el Impuesto al Valor Agregado. Por último, reparó el que no se exija registrar el precio de los contratos de compraventa agrícolas.

El Honorable Senador señor Coloma aclaró que la ventaja para quienes inscriban su contrato es que podrán acceder más fácilmente al financiamiento.

El señor Subsecretario de Agricultura indicó que hoy ya existen estos dos mundos, el de los sin contrato y el de los que tienen contrato escrito. Reiteró que este proyecto de ley generará una mayor certeza jurídica para los que tienen contrato, porque les permitirá acceder a mejor financiamiento. Agregó que su misión es regular el mercado de los granos en que hoy prima la venta sin contratos.

En sesión de 5 de noviembre de 2013, la Comisión recibió en audiencia al Gerente General de la Bolsa de Productos Agropecuarios, señor Christopher Bosler, quien consideró que este proyecto de ley es una buena iniciativa para vincular al mundo agrícola con el sector  bursátil de financiamiento. Luego, informó que la Bolsa de Productos es una entidad regulada que tiene una normativa similar a las bolsas de valores, pero aplicada a los productos agropecuarios y que ha transado instrumentos de financiamiento de capital de trabajo, inventarios agrícolas y facturas, y que ha permitido unir a las PYMES con el mercado de capitales.

Indicó que de acuerdo al artículo 4° de la ley N°19.220 se define a los productos agropecuarios como todo producto que proviene directa o indirectamente de actividades agrícolas, agropecuarias o forestales, así como los insumos que tales actividades requieran. También, se consideran a las facturas y eventualmente a los contratos agrícolas, que es justamente el punto que aborda este proyecto de ley, que permitiría ligar esta plataforma bursátil con los contratos agrícolas registrados.

Comentó que a nivel agrícola están inscritos casi todos los productos más importantes, como los granos y el ganado. Acotó que existen entre 50 a 70 millones de dólares de financiamiento de ganado en pie y que hoy existen unas cinco mil cabezas de ganado transándose en esta Bolsa.

También, señaló que transan facturas de las distintas variedades y que están desarrollando las concesiones de acuicultura como insumo del agro.

En cuanto a las ventajas del mercado bursátil, indicó que las tasas de interés que se transan en la Bolsa de Productos Agropecuarios generan un ahorro para sus inversionistas de casi un 1%, es decir, de un 12% al año. Asimismo, resaltó que produce un retorno interesante para los inversionistas que normalmente obtienen dividendos por depósitos a plazo y por pactos de este orden, lo mismo a propósito de las facturas. Destacó que la Bolsa ha generado varios beneficios a sus usuarios, los que también podrían extenderse al ámbito de los contratos agrícolas.

Explicó que los corredores de la Bolsa son agentes oficiales de intermediación y que tienen bajo su responsabilidad procurar que se cumplan los contratos que se pacten por su intermedio. Al efecto, detalló que deben velar por que el vendedor cumpla con su obligación de entregar los títulos, productos o facturas al comprador y que, a su vez, el comprador pague el precio al vendedor. Recalcó que estas obligaciones están garantizadas por medio de la institucionalidad de este tipo de transacciones, de manera tal que quien entre a este mercado bursátil tiene de alguna manera asegurado que se cumplirán las transacciones que realice. También, indicó que los corredores tienen la responsabilidad sobre la identidad y la capacidad legal de sus clientes y que los productos cumplan con los requisitos exigidos. 

Por ello, resaltó que este mercado bursátil tiene un estándar bastante alto en comparación con el resto del mundo agrícola y que esta figura del registro de los contratos agrícola podría servir para incluirlo dentro de los productos que pueden ser transados en la Bolsa de Productos Agropecuarios, lo que les permitiría vincular el mundo bursátil a los contratos agrícolas.

Al efecto, reconoció que el mercado agrícola es de alto riesgo en materia de entrega y de pago de precios, y que tienen limitadas alternativas de financiamiento, ya que existen escasos organismos que están dispuestos a controlar y a mitigar este riesgo, todo ello en el contexto de una creciente y exigente demanda internacional por alimentos, que exige un mercado más competitivo y con mayor certeza en las entregas.

En lo concreto, comentó que al registrarse un contrato agrícola el corredor de la Bolsa podrá mitigar el riesgo de la recolocación de ese producto en más compradores en el ámbito bursátil. Explicó que para operar en el mercado bursátil se requiere de una contraparte o de un corredor, quien se compromete en un plazo determinado a vender determinada cantidad de un producto, pero para lo cual necesita tener seguridad de la provisión del mismo y para ello la inscripción de estos contratos agrícolas en un registro público podría servir de garantía para que el productor entregue ese producto en el plazo acordado. Así, se conecta formalmente la agricultura con el mercado bursátil.

En consecuencia, concluyó que este proyecto de ley generará claras ventajas para el sector agrícola, a saber: permitirá al productor ampliar su gama de compradores en el mercado bursátil, negociar en términos no discriminatorios y generar nuevas fuentes de financiamientos, ya que el corredor podría pagarle al productor de contado la cosecha y él asumir el diferencial de plazo y de precio con los eventuales compradores. De este modo, consideró que es un mecanismo bastante práctico para permear al sector agrícola al bursátil.

En seguida, la Comisión recibió en audiencia al Fiscal de la Sociedad Nacional de Agricultura, señor Eduardo Riesco, quien informó que analizó el texto original de este proyecto de ley y que concurrió a la Cámara de Diputados en su oportunidad a manifestar su opinión. Indicó que la Sociedad Nacional de Agricultura ha analizado esta iniciativa con sus profesionales del área económica y jurídica, y que además incluyó a los productores agrícolas, en especial a su comité de granos, que es uno de los grupos más interesados en aprobar este tipo de proyectos de ley.

Bajo este contexto, señaló que aprecian el presente proyecto de ley por considerarlo positivo para la agricultura en el sentido de que proporciona un mayor grado de certeza en cuanto a la relación contractual y al contenido de los contratos en verde, lo que redunda en la certeza del cumplimiento de sus obligaciones. 

Por otro lado, reconoció que los contratos agrícolas han evolucionado negativamente en materia de celebración y de cumplimiento, ya que hoy día ya no existe un real respeto por la palabra empeñada y como tal se hace necesario legislar sobre la procedencia de este tipo de instrumentos, por lo que en términos generales apoyan a este proyecto de ley.

Sin perjuicio de lo anterior, formuló una serie de observaciones, las que a continuación pasó a detallar:

1.- En el artículo 3° letras b) y c) se define a “productos agrícolas” y a “productores agrícolas” haciendo referencia al concepto de “materia prima”. Al respecto, consideró que sería más apropiado reemplazarlo por “productos agrícolas primarios”, ya que se trata de productos que no han sido modificados y es así como se les aborda en otras normas legales, como sucede en la Ley de Rentas Municipales.

2.- En el artículo 4°, en que se describe la forma en que se deberá suscribir el formulario que será registrado. Se establece que se realizará mediante firma electrónica del Notario o de las partes en el evento en que ellas tengan firma electrónica. En esta norma prevé un problema práctico para los medianos y pequeños agricultores que tienen pocas posibilidades de contar con firma electrónica y de tener acceso a notarías, dada su ausencia de experiencia para acceder a la cibernética y a su lejanía a centros urbanos, por lo que sugirió buscar una alternativa que sin alterar los efectos de este registro pudiera utilizarse para facilitar a estas personas el uso de este registro, como podría ser el correo electrónico o el correo ordinario.

3.- En el artículo 6° en que se detallan las menciones del formulario de inscripción observó:

- En primer lugar, agregar en la letra c) a continuación del vocablo productos las palabras “y variedad”. 

- En segundo lugar, incorporar dentro de estas menciones al precio o la forma en que éste pueda ser determinado, ya que de lo contario se le quitará a este contrato un elemento que es de su esencia. Recordó que el contrato de compraventa tiene dos elementos esenciales la cosa y el precio, y que el precio puede ser determinado o determinable. Indicó que esto sería útil en la eventualidad de que el contrato sea endosado, ya que al registrarse el precio se le daría mayor movilidad a esta forma de mercadeo agrícola.

Entendió el argumento de que el transparentar el precio podría exponer las estrategias comerciales y en este sentido pudiera perjudicar al comprador, pero, no obstante aquello, consideró que sería bastante extraño perfeccionar un contrato de compraventa en que no se hace mención al precio, como elemento exigible, aunque reconoció que las partes perfectamente podrían agregarlo en forma voluntaria.

- En tercer lugar, el literal k) menciona “todas aquellas menciones que las partes decidan publicar”. Al respecto, hizo referencia a un problema endémico de la agricultura, cual es el tema de los seguros agrícolas, que sale a la palestra cada vez que existe una sequía o heladas. Observó que esta área no se ha podido desarrollar, porque sólo existe un banco que otorga este tipo de seguros con varias limitaciones, por lo que hoy están trabajando en conjunto con CORFO y el Ministerio de Agricultura para buscar fórmulas que incorporen en la agricultura el sistema de seguros. Por ello, planteó incluir dentro de este artículo a los seguros agrícolas, aunque se trate de una cláusula voluntaria, para estimular su uso.

3.- En el artículo 7°, que se refiere a la modificación de los contratos agrícolas y a sus requisitos, propuso agregar al final, la siguiente frase: “, incluido su endoso a terceros compradores o vendedor, y datos del endosatario”. Ello, a fin de considerar al endoso como una modificación del contrato agrícola de común acuerdo entre las partes.

4.- En sintonía con lo anterior, en el artículo 8° planteó agregar al final de la letra b) la frase “o endosatario”.

5.- En el artículo 10, formuló una observación respecto de la automaticidad de la inscripción, porque ello supone la no intervención de ninguna persona, por lo que pidió al Ejecutivo que aclare este mecanismo. Además, indicó que en el artículo 11 se confirma que la inscripción no será automática, porque se establece que un reglamento determinará la manera en que los formularios serán inscritos en el registro.

6.- En el artículo 11, planteó considerar una alternativa para que los pequeños productores también puedan acceder a este registro.

7.- En cuanto a los efectos del registro, señaló que se trata de un documento firmado ante Notario e incorporado en un registro público, que será oponible a terceros y como tal debería tener mérito ejecutivo para así darle mayor valor.

8.- En el artículo 15, letra c), que establece que el contrato registrado hará plena fe entre las partes del hecho de haberse otorgado el contrato, de las partes, de la fecha de término y del objeto del contrato. Con respecto a este último punto, opinó que no basta hacer plena fe respecto del objeto del contrato, sino que se debería ir más allá y hacer plena fe de la causa del contrato de compraventa.

9.- En el artículo 16, en que se regula la situación en que los productos objeto de la convención son adquiridos por una persona distinta a la que compareció como comprador en el contrato agrícola registrado. En este caso, la norma establece la responsabilidad solidaria del vendedor y del tercero adquirente por los perjuicios causados al comprador. Al respecto, consideró necesario agregar que para ello el tercero debe haber adquirido los productos a sabiendas de que habían sido previamente vendidos a otra persona, tal como regula la responsabilidad solidaria el Código Civil.

Asimismo, indicó que esta norma debería abordarse sobre la base de la presunción de conocimiento del contrato por el hecho de haber sido registrado. Al efecto, precisó que esta presunción es la que debiera determinar la responsabilidad ulterior del tercero adquirente. 

El Asesor del Ministerio de Agricultura compartió la mayoría de las observaciones formales hechas por el señor Fiscal de la Sociedad Nacional de Agricultura, especialmente la que propone la incorporación de los seguros agrícolas. De hecho, comentó que este proyecto de ley forma parte de lo que ellos han denominado el “triple pack” de seguridad, que incluye la Ley de Muestras y de Contramuestras, los seguros agrícolas y este proyecto de ley, por lo que les parece bastante pertinente su inclusión. 

También, indicó que apoyan la agregar dentro de las menciones de las modificaciones al endoso del contrato agrícola. No obstante, hizo presente a Sus Señorías que de acuerdo a la legislación vigente es perfectamente posible operar en la Bolsa de Productos con una cesión de derechos o una cesión de estos contratos, pero dada la incertidumbre que hoy día tienen los contratos agrícolas respecto de su cumplimiento existe un riesgo latente que explica por qué estos contratos aún no se han incorporado al circuito de la Bolsa de Productos Agropecuarios.

Con respecto a las aprensiones manifestadas a propósito de la accesibilidad a la firma electrónica, consignó que a la fecha en que ingresaron a tramitación este proyecto de ley, el 80% de los Notarios ya operaban con la firma electrónica, por lo que la cobertura de esta firma es bastante amplia en el país y resaltó que también se está masificando la firma electrónica de los particulares, por lo que piensan que este instrumento será de un uso bastante masivo. 

En seguida, mostró disponibilidad para modificar el artículo 11 de este proyecto de ley, que se refiere a la automaticidad de la subida del contrato agrícola al registro, que operará desde que el Notario o las partes estampen su firma electrónica. En este caso están pensando que la automaticidad vendrá dada por el hecho de llenar los campos respectivos del formulario que estará disponible en la página web del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de la misma manera en que opera hoy día el registro de la ley N° 20.659 sobre constitución de sociedades comerciales. 

En cuanto al contenido del contrato, dejó en claro que las menciones del artículo 6° de este proyecto de ley corresponden a un extracto electrónico que contiene algunas de las cláusulas del contrato agrícola, de su modificación o cancelación, que serán publicadas en el registro. Por lo tanto, subrayó que se debe distinguir entre el contrato mismo y el formulario que es un extracto de dicho contrato.

En consecuencia, compartió que adolecerá de un vicio de nulidad aquel contrato de compraventa que no indique el precio o la forma de determinarlo, porque le faltaría un elemento de su esencia, pero advirtió a Sus Señorías que en este caso no se habla del contrato de compraventa sino del formulario que se incorporará al registro público. Indicó que se parte de la base que el contrato siempre debe contener el precio y si no es posible, al menos, la forma para determinado. Así, distinguió entre el contrato de compraventa en cuyo caso no se puede prescindir del precio, y el formulario o extracto de dicho contrato que contiene las menciones que se incorporarán al registro público.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, trajo a colación al artículo14, que dispone que en caso de existir discordancia entre el contrato y el formulario se preferirá lo establecido en el formulario, lo que a su entender supone una preferencia del formulario por sobre el contrato, por lo que estimó que deberían estar considerados, al menos, los elementos esenciales del contrato de compraventa en el respectivo formulario.

El Asesor del Ministerio de Agricultura aclaró que esta disposición opera sólo respecto de terceros y no entre las partes del contrato de compraventa. Con todo, indicó que estas diferencias entre el contrato y el formulario deberían ser bastante remotas, dado que el formulario contiene sólo una parte del contrato. Reseñó que esta norma tiene por objetivo salvaguardar el efecto del registro sobre terceros y señaló que se está ante una formalidad de publicidad, que busca evitar que los terceros que de buena fe ignoren la existencia de este contrato puedan saber de su existencia mediante el acceso a este registro público. 

A mayor abundamiento, refirió que estimaron que no era adecuado agregar el precio dentro de las menciones obligatorias del formulario porque perfectamente las partes de mutuo acuerdo podrían incluirlo como lo permite la letra k) del artículo 6°. Además, señaló que en la práctica la obligatoriedad de publicar el precio podría ser poco conveniente para los compradores porque estarían obligados a exponer sus políticas comerciales y para los productores porque tendrían que publicar sus ingresos en un registro público. En consecuencia, recalcó que existe un problema de privacidad que preocupa tanto a los productores, como a los agroindustriales.

El Honorable Senador señor García indicó que están entrando en un análisis más detallado de esta iniciativa legal, por lo que propuso votar la idea de legislar en la materia y dejar este debate para la discusión en particular.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide apoyó la propuesta del Honorable Senador señor García.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, no obstante apoyar esta propuesta, preguntó sobre la naturaleza jurídica del formulario.

El Asesor del Ministerio de Agricultura respondió que el formulario es una especie de formalidad vía publicidad y como tal resaltó que la piedra angular de este proyecto de ley es que la inscripción de dicho formulario en un registro público permitirá oponer ante terceros el respectivo contrato agrícola registrado.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que a su entender la formalidad de publicidad debiera ser el registro del formulario.

El Asesor del Ministerio de Agricultura compartió la aclaración del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.

El señor Fiscal de la Sociedad Nacional de Agricultura indicó que existen dos instrumentos el contrato y el formulario que contendrá un extracto del contrato. Agregó que se le hace difícil imaginarse que uno de los elementos del contrato no se incluya en el formulario extractado. Sin embargo, señaló que si esto será así este punto debería quedar claramente explicitado en el presente proyecto de ley. También, consideró fundamental especificar la naturaleza jurídica de este formulario.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, concordó con las precisiones del señor Fiscal y agregó que se debe aclarar cuándo se habla del contrato y cuándo del formulario, porque al parecer se usan ambos conceptos indistintamente.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide indicó que el objetivo central de este proyecto de ley es dar seguridad jurídica a los contratos agrícolas, ya que la palabra empeñada de por sí en el mundo agrícola ya no sirve. Manifestó que le preocupa que un elemento de la esencia del contrato de compraventa no esté incluido en el formulario, aunque reconoció que probablemente no a todos los productores les gustaría publicar a cuánto están vendiendo su cosecha, por lo que entendió que debe haber cierto sigilo en sus negociaciones.

El señor Fiscal de la Sociedad Nacional de Agricultura resaltó que esta diferencia entre el contrato y el formulario es lo que resguarda al productor y al comprador de la privacidad del monto del precio transado, lo que no obsta a que ambas partes decidan incluirlo. En caso contrario, el precio constará en el contrato que las partes hayan suscrito.

El señor Subsecretario de Agricultura complementó que después de dialogar con las organizaciones de agricultores y de agroindustria llegaron a la conclusión de que no era recomendable registrar en el formulario el precio, aunque sea un elemento de la esencia del contrato de compraventa. En este sentido, hizo presente a Sus Señorías que este proyecto de ley no tiene dentro de sus objetivos el transparentar los precios de venta de los productos agrícolas.

Por último, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que el formulario se trata de una expresión resumida del contrato de compraventa, que permita a través de su inscripción abrir una oportunidad de negociación y de financiamiento a los contratos agrícolas. Además, señaló que hoy se conoce de antemano los precios de las transacciones de los productos agrícolas, porque normalmente los molinos son los que fijan los precios, por lo que no existiría ningún misterio en lo que se paga, salvo que un agroindustrial le dé un precio especial a un antiguo preferencial.

- A continuación, se puso en votación la idea de legislar en la materia, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Larraín, don Hernán y Ruiz-Esquide. 
- - -

TEXTO DEL PROYECTO 

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones Generales

Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer un sistema de inscripción voluntaria de los contratos de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo en un registro público, nacional y único.

Artículo 2°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los contratos agrícolas con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción de dichos productos.

Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:

a) Contrato agrícola o contrato: aquellos contratos de compraventa de productos agrícolas celebrados entre un productor agrícola y un agroindustrial o un intermediario.

b) Producto agrícola o producto: el que proviene directamente de la agricultura, esto es, aquella materia prima de origen vegetal o animal obtenida del cultivo de la tierra o de la ganadería, sea que se encuentre cosechada o pendiente.

c) Productor agrícola, productor o agricultor: persona natural o jurídica que produce las materias primas a que se refiere la letra b) de este artículo.

d) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza el producto agrícola. 

e) Intermediario: persona natural o jurídica que concurre a la primera transacción de productos agrícolas como comprador con ánimo de vender, posteriormente, dichos productos.

f) Primera transacción: aquella en la que participan, por una parte, como vendedor el agricultor y, por la otra, como comprador el agroindustrial o intermediario.

g) Formulario: extracto electrónico que contiene las menciones del contrato agrícola o las de su modificación o cancelación, que serán publicadas en el registro.

h) Registro: el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo.

i) Fecha de término del contrato o fecha de término: aquella estipulada por las partes que fija la época de cumplimiento de la última de las obligaciones principales del contrato, esto es, la entrega de los productos vendidos o el pago del precio.

Artículo 4°.- Las partes de los contratos agrícolas que se acojan a la presente ley deberán suscribir el formulario a que se refiere la letra g) del artículo precedente ante notario público, quien deberá estampar su firma electrónica avanzada. Con todo, el formulario también podrá ser suscrito a través de la firma electrónica avanzada de las partes, y en tal caso no se requerirá la intervención notarial. Una vez suscrito dicho formulario, se incorporará al Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo y producirá los efectos establecidos en el Título IV.

Para todos los efectos de esta ley, la fecha del contrato será la de su registro.

TÍTULO I

De la inscripción del contrato de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo, de su modificación y su cancelación

Artículo 5°.- El formulario del contrato agrícola, o de su modificación o cancelación, se inscribirá en el registro a que se refiere la letra h) del artículo 3°.

Las partes que se acojan a la presente ley deberán autorizar expresamente el tratamiento de los datos que contenga el formulario.

Artículo 6°.- El formulario de inscripción del contrato agrícola contendrá las siguientes menciones:

a) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes contratantes.

b) Fecha de término del contrato agrícola.

c) Rol de avalúo del bien raíz en que se producen los bienes objeto del contrato.

d) En caso que el productor agrícola no sea el dueño de la propiedad raíz, la identificación precisa del título en virtud del cual explota el predio a que se refiere la letra precedente.

e) La indicación de los productos objeto del contrato.

f) Total de la superficie cuya producción sea objeto del contrato, y el rendimiento de la producción estimada en volumen o peso.

g) La indicación de estar comprándose el total o una parte de la producción señalada en el contrato agrícola, de conformidad a la letra f) anterior.

h) La autorización expresa de las partes para el tratamiento de los datos que contenga el formulario.

i) La cláusula penal, en caso de pactarse, que se hará efectiva ante el incumplimiento de cualesquiera de las partes.

j) La estipulación expresa de que las partes acuerdan someterse a las normas de esta ley.

k) En general, aquellas menciones que las partes convengan en publicar.

Artículo 7°.- En el formulario de modificación de los contratos  agrícolas se registrarán:

a) El número de inscripción que se modifica.

b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, que deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales.

c) Toda mención de las señaladas en el artículo anterior, que se modifique.

Artículo 8°.- En el formulario de cancelación de los contratos agrícolas se registrarán:

a) El número de inscripción que se cancela.

b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, que deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales.

c) Causal que se invoca para la cancelación.

TÍTULO II

Del Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo

Artículo 9°.- Créase el Registro de Contratos de Compraventas de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo, que deberá constar en un sitio electrónico y al que se incorporarán los contratos agrícolas que se acojan a esta ley, su modificación y cancelación, para los efectos que se indican en el Título IV de la misma.

Este registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público y deberá estar permanentemente actualizado, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. Todo interesado podrá consultar gratuitamente los contratos agrícolas inscritos en el registro.

El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de la administración del registro, y de que éste cumpla, en todo tiempo, las normas de la presente ley y de su reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del registro a una entidad externa, caso en el cual mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. El administrador del registro podrá certificar las inscripciones, modificaciones y cancelaciones que se practiquen. 

Artículo 10.- Una vez suscrito el formulario de inscripción por todos quienes hubiesen comparecido al acto, en conformidad con esta ley y su reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el registro. Asimismo, toda modificación o cancelación del extracto ya inscrito será incorporada de inmediato y sin más trámite al registro. La fecha de registro del contrato será aquella en que el formulario sea suscrito por la última de las partes que concurran a él.

Artículo 11.- El reglamento determinará la forma en que los formularios serán incorporados al registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad.

La incorporación de los contratos al registro se hará por estricto orden de ingreso.

TÍTULO III

De la suscripción de los formularios

Artículo 12.- La suscripción de los formularios de inscripción, modificación o cancelación se realizará mediante documento electrónico, con firma electrónica avanzada de un notario público o de las partes, si la tuvieran.

El reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar la firma de los formularios por parte de los contratantes.

Los notarios públicos sólo podrán cobrar, por la firma electrónica avanzada que estampen, la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.

Artículo 13.- Se tendrá por no suscrito el formulario que no fuere firmado por todas las partes que comparecen al contrato, dentro del plazo de siete días hábiles contado desde la fecha en que se hubiere firmado ante notario, o estampado la primera firma electrónica. 

El reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario, una vez que las partes hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción de una de las partes, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente.

TITULO IV

De los efectos del registro

Artículo 14.- El registro de un contrato, efectuado en la forma que se indica en la presente ley y su reglamento, lo hará oponible a terceros, dará a las partes los derechos e impondrá las obligaciones que se señalan en la misma. 

Dicha inscripción producirá sus efectos mientras no se cancele mediante el procedimiento establecido en esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, se eliminarán del registro todas las inscripciones de contratos agrícolas transcurrido un año, contado desde la fecha de término del contrato.

En caso de existir discordancia entre lo señalado en el contrato objeto de inscripción, su modificación o cancelación, y lo consignado en el formulario, primará, respecto de terceros, lo establecido en el formulario. 

Artículo 15.- Sin perjuicio de otras normas particulares aplicables, la inscripción del contrato en el registro hará fe entre las partes:

a) Del hecho de haberse otorgado el contrato respectivo y su fecha.

b) De las partes del mismo. 

c) Del objeto del contrato. 

d) De la fecha de término.

e) De las demás disposiciones del contrato.

Respecto de terceros, sólo hará fe de lo señalado en la letra a). 

Artículo 16.- Cuando una persona, distinta de quien hubiere comparecido como comprador al contrato agrícola registrado, adquiera los productos objeto de dicha convención será, para todos los efectos legales, solidariamente responsable con quien hubiere comparecido como vendedor a dicho contrato por los perjuicios causados a aquel comprador.

La responsabilidad solidaria a la que se refiere este artículo no se extenderá a las ventas posteriores a aquella a la que se refiere la letra f) del artículo 3°.

Para los efectos de esta ley y de los del Código Civil, se presumirá la mala fe del vendedor y de los terceros adquirentes a los que se refiere el inciso primero.

Artículo 17.- Toda controversia entre las partes relativa a la interpretación, aplicación o ejecución de los contratos regidos por las normas de la presente ley, se sustanciará mediante el procedimiento sumario contenido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, ante el juez de letras en lo civil del domicilio del productor.

Artículo 18.- La inscripción del contrato conforme a esta ley en ningún caso afectará los derechos reales que correspondan a personas distintas del productor agrícola, constituidos sobre el predio en el cual se produzcan los bienes objeto del contrato.

Corresponderá a la contraparte del productor agrícola en los contratos regulados en esta ley verificar el título por el cual el productor explota el predio en el que se producen los bienes objeto del contrato.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- El reglamento de esta ley deberá dictarse en el plazo de tres meses a contar de su publicación en el Diario Oficial, y será suscrito por los ministros de Agricultura y de Economía, Fomento y Turismo.

Artículo tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 29 de octubre y 5 de noviembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Mariano Ruiz-Esquide Jara.
Sala de la Comisión, a 19 de noviembre de 2013.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.803, QUE ESTABLECE UNA ASIGNACIÓN DE MEJORAMIENTO DE LA GESTIÓN MUNICIPAL, PARA HOMOLOGARLA CON LA DISPUESTA EN LA LEY N° 19.553, QUE CONCEDE UNA ASIGNACIÓN DE MODERNIZACIÓN A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

(9159-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.  


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Tuma.


Del mismo modo, concurrieron las siguientes personas:


Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Ministro, señor Andrés Chadwick; la Jefa de Gabinete, señora María José Gómez, y el Jefe de Prensa, señor Juan José Bruna.

De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Subsecretario, señor Miguel Flores, y el asesor legislativo, señor Álvaro Villanueva.

De la Asociación Chilena de Municipalidades, el Presidente, señor Santiago Rebolledo; el Secretrio Ejecutivo, señor Iván Borcoski, y el asesor, señor Malik Mograby. 

De la Confederación Nacional de Empleados Municipales, el Presidente, señor Óscar Yáñez; el Vicepresidente, señor Juan Camilo Bustamante, y el Director Nacional, señor Raúl Bustos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Constanza Castillo, y el asesor, señor Tomás Celis.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

Del Instituto Igualdad, el Coordinador Legislativo, señor Gabriel de la Fuente.

El asesor del Honorable Senador señor Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

- - -


Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión de 18 de noviembre de 2013, autorizó a la Comisión de Hacienda a discutir en general y particular esta iniciativa.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL




De ser aprobados, el artículo único  y el artículo cuarto transitorio deben serlo con quórum orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.




Dichos artículos inciden sobre disposiciones de la ley N° 19.803 que fueron declaradas con dicho rango orgánico constitucional en sentencia N° 348, del año 2002, del Tribunal Constitucional.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad incrementar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, asimilándola a la dispuesta en la ley N° 19.553, que a su vez concede una asignación de modernización de la Administración Pública.

- - -

ANTECEDENTES




Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley Nº 20.624, que modifica la Escala de Sueldos Base fijada para el personal de las Municipalidades por el artículo 23 del Decreto Ley N° 3.551, de 1981.
- Ley N° 19.803, que establece asignación de mejoramiento de la gestión municipal.

- Ley Nº 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.

- Ley N° 18.566, que declara de efectos permanentes el impuesto artículo 3° transitorio del Decreto Ley N° 3.501, de 1980, incrementa remuneraciones y cotizaciones para efectos de salud.

- Ley N° 18.675, que incrementa remuneraciones del Poder Judicial; establece aporte adicional para pensiones, y aumenta base de cotizaciones para el financiamiento de los beneficios de pensiones y concede bonificaciones compensatorias.

- Ley N° 18.717, que reajusta remuneraciones del sector público.

- Ley N° 19.429, que otorga reajuste de remuneraciones a trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios de carácter pecuniario.

- Ley N° 19.529, que otorga asignación y concede beneficios que indica a los funcionarios municipales.
- Ley N° 19.803, que establece asignación de mejoramiento de la gestión municipal.

- Ley N° 19.185, que reajusta remuneraciones del sector público, concede aguinaldo de navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario.

- Ley N° 18.675, que incrementa remuneraciones del Poder Judicial; establece aporte adicional para pensiones, y aumenta base de cotizaciones para el financiamiento de los beneficios de pensiones y concede bonificaciones compensatorias.

- Ley N° 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.

- Ley N° 20.212, que modifica las leyes N° 19.553, Nº 19.882, y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de funcionarios públicos.

- Decreto Ley N° 249, de 1973, que fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala.

- Decreto Ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.

- Decreto Ley N° 3.501, de 1980, que fija nuevo sistema de cotizaciones previsionales y deroga disposiciones legales que indica.

- Decreto Ley N° 479, de 1974, que reconoce, por una sola vez, para los efectos de la asignación de antigüedad establecida en el artículo 6° del Decreto Ley N° 249, de 1973, al personal de planta en actual servicio, el tiempo desempeñado que indica. Otras disposiciones.

- Decreto Ley N° 1.770, de 1977, que otorga mejoramiento económico y dispone rebajas tributarias.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley da cuenta, en primer lugar, de la relevancia que el Gobierno otorga a la  equidad y la descentralización como objetivos centrales dentro de su gestión.

En función de ello, reseña, en noviembre del año 2010 se publicó en el Diario Oficial la ley Nº  20.475, que complementa y modifica la ley Nº 20.387, sobre bonificación por retiro voluntario de funcionarios municipales. La primera buscó ampliar el número de personas beneficiadas por esta última, del año 2009, con el fin de que obtuviesen una bonificación por retiro voluntario. Así, más de 400 nuevos funcionarios municipales pudieron acceder al beneficio.

Por otra parte, en el mes de agosto de 2012 se publicó en el Diario Oficial la ley Nº 20.624, que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1981. En ella se homologaron los sueldos base de los funcionarios municipales con los del nivel central, y el costo de eliminar la brecha existente, cuyo promedio equivalía a un 22% del sector público, ascendió aproximadamente a $24.000 millones. Por su intermedio fue posible dar respuesta a una antigua y justa aspiración de los funcionarios municipales, quienes históricamente tenían remuneraciones base inferiores a sus pares de ministerios y servicios.

Finalmente, en la búsqueda de dignificar la función pública, en enero de 2013 se dictó la ley Nº 20.649, que otorga a los funcionarios municipales que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional. Este cuerpo legal ha permitido que funcionarios de las municipalidades del país cesen voluntariamente en sus funciones, obteniendo importantes incentivos económicos que han beneficiado a más de 2.700 personas.

Las citadas normas legales, añade el Mensaje, han sido fruto del permanente trabajo y diálogo que el Ejecutivo ha mantenido con las organizaciones de funcionarios municipales y con las asociaciones de municipalidades.

Junto a lo anterior, en los últimos años se ha incrementado sustantivamente el Fondo Común Municipal, que ha alcanzado niveles históricos. Ello ha permitido a las municipalidades disponer de una mayor cantidad de recursos, con el consiguiente beneficio para las respectivas comunidades locales. Del mismo modo, en las leyes de presupuestos correspondientes a los años 2012 y 2013, se consideraron aportes especiales por concepto de compensación de predios exentos de pago de impuesto territorial, por M $76.193.772. En las mismas leyes, además, se contemplaron aportes a municipalidades por concepto de compensación de viviendas sociales, ascendentes a M $8.180.771. 

Por su parte, y con el fin de fortalecer el capital humano existente en los órganos subnacionales, las mismas leyes de presupuestos para los años 2012 y 2013 consideraron M $5.830.376 para capacitación y formación de funcionarios, a través del Programa Academia Capacitación Municipal y Regional.

Todo lo anterior, destaca el Mensaje, demuestra el compromiso real del Ejecutivo con una descentralización efectiva y eficiente, manifestado a través de una serie de mejoras para las municipalidades y sus funcionarios. 

En la misma dirección, el presente proyecto de ley tiene como objetivo principal incrementar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, establecida en la ley Nº 19.803, con el fin de equipararla con la asignación de modernización dispuesta en la Ley Nº 19.553. 

En efecto, en lo sustantivo se incrementa la asignación de mejoramiento de la gestión municipal dispuesta en la citada ley Nº 19.803, desde un 10% de las remuneraciones consideradas para su otorgamiento hasta un 30,6% de las mismas.

Dicha asignación de mejoramiento de la gestión municipal, destinada a funcionarios municipales de planta y contrata, considera hoy por hoy dos componentes, a saber:

- Un componente de incentivo por gestión institucional, vinculado al cumplimiento eficiente y eficaz de un programa anual de mejoramiento de la gestión municipal que debe ser propuesto al respectivo alcalde por el Comité Técnico Municipal, y que debe contener las metas de las diversas unidades de trabajo de la municipalidad respectiva.

El cumplimiento de los objetivos de gestión institucional del año precedente, por parte del personal de planta y contrata, les genera hoy una bonificación ascendente a un 6% de las remuneraciones, en la medida que la municipalidad haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de los objetivos de gestión anuales que se haya fijado. Por su parte, si el nivel de cumplimiento fuere inferior al 90% pero igual o superior al 75%, el porcentaje de la bonificación es hoy de un 3%. En caso de alcanzarse un cumplimiento inferior al 75%, no existe derecho a la asignación.

En el presente proyecto de ley, en cambio, el incentivo por gestión institucional se eleva de 6% a 11,1% en caso de un cumplimiento igual o superior a un 90%, y, en caso de cumplimiento entre 75% y 89%, aumenta desde 3% a 5,55% de las remuneraciones.

- Un segundo componente de incentivo de desempeño colectivo por área de trabajo, vinculado al cumplimiento de metas por dirección, departamento o unidad municipal. Este incentivo debe ser concordado por el alcalde con la o las asociaciones de funcionarios que estén constituidas en la respectiva municipalidad, en el mes de diciembre de cada año, con aprobación del concejo.

Esta bonificación no puede exceder hoy del 4% de las remuneraciones en caso que la dirección, departamento o unidad haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de las metas anuales comprometidas en el Programa de Mejoramiento de la Gestión Municipal. Si el grado de cumplimiento es inferior al 90% pero igual o superior al 75%, el porcentaje de la bonificación asciende a un 2% de las remuneraciones. 

En el presente proyecto de ley, estos guarismos se incrementan. En efecto, de un 4% de las remuneraciones se propone pasar a un 9,2% en caso de cumplimiento igual o superior al 90%; y de un 2% transitar a un 4,6% si el cumplimiento fuere igual o superior al 75% e inferior al 90%. 

Al igual que en el componente de gestión institucional, el proyecto de ley, tal cual también lo señala la norma vigente, dispone que no existirá incentivo por desempeño colectivo por área de trabajo cuando el grado de cumplimiento sea inferior al 75%.

Para los casos de falta de acuerdo sobre la aplicación del incentivo de desempeño colectivo, la ley Nº 19.803 prescribe  que se debe aplicar un incentivo de desempeño individual. En estos casos, como ya se señalara, el alcalde puede acordar con la o las asociaciones de funcionarios los procedimientos y parámetros de cumplimiento y evaluación del desempeño individual de los funcionarios, debiendo requerirse además la aprobación del concejo municipal. De acuerdo con la ley vigente, a falta de acuerdo sobre la materia, la aplicación del incentivo se efectuará en consideración al sistema de calificación de desempeño vigente en la respectiva municipalidad. En caso de utilizarse este mecanismo alternativo de incentivo de desempeño individual, la bonificación hoy no puede exceder del 4% para el primer tercio mejor calificado de cada escalafón, y de 2% para los funcionarios que les sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 66% de los mejor evaluados de cada escalafón. 

La presente iniciativa legal considera, en cambio, para efectos del incentivo de desempeño individual, aumentos porcentuales a un 9,2% o a un 4,6%, dependiendo siempre del tercio en el cual se ubica el funcionario en cuanto a calificaciones por escalafón.

Enseguida, consigna el Mensaje que el proyecto de ley propone un tercer elemento que forme parte de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, denominado componente base, que ascenderá a un 10,3% de las remuneraciones que corresponda. Es ésta, justamente, una de las principales innovaciones respecto de la asignación de mejoramiento vigente en la ley Nº 19.803, que no considera este beneficio a todo evento, y que será aplicable sobre las mismas remuneraciones que se contemplan hoy en día para esta asignación, pues no se las modifica en este proyecto de ley. De esta forma, se consideran los sueldos base homologados en la ley Nº 20.624 con los del nivel central, además de la asignación municipal contemplada en el artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y la asignación de los artículos 3º y 4º de la Ley Nº 18.717. Finalmente, para efectos de la remuneración sobre la cual se debe calcular la asignación de mejoramiento de gestión municipal, se contempla también la prevista en el artículo 1º de la ley Nº 19.529.

Del mismo modo, se explaya el Mensaje sobre otras precisiones que el proyecto de ley contiene:

- La ley vigente dispone también que el sistema de incentivos debe regularse en cada municipalidad mediante un reglamento interno. Como la iniciativa en estudio propone cambios en los componentes y en sus porcentajes, cada municipalidad deberá realizar las adecuaciones respectivas dentro de los 90  días siguientes a la publicación de la ley.

- Con la intención de equiparar las remuneraciones base entre funcionarios municipales y de nivel central (homologadas tras la dictación de la Ley Nº 20.624), y la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la de modernización que perciben estos últimos (según EUS), se dispone que en caso alguno los funcionarios municipales podrán percibir una renta bruta mensual mayor que la que algunos ministerios y servicios (igual grado y estamento) perciben.

Para facilitar el trabajo de las municipalidades en este ámbito, el total de rentas que corresponden a los grados de la Escala Única de Sueldos deberán ser publicadas en el sitio electrónico institucional de la Contraloría General de la República, en los meses pertinentes, para cada uno de los porcentajes de cumplimiento de la asignación de modernización. 

- En caso alguno la aplicación de las diversas normas referidas podrá significar una disminución de los sueldos base mensuales establecidos en la ley Nº 20.624, que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.

Finalmente, pone de manifiesto el Mensaje que el proyecto de ley dispone la entrada en vigencia gradual dentro de tres años, tanto del nuevo componente base como de los nuevos porcentajes sobre remuneraciones dispuestos en aquel.

Es así como, para el año de publicación de la ley, el componente base será de 5,2% de las remuneraciones, y el componente de incentivo por gestión institucional alcanzará a 8,5% o a 4,25%, dependiendo del nivel de cumplimiento de los objetivos. Por su parte, para el mismo año, el incentivo de desempeño colectivo será de 6,6% o 3,3%, dependiendo del nivel de cumplimiento de metas. Similares guarismos regirán en caso de existir incentivo de desempeño individual en reemplazo del citado desempeño colectivo. De este modo, el año de publicación de la ley un funcionario municipal podrá lograr como máximo, a título de asignación de mejoramiento de la gestión, un 20,3% de sus remuneraciones.

Para el año siguiente al de publicación de la ley, el componente base aumentará a 7,8% de las remuneraciones. Por su parte, el incentivo por gestión institucional será de 9,8% o 4,9%, según grado de cumplimiento de metas. A su vez, ese año el incentivo de desempeño colectivo, o individual según corresponda, será de 7,8% o 3,9% dependiendo del nivel de metas cumplidas. Así, en dicho año se podrá alcanzar un máximo, por concepto de asignación de mejoramiento de la gestión municipal, de 25,4% de las remuneraciones.

El año subsiguiente al de publicación de la ley, en fin, entrarán en régimen los porcentajes dispuestos en el articulado permanente de la ley Nº 19.803, que la presente iniciativa propone modificar. En dicho caso, un funcionario, sea de planta o a contrata, podrá obtener como máximo un 30,6% de sus remuneraciones, lo que contrasta significativamente con el 10% máximo que pueden obtener el día de hoy.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Zaldívar, expresó que con la finalidad de superar el conflicto que en el último tiempo ha afectado a los funcionarios municipales del país, reflejado en su paralización por ya varias semanas, se han sostenido diversas negociaciones con los involucrados, que han tenido como resultado la presentación, por parte del Ejecutivo, del presente proyecto de ley, que pretende hacerse cargo de la demanda por homologar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la de modernización que beneficia a la Administración Pública. 





Uno de los porcentajes propuestos, sin embargo, no se aviene con la pretensión de los funcionarios municipales, por lo que se espera, para la discusión particular, una indicación del Ejecutivo que, por la vía de establecer la misma metodología de cálculo que se aplica a la Administración Pública, permita la completa aprobación de la iniciativa. 





Adicionalmente, prosiguió, se ha convenido la suscripción de un Protocolo de Acuerdo que aborde la principal preocupación manifestada por los alcaldes del país, cual es que los recursos ordinarios municipales no se vean afectados por la nueva ley que se está proponiendo.  A su turno, los parlamentarios de oposición han hecho ver al Ejecutivo que el financiamiento de la asignación no debe provenir de los recursos de libre disponibilidad que el actual Gobierno dejará al que asuma a partir del 11 de marzo de 2014. Finalmente, se ha tenido en cuenta también la necesidad exteriorizada por el Ejecutivo de que dicho financiamiento no suponga un aumento del gasto.





Atendidas todas estas consideraciones, el acuerdo a que se ha arribado contempla la realización de diversas reasignaciones. Dicho acuerdo ha sido puesto en conocimiento de las asociaciones de municipios y de funcionarios municipales, quienes dieron a conocer su conformidad.





Por otra parte, indicó, se incluye además en el aludido Protocolo, entre otros, el deber para el Gobierno, en conjunto con los demás actores, de constituir mesas técnicas sobre las siguientes materias:

- Incremento previsional, que ha sido objetado por la Contraloría General de la República. Deberá inicialmente encargarse un informe en derecho sobre el particular, que deber ser entregado antes del 30 de enero de 2014, y luego constituirse la referida instancia, que deberá evacuar sus propuestas antes del 28 de febrero del mismo año.

- Conformación de plantas municipales y asignaciones profesional, técnica y de responsabilidad. Deberá, asimismo, evacuar sus propuestas antes del 28 de febrero de 2014.

Finalizó su intervención el Honorable Senador señor Zaldívar haciendo presente que se hizo ver a los representantes de los alcaldes y de los funcionarios municipales, que los mencionados plazos podrían verse eventualmente extendidos una vez que le nuevo Gobierno del país asuma en sus funciones en el mes de marzo del año venidero.

Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Larraín, don Hernán, Lagos y Zaldívar. 


De conformidad con el precedente acuerdo, el texto aprobado en general por la Comisión es el que sigue:

“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 19.803 que Establece Asignación de Mejoramiento de la Gestión Municipal:  

1) Agregase, en el inciso primero del artículo 2º la siguiente letra c) a continuación del guarismo “9º”: “c) Un componente base, a que se refiere el artículo 9º bis de esta ley.”.

2) Agrégase, en el artículo 6º, a continuación del punto seguido (.) que sigue a la palabra “siguiente”, el que pasa ser punto seguido (.); la siguiente oración: “El concejo, al aprobar el mencionado programa, deberá considerar la debida correspondencia que éste tenga con el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal”. 

3) Reemplázanse, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, en el artículo 7º, los guarismos “6%” y “3%” por “11,1%” y “5,55%”, respectivamente.

4) Modifícase, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, el artículo 9º en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse, en el inciso segundo, los guarismos “4%” y “2%” por “9,2%” y “4,6%”, respectivamente.

b) Reemplázanse, en el inciso cuarto, los guarismos “4%” y “2%” por “9,2%” y “4,6%”, respectivamente.

5) Agrégase, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, el siguiente artículo 9º Bis, nuevo:

“Artículo 9º Bis.- El componente base a que se refiere la letra c) del artículo 2º será de un 10,3% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º.

6) Agrégase el siguiente artículo 9º Bis, nuevo:

“Artículo 9º Ter.- La remuneración bruta mensual correspondiente a los meses de mayo, julio, octubre y diciembre, que resulte al incluir la asignación de mejoramiento de la gestión municipal y según los porcentajes que correspondieren; deberá  compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos grados y estamentos, de la Escala Única de Sueldos, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre. 

El funcionario podrá percibir el monto de asignación de mejoramiento de gestión municipal que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos contenida en el Decreto Ley N° 249, de 1973, para igual porcentaje de cumplimiento de la asignación de modernización establecida en la Ley Nº 19.553 que Concede Asignación de Modernización y Otros Beneficios que Indica.

En caso de requerirse ajustes, se considerará la asignación de mejoramiento de la gestión municipal sin separar sus componentes y como un solo monto. 

La sumatoria de rentas que se compararán corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:

I. Escala municipal del personal regido por el Título II del Decreto Ley N° 3.551, de 1980:

a) Sueldo Base;

b) Incremento del artículo 2° del Decreto Ley N° 3.501, de 1980;

c) Asignación del artículo 24 del Decreto Ley N° 3.551, de 1980;

d) Bonificación del artículo 3° de la Ley N° 18.566;

e) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la Ley N° 18.675;

f) Asignación del artículo 4° de la Ley N° 18.717;

g) Asignación del artículo 21 de la Ley N° 19.429;

h) Asignación del artículo 1° de la Ley N° 19.529, e

i) Asignación de mejoramiento de la gestión municipal de la Ley N° 19.803 considerando el componente base de la letra c) y el grado de cumplimiento obtenido para los incentivos de las letras a) y b) del artículo 1° de dicha Ley.

II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1° del Decreto Ley N° 249, de 1973:

a) Sueldo Base;

b) Incremento del artículo 2° del Decreto Ley N° 3.501, de 1980;

c) Asignación del artículo 3° del Decreto Ley N° 479, de 1974;

d) Asignación del artículo 6° del Decreto Ley N° 1.770, de 1977;

e) Asignación del artículo 17 de la Ley N° 19.185;

f) Bonificación del artículo 3° de la Ley N° 18.566;

g) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la Ley N° 18.675;

h) Asignación del artículo 21 de la Ley N° 19.429, e

i) Asignación de modernización de la Ley N° 19.553, considerando las cantidades para los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, producto de porcentajes establecidos en los números 1, 2 y 3 del artículo 1° de la Ley N° 20.212 para los distintos grados de cumplimiento establecidos, cuando corresponda.

El total de rentas que corresponden a los grados de la Escala Única de Sueldos antes enumeradas serán publicadas en el sitio electrónico institucional de la Contraloría General de la República, en los meses pertinentes, para cada uno de los porcentajes de cumplimiento de la asignación de modernización. En el caso del estamento de auxiliares que carece de equivalencia de grados en la Escala única de Sueldos, se considerarán como no profesionales. 

En caso alguno, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de los sueldos base mensuales establecidos en la Ley Nº 20.624, que Modifica la Escala de Sueldos Base Fijada para el Personal de las Municipalidades por el Artículo 23 del Decreto Ley N° 3.551, de 1980.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.- Durante el año de publicación de la presente ley, para el pago de la asignación en lo correspondiente a los componentes incentivo por gestión institucional e incentivo por desempeño colectivo,  o incentivo de desempeño individual si correspondiere; se considerarán los grados de cumplimientos obtenidos respecto de las metas fijadas el año anterior.   

Si la presente ley se publicase una vez que ya se hubiere pagado alguna de las cuotas a que se refiere el inciso segundo del artículo 1º de la Ley Nº 19.803 correspondientes al año de publicación; en las cuotas siguientes la municipalidad respectiva realizará los ajustes para que el pago de las futuras asignaciones se adecúe a las disposiciones de la presente ley. En ningún caso, procederá reliquidar las cuotas ya pagadas, aplicándose directamente los nuevos porcentajes a las cuotas restantes del año.

Artículo Segundo.- El año de publicación de la presente ley, el componente base a que hace referencia el literal c) del inciso primero del artículo 2º de la Ley Nº 19.803, será de un 5,2% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º de aquella.

En ese mismo año, el componente incentivo por gestión institucional dispuesto en el literal a) del inciso primero  artículo 2º de la citada Ley, será de un 8,5% o de un 4,25% sobre las remuneraciones mencionadas en el indicado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento.

Asimismo, el año de publicación de la presente ley, el componente incentivo de desempeño  colectivo dispuesto en la letra b) del artículo 2º de la Ley Nº 19.803, será de un 6,6% o de un 3,3% sobre las remuneraciones indicadas en el artículo 3º de aquella, según el respectivo grado de cumplimiento. Iguales porcentajes regirán en dicho año en caso que fuere aplicable el incentivo de desempeño individual a que se refieren los incisos tercero y cuarto del artículo 9º de la citada Ley.

Artículo Tercero.- Al año calendario siguiente al de publicación de la presente ley, el componente base a que hace referencia el literal c) del inciso primero del artículo 2º de la Ley Nº 19.803, será de un 7,8% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º de aquella, que en cada caso correspondan.

En ese mismo año, el componente incentivo por gestión institucional dispuesto en el literal a) del inciso primero del artículo 2º de la citada Ley, será de un 9,8% o de un 4,9% sobre las remuneraciones mencionadas en el indicado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento.

Asimismo, el año siguiente al de publicación de la presente ley el componente incentivo de desempeño  colectivo dispuesto en la letra b) del artículo 2º de la Ley Nº 19.803, será de un 7,8% o de un 3,9% sobre las remuneraciones indicadas en el artículo 3º de aquella, según el respectivo grado de cumplimiento. Iguales porcentajes regirán en dicho año en caso que fuere aplicable el incentivo de desempeño individual a que se refieren los incisos tercero y cuarto del artículo 9º de la citada Ley.

Artículo Cuarto.- En función de lo dispuesto en la presente ley, las municipalidades deberán, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de ésta, efectuar las adecuaciones correspondientes en el respectivo reglamento interno a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 19.803. Dentro de igual plazo el concejo verificará el cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 2) agregado por la presente ley, debiendo modificar el referido programa en caso de considerar que no se verifica la correspondencia que éste debe tener con el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal.”.


Posteriormente, el señor Ministro del Interior y los integrantes de la Comisión suscribieron el siguiente Protocolo de Acuerdo:

“PROTOCOLO DE ACUERDO PARA LA TRAMITACIÓN LEGISLATIVA DEL PROYECTO DE LEY QUE HOMOLOGA LA ASIGNACIÓN DE MEJORAMIENTO DE LA GESTIÓN MUNICIPAL CON LA ASIGNACIÓN DE MODERNIZACIÓN

En el marco del proceso de tramitación legislativa del proyecto de ley que homologa la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la asignación de modernización, se ha convenido entre el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, representado por el Ministro del Interior y Seguridad Pública Sr. Andrés Chadwick, la Comisión de Hacienda del Senado, representada por su Presidente H. Senador Sr. Andrés Zaldívar y los HH. Senadores Sres. Camilo Escalona, José García, Ricardo Lagos y Hernán Larraín, la suscripción de un Protocolo de Acuerdo que dé cuenta del compromiso de las partes para el pronto despacho y aprobación del referido proyecto de ley.

Este Protocolo se sustenta sobre las siguientes bases fundamentales de acuerdo:

1.- El Gobierno ha mantenido un diálogo permanente que ha generado avances relevantes en relación al reconocimiento de derechos de los funcionarios municipales.

Ello se ha expresado en la aprobación de leyes que han permitido que dichos funcionarios accedan a beneficios por retiro voluntario y en el financiamiento fiscal del bono de zonas extremas. Asimismo el año 2012 se dictó la Ley N° 20.624, la cual homologa los sueldos base que perciben los funcionarios municipales con los que reciben sus pares del nivel central.

Las medidas citadas han implicado un aporte fiscal de M $ 44.000.000.

2.- Con el fin de viabilizar la pronta aprobación del citado proyecto de ley, el Gobierno y los HH. Senadores individualizados, se comprometen a lo siguiente:

2.1. Asignación de Mejoramiento de la Gestión Municipal.

El Ejecutivo ha ingresado al Senado el proyecto de ley que permite igualar la asignación de mejoramiento de gestión municipal con la asignación de modernización (Ley N° 19.553), alcanzando aquella, finalmente, un 30,6% de las remuneraciones correspondientes. En dicho proyecto de ley se contempla un período de 25 meses para lograr la plena igualación de las asignaciones citadas iniciándose el 1° de enero del próximo año, avanzando un 50% durante el primer año y un 25% adicional durante los dos años siguientes.

El Ejecutivo se compromete a ingresar una indicación al proyecto de ley, la cual propondrá equiparar íntegramente los diversos componentes de la asignación de mejoramiento de gestión municipal con la de modernización. En consecuencia el componente base ascenderá a un 15% de las remuneraciones. A su vez, el componente institucional podrá Ilegar a un máximo de un 7,6% de éstas y el colectivo, o individual en su caso, a un máximo de un 8% de las referidas remuneraciones, en función del grado de cumplimiento respectivo.

La responsabilidad en el pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal es de cargo municipal; sin perjuicio de ello se realizará un aporte fiscal a las municipalidades, proveniente de reasignaciones del presupuesto del año 2014 de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Dichas reasignaciones, en caso alguno, provendrán de la Provisión para Distribución Suplementaria.

Los montos que correspondan de dicho aporte a cada municipalidad serán determinados en resolución que dictará la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la cual será visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

2.2. Incremento Previsional.

El Ejecutivo se compromete a encargar un informe en derecho constitucional que analice en profundidad las distintas situaciones jurídicas existentes y entregue posibles caminos de solución al problema planteado. Dicho informe deberá ser entregado antes del 30 de enero de 2014.

Una vez recibido, este informe se constituirá de inmediato una mesa técnica tripartita con participación del Ejecutivo, representantes de los funcionarios municipales y alcaldes, la cual deberá entregar sus propuestas antes del 28 de febrero del 2014.

2.3. Plantas municipales y asignaciones profesional, técnica y de responsabilidad.

Sobre estos puntos el Ejecutivo se compromete a instalar, dentro de los diez días siguientes a la fecha de suscripción del presente Protocolo de Acuerdo, dos mesas técnicas tripartitas constituidas por el Gobierno, representantes de los funcionarios municipales y alcaldes, las que deberán entregar sus propuestas antes del 28 de febrero de 2014.

En relación a las mesas señaladas en los puntos 2.2 y 2.3, y una vez concluido el proceso electoral presidencial en curso, se procurara incorporar en ellas a representantes de la administración que asumirá sus funciones en marzo próximo.

2.4.
Solución de cupos para rezagados Ley N° 20.649 sobre incentivo al retiro.

El Ejecutivo enviará a tramitación, dentro del año 2013, un proyecto de ley que, sujeto a la disponibilidad de cupos existentes hoy en las normas vigentes, posibilite obtener los beneficios de la Ley N° 20.649 a todas aquellas personas rezagadas que, cumpliendo con los requisitos necesarios y habiendo postulado oportunamente, no alcanzaron a ser beneficiados.

Valparaíso, 19 de noviembre de 2013

ANEXO

Las reasignaciones indicadas en el Protocolo se originarán a partir de los recursos contemplados en la Provisión Recuperación lnfraestructura Local Zona Centro Sur y del Fondo de lncentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal.

Con todo, la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo reasignará, a más tardar el 28 de febrero de 2014, en el marco de su presupuesto para el año 2014, los recursos necesarios para el cumplimiento de los objetivos definidos para dicha Provisión.

Adicionalmente, garantizará que se transferirán M$ 2.000.000, provenientes de la asignación compensación por predios exentos, al Fondo de lncentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal, con el fin que éste cumpla los objetivos para los que fue creado, respecto de las municipalidades consignadas en las categorías 4 y 5 de la Resolución N° 115, de 2012, de dicha Subsecretaria.”.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


En representación del Ejecutivo, el Ministro del Interior, señor Andrés Chadwick, y el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, reiteraron el espíritu manifestado con ocasión de la discusión general del presente proyecto ley, materializado en el Protocolo de Acuerdo a que se hiciera referencia y en la siguiente indicación de Su Excelencia el Presidente de la República:

“AL ARTÍCULO ÚNICO

1) Para reemplazar, en el numeral 3), los guarismos "11,1" y "5,55" por "7,6" y "3,8", respectivamente.

2) Para reemplazar, en el numeral 4) la expresión “subsiguiente al de la publicación de la presente ley” por “2016”; y, para sustituir, en su literal a) los guarismos "9,2" y "4,6" por "8" y "4", respectivamente.

3) Para reemplazar, en el literal b) del numeral 4), los guarismos "9,2" y "4,6" por "8" y "4", respectivamente.

4) Para sustituir, en el número 5), el guarismo "10,3" por "15".

AL ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

5) Para reemplazar en el Artículo Primero Transitorio la expresión “de publicación de la presente ley” por “2014”.

AL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO

6) Para reemplazar, en el Artículo Segundo Transitorio, la expresión “de publicación de la presente ley” por “2014”; y, para reemplazar los guarismos "5,2", "8,5", "4,25", "6,6" y "3,3" por "10", "6", "3", "4" y "2", respectivamente.

AL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO
7) Para sustituir, en el Artículo Tercero Transitorio, la expresión “Al año calendario siguiente al de publicación de la presente ley” por “en el año 2015”; y, para sustituir los guarismos "7,8", "9,8", "4,9", "7,8" y "3,9" por "12,5", "6,8", "3,4", "6" y "3", respectivamente.

NUEVO ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO

8) Para añadir el siguiente nuevo Artículo Quinto Transitorio: "Artículo Quinto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley No 19.803, para efectos de contribuir a la financiación del pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, según los nuevos componentes y porcentajes dispuestos, el Fisco aportara a las municipalidades durante el año de publicación de la presente ley hasta la suma de M $ 30.000.000(treinta mil millones de pesos).

La Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinara los montos que a cada municipalidad le corresponda por aplicación de la disposición segunda transitoria precedente. Para estos efectos las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata y el costo involucrado en función de los incrementos dispuestos en dicha disposición.

Las municipalidades deberán solicitar el aporte fiscal correspondiente al año de publicación de la presente ley dentro de los 30 días siguientes a esta.

NUEVO ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO
9) Para añadir el siguiente nuevo artículo sexto transitorio: "Artículo Sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo precedente se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.".


Puesta en votación la indicación, fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.


La misma unanimidad acordó, además, la realización de una serie de enmiendas formales al proyecto de ley, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

- - -

INFOME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 18 de noviembre de 2013, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley incrementa la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, dispuesta en la Ley No 19.803, desde un 10% de las remuneraciones establecidas para su otorgamiento, hasta un 30,6% de las mismas. En lo sustantivo, considera modificaciones en los componentes, como sigue:

a) Modificar el incentivo por gestión institucional, el cual está vinculado al cumplimiento de un programa anual de mejoramiento de la gestión municipal, que debe ser propuesto al Alcalde por el Comité Técnico Municipal. Dicho programa deberá contener las metas de las diversas unidades de trabajo del municipio.

El proyecto de ley establece que dicho incentivo se eleva de 6% a 11,1% en caso de un cumplimiento igual o superior a un 90%, y, en caso de cumplimiento entre 75% y 89%, aumenta desde 3% a un 5,55% de las remuneraciones.

b) En lo relativo a la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, entendido como el incentivo de desempeño colectivo por área de trabajo, beneficio que se encuentra vinculado al cumplimiento de metas por dirección, departamento o unidad municipal, el Alcalde debe concordarlo con la o las asociaciones de funcionarios que estén constituidas en la respectiva municipalidad.

El proyecto de ley establece incrementar el actual nivel de un 4% de las remuneraciones a un 9,2% en caso de cumplimiento igual o superior al 90%; y transitar de un 2% a un 4,6% de las remuneraciones si el cumplimiento fuere igual o superior al 75% e inferior al 90%.

2. Por otra parte, el proyecto de ley crea una nueva asignación para el mejoramiento de la gestión municipal, denominada componente base y asciende a un 10,3% de las remuneraciones, beneficio que se paga a todo evento.

3. Esta iniciativa legal propende a equiparar las remuneraciones entre funcionarios municipales y de la administración central. Esto se lograría al año subsiguiente de la publicación de la ley.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales

El presente proyecto de ley no irrogará mayor gasto fiscal, toda vez que los costos asociados a los beneficios concedidos serán de cargo de los presupuestos municipales.”.

Del mismo modo, cabe consignar que la indicación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República durante la discusión particular del proyecto de ley, tiene incidencia en la administración financiera y presupuestaria del Estado.

La presentación del informe financiero a que dicha indicación ha dado lugar, fue comprometida por el Ejecutivo para la discusión de la iniciativa legal que tendrá lugar en la Sala del Senado.
- - -


En mérito de los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión de Hacienda propone la aprobación del presente proyecto de ley, cuyo texto es el siguiente 


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.803, que establece asignación de mejoramiento de la gestión municipal:  

1) Agrégase, en el inciso primero del artículo 2º, la siguiente letra c):

“c) Un componente base, a que se refiere el artículo 9º bis de esta ley.”.

2) Incorpórase, en el artículo 6º, la siguiente oración final: “El concejo, al aprobar el mencionado programa, deberá considerar la debida correspondencia que éste tenga con el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal.”. 

3) Reemplázanse, en el artículo 7°, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, los guarismos “6%” y “3%” por “7,6%” y “3,8%”, respectivamente.

4) Modifícase el artículo 9°, a contar del año 2016, en los siguientes términos:

a) Reemplázanse, en el inciso segundo, los guarismos “4%” y “2%” por “8%” y “4%”, respectivamente.

b) Sustitúyense, en el inciso cuarto, los guarismos “4%” y “2%” por “8%” y “4%”, respectivamente.

5) Agrégase, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, el siguiente artículo 9º bis:

“Artículo 9º bis.- El componente base a que se refiere la letra c) del artículo 2º será de un 15% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º.”.

6) Incorpórase el siguiente artículo 9º ter:

“Artículo 9º ter.- La remuneración bruta mensual correspondiente a los meses de mayo, julio, octubre y diciembre, que resulte al incluir la asignación de mejoramiento de la gestión municipal y según los porcentajes que correspondieren, deberá  compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos grados y estamentos, de la Escala Única de Sueldos, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre. 

El funcionario podrá percibir el monto de asignación de mejoramiento de gestión municipal que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos contenida en el decreto ley N° 249, de 1973, para igual porcentaje de cumplimiento de la asignación de modernización establecida en la ley Nº 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.

En caso de requerirse ajustes, se considerará la asignación de mejoramiento de la gestión municipal sin separar sus componentes y como un solo monto. 

La sumatoria de rentas que se compararán corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:

I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980:

a) Sueldo base;

b) Incremento del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980;

c) Asignación del artículo 24 del decreto ley N° 3.551, de 1980;

d) Bonificación del artículo 3° de la ley N° 18.566;

e) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley N° 18.675;

f) Asignación del artículo 4° de la ley N° 18.717;

g) Asignación del artículo 21 de la ley N° 19.429;

h) Asignación del artículo 1° de la ley N° 19.529, e

i) Asignación de mejoramiento de la gestión municipal de la presente ley, considerando el componente base de la letra c) y el grado de cumplimiento obtenido para los incentivos de las letras a) y b), todas del inciso primero del artículo 2°.

II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1° del decreto ley N° 249, de 1973:

a) Sueldo base;

b) Incremento del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980;

c) Asignación del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974;

d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N° 1.770, de 1977;

e) Asignación del artículo 17 de la ley N° 19.185;

f) Bonificación del artículo 3° de la ley N° 18.566;

g) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley N° 18.675;

h) Asignación del artículo 21 de la ley N° 19.429, e

i) Asignación de modernización de la ley N° 19.553, considerando las cantidades para los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, producto de porcentajes establecidos en los números 1, 2 y 3 del artículo 1° de la ley N° 20.212 para los distintos grados de cumplimiento establecidos, cuando corresponda.

El total de rentas que correspondan a los grados de la Escala Única de Sueldos a que se refiere el número II precedente,  serán publicadas en el sitio electrónico institucional de la Contraloría General de la República, en los meses pertinentes, para cada uno de los porcentajes de cumplimiento de la asignación de modernización. El estamento de auxiliares que carece de equivalencia de grados en la Escala Única de Sueldos, no será considerado como profesional. 

En caso alguno, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de los sueldos base mensuales establecidos en la ley Nº 20.624, que modifica la Escala de Sueldos Base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Durante el año 2014, para el pago de la asignación en lo correspondiente a los componentes incentivo por gestión institucional e incentivo por desempeño colectivo, o incentivo de desempeño individual si correspondiere, se considerarán los grados de cumplimiento obtenidos respecto de las metas fijadas el año anterior.   

Si la presente ley se publicase una vez que ya se hubiere pagado alguna de las cuotas a que se refiere el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.803 correspondientes al año de publicación, en las cuotas siguientes la municipalidad respectiva realizará los ajustes para que el pago de las futuras asignaciones se adecúe a las disposiciones de la presente ley. En ningún caso, procederá reliquidar las cuotas ya pagadas, aplicándose directamente los nuevos porcentajes a las cuotas restantes del año.

Artículo segundo.- Durante el año 2014, el componente base a que hace referencia el literal c) del inciso primero del artículo 2º de la ley Nº 19.803, será de un 10% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º de dicho cuerpo legal.

En ese mismo año, el componente incentivo por gestión institucional dispuesto en el literal a) del inciso primero del artículo 2º de la citada ley, será de un 6% o de un 3% sobre las remuneraciones mencionadas en dicho artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento.

Asimismo, durante el año de publicación de la presente ley, el componente incentivo de desempeño colectivo dispuesto en la letra b) del inciso primero del artículo 2º de la ley Nº 19.803, será de un 4% o de un 2% sobre las remuneraciones indicadas en el mencionado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento. Iguales porcentajes regirán en dicho año en caso que fuere aplicable el incentivo de desempeño individual a que se refieren los incisos tercero y cuarto del artículo 9º de la citada ley.

Artículo tercero.- En el año 2015, el componente base a que hace referencia el literal c) del inciso primero del artículo 2º de la ley Nº 19.803, será de un 12,5% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º de dicho cuerpo legal, que en cada caso correspondan.

En ese mismo año, el componente incentivo por gestión institucional dispuesto en el literal a) del inciso primero del artículo 2º de la citada ley, será de un 6,8% o de un 3,4% sobre las remuneraciones mencionadas en el citado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento.

Asimismo, en el año siguiente al de publicación de la presente ley, el componente incentivo de desempeño colectivo dispuesto en la letra b) del inciso primero del artículo 2º de la ley Nº 19.803, será de un 6% o de un 3% sobre las remuneraciones indicadas en el mencionado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento. Iguales porcentajes regirán en dicho año en caso que fuere aplicable el incentivo de desempeño individual a que se refieren los incisos tercero y cuarto del artículo 9º de la citada ley.

Artículo cuarto.- En virtud de lo dispuesto en la presente ley, dentro de los noventa días siguientes a su publicación las municipalidades deberán efectuar las adecuaciones correspondientes en el respectivo reglamento interno a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 19.803. Dentro de igual plazo, el concejo verificará el cumplimiento de lo dispuesto en la oración final del artículo 6° de dicho cuerpo legal, debiendo modificar el programa a que hace mención dicha norma en caso de considerar que no se verifica la correspondencia que éste debe tener con el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal.

Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley N° 19.803, para efectos de contribuir a la financiación del pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, según los nuevos componentes y porcentajes dispuestos, el Fisco aportará a las municipalidades durante el año de publicación de la presente ley hasta la suma de M $ 30.000.000 (treinta mil millones de pesos).

La Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda por aplicación del artículo segundo transitorio de la presente ley. Para estos efectos, las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal, la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata y el costo involucrado en función de los incrementos dispuestos en el precitado artículo transitorio.

Las municipalidades deberán solicitar el aporte fiscal correspondiente al año de publicación de la presente ley dentro de los 30 días siguientes a la ocurrencia de este hecho.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo precedente se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los día 18 y 19 de noviembre de 2013, con asistencia los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva (José García Ruminot), Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez (Hernán Larraín Fernández).


Sala de la Comisión, a 19 de noviembre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ORPIS, BIANCHI, HORVATH Y LARRAÍN FERNÁNDEZ, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCORPORA COMO TERRITORIOS ESPECIALES, BAJO EL ESTATUTO JURÍDICO QUE DETERMINE UNA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL, A LOS TERRITORIOS GEOPOLÍTICAMENTE ESTRATÉGICOS ASÍ DEFINIDOS POR EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

(9160-06)

Fundamentos

Resulta fundamental que los gobernantes asuman visiones geopolíticas para potenciar todo el territorio nacional pero muy especialmente las zonas geopolíticamente estratégicas.

En general salvo excepciones, en nuestro país no han existido visiones geopolíticas estratégicas que tengan que ver con el desarrollo o el poblamiento de esos territorios.

El mejor reflejo de lo anterior está en la definición que ha hecho el Estado en materia de Administración interior. Hasta el año 2005, Todas las regiones o territorios al interior de la las regiones tenían un mismo status.

Sin embargo esta tendencia se rompe con fecha 16 de Agosto de 2005 no en beneficio de los territorios geopolíticamente estratégicos sino los territorios insulares de Isla de Pascua y el archipiélago de Juan Fernández. Bajo el mandato del ex Presidente Ricardo Lagos Escobar cuando ingresó a tramitación legislativa una reforma constitucional que se materializó en el año 2007 bajo la ley 20.193 que declara como territorios especiales Isla de Pascua y el Archipiélago de Juan Fernández. Según el contenido de esta reforma constitucional, los mencionados territorios estarán sujetos a un estatuto especial.

Para fundamentar la reforma el mensaje señala que no obstante existir una institucionalidad regional “se reconoce que existen territorios insulares oceánicos cuya condición geográfica las mantiene en rezago frente al desarrollo social o económico del resto del territorio nacional, y dónde la experiencia ha demostrado que los mecanismos institucionales regionales y provinciales resultan inadecuados en la escala local. Este es el caso de los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, que necesitan una normativa específica para atender sus particulares características”.

El mensaje agregaba que: “Ello se materializaría con adecuaciones e innovaciones institucionales no sólo referidas a los contenidos de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional”. “El propósito mencionado de establecer estos Territorios Especiales se materializa a través de la incorporación de una norma especial en la Constitución Política referida al establecimiento de Territorios Especiales, que a la vez permitirá la creación de Estatutos Especiales mediante la dictación de leyes orgánicas constitucionales. Dicho propósito apunta a definir una estructura de administración más eficiente, sobre todo en su relación directa con el Gobierno central, por ello la opción de eximirla del diseño institucional tradicional.

Los Estatutos Especiales podrán considerar normas que provoquen un reordenamiento de las instituciones públicas, que potencie el máximo la presencia de un fuerte aparato público desconcentrado.”
“El Capítulo XIII de la Constitución Política del Estado que regula el Gobierno y Administración Interior del Estado, contiene normas referidas al Gobierno y Administración Regional, Provincial, Comunal y disposiciones relativas a ellas. La presente reforma pretende incorporar un nuevo artículo 115 bis dentro de un nuevo párrafo referido a Disposiciones Especiales, que trate de Gobierno y Administración de los Territorios Especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández. Al efecto, la reforma constitucional propone mandatar al legislador orgánico constitucional para establecer las modalidades de gobierno y administración que configurarán los Estatutos Especiales que regirán para los referidos Territorios Especiales. En consecuencia

El referido artículo 115 bis posteriormente se tradujo en el art. 126 bis. El fundamento tal como lo expresa el mensaje apunta a tener una administración más eficiente para alcanzar el desarrollo a través de una relación directa con el gobierno central de ambos territorios insulares.

Posteriormente, el 28 de Octubre de 2009 bajo el mandato de la ex Presidente Michelle Bachelet ingresó a nueva reforma constitucional que se materializó el año 2012 a través de la ley 20.573 que profundiza el contenido de este estatuto especial. Con el propósito expreso de proteger el medio ambiente y propender al desarrollo sustentable de dichos territorios, podrá restringirse el ejercicio de los derechos de permanencia o de residencia en dichos territorios y podrá limitarse la libre circulación de personas hacia dichas localidades.

Si la uniformidad en materia de administración regional se rompió para buscar una administración más eficiente en los territorios insulares y se profundizó por razones medio ambientales, con mayor razón debería romperse la uniformidad administrativa respecto de los territorios que efectivamente son geopolíticamente estratégicos. Allí la eficiencia debe ser máxima y debe existir una permanente observancia y preocupación del nivel central por garantizar su poblamiento, desarrollo o la conectividad. La institucionalidad debe hacerse cargo de este elemento tan fundamental como lo hizo respecto de los territorios insulares.

El potenciar el desarrollo y el poblamiento de territorios geopolíticamente estratégicos no puede depender de la mera voluntad de un gobernante.

Nuestra historia nos muestra como Chile ha tenido visión muy limitada, parcial y discontinua en estos territorios.

La Región De Tarapacá fue la última en incorporarse a la soberanía nacional. Lo hace en 1883 a través del tratado de Ancón. La soberanía sobre Tacna y Anca quedó pendiente. Logró materializarse cuarenta y seis años después con el tratado de 1929, partir del cual Anca definitivamente pasa a formar parte del territorio Nacional.

Desde el 1883 nunca ha existido una visión de conjunto para abordar la situación de Anca e Iquique.

En 1885 Arica tenía 3.900 habitantes e Iquique 19.291. En Iquique se produce el auge del salitre. Chile llegó a proveer el 70% de la demanda mundial, su población aumenta a más de 40.000 habitantes y ya en 1908 el salitre representaba el 57,8% los ingresos fiscales totales. Sin embargo en la década del 20 se descubre el salitre sintético. El país deja de percibir importantes ingresos. En 1927 el salitre sólo representaba el 25% de los ingresos fiscales, las exportaciones cayeron desde 2,8 millones de toneladas a 1,4 entre 1931 a 1932. Su precio bajó desde 40 dólares la tonelada a 24,5.

Iquique se vio seriamente afectada. Pobreza, desocupación y hambruna. La población de 40.000 habitantes en 1940 bajó 38.000 en 1992. En 1931 el Estado debía alimentar a 10.700 personas a través de cocinerías denominadas “ranchos” instaladas en Iquique, Pozo Almonte, Huara, San Antonio, Felisa, Brac y Negreiros.

Iquique fue abandonada por décadas. En 1957 se produjo la primera protesta por el abandono. Tres años después se repite nuevamente. Entre los años 1961-1962 el puerto tuvo un pequeño repunte por el auge de la actividad pesquera. En 1965 desaparecen los recursos pelágicos y las plantas procesadoras paralizan.

Sin embargo el destino de Iquique cambia a partir de 1974-75. Por una razón estrictamente geopolítica se crea la Zona Franca. Se transformó en una, palanca de desarrollo. Incrementa sus operaciones desde 707 millones de dólares en 1982 a casi 2000 millones de dólares en 1990. Genera una potente actividad comercial, industrial, inmobiliaria y turística. La población aumenta de 64.447 hab. en 1970 a 171.000 el 89.

La situación de Iquique termina por consolidarse con la llegada de la gran minería. En 1990 se instala la Cía. Doña Inés de Collahuasi y Quebrada Blanca, con una inversión de 3.000 millones de dólares. En 1992 la ciudad alcanza un 1,7% de desocupación.

¿Fue planificado o pensado el desarrollo de Iquique de los últimos 38 años como territorio geopolíticamente estratégico? En absoluto. La Zona Franca y su posterior desarrollo fue una coyuntura geopolítica pero no una visión geopolítica.

La gran ventaja de la zona Franca se originó en la reducción arancelaria e impositiva. Durante el gobierno militar Chile unilateralmente baja los aranceles y partir de 1990 los gobiernos democráticos celebraron tratados de libre comercio. Sin embargo la Zona Franca no se ve afectada y continúa siendo una palanca de desarrollo. Lo que en definitiva ocurrió con Zona Franca es haber generado un know how de comercio exterior, con una ubicación geográfica privilegiada para comerciar con Bolivia, Perú, Paraguay y el Norte Argentino. Esta iniciativa se vio reforzada por la llegada de inmigrantes chinos, hindús, pakistanís y de otras nacionalidades que se dedicaron al comercio y transformaron  Iquique en una ciudad cosmopolita.

Arica después de incorporarse al territorio nacional en 1929 queda en el más absoluto abandono hasta 1950. No contaba con los servicios básicos como electricidad, agua potable incluso sufría desabastecimiento.

Entre 1930 y 1952, baja el número de habitantes de 13.140 a 8.507. En la década del 50, el ex Pdte. Carlos Ibáñez del Campo toma la decisión de potenciar Arica. En 1953 crea el puerto libre. En los veinte años siguientes demográficamente crece más de diez veces. De 8.507 hab. En 1952 pasó a tener 87.726 en 1992.

A través del puerto Libre se podía importar sin impuestos y agregarles valor y re-exportarlos. La economía ariqueña se activó de inmediato. En 1958 se profundiza esta estrategia y se crea la Junta de Adelanto en que una parte de los ingresos que se generaban en Arica podían reinvertirse construcción, obras públicas universidades y apoyo crediticio.

El puerto libre y la Junta de Adelanto, generaron una importante base industrial en los rubros automotriz, electrónica, metalmecánico, textil y químico. Se instalaron las primeras empresas pesqueras. Se construyeron importantes obras públicas como la carretera panamericana Arica-Santiago (1961-62), el estadio Carlos Dittborn (1958), la central hidroeléctrica Chapiquiña (1961-64), el aeropuerto Chacalluta, el puerto y casino municipal. En 1970 se inicia la construcción del camino Arica-Tambo quemado-La Paz.

Entre 1960-1970 la población económicamente activa creció en un 65%. Arica llegó a tener 202 empresas que generaban 8.362 empleos directos. Importantes transnacionales se instalaron en Arica en el rubro automotriz (Ford, Citroën, Motorola, Geloso, Toshiba, Datsun, Chevrolet, Bristish Leyland, Renault).

A partir del Gobierno de Jorge Alessandri los técnicos cuestionaron el costo económico del puerto libre, por los ingresos que dejaba de percibir el fisco y dudaban de la junta de adelanto como elemento descentralizador. Fue una época marcada en lo económico por el concepto de sustitución de importaciones.

Se presenta al congreso un proyecto de la ley que se traduce en la ley 14.824 del 28 de diciembre de 1961 que disminuiría el presupuesto de la junta de adelanto, gravando los productos ingresados vía puerto libre. En 1963 se termina con el puerto libre.

Posteriormente se comienza a desmantelar la Industria Ariqueña. El ex Pdte. Eduardo Frei Ruiz Montalva tomó la decisión de desplazar el polo automotriz a la zona central. En 1967 permite que se trasladen a la provincia de Valparaíso, Aconcagua y O’Higgins, las empresas automotrices Fiat, Ford y Peugeot.

Entre 1970-73 las industrias fueron intervenidas e ingresaron al área de la propiedad social, con lo cual definitivamente desapareció la industria automotriz Ariqueña.

El gobierno militar por razones estratégicas ante las tensiones con los países vecinos decide potenciar Iquique y no presenta alternativas de desarrollo para Arica. En 1986 las cifras de cesantía llegaban al 12,6%.

Dado los niveles de abandono, en 1993 los ariqueños convocaron a un paro. En 1994 se genera una segunda protesta. El Gobierno reacciona y aprueba la ley 19.420 el 23 de Octubre de 1995conocida como la ley Arica I que tuvo un impacto casi nulo. Para corregirla, el 24 de octubre de 1996 se dicta la ley Arica II. también sin grandes resultados. Los dos dígitos de cesantía se mantuvieron hasta 2010.

El Presidente Piñera a partir del 2010 ha generado un punto de inflexión. Se planteó como el plan Arica 2010-2014. En lo esencial se trata de una estrategia dual que ha consistido en mejorar las leyes de excepción y en paralelo crear una base productiva sobre la base de las ventajas comparativas de la región, especialmente en torno a la agricultura y la minería. Se ha creado un nuevo valle (la Concordia) de más de 1000 hectáreas, se han instalado las principales empresas semilleras del mundo, se genera un plan de recursos hídricos que ha permitido utilizar los pozos de la Concordia abandonados por más de cuarenta años, entubar el Canal Azapa en etapa de licitación, avanzar en el embalse Chironta para potenciar el valle de Yuta. En síntesis, se persigue duplicar la superficie agrícola. Paralelamente, la minería por primera vez ha pasado a ser eje estratégico de la región, y los primeros cátodos de cobre serán exportados por el puerto de Arica en los próximos meses proveniente del yacimiento mediano Salamanqueja.

El ciclo virtuoso de la minería en el norte del país y este plan estratégico, han generado Arica cifras de desempleo de sólo un 4,6%, un punto por debajo del promedio nacional y el segundo Inacer más alto del país con un 9%. De acuerdo al último censo, aumentó levemente su población a una cifra levemente superior a los 200.000 mil habitantes. Sin embargo, el altiplano sigue despoblado y sin desarrollo con no más de 4.000 habitantes por la ausencia de fuentes productivas como consecuencia de haber sido declarada la mitad de la provincia de Parinacota un área protegida. Inexplicablemente diversos grupos o autoridades han manifestado su rechazo a estos proyectos estratégicos, especialmente mineros los que han terminado por judicializarse y en algunos casos paralizarse lo que sin duda tendrá impactos muy negativos en el futuro desarrollo de la región.

Pero esta falta de visión geopolítica no sólo ha ocurrido en el norte del país sino también en el sur. Es inexplicable lo que ocurre que en Tierra del Fuego. Mientras la población Argentina supera los 100.000 habitantes y Ushuaia se ha transformado en la puerta de entrada del turismo Antártico, el lado Chileno no supera los 6904 habitantes y aún no se termina de construir la comunicación terrestre hasta el canal Beagle. Puerto Williams es sólo una base Naval con 1700 habitantes.

Desde un punto de vista geopolítico, se hizo un gran esfuerzo por el gobierno militar para construir la carretera austral que posteriormente ha sido continuada por los gobiernos democráticos. Sin embargo es inexplicable que en pleno siglo XXI Chile no se encuentre unido vía terrestre entre Visviri por el norte y campo de hielo (4.000 km aprox.). Sólo falta un tramo de apenas 70 km (Pichanco-Leptepu / Fiordo Largo-Caleta Gonzalo) en que no se ha construido un metro de carretera por décadas.

De la breve exposición quedan en evidencia algunos hechos indesmentibles.

La falta de una visión desde el Estado para potenciar los territorios geopolíticamente estratégicas.

Materias tan trascendentes como las mencionadas no pueden quedar sujetas a la mayor o menor prioridad que establezca un gobernante determinado. No es un gobierno sino que el Estado de Chile, en su función permanente el que está llamado a crear y garantizar políticas de desarrollo y poblamiento en las zonas geopolíticamente estratégicas.

Tradicionalmente se ha entendido que los territorios estratégicos tienen que ver con materias relacionadas con la defensa. Se trata a mi juicio de una visión reduccionista. Temas como el poblamiento, desarrollo o conectividad son vitales y que trascienden al rol de las fuerzas Armadas.

Por tales motivos vengo en presentar la siguiente reforma constitucional que persigue incorporar en nuestra carta fundamental un nuevo artículo 126 ter que consagre como territorios especiales “los geopolíticamente estratégicos”.

Reforma constitucional

Para agregar el siguiente artículo 126 ter. A la Constitución Política de la Republica.

Artículo 126 ter.- También se considerarán territorios especiales los geopolíticamente estratégicos.

En estos territorios el Estado deberá velar por su desarrollo económico y social y promoverá políticas de poblamiento y conectividad.

Serán definidos mediante Decreto Supremo por el Presidente de la Republica y la Administración financiera, inversión pública y tributaria se regirá por los estatutos especiales que establecerá una ley orgánica constitucional.
(Fdo.): Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PROKURICA, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES FREI, GÓMEZ, HORVATH, NAVARRO Y ORPIS, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE PRORROGUE LA FRANQUICIA ESTABLECIDA EN LA LEY N° 20.365 Y QUE INCLUYA LAS VIVIENDAS USADAS ENTRE LOS INMUEBLES QUE PUEDAN INSTALAR SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS Y SER BENEFICIADAS CON LA MISMA FRANQUICIA

(S 1622-12)
Proyecto de acuerdo:

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.365 establece un crédito tributario para financiar sistemas solares térmicos que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria calentada con energía solar a viviendas nuevas de hasta 4.500 Unidades de Fomento (UF), de manera de contribuir a abaratar la instalación de estos sistemas tanto en los hogares de las familias de menores ingresos, cuanto en los de la clase media.

2. Que los destinatarios de la franquicia son las empresas constructoras que instalen sistemas solares térmicos en las viviendas que construyan, puesto que tendrán derecho a deducir de sus impuestos un crédito equivalente a un porcentaje del costo del sistema solar térmico según el valor de la vivienda. Tal porcentaje varía entre el 20% y el 100% de dicho valor, en este último caso tratándose de viviendas cuyo precio máximo sea de hasta 2.000 U.F.

3. Que, en circunstancias que este beneficio caduca el 30 de noviembre de 2013, la unanimidad de la Comisión de Minería y Energía fue partidaria de prorrogar la vigencia de la franquicia tributaria que dispuso la citada ley, para lo cual estimó necesario solicitar tal medida al Ejecutivo, el que debería materializar la referida extensión a través de una iniciativa de ley.

4. Que tal petición se fundamenta en los evidentes beneficios que en materia de ahorro y disminución de los costos de energía reporta la instalación en las viviendas de sistemas solares térmicos, en especial en sectores sociales vulnerables y que tradicionalmente han carecido de mecanismos para producir agua caliente por su elevado precio.

5. Que los sistemas de que se trata, por las ventajosas condiciones de radiación solar existentes en el país, son factibles de masificar desde Anca a Valdivia, por lo que no parece razonable desperdiciar la oportunidad inmejorable de generalizar su uso domiciliario.

6. Que, por otro lado, debe considerarse la posibilidad de incluir como bienes elegibles para optar a la franquicia no sólo a las viviendas nuevas, sino también las usadas. En este sentido, no puede olvidarse que las familias que con esfuerzo lograron reunir el dinero requerido para obtener una casa propia son las que hoy engrosan, en gran parte, el 40% de los hogares que a lo largo de Chile carecen de agua caliente. Así, según la encuesta CASEN el 40% de los hogares de Chile no cuentan con agua caliente, por lo que extender el subsidio a las viviendas usadas permitiría reducir considerablemente este índice.

El Senado acuerda:

Solicitar a S.E. el Presidente de la República el envío a la brevedad de un proyecto de ley que, por una parte, prorrogue la franquicia establecida en la ley N° 20.365 y, por otra, incluya también a las viviendas usadas entre los inmuebles elegibles para instalar sistemas solares térmicos y gozar del beneficio tributario.”.
(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.
_1394022858

